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A instancias de Diego Taraborrelli –uno de los autores y
compiladores– he leído este volumen, en primer término
para cumplir con lo solicitado y luego con un interés cre-
ciente. Me parece muy valioso el hecho de que en el seno
de una institución como el INTA haya surgido una refle-
xión teórica sobre las políticas públicas y que esto se haya
plasmado en un texto cargado de reflexiones, acompañadas
por el relato de varias experiencias concretas que merecen
ser conocidas. El INTA tiene una misión específica como
organismo de investigación y servicios tecnológicos en el
marco del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología. Es,
por lo tanto, una institución de carácter técnico ejecutora

1 Mario Albornoz es profesor de filosofía. Es Investigador Principal jubilado
del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET)
en el área de políticas de ciencia y tecnología. Su experiencia profesional
incluye la consultoría especializada en política y gestión de la ciencia, la
tecnología y la educación superior para organismos nacionales e internacio-
nales. Es docente de grado y posgrado en diversas universidades, en temas
de ciencia, tecnología y sociedad, así como en metodologías de gestión de
la actividad científica y tecnológica. Ha creado y gestionado centros de
investigación, programas internacionales, revistas especializadas y unidades
de transferencia de conocimientos al sector productivo. Dirigió la Maestría
de Política y Gestión de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, dictada
conjuntamente por la Universidad Nacional de General Sarmiento, el IDES
y el Centro REDES. Coordinó el Observatorio Iberoamericano de Ciencia,
Tecnología y Sociedad de la OEI, desde 2008 hasta 2022. Creó y coordinó
la Red Iberoamericana de Indicadores en Ciencia y Tecnología (RICYT).
Creó la Revista Iberoamericana de Ciencia, Tecnología y Sociedad – CTS.
Fue condecorado por el Gobierno de España con la Orden de Isabel La
Católica, por contribuir la cooperación entre ambos países. Recibió el Pre-
mio KONEX, que se entrega a personas que se han distinguido de manera
significativa durante la última década por su aporte a la ciencia y la tecno-
logía argentinas.
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de políticas públicas a cuyo diseño contribuye. Una suerte
de metarreflexión sobre la naturaleza y el carácter de las
políticas públicas surgida en el ejercicio de su misión es un
signo de inteligencia y reflexividad digno de ser apreciado.

Considero un acierto que el lector de este volumen
encuentre en el comienzo un interesante texto de Carlos
Vilas cuyo argumento central es el carácter político de las
políticas públicas, entendidas como ámbito y herramienta
de imbricación del Estado con la sociedad. ¿De qué habla-
mos cuando hablamos de políticas públicas?, se pregunta el
autor. Son acciones de gobierno –responde– que conducen
a la ejecución de poder político aplicado a áreas temáticas y
situaciones específicas consideradas problemáticas. Impli-
can el ejercicio del poder asignado a la función de gobierno
por los marcos normativos y de acuerdo con el programa
gubernamental de las fuerzas políticamente dominantes.

Las políticas públicas son los instrumentos mediante
los cuales los gobiernos se encaminan a lograr sus objetivos
a través de diversas modalidades de interacción con otros
actores políticos y sociales. Por eso brindan una aproxima-
ción a la distribución del poder y a la desigual capacidad
de los actores para instalar significados, ideas, creencias y
valores en la sociedad y en el Estado. Como afirman Osz-
lak y O’Donnell en un texto ya clásico, el estudio de las
políticas públicas es una promisoria manera de contribuir
al conocimiento del propio Estado, ya que ellas ponen en
evidencia el rostro de este y permiten comprender, ade-
más, cómo inciden mutuamente los cambios sociales y a
nivel del poder político. Por tales motivos son terreno de
interlocución y también de confrontación entre actores con
diferentes visiones, interpretaciones e intereses referidos a
lo inmediato del asunto específico que se trata o a las dife-
rentes maneras de encararlo, pero que siempre se vinculan
con el modo en que ese tema ingresa a las agendas de acción
gubernamental de los protagonistas. Oszlak y O’Donnell
describen tal proceso como un acorde de guitarra que,
según cómo se pulsen las cuerdas (el resultado de la puja de
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los actores), emitirá un sonido u otro. En el texto de Vilas se
vincula el auge de las políticas públicas con el desarrollo del
estado de bienestar, debido a que la expansión de las áreas
de incumbencia del Estado instaló la preocupación por la
eficacia de las herramientas utilizadas por los gobiernos.

Otro tema abordado en el texto se refiere a que no exis-
te una frontera rígida entre la política y la técnica; es –sobre
todo– una cuestión referida al nivel en el que se toman las
decisiones pertinentes. Esto remite a un tema abordado por
muchos autores, que es el límite entre la política y la gestión
o –dicho de otro modo– la burocratización. Max Weber
concebía a la burocracia como un tipo ideal de racionali-
zación de la gestión. Desde su perspectiva, la burocracia es
un sistema objetivo de administración y de gestión que está
dotado de reglas técnicas y procedimientos formales y se
orienta a la optimización de las actividades sobre la base de
una división del trabajo establecida según criterios también
objetivos.

Esta visión ideal de la burocracia como un instrumen-
to al servicio de la política y dirigido a fines prácticos
contrasta sin embargo con la evidencia histórica de que,
frecuentemente, el medio se convierte en un fin y que los
procesos de burocratización, lejos de eliminar las situacio-
nes de ineficiencia o conflictividad, las producen y acen-
túan. Manuel García Pelayo, siguiendo a Weber, señalaba
que la burocracia además puede ser entendida como un
sistema de racionalidad aparente, pero de real arbitrariedad
y disfuncionalidad, cuyo resultado es la ineficacia. Tanto la
burocracia como la tecnocracia constituirían, en su opinión,
subproductos de la civilización tecnológica.

Siguiendo a Vilas, las políticas públicas están dirigidas
a la resolución de problemas. Sobre esto no hay controver-
sia, pero sí la hay respecto de qué es o qué se considera
un problema de política pública. Una respuesta frecuente es
que “problema es lo que ingresa a la agenda de las políticas
de gobierno». Pero se incurre en una suerte de afirmación
redundante: la agenda se integra de problemas a encarar
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y los problemas a encarar son los que integran la agenda.
La pluralidad de actores se manifiesta en una pluralidad de
construcciones posibles. En la vida real, las personas y las
organizaciones a las que adhieren no tienen igual capacidad
o poder para construir problemas de política.

En su recorrido conceptual, en otro de sus textos, el
libro plantea un interesante contrapunto entre las ciencias
sociales y las disciplinas anticipatorias, como una relación
compleja portadora de desafíos y promesas, particularmen-
te en el caso de América Latina. ¿Cómo es el vínculo entre
las ciencias sociales y estas disciplinas que exploran el futu-
ro? Andrés Kozel y Diego Taraborrelli proponen un itine-
rario en etapas, que les permite revisar los vínculos entre
unas y otras. Discurren también sobre tipos de disciplinas
anticipatorias, sin perder de vista el legado latinoamericano
en la materia.

La prospectiva basada en escenarios, la proyección de
tendencias, la anticipación, los pronósticos y la predicción
son, entre otras, el conjunto de las disciplinas anticipatorias.
Daniel Bell, en su ya clásico texto sobre el advenimiento
de la sociedad posindustrial, prefiere usar el término “prog-
nosis». Vale la pena tener en cuenta su advertencia en el
sentido de que predecir el futuro es una cuestión engañosa,
aunque solo sea por la razón lógica de que no existe “el futu-
ro”. La palabra futuro es un término relativo. Únicamente se
puede discutir sobre el futuro de algo. En el caso de Bell, se
trata del futuro de las sociedades industriales avanzadas.

La prognosis –afirma aquel autor– es posible donde se
dan regularidades y recurrencias de los fenómenos o donde
convergen tendencias cuya dirección, si no la trayectoria
exacta, se puede dibujar en series temporales estadísticas
o formularse como tendencias históricas persistentes. Sin
embargo, siempre se trata necesariamente de probabilida-
des y de un conjunto de proyecciones posibles. Pero las
limitaciones de la prognosis son también evidentes. Cuanto
más se avanza en el tiempo con una serie de prognosis,
mayor es el margen de error, puesto que el abanico de las
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proyecciones se extiende. Y, lo que es más importante, en los
puntos cruciales, esas tendencias están sometidas a la elec-
ción (y de manera creciente en las sociedades modernas se
producen intervenciones conscientes de quienes detentan
el poder), y la decisión de acelerarlas, desviarlas o anularlas
es una intervención política que puede crear un punto de
inflexión en la historia de un país o de una institución. Otra
advertencia de Bell es que la prognosis solo es posible cuan-
do se puede presumir un alto grado de racionalidad por
parte de los hombres que influyen en los acontecimientos.

Dadas las limitaciones mencionadas, ¿para qué sirven,
entonces, los ejercicios de anticipación del futuro? Aunque
no se puedan predecir los resultados, es posible especificar
las restricciones o los límites dentro de los cuales se torna-
rían efectivas las decisiones políticas. Dados los deseos de
los seres humanos de controlar su historia, la anticipación
del futuro supone una conquista distintiva en la autocon-
ciencia social.

Cabe interrogarse acerca de si las disciplinas antici-
patorias o la prognosis son especialidades científicas. Más
bien parecen insertarse en el terreno de lo interdisciplina-
rio y en gran medida se apoyan en las ciencias sociales. Esto
lo reconocen Kozel y Taraborrelli cuando afirman que las
intersecciones y las interacciones entre unas y otras disci-
plinas han sido más la norma que la excepción. De un lado,
el futuro suele ejercer una notable fascinación sobre los
científicos sociales; del otro, los cultores de las disciplinas
anticipatorias acuden con asiduidad a conceptualizaciones,
técnicas y métodos empleados por las ciencias sociales. Se
suele advertir –afirman– que para anticipar escenarios es
preciso partir de un buen diagnóstico. Normalmente, este
se nutre de aportes de las ciencias sociales: sociología, poli-
tología, antropología y economía.

El futuro no existe aún y por eso es un objeto de estu-
dio con características singulares. Radicalmente se podría
afirmar que el futuro –y muy especialmente el futuro
humano, que por definición es social– no se puede conocer
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ni tampoco anticipar con exactitud. En esta línea es factible
proseguir diciendo que, cuando se indica que se estudia el
futuro, en realidad se estudian representaciones sobre el
futuro (pasadas o presentes), pero en ningún caso el futuro
como tal. Todavía en esta misma línea, se podría sostener
–afirma el texto– que en un ejercicio de anticipación inevi-
tablemente se plasman, más o menos sistemáticamente, más
o menos persuasivamente, las representaciones que sobre el
futuro detenta el grupo que lleva a cabo el ejercicio y, muy
centralmente, según se viene indicando, el actor o conjunto
de actores que lo ha encomendado.

Los autores proponen una salida a tal dilema, que
puede ser la de postular unas disciplinas anticipatorias que
asuman abierta y reflexivamente una “orientación normati-
va”. De hecho, no pocos estudios se han vertebrado a partir
del delineamiento apriorístico del escenario deseable. No
deja de ser importante que la orientación normativa pueda
fundamentarse acudiendo a nuestra propia tradición lati-
noamericana de estudios anticipatorios. Varios de los más
importantes que se llevaron a cabo en América Latina com-
partieron ese rasgo. El texto menciona el libro Nosotros,
mañana, de José Luis de Imaz; los aportes de Oscar Var-
savsky y los clásicos estudios dirigidos por Amílcar Herrera:
¿Catástrofe o nueva sociedad?: modelo mundial latinoamericano
y Las nuevas tecnologías y el futuro de América Latina: riesgo y
oportunidad.

Sin ninguna duda, el Modelo Mundial Latinoamericano
tuvo un propósito ideológico y normativo: el de discutir
los supuestos del documento The limits to growth (Los límites
del crecimiento), acerca de la existencia y uso de las reservas
de recursos naturales y de las tendencias de la contamina-
ción. Los autores del Modelo objetaron que el concepto de
“reservas” no reflejaba la riqueza del mundo, sino solo los
recursos conocidos hasta la fecha. Con respecto a la catás-
trofe ecológica o la escasez aguda de recursos que anticipaba
el informe del Club de Roma, argumentaban que el modelo
de sociedad que estaban proponiendo garantizaría que no
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habría peligro de catástrofe. El Modelo se propuso mostrar
la viabilidad de su propuesta a partir de los recursos natura-
les existentes, pero suponiendo que se produjeran los cam-
bios sociales y políticos requeridos por la imagen de socie-
dad. En consecuencia, no pretendió predecir tendencias en
función de la realidad actual, sino proponer una meta final,
un escenario deseado o una percepción de la sociedad ideal.
A partir de tal representación de sociedad, un modelo mate-
mático de simulación demostró que los recursos no eran
el problema y que, partiendo de las condiciones dadas, los
diferentes países o regiones del mundo –especialmente los
más pobres– podían alcanzar el objetivo fijado en un plazo
razonable.

Este volumen dedicado a las políticas públicas incluye
un interesante texto que da cuenta de la mirada propia del
análisis sociotécnico y aborda las que denomina “racionali-
dades falaces”: la artefactual y la transferencista, que emer-
gen de la estabilización del modelo lineal de innovación
como marco conceptual de las políticas de ciencia, tecnolo-
gía e innovación, de las instituciones que las implementan y
de las prácticas cotidianas de los investigadores que perte-
necen a aquellas.

La noción de “racionalidad” refiere, en este caso, a rela-
ciones problema-solución que se estabilizan y naturalizan.
A diferencia de las relaciones entre problemas y soluciones,
que remiten a coordenadas espaciotemporales concretas,
las racionalidades, en el sentido que el texto les asigna, son
acciones de inteligibilidad ideológica del sujeto y el mundo
que lo rodea, e implican formas estabilizadas de identifica-
ción de un tipo o formato de problema –por lo tanto, de sus
correspondientes soluciones– que permiten homogeneizar
distintas situaciones en términos de parámetros comunes
que le otorgan unicidad y sentido.

La racionalidad artefactual construye problemas como
los de desarrollo económico, la agenda de investigación y
desarrollo (I+D) y el empoderamiento de las comunidades
locales, entre otros, abordándolos como la ausencia o la
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incapacidad de acceder a “cosas” o artefactos. Esta forma de
construcción de problemas –afirman los autores– conlleva
un tipo definido de solución: la provisión de artefactos, lo
cual aislaría o invisibilizaría los procesos de los que deriva
que tales artefactos funcionen o no.

La segunda racionalidad que presentan es la transfe-
rencista, la cual naturaliza como mecanismo de circulación
de conocimientos y desarrollo tecnológico la producción
de una interfaz entre el sector que produce el conocimiento
científico y el que produce bienes. Esta racionalidad cons-
truye una división sociotécnica del trabajo que se vuelve
parte constitutiva de la propia matriz de afirmaciones y
sanciones, tales como el diseño de instituciones, los meca-
nismos de evaluación, las métricas de desempeño de progra-
mas y otros aspectos que refuerzan la racionalidad lineal.

Los procesos de cambio tecnológico que generan diná-
micas de desarrollo –se argumenta– no son lineales ni res-
ponden a relaciones causales necesarias y suficientes. Por
el contrario, en ellos predomina un alto grado de incer-
tidumbre. No responden a secuencias “lógicas” entre “ele-
mentos homogéneos”. Nuevas explicaciones sobre procesos
sociocognitivos que se constituyen en dinámicas de inno-
vación y cambio tecnológico han sido propuestas; entre
ellas, la noción de tecnociencia. El término –entendido por
Bruno Latour como la fusión entre ciencia, organización e
industria– es utilizado también por Javier Echeverría, quien
explica que la tecnociencia surgió durante la Segunda Gue-
rra Mundial y fue impulsada por los grandes programas
de investigación financiados por el gobierno de Estados
Unidos en estrecha vinculación con las empresas del sector
industrial y las instituciones militares. El concepto de tec-
nociencia remite además a las relaciones entre las corpora-
ciones de científicos, ingenieros y otros profesionales.

Con el mismo enfoque de los estudios sociotécnicos, el
libro incluye un artículo que apunta a contextuar y refle-
xionar desde el INTA sobre las políticas públicas. Este texto
presenta algunos elementos que brinda la historia desde sus
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diferentes ópticas, con el fin de contextualizar las políticas
públicas en el ámbito institucional del INTA. La diversidad
de escenarios que hay en los niveles nacional, provincial,
regional y local donde se ubican las unidades del INTA –
afirma el escrito– requiere de un análisis particular que
permita dar cuenta de su propio tiempo y espacio.

Otro capítulo –uno de los más interesantes que integran
este volumen, en mi opinión– se refiere a la utilización de
la evidencia en los procesos de política pública. El paradigma
de estas políticas asume que los sistemas de información
y las bases de datos proveen insumos vitales para generar
ventajas competitivas y ayudan a manejar los cada vez más
complejos sistemas sociales.

Varios son los fines que persigue una aproximación
basada en evidencia. En primer lugar, el logro de una mayor
eficacia en las políticas, ya que un basamento científico sóli-
do incrementa las posibilidades de resolver los problemas
colectivos. Por otro lado, este enfoque también está vincula-
do a la eficiencia en el gasto, ya que el hecho de trabajar con
recursos públicos implica que sea necesario utilizarlos de la
mejor manera posible, lo que es especialmente importante
en el contexto de una economía en crisis.

En cualquier caso, no es evidente lo que constituye
una evidencia ni tampoco lo es de por sí aquella que surge
de valores estadísticos. En este sentido, uno de los desafíos
más importantes en el momento de trabajar con big data es
la definición precisa acerca del uso que se puede dar a los
datos, se advierte en el artículo. Una estructura legal sólida
por detrás del manejo de información estadística es central
en este proceso.

Sin embargo, la principal restricción que enfrenta este
enfoque no es de carácter metodológico ni técnico, sino
fundamentalmente político, y deriva de las posibilidades de
construir y administrar sin interferencias los sistemas de
información complejos y ligarlos con núcleos de investi-
gación relevantes en términos de la política que se quiere
diseñar e implementar.
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Siguiendo la línea reflexiva de la evidencia, otro capí-
tulo remite a la evaluación de impacto para el análisis y la
gestión de política pública en un instituto de ciencia y tec-
nología. ¿Qué se entiende por “impacto”? El escrito remite
a la definición adoptada por el Comité de Asistencia para
el Desarrollo de la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE), que especifica impac-
to como los “efectos positivos y negativos, deseados y no
deseados, directos e indirectos, primarios y secundarios,
que produce una intervención”.

La evaluación del impacto forma parte de la agenda
de investigación aplicada sobre la formulación de políticas
públicas basadas en evidencia. Sin embargo, atribuir cau-
salidad es el gran desafío de este tipo de evaluación, cuyo
valor es innegable para dar cuenta de las acciones destina-
das a impulsar el desarrollo. En el mismo sentido, la evalua-
ción del impacto es imprescindible con el fin de mejorar la
capacidad de las instituciones de ciencia, tecnología e inno-
vación para generar e internalizar aprendizajes sobre las
políticas que ejecutan y sus estrategias de implementación
en los territorios.

Extendiendo la aplicación de las metodologías de eva-
luación de impacto al caso del INTA, el texto destaca que la
práctica habitual de captura de la información que se genera
en el proceso de producción de valor público es un recurso
valioso tanto para el seguimiento de la labor institucional
como para la evaluación de su impacto.

En primer lugar –se señala– es necesario conocer en
profundidad la intervención que se quiere evaluar, así como
poder formular hipótesis de interés sobre mecanismos cau-
sales generados por la institución, que se vinculen con las
variables de resultado esperadas, en proceso u observa-
das. En segundo término es necesario tener la capacidad
de formular preguntas específicas de relevancia estratégica
y anticipatoria sobre los impactos que se pretenden pro-
vocar. También se requiere la capacidad institucional de
analizar los procesos de construcción de las intervenciones
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y evidenciar sus efectos. Todo esto apunta a la necesidad
de contar con fuentes de información adecuadas para una
investigación evaluativa del impacto, como bases de datos
institucionales y sistemas de relevamiento de información
primaria para un análisis mixto, cualitativo y cuantitativo.

La gestión del impacto demanda –según se resalta en
el escrito– construir una visión compartida de futuro que
explicite las expectativas y previsiones de futuro. También,
una visión estratégica del problema a abordar, las relacio-
nes institucionales y el sistema de información sobre los
resultados de impacto a comunicar.

La primera parte del volumen se completa con un
interesante texto referido a la democracia deliberativa. Esta
es el modo en que una democracia constitucional se realiza
como tal, a través de procesos comunicacionales superado-
res de las concepciones que ven en ella una mera compe-
tencia entre élites y consideran imposible alcanzar acuerdos
sobre lo que sea el interés general. En esa línea, se destaca la
importancia de que se llegue a las instancias de democracia
deliberativa con la mayor información posible en torno al
asunto.

Frente a un problema determinado, se afirma, no se tra-
ta de mantener un enfrentamiento desde posiciones férreas
e inamovibles, sino de esclarecer una cuestión que afecta
o involucra de diferentes modos a la comunidad política.
Es una gran advertencia en los tiempos que corren. Para
lograrlo se necesitan cambios actitudinales y un aprendizaje
con respecto a los modos de resolver conflictos atravesados
por pasiones viscerales. No se trata meramente de impo-
ner una mayoría, sino de lograr consensos más abarcativos
sobre determinadas cuestiones. Por eso, los derechos a la
libertad de expresión y a la información, que componen
el derecho no explicitado a la comunicación, deberían ser
ultraprotegidos por el Estado. Sin embargo, hasta ahora,
muchas decisiones llegan a transformarse en normas sin
haber pasado por el escrutinio público.
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Para concluir esta descripción a suerte de prólogo,
debo decir que este interesante volumen se completa con
un conjunto de textos referidos a experiencias concretas,
comenzando por un breve repaso de políticas y programas
alimentarios en Argentina, así como la experiencia de Uru-
guay con el COVID-19. También se relata la experiencia
del Grupo de Estudio y Trabajo en Políticas Agropecuarias
(GETPA) como una práctica interdisciplinaria de análisis y
aportes a las políticas públicas en la Facultad de Agronomía
de la Universidad de Buenos Aires (UBA).

Con referencia directa al INTA, un texto se enfoca en
la innovación y las políticas públicas para la agricultura
familiar. Otro, en la experiencia del INTA en la implemen-
tación de la Ley de Cannabis Medicinal. Un tercero, sobre el
trabajo agrario en Argentina, bajo la óptica de los enfoques
y abordajes desde el INTA. Un par de trabajos reflexionan
acerca de las acciones y omisiones en políticas públicas
sobre nuestro patrimonio genético y sobre la Ley Ovina,
como continuidad de una política de crecimiento. El libro
se cierra con un capítulo sobre alianzas en la construcción
de los territorios: la experiencia de la Estación Experimen-
tal Agropecuaria del Área Metropolitana de Buenos Aires
(EEA-AMBA) entre 2013 y 2018.

Finalmente, creo que si quienes organizaron este volu-
men se habían propuesto hacer un aporte en este campo
de estudio, lo han logrado con creces. Por la temática y la
calidad de los textos aquí reunidos, este libro resulta per-
tinente para pensar –en el caso del INTA, y de un modo
más general en la relación de los organismos de ciencia y
tecnología con las políticas públicas– una forma al mismo
tiempo reflexiva y práctica de abordar el vínculo entre la
generación de conocimientos y las políticas.
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A las 14 autoras y los 20 autores que colaboraron con esta
publicación, por aceptar la invitación a reflexionar juntos y
por sus generosos aportes aquí compartidos.

Al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria
(INTA), una institución con la capacidad de alojar las diver-
sas trayectorias profesionales de miles de personas que tra-
bajamos con el objetivo de un desarrollo justo para nuestro
país y una vida digna para todas y todos.

A las productoras y los productores de nuestra rura-
lidad, sus familias, asociaciones y organizaciones. A los
investigadores y técnicos de nuestros organismos de ciencia
y tecnología.

Al “Programa por Área Temática Desarrollo Regional y
Territorial” y a la “Plataforma Contribución para la Formu-
lación y Gestión de Políticas Públicas” del INTA. A nuestras
compañeras y compañeros, entre ellos Eduardo Cittadini,
María Mercedes Patrouilleau, Cecilia Aranguren, Fernanda
Toso, Walter Mioni, Graciela Borras, Diego Ramilo y Janine
Schonwald, por el apoyo para esta publicación.

Ignacio Alonso, Débora Barrera y Diego Taraborrelli
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La vinculación de los organismos de ciencia y tecnología
con el desarrollo es relevante tanto en los círculos de inves-
tigación académica como en las comunidades de práctica de
política pública que se nutren de sus reflexiones. Asimismo,
las problemáticas que se afrontan son un desafío que inter-
pela a estas instituciones en su rol y posición respecto de
las políticas públicas, específicamente en el modo en que se
relacionan y realizan o implementan contribuciones.

Basados en la experiencia de trabajo en organismos de
ciencia y tecnología –universidades e institutos nacionales
de investigación agropecuaria– nos propusimos hacer un
aporte en este campo de estudio y praxis. Creemos que, por
la temática y la calidad de los textos aquí reunidos, este libro
resulta pertinente para pensar la vinculación de estos orga-
nismos con las políticas públicas, lo que es otra forma de
abordar una cuestión clásica sobre cómo es la relación entre
la generación de conocimientos y las políticas. Con ese fin
convocamos a 34 autoras y autores, que representan una
pluralidad de voces de distintas procedencias disciplinarias,
geográficas e institucionales de producción de conocimien-
to, a reflexionar sobre estos temas, proponer enfoques y
metodologías, problematizar conceptualizaciones, sistema-
tizar experiencias y analizar casos concretos de políticas.

Para lograr ese cometido, la atención se enfocó en las
problemáticas que atraviesan los territorios, los laborato-
rios y las oficinas de esas instituciones. En estas páginas se
brindan aportes a los procesos de innovación productiva y
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social que no solo ofrecen herramientas conceptuales, sino
que también exponen saberes y experiencias que coadyu-
van a los ejercicios de implementación. Al mismo tiempo,
esta obra abona la promoción de espacios colaborativos
interinstitucionales y fortalece las capacidades para la gene-
ración de redes que articulen las actividades de los organis-
mos públicos de ciencia y tecnología con centros académi-
cos de excelencia. Para eso procuramos poner a disposición
del público general, y de la comunidad académica en parti-
cular, elementos que interpelen posiciones y promuevan un
diálogo productivo en la discusión de por qué, cómo y para
qué abordar las políticas públicas en un instituto de ciencia
y tecnología.

En este sentido, proponemos una conceptualización
que da cuenta de una triple posición de estos organismos
con relación a las políticas públicas. En primer lugar, en
cuanto organismos públicos, pueden pensarse como una
política promovida y sostenida por los Estados. En segun-
do término, el componente de extensión de algunos de
estos organismos forma parte de esa estrategia y en muchas
oportunidades se consuma mediante la gestión y la imple-
mentación de políticas públicas, donde su presencia y capi-
laridad territorial resultan invaluables para hacer presente
al aparato estatal. Y, tercero, el compromiso de estas institu-
ciones con el aporte al proceso de formulación de las polí-
ticas públicas. Es decir que, desde esta triple posición, estos
organismos forman parte de una política, pero en ocasiones
también las implementan y frecuentemente realizan con-
tribuciones para la formulación de mejores intervenciones
estatales. En este sentido, el contenido de este libro dialoga
–a través de reconocidos expertos en las temáticas y desde
distintas perspectivas– con esas tres posiciones.
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Si bien la multiplicidad de enfoques y temáticas permite
abordar flexiblemente el contenido de este libro según el
interés particular del lector, con base en los criterios uti-
lizados para la compilación proponemos una lectura que
recorra su integralidad. Esta obra se divide en dos seccio-
nes. En la primera, de carácter esencialmente teórico, brin-
da aportes conceptuales y metodológicos que contribuyen
a la reflexión sobre el análisis del Estado y de las políticas
públicas en los organismos de ciencia y tecnología. En la
segunda, de carácter empírico, sistematiza y analiza diver-
sas experiencias tomando casos de políticas públicas que
permiten poner en valor prácticas, enfoques e intereses de
organismos de ciencia y tecnología con desafíos similares.

A la primera sección del libro, “Aportes conceptuales
y metodológicos para el abordaje de las políticas públicas”,
que reúne contribuciones teóricas de expertos y referentes
temáticos, podemos subagruparla en tres duetos y un texto
que nos abre la puerta a la parte siguiente.

Los dos primeros capítulos enmarcan el sentido general
del libro. Estas contribuciones problematizan –cada una a
su modo y con su estilo– el carácter técnico de las políticas
públicas y ponen en evidencia lo político en las políticas, al
tiempo que advierten sobre los riesgos de aplicar técnicas o
metodologías de análisis sin una previa reflexión crítica. De
hacerlo, sostienen, se corre el riesgo de reproducir las posi-
ciones de poder preexistentes sin aportar a un desarrollo
justo y equitativo que las interpele.

El primer capítulo está escrito por el politólogo Car-
los M. Vilas (UNLa). Elegimos comenzar con él no solo
por su reconocida trayectoria como investigador y funcio-
nario, sino también porque su texto condensa claramente
relevantes reflexiones disciplinares sobre conceptos claves
para quienes deseen adentrarse en el trabajo intelectual o
el ejercicio práctico con las políticas públicas. El artícu-
lo ofrece una lectura del panorama general del campo de
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estudios de las políticas públicas desde la Ciencia Política,
haciendo énfasis en su carácter político y problematizando
su dimensión pública. Vilas logra, a través de una breve his-
torización, inscribir la emergencia de conceptos y enfoques
con relación a distintos contextos (geo)políticos, ideológi-
cos y económico-financieros, y dar cuenta de una tendencia
analítica hacia la descontextualización. En sus páginas ilus-
tra con ejemplos concretos la pertinencia de conceptos del
análisis de políticas, como descentralización, racionalidad,
capacidades estatales, orientación, técnica y política, efecti-
vidad, intersectorialidad, poder infraestructural y autono-
mía enraizada, entre otros. Creemos que esta lectura con-
ceptual brinda una oportunidad e invita a profundizar y a
estar advertidos acerca de qué hablamos cuando hablamos,
por ejemplo, de la gobernanza en los territorios, tan en boga
actualmente.

A continuación, Andrés Kozel (CONICET-UNSAM) y
Diego Taraborrelli (UNQ) nos proponen pensar los aportes
que se pueden hacer desde las disciplinas anticipatorias a las
políticas públicas, las cuales tienen la posibilidad de jugar
un rol en su programación, planificación o diseño. Estos
autores –mediante la figura del saber “ventrilocuizado”–
ofrecen una reflexión que advierte sobre un modo de pro-
ducción intelectual que reproduce acríticamente los discur-
sos, de manera que es hablado por otros actores, y el saber
experto se reduce a una “modulación mal conducida”, pre-
cisándolo a través de técnicas, metodologías o directamente
vaciándolo de contenido en pos de la neutralidad valorati-
va. El texto nos invita a recapacitar sobre los esfuerzos de
las disciplinas anticipatorias o los estudios del futuro para
buscar fuentes exógenas de legitimidad y los efectos sobre
una práctica que suele tener una necesaria vocación utili-
taria para su producción. Frente a esta actividad intelectual
“domesticada”, ellos proponen algunos modos y disposicio-
nes que permitan afrontar honestamente las tensiones y los
peligros de quienes buscan aportar, desde las disciplinas
anticipatorias, a las políticas públicas. Creemos que este
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artículo es un gran aporte porque indaga en un modo de
construir futuro que trabaja sobre sus representaciones, lo
cual –como los mismos autores observan– es otra forma de
hablar del deseo, en este caso de los deseos sociales y sus
manifestaciones.

El segundo dueto nos ofrece herramientas conceptua-
les para la planificación y el trabajo con políticas públicas
en un organismo de ciencia y tecnología, ambos desde el
enfoque teórico del análisis sociotécnico. El capítulo escrito
por Lucas Becerra, Hernán Thomas y Paula Juárez (UNQ) con-
tinúa poniendo el acento en la cuestión central que hemos
mencionado: la relación entre conocimiento y políticas. Los
autores trabajan este nexo a través de la vinculación entre la
ciencia, la tecnología, la innovación y el desarrollo. Con el
propósito explícito de realizarles aportes a instituciones del
ámbito de la ciencia y la tecnología, consideran que la socie-
dad está tecnológicamente construida y que la tecnología
está socialmente conformada. Desde allí, ante la pregunta
sobre los modos de generar una dinámica de innovación de
desarrollo inclusivo y sustentable, exponen sobre las falacias
de racionalidad y sobre la relación entre problema-solución
que inciden en los procesos de diseño de políticas. Basados
en una lectura de Carlos Matus, ofrecen herramientas para
incorporar una planificación situada, que responda a una
resolución de problemas reales. Con un estilo provocador,
contrastan diferencias conceptuales y convocan a la refle-
xión sobre la práctica de extensión y la implementación
de políticas, revisando los supuestos del modelo lineal de
innovación y sus racionalidades asociadas.

La colaboración de Silvana López (INTA-EEA Bariloche)
retoma y prosigue con las preocupaciones de los autores
anteriores acerca de la necesidad de un trabajo situado y
de la pertinencia del enfoque sociotécnico. La autora nos
ofrece una propuesta metodológica para reflexionar sobre
el modo en que se articulan las políticas públicas con las
instituciones de ciencia y tecnología, puntualmente en el
caso del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria
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(INTA). Para eso toma aportes de ese enfoque y va más
allá, mediante una operación historiográfica que posibilita
articular el tiempo y el espacio para contextualizar los fenó-
menos sociales vinculados a la ciencia, la tecnología y el
desarrollo. Este énfasis en situar el trabajo con las políticas,
considerando las variables que construyen su propia tem-
poralidad y espacialidad, ofrece herramientas para inscribir
las políticas públicas en procesos concretos donde adquie-
ren un sentido que permite dimensionarlas y ponerlas en
perspectiva.

El tercer dueto presenta dos textos que tienen, como
preocupación principal, la institucionalización del ingreso
de la evidencia en los procesos de políticas públicas. En el
primero, Fernando Jaime (UNAJ-UBA) y Penélope Vaca Ávila
(UNAJ-UNSAM) brindan elementos para comprender a qué
se llama Políticas Basadas en Evidencia. Los autores presen-
tan los modelos prácticos predominantes a nivel interna-
cional y proponen un camino propio para la Argentina. La
cuestión central del capítulo es comprender cómo son los
arreglos institucionales para incorporar la evidencia en el
proceso de toma de decisiones. Una de las grandes contri-
buciones de estos autores es que logran exponer una inda-
gación con altos niveles de abstracción de un modo realista,
tomando en consideración los problemas comunes de la
incorporación de evidencia acerca de “lo que funciona” en
políticas públicas, los principales métodos y los riesgos de
utilizarlos de manera acrítica.

En el siguiente capítulo, Pablo Andrés Curarello (INTA-
EEA Catamarca) dialoga directamente con las preocupacio-
nes planteadas por Jaime y Vaca Ávila. En este artículo, el
autor se enfoca en la evaluación de impacto y sus poten-
cialidades en un instituto de ciencia y tecnología. Sin dejar
de atender las cuestiones clásicas de la materia, como el
problema de la atribución causal, propone una estrategia y
metodología para realizar el pasaje a una gestión por impac-
to. Pensando en la aplicación de su propuesta metodológica,
Curarello presenta un anexo con referencias bibliográficas
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que permiten profundizar en las distintas dimensiones de la
cuestión, lo que resulta un aporte significativo para quienes
deseen adentrarse en la temática.

El capítulo final de esta primera sección realiza aportes
sobre el modo en que se aborda la complejidad de los pro-
blemas públicos, más precisamente sobre cómo se constru-
ye conocimiento relevante respecto de sistemas complejos.
Escrito por Javier Flax (UNGS), el texto se propone alentar
la presentación de argumentos socialmente situados –en su
complejidad, pertinencia y relevancia– haciendo dialogar
los saberes expertos con el derecho a la participación y a
la información pública. En este sentido, el autor convoca a
utilizar la interdisciplina como método principal en la cons-
trucción de la información. Así, interroga acerca de cómo
se piensan los problemas públicos, cómo se construyen, con
qué conocimientos y con quiénes. Manifiesta que este modo
de generar información posibilita una mejor argumenta-
ción y deliberación en torno a las políticas públicas y sus
controversias. Este capítulo aporta elementos para abordar
la relación entre conocimiento y políticas atendiendo a los
modos de construcción de la información de interés públi-
co y su utilidad en distintos contextos y niveles. No es lo
mismo producir conocimiento en un laboratorio, tranque-
ras adentro o a nivel regional, variando a diferentes escalas
espaciales. Los actores involucrados, las dimensiones y las
dinámicas entrelazadas en los distintos niveles de análisis
demandan considerar su complejidad para las intervencio-
nes públicas.

En la segunda sección de la compilación, “Casos de
análisis y sistematización de experiencias”, se ofrecen análi-
sis de distintas políticas y sistematizaciones de experiencias
desde ámbitos ligados a la investigación.

Algunos capítulos de este libro pueden leerse como un
caso de análisis y también como un aporte conceptual o
metodológico: el escrito por Patricia Aguirre (UNLa) proba-
blemente es aquel donde esto se ve más claro. Dada esta
particular polivalencia pedagógica, elegimos comenzar esta
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sección con su artículo, lo que sirve de transición para
presentar los casos empíricos. El abordaje propuesto para
enfocarse en la política alimentaria argentina es erudito,
fruto de su gran trayectoria en la materia, y –parafraseando
a Charles Tilly– creemos que leer su texto puede ser una
experiencia de aprendizaje incluso para aquellos que no
poseen un interés particular en el caso de esta política. La
autora es antropóloga y nos invita a recorrer la cuestión de
la alimentación dando cuenta de su complejidad, para luego
aproximarse a la política en cuestión. Aguirre reconstruye
la problemática, analiza distintos enfoques y propone una
interpretación y un horizonte de trabajo. Esto lo realiza
haciendo dialogar conceptos de antropología, historia, geo-
grafía, nutrición, ecología, derecho, política y sociología, y
contextualizando la cuestión a distintos niveles. El trabajo
logra exponer los trazos gruesos del proceso en marcha y los
problematiza, y de esta manera no solo inscribe la cuestión
a nivel de subsistema de política pública, sino que haciendo
dialogar distintas disciplinas también brinda herramientas
para dimensionarla en sus aspectos socialmente más rele-
vantes. Permite pensar la producción de alimentos como un
evento humano, un “hecho social total”, que excede a una
conceptualización en torno a la producción de commodities
y la pone en perspectiva del derecho humano básico a la
alimentación y de nuestra forma de organización como
sociedad.

Continuamos esta sección con dos textos que interro-
gan la (des)conexión de los sistemas de investigación con
los problemas sociales a través de la sistematización de dos
experiencias.

En el segundo capítulo de esta sección, Miguel Sierra
Pereiro (INIA Uruguay) e Isabel Bortagaray (UDELAR Uruguay)
se abocan explícitamente a la relación entre la genera-
ción de conocimiento y las políticas públicas. Los autores
dan cuenta de un momento histórico de articulación del
sistema científico con el Poder Ejecutivo en la República
Oriental de Uruguay para afrontar la crisis desatada con la
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pandemia de COVID-19. El capítulo contextualiza el caso
a través de distintos enfoques que logran identificar los
diferentes momentos de las políticas de ciencia, tecnología
e innovación en América Latina en general y en Uruguay
en particular. Desde allí indaga en el poder transformativo
que jugó en los momentos más álgidos de la pandemia,
cuando la incertidumbre regía el tratamiento del problema
público. Los autores se preguntan por el rol transformador
del conocimiento, para el cual la pandemia funcionó como
catalizador, y dejan planteado el interrogante de si esto
puede significar una nueva política de ciencia, tecnología
e innovación en estrecha cercanía y coordinación con los
problemas del desarrollo. El caso es sumamente ilustrativo
del modo en que se articularon los actores del mundo del
conocimiento con decisores políticos para responder a un
desafío vital urgente. Las preguntas expuestas y la novedad
de una experiencia inédita a la altura del momento histórico
muestran que son posibles otras configuraciones distintas a
las anquilosadas inercias institucionales.

En estrecho diálogo con las preocupaciones expues-
tas en la contribución de Sierra y Bortagaray, el capítulo
escrito por Gimena Camarero, Julián Monkes, Joaquín Pérez
Martín y Patricio Straccia (FAUBA) da cuenta de la creación
y la trayectoria del Grupo de Estudio y Trabajo en Políticas
Agropecuarias (GETPA) de la Facultad de Agronomía de la
Universidad de Buenos Aires (UBA). La sistematización de
esta experiencia particular desde un organismo académico
ilumina algunas cuestiones importantes respecto del rol del
sector científico y los procesos sociopolíticos. Por un lado,
las autoras y los autores explicitan cómo puede aportar el
sector científico en las distintas fases del proceso de las
políticas públicas. Por otra parte, es interesante observar
cómo el GETPA podría ser identificado como fruto de un
momento histórico particular, un emergente tardío de la
“crisis de la [resolución N.º] 125”, que amplió sus miradas
y fomentó la creación de este grupo interclaustro con una
perspectiva crítica y analítica sobre el modelo productivo.
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En este caso, como ellos mismos exponen, las preocupacio-
nes académicas y biográficas se vieron interpeladas por la
historia del país en una crisis que conmovió el orden social
habilitando nuevos (re)posicionamientos de distintos acto-
res, entre ellos el sector científico. El texto habilita pregun-
tas pertinentes para aquellos que producen conocimiento
científico, fundamentalmente sobre la necesidad de una
producción situada histórica y espacialmente. El trabajo de
Camarero, Monkes, Pérez Martín y Straccia tiene la virtud
de mostrar un camino posible para este desafío.

Las particularidades de los primeros tres capítulos de
esta sección abren la puerta para adentrarse en el análisis de
distintas políticas y sistematizaciones de experiencias desde
ámbitos ligados a la investigación. A partir de aquí se pre-
senta una serie de textos que giran explícitamente en torno
al rol del INTA y su participación en la implementación
de políticas públicas concretas. Tomamos este organismo
como un caso que –por su inserción social, territorial y
productiva, y su conjugación de actividades de extensión e
investigación a lo largo y ancho de toda la Argentina– ame-
rita una atención particular para la temática convocante.

El capítulo de Luis Caballero (INTA-Transferencia y
Extensión) y Diego Ramilo (INTA-CIPAF) interpela directa-
mente al INTA en cuanto política pública, la primera de las
tres posiciones de los organismos de ciencia y tecnología
que presentamos al inicio de esta introducción. Los autores
ofrecen una sistematización y reflexión sobre las políticas
para la agricultura familiar, campesina e indígena, y plan-
tean los desafíos para –y desde– esta institución. El texto
hace dialogar las caracterizaciones de estos actores en los
distintos momentos históricos con las políticas desplegadas
y sus enfoques. Esta explicitación del vínculo entre acto-
res y políticas, que resulta pertinente para inscribirlas en
procesos sociales y políticos amplios, en última instancia es
lo que permite dar cuenta del carácter político de la polí-
tica. Es de destacar también que la contextualización que
se propone no solo es histórica; apelando al concepto de
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interseccionalidad –desarrollado por el movimiento femi-
nista– conecta políticamente los desafíos de la agricultura
familiar con los de la seguridad y la soberanía alimentaria,
el cambio climático, las cuestiones de género, la juventud y
la economía popular, entre otros. De este modo, los autores
realizan un análisis histórico de la política para este sujeto
social, económico y político con relación a las políticas glo-
bales, nacionales y de la institución. Dada la persistencia de
la agricultura familiar, campesina e indígena como sujeto
subordinado en la política institucional, creemos que el tex-
to interpela profundamente el rol del INTA como política
para la ruralidad argentina ante el tamaño de los desafíos a
los que se enfrenta el desarrollo rural.

A continuación, Carla Arizio y Silvina Lewis (INTA-IIRB)
presentan un caso paradigmático del rol de la institución
en el aporte a la implementación de políticas públicas: la
contribución a la operativización de la Ley de Cannabis
Medicinal. A través del análisis del caso, reflexionan sobre
la necesidad de vincular las instituciones de ciencia y tec-
nología con otros actores sociales y políticos para lograr
aportar al diseño de las políticas e incidir efectivamente en
sus procesos. La experiencia presentada ilustra un proceso
virtuoso de innovación institucional que busca estar a la
altura de los desafíos que surgen de nuestra sociedad. El
capítulo pone en valor la generación de conocimiento con
sustento científico orientado a aportar insumos y criterios
para las políticas. Del mismo modo, las autoras exhiben las
dificultades encontradas y proveen elementos para contri-
buir al aprendizaje institucional, entre los que se destaca
la necesidad de llevar adelante una acción coordinada con
otros actores tanto sociales como políticos.

El capítulo siguiente fue escrito por un colectivo de
integrantes de la red de recursos fitogenéticos, zoogenéticos
y microbianos (INTA-REDGEN): María Rosa Lanari (EEA
Bariloche), María Beatriz Formica (EEA Marcos Juárez), Raquel
Defacio (EEA Pergamino), Mariana Ferreyra (EEA Salta), Daniel
Bedotti (EEA Anguil), Alejandro Perticari (AER Concarán), Paula
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Calvo (EEA Alto Valle), Carlos Reising (EEA Bariloche) y Leo-
nardo Gallo (EEA Bariloche). Ofrece un análisis de la política
argentina sobre el patrimonio genético del país, lo que inclu-
ye las regulaciones sobre el acceso, el uso y el monitoreo de
los recursos y su conservación. Para eso ponen en perspec-
tiva las normativas nacionales y los acuerdos internaciona-
les suscritos por el país, y analizan el rol del sistema cien-
tífico en torno a la conservación de la diversidad genética,
puntualizando en los aportes del INTA. La contribución de
la red visibiliza la importancia de la cuestión considerando
los aportes desde el sistema científico, pone en valor el rol
de los actores sociales y estatales para la temática, y también
señala vacancias y propone recomendaciones de política.
Un punto que las autoras y los autores destacan –y que nos
gustaría subrayar– es la importancia de la conservación no
solo ex situ, en bancos de germoplasma, sino también in situ,
en sistemas naturales y productivos. Este enfoque obliga a
articular acciones entre los actores sociales, especialmente
los campesinos y los pueblos indígenas, y los marcos regu-
latorios. Otra vez, la explicitación del vínculo de los sujetos
con las políticas pone en evidencia el carácter político de
estas, al poder reconstruir conceptualmente la vinculación
de las definiciones técnicas con actores concretos que ocu-
pan una posición en el orden social.

Por su parte, el capítulo escrito por Sergio Osvaldo Pena
(INTA-EEA Chubut) ofrece un ejemplo claro del tipo de
aporte que puede hacer el INTA a la formulación e imple-
mentación de políticas públicas para un sector de importan-
cia histórica, territorial y productiva. A través del análisis de
la Ley Ovina, el autor ofrece un panorama de la inserción
de la actividad en la cadena global de valor, contextualizan-
do históricamente las regulaciones e intervenciones para
la actividad ovina en Argentina. Así, analiza el proceso de
la política pública recorriendo los espacios de discusión y
exhibiendo el entramado político de la política donde se
procesan las diferentes problemáticas que hacen al sector.
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La contribución de María Noelia Salatino (CONICET/
EEA Mendoza-San Juan) indaga en los modos en que se con-
ceptualizó el trabajo agrario desde el INTA entre 2010 y
2020. Si decimos que una de las posiciones del organismo
respecto de las políticas es implementar y contribuir a la
formulación de estas, resulta pertinente dar cuenta de los
modos en que esta institución problematiza la cuestión; es
decir, ¿cómo se piensan el trabajo y los trabajadores agra-
rios desde el INTA?, ya que esto condiciona y tiene efectos
en la política institucional. La autora repasa las principales
transformaciones que sufrió el trabajo agrario en las últi-
mas décadas y la diversidad de las modalidades que asumió
el empleo en la ruralidad argentina, e identifica los distin-
tos enfoques institucionales considerando cómo se conju-
gan los niveles que los restringen y posibilitan otros: macro
(Estado nacional), meso (INTA) y micro (el trabajo concre-
to territorial y profesional de los agentes). La propuesta
es particularmente interesante, pues pone en perspectiva al
organismo con el accionar más amplio del aparato estatal y
de las acciones concretas de sus agentes.

Para finalizar, el capítulo escrito por Gustavo Tito
(INTA-UNAJ) y Diego Taraborrelli (UNQ) propone una siste-
matización de un período en la gestión de la Estación Expe-
rimental Agropecuaria Área Metropolitana de Buenos Aires
(EEA-AMBA). Pone en valor la innovación que significó la
decisión de institucionalizar la presencia del INTA en un
territorio periurbano, con sus lógicas propias y diferencias
respecto de la ruralidad a la que se encuentra más habitua-
da esa institución. Además –como venimos mencionando–
hace hincapié en un aspecto fundamental de las políticas
públicas: el Estado no gestiona solo o no puede hacerlo
independientemente de la sociedad si quiere lograr resul-
tados satisfactorios. Los autores destacan la necesidad del
proceso de construcción de alianzas sociales y políticas den-
tro de los territorios para construir y concretar los objetivos
propuestos. El artículo expone un ejemplo concreto de la

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D LO

1!0!,-/!00>�,*



llamada “gobernanza”, que Vilas señaló como “el” modo de
llevar a cabo las funciones del gobierno. Los autores sugie-
ren que comprender las políticas de esta forma, insertas en
un contexto de interacción entre distintos actores, permite
escapar de una suerte de “positivismo normativo” donde se
sostiene que las leyes necesarias para la gestión ya están
dispuestas, pero que no se aplican o que simplemente no se
implementan. Esto permite (re)pensar las leyes, las políticas
y las instituciones, con sus reglas formales e informales,
como instrumentos a ser utilizados y movilizados por acto-
res concretos en función de sus intereses particulares.

� # 4&+* /�� )+�+�� �& .. 

Los capítulos de este libro comulgan con la pluralidad de
enfoques, disciplinas, procedencias geográficas, asuntos e
instituciones. Si bien cada una de las contribuciones repre-
senta aportes valiosos per se, cuyos contenidos son respon-
sabilidad de las autoras y los autores, entre ellas comparten
elementos comunes de insoslayable relevancia. En primer
lugar coinciden en la preocupación respecto del modo en
que se relacionan la gestión del conocimiento, los actores
sociales y las políticas públicas. También participan implí-
cita y explícitamente de postulados básicos para el análisis
de las políticas públicas, entre los que se destaca la idea de
que los problemas públicos son constructos sociales. Esto
equivale a decir que los problemas no están ahí para ser des-
cubiertos, sino que su definición forma parte de un proceso
político en el que participan distintos actores con diferentes
intereses específicos.

Asimismo nos interesa específicamente destacar dos
ejes que atraviesan las dos secciones del libro. Por un lado, la
comprensión común de los procesos de las políticas públi-
cas como interacciones entre actores sociales y políticos
que exceden los ámbitos de generación de conocimiento. Y,
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derivado de eso, la pertinencia de los abordajes interdisci-
plinarios para intervenir en los problemas públicos comple-
jos. La necesidad de un abordaje que dialogue e incorpore
conocimientos articulando distintos enfoques disciplinares
y saberes es un desafío frecuente para el abordaje de los pro-
blemas públicos. Si bien no es algo sencillo de realizar, es
un esfuerzo que deben llevar adelante aquellos interesados
en comprender las dinámicas sociales, identificar y cons-
truir los problemas, e implementar las políticas públicas. En
estos casos, que ponen “al Estado en acción”, se trata tam-
bién de una interacción concreta con otros actores, sociales
y políticos. Esto es así porque cuando hablamos de políticas
hablamos de cuestiones públicas y su comprensión deman-
da un esfuerzo por hacer dialogar elementos de las distintas
dimensiones en torno a la cuestión. El caso del INTA, para
el cual tenemos varios ejemplos en esta compilación, cree-
mos que es singular, ya que se trata de una institución que
posee una posición privilegiada para asumir ese desafío.
No es exclusivamente un organismo de ciencia y tecnología
orientado a la generación de conocimiento y tampoco es
solo una unidad ejecutora del aparato estatal. Se ubica en un
lugar intermedio, participando en ambas instancias de los
procesos de política pública y en su conducción –consejo
directivo– involucra a actores públicos y privados. Por otra
parte, cuenta con una amplia inserción territorial a través
de casi 450 unidades distribuidas a lo largo y ancho del país,
por lo que frecuentemente se enfrenta con los problemas
del desarrollo de nuestro país, dando como resultado un
elemento único del Estado argentino. No obstante, como se
observa en varios de los trabajos en estas páginas y es de
nuestro interés resaltar, en este caso y en general, el Estado
no procede solo, sino que necesariamente interactúa con
actores no estatales.

Estos textos ofrecen elementos para enriquecer las
reflexiones institucionales sobre por qué y para qué analizar
políticas públicas desde un organismo de ciencia y tecno-
logía, y acerca de los modos de intervención. No buscamos
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en estas páginas proveer recetas universales, válidas en todo
tiempo y lugar, ni que las diferencias de enfoques, miradas o
metodologías se anulen, sino que nuestro deseo es que esas
contribuciones motiven reflexiones y enriquezcan los aná-
lisis y las prácticas cotidianas. Fundamentalmente, porque
estas diferencias son las que permiten iluminar los puntos
ciegos dentro de la multiplicidad de miradas, que siempre
tienen a sus espaldas aquello que no pueden comprender.
Ninguna perspectiva, incluso las que se presentan como
omnicomprensivas, puede dar cuenta de la totalidad de la
realidad social y de sus dinámicas a fin de derivar o decan-
tar diseños de políticas, sino que se desarrollan en función
de una preocupación y un problema particular. Por eso se
propone y se invita a utilizar y cuestionar los conceptos y
experiencias presentados, de manera de servirnos de ellos
para comprender e intervenir mejor en la realidad en la
que nos desenvolvemos y construimos cotidianamente, que
es donde se plasman los arreglos sociopolíticos provisorios
que saldan en la práctica estas diferencias.

Por todo lo expuesto, consideramos que este libro
colectivo constituye un aporte para repensar el abordaje de
las políticas públicas en los institutos de ciencia y tecnolo-
gía. Está claro, en ese sentido, que estos organismos no solo
deben promover la competitividad del sector productivo,
sino que además tienen una demanda preexistente, que es
la de fomentar la inclusión social incorporando a todos los
actores de los territorios en la apropiación de las nuevas
tecnologías. Es por eso que este tipo de aporte se torna fun-
damental para revitalizar las discusiones sobre las políticas
públicas desde los territorios, las oficinas y los laboratorios.
Dada la calidad de las contribuciones inéditas que presenta
esta compilación, consideramos que este libro constituye
una contribución relevante para el público interesado, inde-
pendientemente del conocimiento previo sobre la temática.
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El argumento central de este trabajo es el carácter político
de las políticas públicas, sin desconocimiento de la variedad
de cuestiones técnicas, administrativas, científicas y fiscales
que intervienen en su elaboración e implementación.

Las políticas públicas son enfocadas como ámbito y
herramienta de imbricación del Estado con la sociedad, ins-
trumentos para el logro de los objetivos hacia los que los
gobiernos se encaminan a través de diversas modalidades de
interacción con otros actores políticos y sociales, incluidos
los del sistema regional o global. Brindan una aproximación
a la distribución del poder y a la desigual capacidad de los
actores para instalar significados, ideas, creencias y valores
en la sociedad y en el Estado. Por eso, el enfoque relevante
–aunque no excluyente– para su estudio es el de la Ciencia
Política, que tiene por objeto propio y específico la cons-
trucción, la organización y el ejercicio del poder político de
acuerdo con fines considerados de beneficio general.

Este texto se organiza en dos secciones. La primera pasa
revista de las principales cuestiones que abonan la actual
relevancia del análisis de políticas públicas en los programas
académicos de ciencias políticas y administrativas, y en el
desenvolvimiento de agencias públicas, organizaciones no
gubernamentales y organismos multilaterales. Esa relevan-
cia deriva de los cambios experimentados en la estructura
política y económica mundial y en las agendas de la refle-
xión académica a partir del estallido del sistema de Bretton
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Woods en la década de 1980. Se sostiene que ese origen
incidió en el sesgo predominante de la agenda de trabajo
hacia áreas determinadas del involucramiento gubernamen-
tal y en la tendencia analítica hacia la descontextualización
de las políticas y su ejecución. La fuerza de su instalación
alimentó la inercia de muchos círculos académicos y man-
tiene vigentes enfoques que han devenido anacrónicos por
las transformaciones ulteriores de las circunstancias que les
dieron andamiento; en particular, la desatención al contex-
to político, ideológico y económico-financiero en el que la
política y las políticas se desenvuelven.

Explicitado este modo de instalación del tema, la sec-
ción siguiente explica, desarrolla y ejemplifica qué hay de
político en las políticas públicas y qué hay en ellas de públi-
co, en lo referido tanto a su propia naturaleza como resul-
tado de una construcción y un ejercicio de poder, como a su
involucramiento instrumental en el desenvolvimiento de la
vida colectiva.1

C:��X* .�.&+�� 1* �+*� ,0+

En su obra ya clásica, Meny y Thoenig (1989) encontraron en
el desarrollo del welfare state2 “un campo privilegiado para el
análisis de las políticas públicas”. La expansión de las áreas
de incumbencia del Estado respecto del esquema canónico
del laissez faire (“dejar hacer”, en la traducción del francés)
liberal, el ingreso del capitalismo a nuevas modalidades de
desarrollo y la mayor complejidad de los mapas sociales ins-
talaron la preocupación por la eficacia de las herramientas
utilizadas por los gobiernos. La proposición expresa en tér-
minos generales una visión europeo-occidental del asunto,
particularmente por su relativa desatención del contexto

1 La base teórica de los argumentos es desarrollada en una obra anterior del
autor (Vilas, 2013).

2 “Estado de bienestar”.
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internacional en el que las naciones de esa parte de Europa
estaban inmersas tras la segunda gran guerra del siglo XX.

También en Estados Unidos, donde el desarrollo de un
estado de bienestar fue más ambiguo, la consideración del
tema recibió un fuerte impulso en la década de 1950, aun-
que por razones diferentes. Convergieron ahí dos líneas de
atención, rápidamente entrelazadas por la dinámica de los
acontecimientos.

Por una parte, el interés en dotar a los estudios políti-
cos de una base positiva en las acciones de gobierno. Hito
fundamental fue la publicación en 1951 del libro organiza-
do por Daniel Lerner y Harold Lasswell The policy sciences
(Las ciencias de la política), que reunió un conjunto de cola-
boraciones con el objetivo de sentar las bases de un estudio
científico que sirviera de soporte racional a la formulación
de políticas en torno a problemas. A esa década pertenecen
también las obras de David Easton acerca del sistema polí-
tico como sistema insumo-producto (1953) y de Herbert
Simon sobre la racionalidad en la toma de decisiones (1957).

Por otro lado, la presencia político-militar soviética en
Alemania y Europa Central tras la derrota del régimen nazi,
y la competencia entre Estados Unidos y la Unión de Repú-
blicas Socialistas Soviéticas (URSS) por la influencia sobre
los países que en esos años protagonizaban el movimiento
de descolonización –el Tercer Mundo– se convirtieron en
los problemas centrales de la política de los gobiernos esta-
dounidenses, tanto exterior como interna (por ejemplo, la
“cacería de brujas” del senador Joseph McCarthy).

Bajo la denominación genérica de “desarrollo político”
fueron impulsados programas de asistencia política y mili-
tar dirigidos a Asia, África y Oriente Medio, que incluían
un amplio financiamiento a instituciones universitarias y
académicas, como complemento del estímulo al desarrollo
capitalista de las economías de las antiguas colonias.

El objetivo consistía en promover la transformación de
los estados recientemente independizados –prácticamente
tribales– en estados más o menos modernos que dieran un
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uso racional a los fondos de la cooperación económica e
institucional proveniente de Estados Unidos y las antiguas
metrópolis, y previnieran la expansión del comunismo. Por
ambas vías, los estudios de desarrollo político y las teorías
de la modernización devinieron insumos importantes para
la elaboración e implementación de políticas de rediseño
de los estados y sus sociedades como arenas en las que se
procesaba el conflicto internacional.3

En América Latina, región en la que –con excepción
de Cuba y las colonias británicas– las formaciones estatales
databan del siglo XIX, la preocupación por la eficacia de los
gobiernos para hacerse cargo de las condiciones básicas de
gobernabilidad de sus sociedades fue detonada por el triunfo
de la Revolución Cubana en 1959 y la respuesta estadouni-
dense con la Alianza para el Progreso (1961). Desde el Pun-
to IV del presidente Harry Truman (1949), Estados Unidos
venía desarrollando políticas de cooperación con gobiernos
de la región en materia de administración financiera, siste-
mas estadísticos, defensa exterior y asistencia técnica, como
complemento de la adscripción regional a su política exte-
rior de confrontación con la URSS. El involucramiento en
la organización y el funcionamiento de los estados y gobier-
nos latinoamericanos fue activado por lo que se interpretó
como una intromisión soviética en una región del mundo
históricamente considerada por Estados Unidos como su
exclusiva zona de influencia (Holden y Zolov, 2000). Se
entendía que las múltiples privaciones experimentadas por
la mayoría de la población latinoamericana en beneficio de
empresas estadounidenses, élites tradicionales y gobiernos
leales a la Casa Blanca –pero tremendamente ineficientes–
creaban condiciones para eventuales duplicaciones del pro-
ceso cubano. También, que los estados y gobiernos de la
región debían ser modernizados.

3 Por ejemplo, Lerner, 1958; Almond y Coleman, 1960; Almond y Verba,
1965; Apter, 1965; Pye y Verba, 1965, e Inkeles y Smith, 1974.
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La especificidad del campo de estudio acarreó un cam-
bio de denominación: las que hasta entonces eran llamadas
–simplemente– políticas, referidas a determinados ámbi-
tos de intervención gubernamental, pasaron a ser políticas
“públicas”. La nueva designación implicaba un cambio en
las características sustantivas del asunto: mientras las polí-
ticas casi siempre habrían tenido un sesgo autoritario “de
arriba hacia abajo” (top-down), desde un “centro” (el Esta-
do) hacia una “periferia” (la sociedad), y un origen político
endógeno a las instancias de gobierno, las políticas públicas
serían producto de una interlocución horizontal (gobernan-
za) entre el Estado y la sociedad, reconceptualizada enton-
ces como “sociedad civil”, una denominación originada en
la Inglaterra del siglo XVIII, utilizada en la politología y otras
disciplinas en las universidades estadounidenses, pero ajena
a las prácticas académicas de América Latina.

Así reformateadas, las políticas estatales, como las lla-
man Oszlak y O’Donnell (1976), devinieron políticas públi-
cas. Sin necesidad de un cambio de régimen político, la
nueva terminología sugería –casi por definición– un ses-
go claramente democrático en las acciones de gobierno;
en todo caso, una orientación no estatal y eventualmente
antiestatal. En el clima político e intelectual de la época,
la mutación terminológica y conceptual formó parte de la
reacción ante la crisis del Estado desarrollista y la siguiente
instalación del neoliberalismo como modo excluyente de
organización y de gestión públicas. Lo mismo que con otros
aspectos de las prácticas de importación y exportación de
teorías, métodos, conceptos y terminologías, el asunto se
prestó a mucho debate.4

Organismos multilaterales (como el Banco Mundial,
el Banco Interamericano de Desarrollo [BID] y la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos [OCDE], fundamentalmente dedicados a cuestiones

4 Guillén Romo, 1997; Babb, 2003; Streeck, 2003; Ibarra, 2004, y Vilas, 2011,
entre otros autores.
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económicas) comenzaron a dirigir la vista hacia la calidad
de la gestión pública en los estados receptores de créditos.
El estudio de las políticas públicas cobró un nuevo auge
a partir del Consenso de Washington (la convergencia de
recomendaciones de política de la tríada Fondo Monetario
Internacional [FMI]-Banco Mundial-Secretaría del Tesoro
de Estados Unidos) y el supuesto de que “achicando” el
Estado –el gasto público, la dotación de personal, el apa-
rato administrativo– y transfiriendo recursos, funciones y
decisiones públicas al mercado en una agresiva política de
privatizaciones y desregulaciones se retomaría la senda de
la estabilidad y el crecimiento (Williamson, 1990 y 1993).
El viraje hacia el socialismo de mercado iniciado por la
República Popular China a fines de la década de 1970 y la
implosión de la URSS a inicios de los noventa dieron fuer-
za adicional a la hipótesis de ausencia de alternativas a la
revolución neoliberal.

La reforma política y administrativa y el cambio de
las políticas ejecutadas se ubicaron en el centro de las
agendas de agencias gubernamentales, organizaciones no
gubernamentales y universidades e institutos de investiga-
ción. Estrechamente asociada a un ajuste de las economías
a los nuevos términos del capitalismo global, su objetivo
era poner a punto la organización y el funcionamiento del
Estado reorientando sus objetivos hacia las flamantes con-
diciones de los mercados globales.

Descartada la existencia de alternativas, la política
entendida como elección entre objetivos y estrategias de
la acción de gobierno cedió terreno a las políticas y a las
modalidades de gestión como herramientas para asegurar
un funcionamiento aceptable de lo único racionalmente
posible en los nuevos escenarios regionales y mundiales. La
política debía ser excluida de la formulación y ejecución
de las políticas públicas; los decisores públicos deberían ser
aislados de las presiones clientelares, la corrupción y los
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compromisos demagógicos típicos de nuestras sociedades
(Vilas, 2000).

Igual que en épocas anteriores, la profesión académi-
ca en la mayoría de nuestras universidades se adaptó a las
nuevas orientaciones, sacando de sus agendas de trabajo
la indagación de los objetivos de la política, los efectos
que pretendía producir, los frutos que aspiraba a recoger.
Habiéndose descartado la existencia de alternativas, no tenía
sentido indagar respecto de otras políticas y objetivos; si lo
que se hace es lo único que se puede hacer, más relevante
que discutir qué cosas hacer es discutir cómo hacerlas.

La racionalidad instrumental fue instalada como un
paradigma dominante en el análisis de las acciones de
gobierno; la fidelidad abstracta a los esquemas canónicos de
la economía neoclásica y a sus agendas de trabajo tuvo lugar
a expensas de la indagación de su adecuación a los escena-
rios en que intentaban aplicarlos, reiterando deformacio-
nes, vicios y frustraciones de largo arraigo. De la síntesis
de Harold Lasswell de la esencia de la política (Politics: who
gets what, when, and how o Política: quién obtiene qué, cuándo
y cómo, de 1936), la preocupación del análisis de las polí-
ticas se centró en “cómo” ellas eran elaboradas; el “quién”
se daba por supuesto: el gobierno y los aparatos estatales
convenientemente reformateados; el “qué” era aquello para
lo cual se afirmaba la ausencia de alternativas; el “cuándo”,
lo antes posible, la terapia de shock, el ajuste drástico.

Sin desconocer lo mucho que había para mejorar en
la estructura y el funcionamiento de los estados latinoame-
ricanos, pero sin desatender la existencia de un particular
contexto político regional, una variedad de estudios vincu-
ló ese achique y redireccionamiento del desempeño estatal
a la prioridad asignada en el gasto público al pago de los
intereses del endeudamiento externo contraído en décadas
previas; el default de la deuda pública de los estados tras el
alza de las tasas de interés de la Reserva Federal de Estados
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Unidos amenazaba con llevar a la quiebra a los grandes
bancos que eran los principales acreedores (Roos, 2019;
Streeck, 2013).

Los funcionaros del Banco Mundial, del FMI y de
la Secretaría del Tesoro de Estados Unidos desempeñaron
con mejores modales e instrumentos diferentes el papel de
las cañoneras del pasado en el cobro compulsivo de las
deudas. Las condicionalidades sustituyeron a la artillería;
la contracción selectiva y la reorientación de las erogacio-
nes públicas permitieron continuar pagando los intereses
del endeudamiento y rescatar a los bancos acreedores. Las
reformas introducidas institucionalizaron nuevas modali-
dades de vinculación de las sociedades nacionales con los
actores políticos y económico-financieros dominantes en
los mercados globales, y crearon condiciones para una
reformulación de los bloques, las alianzas y los conflictos de
poder en esas sociedades.

Los resultados son conocidos: reprimarización de las
economías, fuerte crecimiento de la pobreza y la desigual-
dad social, y fragmentación de los mercados de trabajo,
principalmente. El ajuste macroeconómico fue, en este sen-
tido, la verdadera reforma del Estado. El FMI –controlado
políticamente por la Secretaría del Tesoro del gobierno de
Estados Unidos y ésta, por las grandes firmas de bolsa y
empresas financieras– se convirtió en árbitro de última ins-
tancia de la política de los países endeudados.5

Al borde del fin de siglo, el Banco Mundial debió admi-
tir en su Informe sobre el desarrollo mundial: el Estado en un
mundo en cambio (1997) que el debate no debía centrarse en

5 Sobre la relación entre la Secretaría del Tesoro y las firmas financieras, ver
Wade y Veneroso (1998). Estados Unidos cuenta con una cuota de votación
en el FMI del 16,5 % del total, seguido por Japón con el 6,1 %, China con el
6 %, Alemania con el 5,3 % y el resto en orden decreciente. La modificación
de esta asignación requiere una mayoría del 85 % de votos, imposible de
alcanzar sin el consentimiento estadounidense. Los programas son aproba-
dos con el 51 % de los votos, lo que obliga a los estados más necesitados y
con menor asignación a emprender arduas negociaciones.
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torno al tamaño del Estado, como fuera que este se midie-
ra, sino en su efectividad para alcanzar los objetivos que
–grande o pequeño– ese Estado se fijara. En la mirada del
organismo, el “Estado efectivo” es el que compatibiliza los
objetivos que se plantea con las acciones que diseña y ejecu-
ta y con las herramientas disponibles, un tema que se incor-
poró a los debates académicos y políticos como la cuestión
de las capacidades estatales, conjugando dimensiones polí-
ticas y técnicas. Las primeras, referidas a la definición de los
objetivos y los recursos disponibles para alcanzarlos, algo
que siempre remite a la pluralidad de ideas e intereses de
diferentes fuerzas. Las segundas, con relación a los aparatos
administrativos y de gestión, y los procedimientos a través
de los cuales las decisiones estatales se hacen efectivas.

Esta nueva mirada reconoció la necesidad de desarro-
llar políticas de mayor alcance que las del Consenso de
Washington, especialmente en áreas que por variadas razo-
nes no resultan atractivas para la inversión privada (por
ejemplo, en materia de preservación ambiental, reducción
de la pobreza, atención primaria en salud, educación ele-
mental o desarrollo de infraestructura). La efectividad del
Estado debía referirse a su real capacidad de intervención
en áreas consideradas estratégicas para el desarrollo eco-
nómico y social, y no solo a la calidad instrumental de sus
intervenciones, en coincidencia con la reorientación políti-
ca que estaba teniendo lugar en gran parte del mundo hacia
un papel más activo del Estado en el tratamiento de esas
cuestiones.

Esta sintética genealogía del tema ayuda a explicar el
sesgo de la preocupación por ciertos campos de la práctica
gubernamental (sobre todo, políticas sociales y en general
políticas sectoriales) y el menor interés por otros (ausen-
cia casi total en materia de política exterior y en política
económica, política de ciencia y tecnología), y su énfasis
en los requerimientos técnicos de una buena política en
detrimento de la articulación de esos requerimientos a la
política de gobierno a la que las políticas públicas se espera
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que contribuyan. Esto último no debería ser interpretado a
contrario sensu como una muestra de subestimación de las
cuestiones técnicas siempre presentes en la elaboración de
las políticas, sino como una aspiración a que ciencia, técni-
ca y política recuperen el lugar que les corresponde en la
interminable búsqueda del bienestar general.

D:��� ,+IUX��� * I�/ ,+IUX��/�,[�I&��/

Siempre es mejor hacer bien las cosas, oportuna y pro-
lijamente, que hacerlas desprolijamente o a destiempo. El
problema radica en que no todo el mundo está de acuer-
do en qué consiste “hacer bien” y hacerlo “oportunamen-
te”; mucho menos, “qué cosas” es necesario o conveniente
o simplemente posible hacer. Qué hacer, cómo hacerlo y
cuándo hacerlo convoca múltiples opiniones. La decisión
a la que en definitiva se arriba es política, aunque se base
en argumentos científicos, éticos, técnicos o de otra índo-
le, porque implica una intervención de poder que permite
resolver el conflicto y pasar a la acción. El rechazo al debate
político como parte de la discusión sobre políticas públicas
resultó en la aceptación de los objetivos de política eco-
nómica y financiera del capitalismo neoliberal; significó el
descarte de las opciones heterodoxas que varios países de
Sudamérica habían comenzado a practicar tras la crisis de
1982, en los inicios de sus transiciones posdictatoriales.

No existe una frontera rígida entre la política y la
técnica; es –sobre todo– una cuestión referida al nivel en
el que se toman las decisiones pertinentes. Cuando varias
opciones aparecen como teóricamente posibles y raciona-
les, la decisión por una u otra no se toma en ese nivel, sino
en un plano superior a todas, que es un plano político.6 El
ejercicio del gobierno muestra una gran cantidad de esas

6 El tema se desarrolla en Vilas (2011: 117 y siguientes).

NK D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



intervenciones en temas respecto de los que hay múltiples
opiniones. Por ejemplo, la determinación de la mayoría de
edad de las personas para el ejercicio de derechos cívicos o
la responsabilidad penal por la comisión de actos ilícitos (a
qué edad una persona debe ser considerada responsable de
sus actos), la definición de la línea o el nivel de pobreza o
del concepto de “necesidades básicas”, el establecimiento o
la ruptura de relaciones diplomáticas o comerciales, la com-
posición de la “canasta básica de consumo”, la construcción
de cohetes espaciales, el hábito de fumar y muchos asuntos
que siempre son contenciosos apelan a variados argumen-
tos y dan lugar a disensos. Se pone fin a ellos mediante
una decisión de poder que convierte a un concepto demo-
gráfico, psicosocial, técnico, económico o incluso moral en
un concepto político de aceptación obligatoria, a partir del
cual es posible formular y poner en práctica acciones de
gobierno: “La elección entre propuestas conflictivas surge
de la política. […] La interpretación triunfante será aquella
cuyos partidarios tengan el poder suficiente para dar a su
opinión la fuerza de ley” (Gourevitch, 1993).

U�!�.3X�&��Q�*,0��3�+ ,�&��Q�*,0� ! -,QZ]��0
-_�Q'��0:
La política es ante todo una actividad práctica. Traduce
en acciones las ideas y los conceptos abstractos (bienestar
general, soberanía, justicia social, democracia, Estado de
derecho u otros) que figuran en proclamas, constituciones,
documentos programáticos y similares, y ordena en vista de
esos fines los recursos necesarios.

Las políticas públicas son acciones de gobierno, ejecu-
ción de poder político aplicada a áreas temáticas y situa-
ciones específicas consideradas problemáticas. Implican el
ejercicio del poder asignado a la función de gobierno por los
marcos normativos mencionados y de acuerdo con el pro-
grama de gobierno de las fuerzas políticamente dominan-
tes. Su diseño y ejecución se desenvuelven como resultado
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de una variedad de aspectos: sustantivos (el qué y el para
qué de las políticas), modales (institucionales formales y
fácticos) y operativos (movilización de recursos, activación
de herramientas, escogencia de momentos y tiempos). Todo
eso, enmarcado en el sistema de valores e interacciones
sociales que configuran el mapa de poder que se resume en
el Estado; son “el Estado en concreto” (Padioleau, 1989).

Por tales motivos son terreno de interlocución y tam-
bién de confrontación entre actores con diferentes visiones,
interpretaciones e intereses referidos a lo inmediato del
asunto específico que se trata o a las diferentes maneras de
encararlo, pero que siempre se vinculan con el modo en que
ese tema ingresa a las agendas de acción gubernamental de
los actores.

La relación entre política y políticas públicas no es de
mera externalidad. Toda política pública requiere una polí-
tica general basada en una visión estratégica de la realidad,
que dota de fuerza espiritual y coherencia a la función de
gobierno y brinda una perspectiva de futuro, unidas ambas
por el imperativo de la acción efectiva: “Para comprender
las elecciones de política hemos de comprender la política
que las produce” (Gourevitch, 1993).

En cuanto construcción y ejercicio de poder, esa polí-
tica es el fundamento constitutivo de las políticas públicas
y no simplemente una variable de referencia de la inter-
vención de estas en áreas específicas o frente a problemas
o situaciones concretas. Esas intervenciones son expresión
de una orientación estratégica que les da unidad de sentido
por encima de su multiplicidad. Cuando esa política cambia,
también lo hacen las políticas públicas que se articulan con
ella, aunque esta transformación no sea automática o inme-
diata y se registren inercias y resistencias administrativas.

El estudio de las políticas públicas requiere prestar
atención a su compatibilidad con la política general que
las enmarca y a la que se supone articulan: la medida y el
modo en que contribuyen a la producción de los resultados
pretendidos por aquella. Por ejemplo, la degradación en
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2018 de los ministerios de Educación y Salud al nivel de
secretarías, y las consiguientes reducciones de asignaciones
presupuestarias y de programas no obedecieron a políticas
de educación o salud aunque impactaron en ellas, sino a
una respuesta a la crisis cambiaria y financiera desatada a
principios de ese año y a las condiciones impuestas por
el FMI para la concesión de un crédito. Fueron acciones
encuadradas en una política fiscal a la que se apeló para
intentar resolver el problema, con claras repercusiones en
las políticas educativas y sanitarias.7

Este caso señala que, además de la compatibilidad entre
diferentes niveles estratégicos de las políticas, es necesario
atender al contexto en el que la política es decidida y en
el que genera efectos: la configuración estructural, política
e institucional del escenario en que se elabora y ejecuta la
política, el momento y las circunstancias en que esto tiene
lugar, y el modo en que el Estado y las clases –y otros
protagonistas sociales e institucionales– articulan con los
actores del sistema global o regional de poder, los márgenes
de autonomía con que cuenta quien formula la política y los
condicionamientos que la acotan (Sklair, 1991).

El contexto no es solamente la base de partida o la
plataforma de lanzamiento a partir de la cual la política se
produce, sino también el ámbito en que esta genera efectos
y en consecuencia introduce modificaciones en él. Posible-
mente, el aporte más relevante del análisis de sistemas es el
énfasis asignado al efecto de retroalimentación de las polí-
ticas respecto del contexto,8 sin perjuicio del mecanicismo
en que ha incurrido a menudo.

Una vez enunciadas, e incluso antes del comienzo de
su implementación, las políticas generan efectos en el ali-
neamiento de los actores concernidos por ella, modifican el

7 Ballerini et al., 2020; Migliavaca et al., 2019, y Rodríguez, 2017. Similar
degradación se efectuó en otras áreas de gobierno, como Agroindustria,
Turismo, Energía y Trabajo.

8 Por ejemplo, Easton (1951, 1965).
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acceso a recursos materiales y simbólicos, e inducen cam-
bios de variada intensidad en las “correlaciones de fuerza”,
entre otras reacciones. Quienes ganan incrementan poder y
prestigio, los cuales se debilitan en quienes pierden, mien-
tras cambia el contexto respecto del que existía antes de la
política. Pero estos efectos no ocurren automática o mecá-
nicamente, sino que forman parte de la dinámica concreta
del conflicto político.

Reconocer la inserción de una política particular en la
“gran política” a menudo resulta un asunto complejo y en
ocasiones se presta a excesos. La crítica a la descontextuali-
zación y la pretendida despolitización de las políticas públi-
cas no debe llevar al extremo de diluir la especificidad de
las políticas y sus objetivos y características particulares en
el manto de la política estratégica. De acuerdo con la vieja
alegoría del árbol y el bosque, este no existe sin los árboles
que lo integran y lo diferencian de otros, y el desarrollo y las
características botánicas de los árboles están condicionados
por el suelo en que echan raíces y el bosque y su contexto
(por ejemplo, el régimen de lluvias) del que forman parte y
en el cual influyen. Del mismo modo, hay una imbricación
recíproca entre políticas públicas y la política estratégica
que las subsume. Las políticas particulares cobran eficacia
y sentido tanto por sus propias características como por
la “gran” política que las enmarca, y esta es efectiva en la
medida en que las políticas particulares resulten coherentes
con sus lineamientos y fines.

Tan relevantes como la consistencia “interna” de la
política, la coherencia entre su formulación y su ejecución,
y su eficiencia en el manejo de los recursos asignados es su
adecuación a la “gran política” que les da fundamento. Nor-
malmente, la mayoría de las personas solo percibe las accio-
nes puntuales y las características externas de una política
en lo que las afecta directamente.

Por ejemplo, la mamá o el papá que llevan a su hijita
o hijito a un vacunatorio u otra instalación sanitaria solo
“ven” la vacuna que le aplican al infante o las condiciones
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ambientales inmediatas en que se efectúa el acto vacunato-
rio; experimentan la política en concreto. Que la vacunación
sea gratuita o arancelada, voluntaria u obligatoria, que habi-
lite o no la percepción de una renta a jefas de hogar en con-
diciones de precariedad social, que sea o no una condición
de ingreso a la escolaridad del infante, que la instalación
donde la vacuna es aplicada y quien la aplica pertenezcan
al ámbito estatal, al comunitario o al privado, que la vacu-
na sea de producción nacional –y, en este caso, elaborada
por laboratorios estatales o privados– o importada, y en tal
hipótesis las condiciones de importación y otra cantidad de
cuestiones, contribuyen a definir la política general de salud
de la que el acto de vacunación forma parte. En general
son asuntos que “no se ven” pero inciden enormemente en
el hecho concreto de la vacunación y en la efectividad con
que se logra el objetivo específico. Son variantes que contri-
buyen a definir una determinada política de salud respecto
de otros tipos de políticas de salud técnicamente posibles.
A su vez, la intersección de esa particular política de salud
con las políticas que se diseñan e implementan en campos
vinculados de manera relevante con ella –como educación,
seguridad social, vivienda y asistencia– integran la política
de salud a una determinada política social. En conjunto
con decisiones y acciones emprendidas en otras áreas de
incumbencia gubernamental (como medio ambiente, infra-
estructura, relaciones laborales, transporte e investigación
científica), aquella vacuna, que es objetivación en un caso
concreto de la política de salud que integra la política social,
forma parte –por ejemplo– de una política de bienestar, que
en definitiva es la “gran política” que da sentido y proyec-
ción al pinchazo que recibe el nene o la nena.9

9 Lo anterior no excluye que esa gran política apunte a otro tipo de objetivos
a los que la salud pública y el bienestar general resultan funcionales: por
ejemplo, el prestigio internacional del gobierno que cosecha éxitos en estos
campos, la gloria del gobernante que lo conduce (un premio Nobel, una
posición de relieve en un organismo internacional o un doctorado honoris
causa) y el enriquecimiento a través de negocios con proveedores de vacunas
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Este ejemplo grafica la intersectorialidad de las políti-
cas, un efecto de la variedad de causas que concurren a la
generación de un problema público y de la contribución de
diversos organismos y sectores públicos y privados en la
prevención o la atención de situaciones originadas en otra
variedad de causas relacionadas entre sí y en la generación
del efecto buscado.

Aunque se difundió en la segunda mitad del siglo pasa-
do, el concepto de intersectorialidad apunta a una realidad
más antigua. Uno de los casos más claros es la articulación
de las políticas de producción industrial y agropecuaria,
de ambas con las de investigación científica y tecnológica,
comercio exterior y educación, y de todas ellas con la polí-
tica financiera. La intersectorialidad tiene un doble alcance:
1) sustantivo, que remite a la intersección de la política par-
ticular con otras del mismo o distinto campo de problemas
y 2) organizacional, en cuanto esa variedad requiere del
involucramiento de múltiples agencias gubernamentales y
actores del ámbito privado y la consiguiente coordinación
de las intervenciones de los involucrados, un asunto más
complejo de lo que a menudo se piensa.

No es infrecuente la competencia entre organismos
por la asignación presupuestaria de recursos o las rivalida-
des y celos entre agencias públicas y sus funcionarios. Esto
favorece la persistencia de un enfoque fragmentado y con-
tribuye a que las instancias de coordinación –creadas para
asegurar coherencia en las acciones en la perspectiva de
la agenda integral de gobierno– enfrenten limitaciones en
el cumplimiento de sus objetivos. La coordinación resulta,
en muchos casos, una yuxtaposición de aspectos parciales,
sobre todo cuando el organismo coordinador tiene menor
nivel institucional o político que las unidades supuesta-
mente coordinadas o cuando la coordinación carece de un

y demás insumos o de infraestructura sanitaria, entre otros. Una cosa no es
incompatible con la otra porque, en la vida real, lo sublime suele ir enredado
con lo mezquino: Hegel lo llamó “astucia de la razón”.
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enfoque estratégico y holístico del aporte de las políticas de
cada campo a la “gran política” que impulsa la acción de
gobierno. Es esta una situación que se registra tanto entre
políticas públicas y los organismos con incumbencia en
ellas como entre distintos niveles de gobierno. La coordina-
ción no es por tanto un ejercicio de técnica administrativa
o presupuestaria, sino una función política.

La gravitación creciente –en las agendas gubernamen-
tales y no gubernamentales– de los derechos humanos, la
igualdad de género y la problemática ambiental contribuyó
a instalar el concepto de transversalidad como una poten-
ciación de la intersectorialidad. Como modo de implemen-
tación de políticas públicas, apareció en Suecia a principios
de la década de 1990 en el marco de la política de pro-
moción de la igualdad de género y se internacionalizó en
la Cuarta Conferencia sobre la Mujer, celebrada por las
Naciones Unidas en Pekín, China, en 1995 (Serra, 2005). Su
objetivo es preservar la especialización técnica de la política
y al mismo tiempo cooperar en el diseño y la ejecución de
acciones de otras políticas en las que la cuestión específica
está presente, aunque usualmente no de manera explíci-
ta. En Argentina, un documento reciente de la Oficina de
Presupuesto del Congreso nacional identificó una amplia
variedad de estas políticas, además de la igualdad de género
(OPC, 2020).10

10 El informe presta atención a las áreas siguientes: jubilaciones y pensiones,
políticas de ingresos; niñez y adolescencia, infraestructura social y produc-
tiva, educación, formación y desarrollo del conocimiento, políticas de salud,
políticas de discapacidad, políticas de defensa y seguridad, fomento de la
producción, innovación y tecnología aplicada, políticas de inserción laboral
y empleo, cooperativas y mutuales, políticas alimentarias, políticas de apo-
yo a las pymes, ambiente sostenible, y justicia y derechos humanos. Por su
parte, la Jefatura de Gabinete de Ministros estableció lineamientos sobre
transversalidad de género en empresas y sociedades del Estado (JGM, 2020).
Ver también la Ley Yolanda (ley N.º 27.592, B. O. 15 de diciembre de 2020),
sobre capacitación de trabajadores y funcionarios de la Administración
Pública Nacional en el cuidado del ambiente y el desarrollo sustentable.
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Los casos mencionados no son los únicos, aunque sí
los más notorios, por los virajes recientes de los enfoques
metodológicos en el análisis de esas cuestiones. Nadie pone
en duda, por ejemplo, la transversalidad de la política fis-
cal o de educación; por definición, dos de las políticas más
tradicionalmente transversales. En realidad, toda política
pública es transectorial en alguna medida, como corolario
de la complejidad de la realidad social y de los problemas
que encara.

La intersectorialidad de las políticas públicas favorece
la apreciación de conjunto de las políticas y los asuntos a
los que refieren, su recíproca coherencia y su adecuación a
la política hegemónica de la función de gobierno, pero tam-
bién abre las puertas a controversias sobre la caracterización
de las políticas individuales, sobre todo respecto del objeti-
vo o los objetivos que pretenden alcanzar tanto la política
misma como el gobierno o la coalición que la impulsa y que
a menudo va más allá de lo específico o sectorial.

Tras el estallido de la crisis de 2001 se suscitó un
debate público en torno al programa Jefas y Jefes de Hogar
Desocupados, impulsado a principios de 2002 por la pre-
sidencia interina de Eduardo Duhalde. El programa, uno
de los antecedentes de la Asignación Universal por Hijo
(AUH) de 2009, contemplaba la transferencia de ingresos, la
asignación de alimentos básicos y la provisión gratuita de
medicamentos, condicionadas a ciertas contraprestaciones.
¿Se trataba de un programa de combate a la pobreza extre-
ma en un contexto en el que esta había crecido exponen-
cialmente?, ¿una política asistencial de reinserción social a
través de empleos de emergencia y estímulo a la escolaridad
de los niños y las niñas de hogares extremadamente vul-
nerables?, ¿una política para el apaciguamiento del humor
social en medio de la turbulencia social de la época, o por lo
menos para recuperar cierta normalidad en la vida política?
En síntesis: ¿una política social de emergencia que remitía
a la bandera peronista de la justicia social o una política de
control público que no excluía acciones de represión a la
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protesta masiva? Esas y otras lecturas alimentaron conflic-
tos por el significado que diferentes actores asignaron a la
política en cuestión.11

La lucha por el significado es una lucha por el poder
entre diferentes visiones, interpretaciones e intereses (Bour-
dieu, 1991). No todo conflicto de poder es en sí mismo
político, pero la interpretación triunfante es en definitiva
la que postulan los actores con mayor eficacia en la cons-
trucción y el ejercicio de poder. Una misma política pública
varía de significado según sea la política estratégica a la que
distintos actores, analistas u observadores la adscriben.

A fines de 2005, el gobierno del presidente Néstor
Kirchner decidió saldar el endeudamiento ante el FMI
incluyendo las cuotas aún no vencidas. Una fuerte críti-
ca argumentó que con esa decisión se asignaban reservas
monetarias a deudas todavía no exigibles y se cortaba la
relación con un organismo financiero que otorga créditos a
tasas menores que las del mercado; desde este punto de vis-
ta financiero se trataba de una opción desacertada e irracio-
nal. Al contrario, el gobierno y quienes apoyaron la decisión
señalaron que tal medida ponía fin a las presiones financie-
ras y políticas del FMI, que en el pasado había impuesto la
adopción de políticas de efectos desastrosos (como la cri-
sis de 2001 había puesto en evidencia). Se agregaba que la
reactivación económica en curso y la mayor eficacia de la
recaudación tributaria permitirían recuperar reservas en el
corto plazo. También se indicó que la cancelación permitiría
definir acciones de política económica con un mayor grado
de libertad tanto en asuntos internos como en las relacio-
nes internacionales: el FMI había actuado como persistente
instrumento de presión y agencia de representación de los
sectores de poder económico más concentrado y articulado

11 CELS, 2004; Vilas, 2005, y Del Tronco Paganelli, 2005. Inicialmente finan-
ciado por el Banco Mundial, el programa involucró a varias agencias guber-
namentales (ministerios de Desarrollo Social, Salud, y Trabajo y Empleo,
que era el órgano de aplicación) y creó varias instancias asesoras y de coor-
dinación en los tres niveles de gobierno.
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a instancias extranacionales de decisión. En consecuencia
se habría tratado –desde la perspectiva gubernamental– de
una opción política racional. De acuerdo con algunos obser-
vadores habría existido una tercera opción a medio camino
entre pagar y no pagar: pagar estrictamente la deuda venci-
da, en vista de sacarse de encima las presiones de más corto
plazo del FMI, pero mantener una relación fluida con un
organismo cuyo aval era exigido por el Club de París para
regularizar su relación con Argentina.

Se advierte que diferentes “grandes” políticas (de desa-
rrollo, bienestar general, ampliación de espacios de autono-
mía decisoria, preservación de relaciones con organismos
financieros multilaterales u otras) acuerdan distintos alcan-
ces y significados sobre la política específica (desendeuda-
miento del FMI). La “opción” depende de consideraciones
políticas respecto de las cuales la cuestión específica resulta
subordinada; en el ejemplo, la valoración de qué se gana, se
deja de ganar o se pierde con una u otra decisión surge de
consideraciones estratégicas de las que la política de desen-
deudamiento es herramienta. Correlativamente, esa política
estratégica existe en la medida en que las políticas particula-
res resulten eficaces en el logro de sus objetivos específicos
y coherentes con el diseño y el objetivo general. En el caso
de referencia, cancelar toda la deuda con el FMI pareció la
opción más acertada y articulaba con la política de desen-
deudamiento que el mismo gobierno estaba ejecutando con
otros acreedores externos (Val, 2019). Como afirma el ya
citado Gourevitch, “para comprender las elecciones de polí-
tica hemos de comprender la política que las produce”.

�/,�Q!*�0�7 �%!+ �0
Más arriba se expresó que las políticas públicas están diri-
gidas a la resolución de problemas. Sobre esto no hay con-
troversia; sí la hay respecto de qué es o qué se considera un
problema de política pública. La respuesta fácil sería: “Pro-
blema es lo que ingresa a la agenda de políticas de gobierno”.
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Pero incurre en una petición de principio: la agenda se
integra de problemas a encarar, y problemas a encarar son
los que integran la agenda. Al mismo tiempo, esa respuesta
lleva implícita la suposición de una única agenda, la del
gobierno, y deja de lado las de otros actores y la eventuali-
dad de conflictos entre agendas, es decir, entre actores.

Los problemas no tienen existencia por sí mismos, sino
a partir de cierta mirada o valoración, como surge de los
casos mencionados más arriba. Son construcciones colec-
tivas de acuerdo con circunstancias, momentos y enuncia-
ciones. No basta con que algo sea perjudicial o esté muy
difundido para que se lo considere un problema: hasta muy
recientemente, la violencia contra las mujeres, las niñas y los
niños no era considerada un problema susceptible de inter-
vención gubernamental; salvo situaciones extremas, era un
asunto “doméstico”. Algo similar puede decirse respecto
de la pobreza masiva, la emisión de gases invernadero, la
explotación laboral y el monocultivo, entre otros aspectos.
La valoración social negativa de algo permite denunciarlo
y censurarlo ética o ideológicamente, pero es insuficiente
para convertirlo en un problema que amerite tratamiento
político. Para esto se requiere incorporarlo a una agenda
de acción política, sea del gobierno o de otro actor con
aspiraciones a desempeñarse como tal o con capacidad para
influir en aquel.

La pluralidad de actores se manifiesta en una plurali-
dad de construcciones posibles. En la vida real, las personas
y las organizaciones a las que estas adhieren no tienen igual
capacidad o poder para construir problemas de política.
“Las ideas dominantes en una época son las ideas de la clase
dominante”, postularon Marx y Engels. Gramsci demostró
que una de las manifestaciones de esa dominación consiste
en la superior capacidad de entrenar a la gente en per-
cibir e interpretar la realidad de manera que convalide la
dominación y la metamorfosee en sentido común. Althus-
ser denominó “aparatos ideológicos del Estado” a las ins-
tituciones públicas y privadas encargadas de estimular esa
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metamorfosis: escuelas, medios de comunicación, iglesias,
la familia; la sociología funcionalista presenta todo esto
como mecanismos de control social. En lo que refiere a
nuestro asunto, significa que el poder –político, económi-
co y simbólico– condiciona quiénes y cómo construyen un
problema y proponen acciones; está presente en la forma en
que los problemas son definidos y emplazados en un deter-
minado marco de significado, de manera que ciertos actores
resulten excluidos de la participación en la construcción y
el tratamiento del problema.

La porosidad de las relaciones Estado-sociedad favo-
rece que problematizaciones formalmente generadas en el
primero sean resultado de la gravitación cultural, políti-
ca o funcional de actores de la segunda que configuran
el arreglo de poder que orienta al Estado; actores que se
desempeñan en áreas consideradas indispensables por los
gobiernos y que en diversas circunstancias ocupan, a través
de sus propios funcionarios, posiciones institucionales de
autoridad política –grandes empresas comerciales e indus-
triales, bancos, corporaciones titulares de patentes científi-
cas o técnicas e iglesias– que gravitan en las decisiones de
política pública y en la orientación general del gobierno.
El nombramiento de gerentes y CEO12 de grandes corpo-
raciones de negocios como ministros en el gabinete del
presidente Mauricio Macri, en áreas en las que se desem-
peñaban las empresas u organizaciones que hasta entonces
dirigían, tuvo como efectos drásticos cambios de política en
áreas estratégicas de gobierno (Canelo y Castellani, 2016).
Un número importante de altos funcionarios de las áreas de
política financiera y monetaria provino sin escala interme-
dia de grandes bancos y casas de bolsa estadounidenses.

Asumidos por el Estado, los intereses y las preferen-
cias particulares adquieren carácter público e imperatividad

12 Siglas del inglés chief executive officers, cuya traducción genérica en español
es “primeros ejecutivos”.
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universal. Inciden en esto algunas características de las
economías capitalistas. Aunque formalmente “privadas”, las
actividades desarrolladas desde el mercado por estos actores
tienen un incuestionable impacto público que otorga flui-
dez adicional a la convencional separación público/privado
(Lindblom, 1977; Gourevitch y Shinn, 2005) y refuerza la
dependencia del poder político respecto del poder econó-
mico, particularmente en sociedades de la periferia global.
Un estilo corporativo del desenvolvimiento de la política en
cuanto lucha de poder que no se circunscribe a los propieta-
rios y funcionarios del capital. Dirigentes y representantes
de organizaciones sociales y sindicales suelen incorporar-
se, aunque con menor frecuencia, a áreas de gobierno de
formulación y gestión de políticas relacionadas con asun-
tos relevantes para las organizaciones que representan o de
donde provienen (ver, por ejemplo, Perelmiter, 2016).

El lenguaje que construye el problema le asigna un ori-
gen o causa, define quiénes son las autoridades en el tema y
prefigura la respuesta de política: “Describir es prescribir”,
explicó Bourdieu. Si la pobreza es simplemente un proble-
ma de falta de dinero, como sugirió –posiblemente con iro-
nía– el economista John Kenneth Galbraith (1982), la forma
más directa de hacerse cargo de la cuestión es transfirién-
doles ingresos a quienes carecen de ellos: desde subsidios al
ingreso temporal “de ciudadanía”, sin necesidad de indagar
mucho las causas de la carencia. Los instrumentos para tal
fin básicamente son monetarios, de involucramiento fiscal,
y saber de economistas y contadores. El asunto es mucho
más complejo cuando la pobreza es considerada un fenó-
meno multicausal enraizado en el mercado de trabajo, la
calidad ambiental y la vivienda.

Los debates suscitados en torno a algunos instrumen-
tos de la política social del gobierno del Frente de Todos
durante la pandemia ilustran hasta dónde diferentes cons-
trucciones de un problema conducen a diversas recomen-
daciones de intervención gubernamental y al protagonismo
político de distintos actores (Vilas, 2021).
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La construcción de un problema se inicia con su enun-
ciación, algo en lo que ha insistido la corriente constructi-
vista de las políticas públicas.13 El nombre instala el asunto
en un universo de significado, establece quién debe hacerse
cargo y convoca intervenciones públicas. Referir como gue-
rra o combate a las drogas una política dirigida a prevenir y
disuadir el consumo de sustancias peligrosas coloca el tema
en el ámbito del delito, del Código Penal, de la intervención
de las fuerzas de seguridad, cuando desde otra perspecti-
va es considerado –ante todo– un problema de política de
salud; por lo tanto, con la intervención prioritaria de agen-
tes de ese campo. Para evitar confusiones y ambigüedades
terminológicas que tienen impacto en el acceso a derechos
y a recursos, la ley N.º 27.118 se refiere a la “agricultura
familiar, campesina e indígena”; así, lo que en otros tiempos
y contextos hubiera podido ser sospechado de alentar una
reforma agraria se convirtió en “construcción de una nue-
va ruralidad”. La denominación equivalencial engloba for-
maciones socioproductivas y sujetos con particularidades
constitutivas y funcionales específicas, a partir de la preca-
riedad derivada de la insuficiente dotación de tierra y otros
recursos, y pone fin a discusiones sobre la caracterización
de los “beneficiarios” de la política.

Las políticas públicas construyen a sus propios sujetos.
Marcos (2019), Hang et al. (2015) y Sislian (2013) lo ponen
de relieve en el análisis de políticas de desarrollo rural
precedentes a la que se acaba de mencionar; el desenvolvi-
miento de su ejecución y la intervención directa o indirecta
de otros actores, la alteración del contexto por estos y otros
factores contribuyen a modificar el modo en que la polí-
tica “ve” a sus sujetos. Nesprias (2021), Deux Marzi (2020)
y Hudson (2018) revelan efectos equivalentes en sus aná-
lisis de políticas referidas a organizaciones de trabajadores
urbanos precarizados y a su relación con el mercado formal

13 Por ejemplo, Edelman, 1991; Roth, 2008; Casar y Maldonado, 2008, y Ceju-
do, 2008.
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de trabajo, las políticas que se implementan a partir de él
(seguridad social, protección laboral y demás) y las agencias
públicas respectivas. Schamber (2012) enfoca la experiencia
de los trabajadores de la recolección de residuos urbanos en
el recorrido de un proceso que fue desde la represión oficial
a su reconocimiento institucional como trabajadores.

La vida en sociedad está cargada de cuestiones que la
gente considera insatisfactorias y que deberían ser enmen-
dadas o eliminadas. Eso es insuficiente para que lleguen
a constituirse en problemas públicos que convoquen una
intervención de la política. Para que tal cosa ocurra, los
agravios deben vincularse con valores sociales desatendidos
y articularse a actores concretos con voluntad y capacidad
para instalar el asunto en un debate que convoque a un
público más amplio que quienes plantean inicialmente la
demanda y que muestran capacidad para neutralizar posi-
ciones adversas. A menudo, la literatura académica refiere
preferencialmente a actores sociales. Se asume una fronte-
ra estado/sociedad de una nitidez institucional que no se
compadece con las realidades de muchas de las formaciones
estatales del mundo real, en el que las cosas son mucho más
complicadas que lo que habitualmente imagina.14 Se prac-
tica también un enfoque selectivo: llama la atención –por
caso– la excepcionalidad de los estudios referidos al involu-
cramiento de actores del mundo empresarial en la promo-
ción, el diseño o el veto de políticas públicas (por ejemplo,
Schneider, 2004) frente a la abundancia de estudios sobre la
participación “social”.

El análisis de redes en la elaboración y ejecución de polí-
ticas muestra una dinámica imbricación público-privada
(por ejemplo, Zurbriggen, 2011; Nogueira, 2015). Actores
del espacio estatal se involucran en la instalación “social”

14 Ver, por ejemplo, Medellín Torres (2004); Zarazaga y Ronconi (2017).
O’Donnell (1993) graficó como “zonas marrones” estas y otras disonancias
de varias democracias latinoamericanas con el modelo canónico del libe-
ralismo.
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de problemas para potenciarla, aportando saberes, recur-
sos, experiencia y –a menudo– sus propias concepciones.
Piénsese por ejemplo en el activo involucramiento estatal
en el debate público sobre la concentración de la propiedad
de las grandes cadenas de multimedios de comunicación,
que abonó el terreno para el tratamiento legislativo de la
cuestión. Pettinicchio (2012) lo denomina “activismo insti-
tucional”.15

La instalación de un tema como problema de políti-
ca pública y eventualmente como parte de la agenda de
gobierno es una cuestión de arreglos institucionales y del
tipo de régimen político, y no solo de la dinámica “interna”
del ámbito social. Los primeros habilitan o inhiben la par-
ticipación de ciertos actores, y establecen los tiempos y las
formas de participación; la articulación con el régimen polí-
tico –con las élites políticas y burocráticas que se desempe-
ñan en sus espacios institucionales– genera variadas moda-
lidades de intercambio y tironeo respecto de qué hacer y
cómo hacerlo. Las convergencias y los conflictos introdu-
cen modificaciones en la formulación inicial del problema y
en las acciones para encararlo, como parte del quid pro quo16

de la negociación política.
La creación del salario social complementario en 2016

mostró el desenvolvimiento de un proceso incremental de
construcción política de las organizaciones de trabajadores
de la economía popular que potenció lo que inicialmente
era una demanda sectorial, hasta incorporarla a la agenda
del Poder Legislativo. Estableciendo o ampliando alianzas
con las centrales sindicales y la Iglesia católica, combinando
acciones directas e institucionales, formulando demandas

15 Nogueira (2015) destaca el rol protagónico del Estado en las redes que se
desenvuelven en torno a la política de desarrollo rural. Nosetto (2014) y
Salomone (2019) dirigen su mirada a la intervención de los tribunales como
actores de veto o de habilitación de políticas públicas. Aenlle (2013) discute
la gravitación de los prejuicios y otros factores subjetivos de elementos de
las burocracias en la implementación de las políticas.

16 “Transacción”.
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simultáneas a los poderes Ejecutivo y Legislativo, e iden-
tificando actores políticos estratégicos en ambas funcio-
nes, las organizaciones obtuvieron la aprobación de la ley
N.º 27.345 y de medidas complementarias para garantizar
la gobernabilidad de un régimen político amenazado por
un creciente desprestigio social (Maneiro y Núñez, 2021;
Natalucci y Morris, 2019).

�,QZ]��0�-_�Q'��0�7 -�/]�'-��'\+�0,�'�Q
Se afirmó más arriba que la elaboración de las políticas
públicas pone de manifiesto un proceso de interlocución
entre el Estado y la sociedad; como dice Souza (2006), son
“el gobierno en acción”. Las modalidades y los alcances de
esa interlocución, los sujetos que toman parte en uno y otro
ámbito, y la mayor o menor eficacia de su participación
en la formulación de las políticas varían de acuerdo con la
estructura de poder social institucionalizada como Estado,
con las características del régimen político, con los asuntos
que son su objeto y con sus modalidades y estrategias de
acción.

La renovación de la atención sobre el tema en las
décadas finales del siglo pasado reorientó el significado y
alcance conceptual de lo “público” de las políticas. Según
el nuevo enfoque, las políticas no son “públicas” porque de
una u otra manera, directa o indirectamente, inciden en el
desenvolvimiento de la vida en sociedad o son el resultado
de decisiones de gobierno y cuentan con la eventualidad del
recurso a la coacción legítima, sino porque están abiertas al
debate de actores de la sociedad no contemplados por los
mecanismos institucionales de la democracia representati-
va, o por lo menos actúan como complemento o contraten-
dencia a su efecto inherentemente centralizador.

La reconceptualización remite a las teorías de la delibe-
ración pública (Barber, 1984; Bohman, 1996, y otros) y a las
amplias movilizaciones sociales que se desarrollaron en res-
puesta a las crisis del “estado de bienestar” y el “socialismo
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de estado” en Europa y Estados Unidos, y que enmarcaron
a las transiciones posdictatoriales en América Latina. Con
diferencias de alcance y de énfasis, los “nuevos movimientos
sociales” planteaban demandas sobre asuntos como medio
ambiente, género y migraciones, ausentes de las agendas
políticas; cuestionaban el verticalismo de las prácticas esta-
tales e impulsaban la adopción de modalidades de demo-
cracia participativa. Coincidieron cronológicamente con la
crisis del sistema de Bretton Woods y el embate neoliberal
contra el Estado desarrollista, al que se consideraba res-
ponsable de los problemas contra los cuales reclamaban las
sociedades movilizadas. Por razones diversas, unas y otras
críticas convergían en el enjuiciamiento al Estado. Integra-
das a las recomendaciones de los organismos multilaterales
de crédito sobre la necesidad de descentralizar las políti-
cas públicas y desescalar las facultades decisorias públicas
desde el nivel nacional a los niveles subnacionales (provin-
cias, regiones delimitadas institucionalmente y municipios)
como mecanismo para acotar las facultades decisorias del
centro, la convergencia permitió redoblar los argumentos
contra el desempeño estatal: además de ineficiente y distor-
sionador, ahora también resultaba antidemocrático.17

El éxito en la deslegitimación del Estado disculpó des-
atender las consecuencias más evidentes de la reformula-
ción conceptual. De acuerdo con ella, existirían políticas
estatales que son públicas por estar abiertas a la partici-
pación directa de los actores sociales y políticas estatales
que no son públicas porque –por su propia naturaleza– el
conocimiento de su elaboración y la participación en ellas
están limitadas a ciertos actores taxativamente habilitados.
Por ejemplo, la política de defensa o la política financiera, o
de ciertos campos de la investigación científica, áreas cuyos
efectos involucran a todo el mundo, pero cuya eficacia
requiere del manejo de saberes complejos o del desempe-
ño de ciertas funciones (ejecutivas, legislativas y militares).

17 Ver BID, 1994; Willis et al., 1999, y Vilas, 2003.
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En todo caso, que su elaboración se mantenga fuera de
la opinión pública. Sobre todo, áreas de intervención del
gran capital local y extranjero: contratistas de equipamien-
to militar, laboratorios medicinales, bancos, compañías de
seguros, corporaciones de medios de comunicación, opera-
dores de comercio internacional, corporaciones tecnológi-
cas y similares; varios de los sujetos más relevantes en la
configuración de las estructuras de poder, que contribuyen
significativamente a determinar las reglas del juego e inclu-
so el juego mismo.

Una forma nueva –o, por lo menos, específica– de
gobernar apareció con esta selectividad en la conceptuali-
zación de las políticas: la “gobernanza”. El entusiasmo por
la innovación terminológica, que acopla con los cortes y las
rupturas de la instalación neoliberal y las nuevas agendas
académicas, impide advertir que: a) se trata de un vocablo
antiguo, el cual se remonta por lo menos al siglo XVII y a
los conflictos de poder que tenían lugar en Francia entre la
monarquía y el Parlamento (Graña, 2005); b) tiene un signi-
ficado genérico, ya que gobernanza no es un (nuevo) modo
de llevar a cabo la función de gobierno,18 sino “el” modo.
Todos los gobiernos, en ejercicio de las misiones y funcio-
nes que les son propias, entablan relaciones con actores de
la sociedad. De acuerdo con la configuración política de las
fuerzas que conducen el gobierno, de los objetivos que lo
guían, de los contextos y los momentos en que se desenvuel-
ven, la matriz de relaciones incorpora a algunos actores y
margina a otros en variadas modalidades de interlocución.

Pierre y Peters, en el inicio de su libro dedicado al
tema, dicen: “Pensar la gobernanza es pensar cómo dirigir
la economía y la sociedad y cómo alcanzar fines colectivos.
[…] La principal actividad de gobernanza es dar dirección
a la sociedad, sea directa o indirectamente” (Pierre y Peters,
2000:1, 2; en sentido coincidente, Vargas Paredes, 2011;
Canto Sáenz, 2012). Según el Banco Mundial, organismo

18 Por ejemplo, Natera Peral, 2005; Bevir, 2011, y Martínez Nogueira, 2012.
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que reintrodujo el vocablo en un informe de los años ochen-
ta, gobernanza es “el proceso mediante el cual actores esta-
tales y no estatales interactúan para diseñar e implementar
políticas dentro de un conjunto dado de reglas normales e
informales que configuran el poder y son configuradas por
él” (World Bank, 2017:3; en el mismo sentido, World Bank,
1992).19 Así es como funcionan los gobiernos, incluso los de
corte autoritario; la diferencia fundamental entre el poder
político y el poder militar radica, precisamente, en la inter-
locución con actores de la sociedad.

Michael Mann distinguió dos formas de ejercicio del
poder estatal: el “poder despótico” y el “poder infraestruc-
tural”. Ambos recurren como ultima ratio20 a la amenaza
o el ejercicio de la coacción legítima, pero de manera y
con implicaciones diferentes. El primero se ejerce a través
de acciones que se deciden y ejecutan sin diálogo o con-
certación previa con actores de la sociedad (algo así como
poder “sobre” la sociedad). El poder infraestructural refiere
a la eficacia del Estado en penetrar la sociedad, incluyendo
su materialidad (demarcación territorial, diseño de infra-
estructura de transporte y comunicaciones, y similares),
condicionando –a través de una variedad de políticas– un
amplio arco de decisiones e iniciativas individuales o grupa-
les al mismo tiempo que se hace cargo de ellas para alcanzar
mayor efectividad (Mann, 1991).21

19 “[…] the process through which state and nonstate actors interact to design and
implement policies within a given set of formal and informal rules that shape and
are shaped by power”.

20 “Última razón”.
21 El concepto de “poder infraestructural” de Mann influyó en el de “autono-

mía enraizada” (embedded autonomy) de Peter Evans en sus estudios del
papel desempeñado por el Estado en el desarrollo industrial acelerado de
varios países del sudeste de Asia en las décadas de 1950 y 1960, y de las
articulaciones de agencias estatales de planificación con determinados acto-
res económicos y sociales (Evans, 1995). Otros autores han estudiado con
enfoques parecidos las transformaciones experimentadas en la República
Popular China a lo largo del último medio siglo (por ejemplo, Arrighi, 2007;
Ang, 2016 y 2020). En general, este parece haber sido el estilo predominan-
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Todos los estados administran un cierto equilibrio entre
ambas modalidades de ejercicio del poder. Según Mann, un
indicador decisivo de la calidad del desempeño estatal es la
gravitación creciente del poder infraestructural, de las deci-
siones y acciones que se adoptan con el involucramiento
de actores de la sociedad. Esas decisiones e intervenciones
pueden ser activas o pasivas en función de la estrategia
escogida: la política consiste en tomar decisiones, pero tam-
bién en no tomarlas, en consonancia con el célebre laissez
faire, laissez passer22 del canon liberal (Bachrach y Baratz
1963, 2009). Recuperando la construcción gramsciana de la
hegemonía y la tesis althusseriana de los aparatos de Esta-
do, Lukes destaca la existencia de una tercera modalidad de
ejercicio de poder político infraestructural de Mann: la que
apunta a provocar efectos en la conciencia –o la mente– de
la gente delegando en actores de la sociedad la generación
de los efectos conducentes a ese fin (Lukes, 2007).

“Penetrar la sociedad” significa establecer vías de inter-
acción con actores no gubernamentales, con el fin de
alcanzar directa o indirectamente los objetivos establecidos
desde el Estado. Es evidente, sin embargo, que “organiza-
ciones no gubernamentales” no son solamente las muchas
experiencias de organización social que suscitaron el inte-
rés de observadores, intelectuales y organismos financieros
a partir de la década de 1980, genéricamente incluidas en la
denominación “sociedad civil”. También lo son las empresas
de negocios y sus asociaciones corporativas. El corolario
práctico de la reaparición de la gobernanza es que el poder
económico queda afuera de la agenda del estudio y la eva-
luación de las políticas públicas.

En toda sociedad existe una asimetría de poder entre
actores. El Estado es expresión de esa asimetría y ya se dijo
que ella puede significar que las normas emanadas de aquel

te del desarrollo capitalista “tardío”, incluyendo los casos latinoamericanos
exitosos (Pipitone, 1994).

22 “Dejar hacer, dejar pasar”.
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simplemente institucionalicen intereses de actores particu-
lares o que operen acotando la eficacia de la participación
social. Las asambleas de usuarios y consumidores de servi-
cios públicos son ilustrativas de la distancia que suele existir
entre la teoría de la participación social y la realidad efecti-
va. Producto de movilizaciones de organizaciones sociales y
actores del sistema político en reacción a la privatización de
las empresas prestadoras, las asambleas públicas de usuarios
y consumidores dan cauce a los reclamos y las iniciativas
que configuran escenarios de conflicto en los que el Estado
actúa como árbitro. Es, sin embargo, un árbitro especial: es
el Estado que impulsó y con pocas excepciones mantiene
las privatizaciones, y que a través de reglamentaciones pre-
serva la asimetría de poder de las empresas. Estas deciden
qué información ponen a disposición de los usuarios –por
ejemplo, estructura de costos y formación de precios– y
no reconocen un carácter vinculante a lo decidido en las
asambleas. Así, la participación de las asociaciones resultó
exitosa en obtener la habilitación institucional de una esfe-
ra de incumbencia en la prestación de los servicios y un
ámbito donde ejercer “voz” (en el sentido de Hirschman,
1977), pero de eficacia menor en la solución de los proble-
mas de los que se agravian: tarifas excesivas respecto de la
capacidad de pago de los usuarios, deficiente calidad de ser-
vicios y demás. Una típica ambigüedad de algunas políticas
de reforma: amplían la participación social y de esa manera
preservan las asimetrías básicas de poder.

Siempre es conveniente tener en cuenta la distancia
que existe en la configuración de los sistemas normativos
entre la afirmación de un derecho y la reglamentación de su
ejercicio. En el campo de las políticas públicas, esa distancia
se advierte entre el diseño de la política en su dimensión
sustantiva (en el ejemplo anterior, la participación de los
usuarios de servicios públicos en asuntos que los afectan
directa y cotidianamente) y su efectiva implementación.
Una y otra implican distintas formas de participación y la
convergencia u oposición de actores que necesariamente
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no son los mismos, como tampoco los son los argumentos
que despliegan para el logro de sus objetivos. El estudio
de Lucila Nejamkis permite apreciar los realineamientos y
diferencias que se suscitaron durante el proceso de regla-
mentación legal de una política migratoria en cuyos objeti-
vos sustantivos todos los involucrados estaban de acuerdo
(Nejamkis, 2013).
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Esta comunicación propone un recorrido en tres etapas: par-
te de revisar los vínculos entre ciencias sociales y disciplinas
anticipatorias, continúa delineando argumentos relativos a
qué tipo de disciplinas anticipatorias se quieren promo-
ver –especialmente teniendo presente el legado latinoame-
ricano en la materia– y concluye esbozando una serie de
reflexiones e introduciendo algunas imágenes (metáforas y
analogías) sobre la situación que hoy atraviesa el mundo con
motivo de la pandemia de COVID-19. En términos meto-
dológicos, la comunicación es un agrupamiento provisional
de anotaciones derivadas de lecturas, aunque también de
experiencias e intercambios acumulados por los autores en
ámbitos de trabajo asociados a ambas configuraciones de
saberes: ciencias sociales y disciplinas anticipatorias.

1 Versión revisada de la comunicación presentada durante la jornada “¿Y aho-
ra qué? Futuro, acción, teoría y práctica: intersecciones entre prospectiva,
teoría y ciencias sociales en contexto de crisis sistémica”, organizada en el
marco de la carrera de Sociología de la Universidad de Ciencias Empresa-
riales y Sociales (UCES), en Buenos Aires, el 16 de julio de 2020.
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Habría que señalar en primer término que el doble plural
–ciencias sociales/disciplinas anticipatorias– no es casual
ni gratuito: cada una de las dos configuraciones conlle-
va grados importantes de diversidad interna. Reconocerlo
conduce a anteponer varios bemoles a cualquier tentativa
de predicar sobre sus vínculos en general. Por el contrario,
un abordaje riguroso siempre se preguntará por sus moda-
lidades concretas de interrelación.

Enseguida corresponde advertir que, aun cuando ambas
configuraciones son distintas (difieren en sus cánones, pro-
cedimientos y técnicas, y modalidades de autolegitimación),
no es adecuado pensarlas como rotundamente ajenas. Las
intersecciones y las interacciones han sido más la nor-
ma que la excepción. De un lado, el futuro suele ejercer
una notable fascinación sobre los científicos sociales; la ha
ejercido incluso sobre algunos de sus padres fundadores y
figuras clásicas, desde bastante antes del surgimiento de las
disciplinas anticipatorias stricto sensu (“en sentido estricto”).
De otro lado, los cultores de las disciplinas anticipato-
rias acuden con asiduidad a conceptualizaciones, técnicas y
métodos empleados por las ciencias sociales. Suele adver-
tirse que para anticipar escenarios es preciso partir de un
buen diagnóstico. Normalmente, este se nutre de aportes
de las ciencias sociales: sociología, politología, antropología
y economía. Pero la tributación va más allá: las mejores
versiones de las disciplinas anticipatorias han ido incorpo-
rando una mirada reflexiva y crítica sobre las implicaciones
de su trabajo en relación con las dimensiones de la tem-
poralidad. En este afán es palpable la importancia creciente
de los aportes de las ciencias humanas, de la teoría de la
historia e incluso de las reflexiones en torno a la literatura
anticipatoria de ficción.

El hecho de que los científicos sociales se perciban
como habilitados para predicar acerca del futuro aun desen-
tendiéndose por lo general de las recomendaciones de los
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futurólogos, mientras que los cultores de las disciplinas de
anticipación se vean a sí mismos como tributarios de las
ciencias sociales, conduce a poner de relieve un rasgo clave
del vínculo que interesa examinar: cierta asimetría, en buena
medida derivada de un déficit de legitimidad relativo impu-
table a las disciplinas anticipatorias. De esta comprobación
inicial se deriva una imagen del saber anticipatorio como
cenicienta de las ciencias sociales. La imagen es interesante,
puesto que grafica una asimetría peculiar en la cual hay
alguien que situado a priori en una posición subordinada,
empero, ejerce una gran atracción sobre quien ocupa el
posicionamiento superior. Parte de esta problemática pare-
ce dejarse apresar acudiendo al enfoque de los campos en su
momento perfilado por Pierre Bourdieu: relaciones de fuer-
za, homologías estructurales, localizaciones y articulaciones
en la cartografía del poder social.2 La legitimidad de un
campo determinado –las ciencias sociales y las disciplinas
anticipatorias– debe pensarse como un “valor” que nunca
es absoluto ni definitivo, sino relativo e histórico. Eventual-
mente, el campo de las ciencias sociales puede caracterizar-
se como poco consolidado y de legitimidad “baja” si se lo
compara con el de las ciencias físico-naturales, pero aparece
mejor posicionado al parangonarlo con el correspondiente
al de las disciplinas anticipatorias. El déficit de legitimidad
de estas últimas explicaría –en una medida importante– no
solo su tributación teórico-metodológica a los desarrollos
de las ciencias sociales, sino además su propensión a buscar
con denuedo “fuentes exógenas de legitimidad”: acrobacias
asociadas a prodigios procedimentales (algo tan elemental
como el nombre de una simple técnica o, incluso, de un soft-
ware puede tener efectos mágicos aquí); emblemas corpora-
tivos y asociación con nombres propios que supuestamente

2 Bourdieu, P., “Campo intelectual, campo del poder y habitus de clase”, en
Campo del poder y campo intelectual, Buenos Aires, Folios, 1983, y del mismo
autor, “El campo intelectual: un mundo aparte”, en Cosas dichas, Barcelona,
Anagrama, 1987.
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proveen certidumbres. En suma, toda una imaginería que
fue bien satirizada en películas como Dr. Strangelove, de
Stanley Kubrick, y en novelas como El congreso de futurolo-
gía, de Stanislaw Lem, obras que ya tienen algunos años y
que sin embargo siguen asombrosamente vigentes en más
de un sentido.

Hay también, quizá, otra diferencia importante entre
ciencias sociales y disciplinas anticipatorias. Si bien sería
posible decir que los debates sobre la objetividad, la neutra-
lidad valorativa y la entera problemática del compromiso
ideológico-político atraviesan tanto a las primeras como a
las segundas, sería difícil negar que en las disciplinas antici-
patorias prevalece de manera más unilateral la inclinación a
la aplicabilidad práctica. Esto puede explicarse atendiendo
al hecho de que sus cultores casi siempre se alojan en ámbi-
tos privados asociados al despliegue de estrategias empresa-
riales o en dependencias estatales dedicadas a la programa-
ción, la planificación y el diseño de políticas públicas. Este
rasgo parece colocar a esas disciplinas en una situación más
difícil en relación tanto con las presiones sobre su “utilidad”
como con la preservación de sus márgenes de autonomía.
Se trata de saberes expuestos a la acusación de estar más
o menos inevitablemente ventrilocuizados o domesticados.
Dicho con alguna ironía, el mejor futurólogo sería aquel
que mejor contribuye a dotar de legitimidad retórica y filo-
científica el futuro deseado de su respectivo ventrílocuo o,
también –si bien en menor medida– aquel que se entretiene
jugando con artificios ingeniosos aunque inofensivos, un
modo posible de “escapar” a las tensiones implicadas.
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El futuro es, evidentemente, un objeto de estudio con carac-
terísticas singulares. Radicalmente se podría afirmar que el
futuro –y muy especialmente el futuro humano, que por
definición es social– no puede conocerse ni tampoco antici-
parse. En esta línea se podría proseguir diciendo que, cuan-
do se indica que se estudia el futuro, en realidad se estudian
representaciones sobre el futuro (pasadas o presentes), pero
en ningún caso el futuro como tal. Todavía en esta misma
línea se podría sostener que en un ejercicio de anticipación
inevitablemente se plasman, más o menos sistemáticamen-
te, más o menos persuasivamente, las representaciones que
sobre el futuro detenta el grupo que lleva a cabo el ejercicio
y, muy centralmente, según se viene indicando, el actor o
conjunto de actores que lo ha encomendado y –punto cla-
ve– lo financia. Al menos en principio, plantear la cuestión
en estos términos no parece ayudar demasiado a quienes
buscan robustecer la legitimidad de las disciplinas antici-
patorias. Sin embargo, en su brutal radicalidad, el plantea-
miento puede ayudar a visualizar en qué medida y en qué
sentidos específicos cabe pensar que las disciplinas antici-
patorias tienden a ser saberes ventrilocuizados, lo que habi-
lita una discusión más franca sobre el punto. Porque sucede
lo siguiente: una concepción unilateralmente instrumental
de las disciplinas anticipatorias puede desembocar en su
cristalización como muñecas de ventrílocuo del “decisor”
o del “contratante”, pero una concepción que enfatice de
modo igualmente unilateral la necesidad de “escapar” a esa
presión enlazada a una defensa poco meditada de la “neu-
tralidad valorativa” puede derivar en un culto a la prolijidad
metodológica que reduzca a estas disciplinas a la insignifi-
cancia social.

Salvo que las disciplinas anticipatorias posean un
coeficiente importante de reflexividad, de criticidad y de
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disposición a incomodar, de alguna manera buscando eman-
ciparse del ventrílocuo y a la vez eludiendo buscar el cómo-
do refugio en el culto al procedimiento. Este culto muchas
veces se articula –según se señaló– con la defensa de una
no bien meditada “neutralidad valorativa” o también con
el culto a cierto ingenuo perspectivismo de los consensos,
por el cual quien estudia el futuro termina desempeñando
el papel de acopiador-simplificador de las “opiniones” de
expertos, ciudadanos y curiosos que participan en semina-
rios y talleres.

Una salida posible a esa bifurcación decepcionante
puede ser la de postular unas disciplinas anticipatorias que
asuman abierta y reflexivamente que trabajan desde y para
una “orientación normativa”. De hecho, no pocos estudios
se han vertebrado a partir del delineamiento apriorístico
del escenario deseable. Varios de los más importantes que
se llevaron a cabo en América Latina compartieron ese
rasgo: Nosotros, mañana, de José Luis de Ímaz; los notables
aportes de Oscar Varsavsky, y los clásicos estudios dirigidos
por Amílcar Herrera: ¿Catástrofe o nueva sociedad?: modelo
mundial latinoamericano y Las nuevas tecnologías y el futuro de
América Latina: riesgo y oportunidad. No deja de ser impor-
tante que la orientación normativa puede “fundamentarse”
acudiendo a nuestra propia tradición latinoamericana de
estudios anticipatorios, a una zona clave de ellos. Puede
fundamentarse, también, acudiendo a nuestra propia tradi-
ción latinoamericana de reflexiones en clave utópica, donde
destacan aportes como los de Arturo A. Roig, Fernando
Aínsa y Hugo Biagini.3

3 Por ejemplo, Roig, A. A., “El discurso utópico y sus formas en la historia
intelectual ecuatoriana”, en A. Roig (ed.), La utopía en el Ecuador, Quito,
Banco Central del Ecuador - Corporación Editora Nacional, 1987; Aínsa,
F., La reconstrucción de la utopía, Buenos Aires, Ediciones del Sol, 1999, y
Biagini, H., y Roig, A. A., Diccionario del pensamiento alternativo, Buenos Aires,
Biblos, 2008.

PI D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



Tratando de avanzar unos pasos en esta línea de argu-
mentación, cabría sostener que de lo que se trata es de
promover radicalmente un enfoque anticipatorio concen-
trado en potenciar una “triple disposición”: disposición a
reivindicar decididamente la orientación normativa, dispo-
sición a privilegiar un abordaje estructural y multiescalar,
explicitando en forma razonada la totalidad de los eslabo-
namientos argumentales implicados (con lo cual es necesa-
rio aproximarse a una mirada emparentada con el enfoque
de los sistemas complejos, lo cual requiere de diálogos con
las demás ciencias –sociales y no– y sobre todo con las más
vinculadas a las tecnologías de disrupción), y disposición a
problematizar de manera implacable y constante el entero
artificio. Como se dijo, hay excelentes ejemplos de desplie-
gue de esta triple disposición en los estudios de anticipación
clásicos de la tradición latinoamericana. Fruto del movi-
miento pendular de nuestra historia política, el itinerario
de nuestra planificación público-estatal está jalonado por
experiencias valiosas interrumpidas, truncadas. Esta cicli-
cidad ha afectado mucho la sedimentación y el desenvolvi-
miento natural de las disciplinas anticipatorias, tanto o más
que el de las ciencias sociales, afectado de por sí.

Más allá –o más acá– de eso, uno de los precios
que deben pagar unas disciplinas de anticipación que no
se comprometan adecuadamente con la triple disposición
aludida es el de tornarse presa fácil para la mirada críti-
ca de las demás configuraciones de saber, entre las cuales
se cuentan las ciencias sociales, que tenderán a reducir las
peripecias de la futurición al estatuto de simples “estudios
de opinión” (lega o especializada) acerca de “aquello que
podría llegar a pasar” o, más incisivamente, como ejemplos
de pseudosaberes instrumentalizados por poderes en trance
de legitimación. Es en relación con esto que se debe ubicar
el paralizante complejo de inferioridad de las disciplinas
anticipatorias, que enlaza con su eventual insignificancia
social. En nuestros países, habida cuenta de la ciclicidad
referida, parece ser un trabajo de Sísifo el de promover unas
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disciplinas de anticipación reflexivas, incómodas y enlaza-
das a una orientación normativa crítica, a proyectos de
transformación social genuinos.
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Entre otras cosas, las ciencias sociales enseñan que las ins-
tituciones y sus mecanismos de poder tienen una enorme
capacidad de condicionar enfoques y lenguajes, modos de
ver: se pueden prohibir –más o menos sutilmente– pala-
bras, temas y zonas enteras de la vida social. Una pregunta
derivada es qué grado de madurez y qué tipo de arquitectu-
ra institucionales son necesarios para alojar y dejar prospe-
rar unas disciplinas de anticipación con tales características
en nuestro contexto periférico. Principalísimo, el “derecho
a la heterodoxia”, postulado por Sergio Bagú en su clásico
ensayo sobre el intelectual, parece ser un derecho todavía
más difícil de establecer y garantizar para los interesados
en el objeto futuro, arena de disputa por excelencia entre
los grupos que compiten por detentar algún tipo de poder
legítimo en la vida social.4

Unas disciplinas de anticipación como las que aquí
se perfilan no deberían renunciar jamás a la tematización
frontal de la problemática del poder y de sus efectos sobre
las representaciones acerca del futuro.5 No es una operación
honesta eslabonar oraciones unimembres como si fueran
estocadas apodícticas, pero se hará ahora de todas formas:
decir el futuro es decir el deseo; quien controla el deseo
controla bastante, si no todo; reivindicar la orientación

4 Bagú, S., Acusación y defensa del intelectual, Buenos Aires, Perrot, 1959.
5 Cabe insistir: disciplinas de anticipación que estimen que la prolijidad y el

alambicamiento procedimental son condiciones suficientes para garantizar
su pertinencia pueden perdurar inclusive en entornos institucionales hos-
tiles, pero difícilmente rebasen su condición de saberes ventrilocuizados o
domesticados-inofensivos.
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normativa es asumir que al intentar delinear escenarios de
futuro se va a trabajar sobre el deseo, sobre los deseos socia-
les. ¿Cuáles son las ciencias o los saberes que pueden ayu-
dar a entender cómo se estructuran y funcionan los deseos
sociales? No se va a expresar algo demasiado novedoso si
se dice que deseo es una noción compleja. Tampoco, si se
recuerda que su núcleo y sus aureolas remiten a las emocio-
nes, los valores, las preferencias, los sueños, los mitos; desde
luego, al descomunal mundo del inconsciente, incluido el
colectivo, si es que existe. Algunos hablan de deseo colo-
nizado, de descolonización del deseo. Algunos piensan que
por esta línea de reflexión se desemboca en una disputa de
naturaleza estética. Puede ser. Y en efecto es bastante lo que
puede aprenderse escuchando a un artista plástico como
Daniel Santoro cuando se refiere al deseo, al goce, a la felici-
dad. Bastante puede aprenderse también, claro, apreciando
sus obras. En más de un caso, como sucede con El descami-
sado gigante arrasa un sembradío de soja transgénica, funcionan
como ese cross a la mandíbula que reclamaba Roberto Arlt.
Obras como las de Santoro son pequeños universos que
ofrecen claves para “reorganizar” nuestro deseo en sentido
utópico.6

Ejercicios de anticipación relativamente bien conduci-
dos y ejecutados pueden derivar, más que en “pronósticos
certeros” o en “ajustadas cartas de navegación”, en experien-
cias productivas de autoconocimiento y autoclarificación
del colectivo partícipe. Su relevancia se situaría ante todo en
el discernimiento de la malla de relaciones de fuerza, siem-
pre históricas, que envuelven tanto a quienes “conducen” el
ejercicio como a quienes participan en él. Malla de relacio-
nes que –en términos tanto estructurales como morfológi-
cos– condiciona, da forma y sentido a los deseos sociales.
Lo específico de unas disciplinas de anticipación como las

6 Santoro, D., y Fava, J., Peronismo: entre la severidad y la misericordia, Buenos
Aires, Las Cuarenta, 2019. La obra del artista puede apreciarse en:
http://www.danielsantoro.com.ar/.
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que perfila este ensayo es su trabajo en torno al deseo, a los
deseos sociales. Un objeto que es tan fascinante, difícil de
apresar, contradictorio y conflictivo como el propio futuro,
del cual puede considerarse, en cierto sentido, sinónimo.

E:��.&/&/�/+�. �.&/&/9�&)R$ * /�,�.� , */�.
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En consonancia con lo que se viene señalando, una prime-
ra y fundamental cuestión es pensar la pandemia desde el
enfoque de los “sistemas complejos”. Es interesante recor-
dar el dictum (afirmación) de Rolando García: “Nature pleads
not guilty”, que puede traducirse como “la naturaleza alega
inocencia”, pronunciado hace unos 40 años con motivo de
la elaboración de un informe sobre la sequía. Para García,
el problema no era la sequía, sino la estructura socioeco-
nómica. Análogamente, el inconveniente actual no serían
los murciélagos ni los pangolines, sino las transformacio-
nes socioproductivas y la misma globalización.7 Hay apor-
tes que cultivan este registro, muy emparentado con las
enseñanzas de García; se puede pensar, por ejemplo, en las
declaraciones de la científica uruguaya Silvia Ribeiro.8

Una segunda cuestión es que puede ser interesante
pensar este presente como un “presente alterado”. No se
sabe bien quién inventó esa expresión, aunque sí se cono-
ce que es el nombre de un ciclo de entrevistas-cápsulas
promovidas por la Fundación Innovación y Tecnología de
la Universidad Nacional de San Martín, en el cual partici-
pó recientemente Andrés Kozel. Si hay algo que se alteró,
para decir y pensar la alteración necesitamos caracterizar

7 García, R., Sistemas complejos: conceptos, método y fundamentación epistemológi-
ca de la investigación interdisciplinaria, Barcelona, Gedisa, 2006.

8 Ver la siguiente entrevista a Silvia Ribeiro realizada por Claudia Korol:
http://idepsalud.org/las-causas-de-la-pandemia-no-le-echen-la-culpa-al-
murcielago-entrevista-a-silvia-ribeiro/.
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primeramente ese algo. Ese algo tenía-tiene forma de cri-
sis. Una crisis que indudablemente es prepandémica. Glo-
bal. Multidimensional: económica, ambiental, de liderazgo
político. Y que es “crisis del tiempo” o de la “temporalidad”,
según lo han explicado varios autores.9 Y que es latinoame-
ricana o tiene su específica modulación latinoamericana, en
la forma de la triple crisis a la que hacen referencia Fernan-
do Calderón y Manuel Castells: crisis del neoliberalismo,
crisis del neodesarrollismo y crisis de legitimidad político-
institucional (crisis de confianza) derivada de las crisis de
ambos proyectos.10

Si el algo que se alteró era ya una crisis, con visos inclu-
so distópicos, en cuyo seno resultaba bastante complicado
pensar el futuro, la alteración de ese algo en virtud de la
pandemia remite forzosamente a pensar en una crisis sobre
la crisis. Hay varias imágenes que pueden emplearse para
decir esto. Es interesante el debate que se suscitó entre los
futurólogos en torno a si cabía o no pensar el COVID-19
como un “cisne negro” o un “rinoceronte gris”. Calderón
viene hablando de la kamanchaka. De origen aimara, la pala-
bra hace referencia a una niebla oscura; con ella, Calderón
busca condensar la hipótesis de la triple crisis recién aludida
acentuando especialmente sus efectos sobre la subjetividad.

Cabría acudir a analogías de distintos tipos: navegacio-
nal, musical, literaria. La navegacional señala que navega-
mos un mar desorientador, desesperante, con remolinos y
tormentas impredecibles. La musical indica que transitamos

9 Entre ellos, François Hartog, quien además introdujo la conveniente noción
de “régimen de historicidad presentista” para referirse al modo en que veni-
mos experimentando predominantemente la temporalidad en las últimas
tres décadas. François Hartog (2007 [2003]). Regímenes de historicidad. Presen-
tismo y experiencias del tiempo. México, Universidad Iberoamericana. Varios
aspectos del planteamiento de Hartog pueden abrir nuevos debates, interro-
gando, por ejemplo, si el presentismo es un rasgo global o una característica
del orbe europeo occidental y estadounidense: ¿qué está sucediendo con la
experiencia de la temporalidad en un espacio como China?

10 Calderón, F., y Castells, M., La nueva América Latina, Santiago de Chile, FCE,
2019.
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una modulación mal conducida, sin saber a qué distancia
nos hallamos de la tonalidad de llegada, ni –por supuesto–
a través de qué procedimientos vamos a acceder a ella, si es
que lo conseguimos: por ahora, solamente hay disonancias,
confusión y ruido. La literaria evoca materiales como La
autopista del sur, el cuento de Julio Cortázar, o Ensayo sobre la
ceguera, la novela de José Saramago. Allí pueden apreciarse
tanto la elaboración de una situación de tiempo detenido (o
cuasi detenido) como las distintas reacciones que esta sus-
cita entre los personajes y, en especial, las dificultades que
supone tratar de narrar mientras no se conoce el desenlace
(sin desenlace, uno puede eventualmente “tomar apuntes”
sobre lo que ve, oye o siente, pero difícilmente consiga
enhebrar una narración con sentido).11

Todas estas imágenes tematizan lo inesperado, lo incier-
to, la variedad de reacciones, el acecho de la desesperación,
la dificultad de secuenciar y la confusión. Una confusión que
puede ser analizada desde distintos ángulos. Por un lado,
comprobando el apresuramiento de aquellos que –más o
menos forzados por las circunstancias– se lanzan a produ-
cir narrativas cuando todavía las monedas están en el aire:
no sabemos qué figuras mostrarán estas cuando lleguen a
la mesa, al suelo o al barro. ¿Cuántas protonarrativas han
surgido y estallado en mil pedazos los últimos meses? Nega-
ciones, protoexplicaciones erróneas, acusaciones cruzadas,
teorías absurdas… La lista es extensa e incluye a todos.

También, y en contraposición a cualquier clase de
autocomplacencia corporativa, es perturbador constatar la
insignificancia social relativa de las humanidades y de las
ciencias sociales en particular, y del discurso racional en
general. Noticias falsas, posverdad y líderes irresponsables
que se culpabilizan entre sí como si fueran niños caprichosos

11 Hayden White dijo alguna vez que es imposible narrar sin moralizar. Como
por ahora no podemos narrar, estamos lejos, también, de poder extraer
moralejas. White, H., “El valor de la narrativa en la representación de la
realidad”, en El contenido de la forma: narrativa, discurso y representación histó-
rica, Barcelona, Paidós, 1992 (1987).
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conforman la “sustancia” de esa perplejidad distante de la
autocomplacencia desde la que presenciamos la confusión.
Claro que preferimos la racionalidad. Pero, no sin desaso-
siego, nos preguntamos por qué le resulta tan difícil abrir-
se paso en medio del ruido. Estamos en el siglo XXI, los
adelantos científico-tecnológicos son pasmosos en varios
planos.12 Pero entonces ¿cómo es posible que el discurso
racional no prevalezca?, ¿cómo es que el lenguaje en general
esté sometido a semejantes humillaciones, para usar la ima-
gen introducida hace años por Godfrey Reggio, el cineasta
que dirigió la trilogía Qatsi? Alguien podría decirnos: “Es el
poder, estúpido”. Pero podemos seguir preguntando: ¿por
qué la institucionalidad global se ha mostrado tan precaria
y vulnerable? y ¿por qué la discursividad de líderes muy
relevantes se ha revelado tan volátil, tan propensa al des-
borde discursivo, incluso a la antilógica? La combinación
de hipermodernismo tecnológico, miedos sociales y discur-
sividades delirantes hace difícil imaginar alguna clase de
desenlace feliz.

F:���01�I&6��&W*�� I %+.&6+*0 �*+.)�X2+

Este mar desorientador y exasperante, esta modulación mal
conducida, este embotellamiento interminable, este cami-
nar a ciegas, es –si se permite la expresión– un extraor-
dinario “laboratorio natural” para analizar las texturas de
nuestra experiencia de la temporalidad. También, para revi-
sar y repensar el estatuto de las disciplinas anticipatorias,
sus vínculos con las ciencias sociales y las humanidades, sus
posibilidades, su razón de ser y su sentido.

12 No fue hace tanto que un autor considerado como “gurú” de Silicon Valley
publicó una obra en cuyas páginas se perfila el eventual advenimiento del
hombre inmortal, fruto de los avances tecnológicos y de la generalización
del paradigma algorítmico. Ver: Harari, Y., Homo Deus: breve historia del
mañana, Buenos Aires, Debate, 2018.
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Hablamos antes de asumir y reivindicar la orientación
normativa. ¿Podemos decir algo sobre ese horizonte nor-
mativo? Recuperando la mejor tradición latinoamericana
de estudios de futuro, cabría sostener que nuestros princi-
pales problemas siguen siendo fundamentalmente de natu-
raleza sociopolítica, que están estrechamente ligados a la
desigual distribución del poder y de recursos (entre países
y dentro de ellos), que el principio de su solución induda-
blemente pasa por la profunda revisión de los términos del
pacto social vigente, que difícilmente haya modificaciones
sustantivas sin emprender tal revisión, sin avances en la
integración regional y sin procurar niveles mucho más sig-
nificativos de soberanía tecnológica. Hablamos de región,
de desigualdad, de tecnología, de deseo. Un hallazgo intere-
sante del libro de Fernando Calderón y Manuel Castells
mencionado más arriba es que América Latina, a la vez que
sigue siendo la región más desigual del planeta y una de las
más violentas, es una de las regiones que hace un uso más
intenso de las redes sociales, en tanto que no hay por aho-
ra un Google latinoamericano ni nada parecido. ¿Dónde,
cómo y para qué se fabrican los deseos y los sueños de esta
región desigual, violenta y contradictoria? Pensamos que en
torno a estas cuestiones pueden comenzar a enhebrarse los
prolegómenos de la actualización del horizonte normativo
que nos ayude no solamente a futurizar, sino también a pro-
seguir un debate franco sobre las posibilidades, el sentido y
los alcances de la anticipación y sus pliegues.
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A lo largo de las tres últimas décadas, Argentina ha desa-
rrollado significativas capacidades de investigación y desa-
rrollo (I+D), en particular en términos de la dotación de
recursos humanos altamente calificados. Sin embargo son
evidentes el desfasaje entre esta acumulación de capacida-
des de producción de conocimiento y la restringida acti-
vidad científico-tecnológica orientada a la diversificación
de la matriz productiva (Porta, 2016), el desarrollo acotado
de nuevos sectores productivos (la ausencia de transforma-
ciones tecno-productivas a lo largo de la matriz insumo-
producto) intensivos en conocimientos (López et al., 2014),
la escasa capacidad de resolución de problemas estructu-
rales como el déficit de cuenta corriente (estrangulamiento
externo), la baja tasa innovativa local1, la estabilización de

1 De acuerdo con diferentes índices, las dinámicas de innovación de Argenti-
na se encuentran en general por debajo de la media internacional. Solo
para dar un par de ejemplos, el Índice de Global de Innovación 2020 de
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual ubicó a Argentina en
el 80.º puesto (con 28,31 puntos sobre 100) entre 131 países, mientras que
el índice de innovaciones de 2020 de Bloomberg la colocó en el 46.º lugar
entre 60 naciones. En todos los índices se destaca positivamente la calidad
de la formación superior de recursos humanos y se penaliza fuertemente la
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un perfil exportador basado en el sector primario (Porta,
2016), y la limitada capacidad de generación de soluciones
para los principales problemas sociales y ambientales del
país (Thomas et al., 2012).

Sin embargo, esta dinámica “reciente” del régimen de
producción y acumulación de Argentina no se ha manteni-
do constante desde fines del primer tercio del siglo XX. Es
posible identificar, a lo largo de la trayectoria, diferentes
momentos de integración/no-integración de las dinámicas
de producción de bienes y servicios, las políticas industria-
les, las políticas de ciencia y tecnología (CyT), y a veces de
innovación; las estrategias institucionales de desarrollo tec-
nológico (se explicitaron como artefactos discretos y secto-
res productivos completos) y el surgimiento de unidades de
producción fomentadas por políticas públicas explícitas e
implícitas (Thomas, 1999).

Así, es posible afirmar que el funcionamiento/no-
funcionamiento de las políticas y estrategias de desarrollo
tecnológico e industrial no es ajeno a las condiciones más
generales del régimen de producción y acumulación. Como
también sostener que el régimen general no es indiferente a
la articulación de políticas industriales, científicas y tecno-
lógicas ni a las estrategias desplegadas por distintos tipos de
instituciones (gubernamentales, institutos de I+D, empresas
públicas y privadas, cooperativas, universidades, sindicatos
y otros ámbitos).

En tanto, la relación entre ciencia, tecnología, inno-
vación y desarrollo se ha revitalizado en el discurso y la
agenda política. Aún resta un desafío estructural, que abar-
ca desde la renovación de los procesos de policy making
(“formulación de políticas”) hasta la generación de nuevas
capacidades e instrumentos de gestión. Y es en ese marco
de discusión que se despliega este artículo, cuyo objetivo
es abrir el debate sobre las definiciones conceptuales que

baja potencia de la inversión en I+D en el desarrollo de nuevos productos y
el aumento de la productividad de los procesos productivos.
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organizan las políticas, las estrategias y las acciones de I+D
en institutos nacionales como el INTA.

Desde una perspectiva tradicional del análisis de políti-
cas públicas es posible identificar una serie de etapas sobre
las cuales se elabora una política de ciencia, tecnología e
innovación (CTI). Estas instancias son: a) establecimiento
de la agenda, b) formulación o diseño de la política, c) toma
de decisiones, d) implementación, e) monitoreo o evalua-
ción y f) aprendizajes que permiten rever, corregir y ajustar
los puntos a, b, c y d (United Nations Conference on Trade
and Development [UNCTAD], 2017).

Ahora bien, cuando en este ensayo se afirma que se
abrirá la discusión sobre las definiciones conceptuales se
hace referencia al conjunto de nociones (pueden tener orí-
genes en cuerpos teóricos, aprendizajes empíricos, conoci-
miento “rutinizado”, protocolos de compras de adquisicio-
nes y otros ámbitos) que son transversales a la definición de
la agenda, la forma en que se diseña e implementa esta, se
toman decisiones y se evalúa, y hasta la manera en que se
aprende (definiendo la ontología de la política, que parte del
universo de observables es pertinente o despreciable). En
este sentido, preguntarse críticamente sobre la “conceptua-
lización de las políticas públicas” implica una revisión pro-
funda y holística de los procesos de policy making efectivos.

Para concretar esta propuesta, el artículo trabaja sobre
dos racionalidades falaces: la “artefactual” y la “transferen-
cista”, que emergen a partir de la estabilización del modelo
lineal de innovación como marco conceptual de las políticas
de CTI, de las instituciones que las implementan y de las
prácticas cotidianas de los investigadores que pertenecen
a aquellas. El modelo lineal de innovación, presentado por
primera vez en el 19452, se muestra como una secuencia

2 Los primeros enunciados del modelo lineal de innovación fueron realizados
por Vannevar Bush (1945) como respuesta a una solicitud del presidente
estadounidense Franklin D. Roosevelt. Y resultaron retomados y profundi-
zados posteriormente en las primeras reuniones del directorio de la Natio-
nal Science Foundation (Fundación Nacional de Ciencia), creada en 1950.
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lineal de acciones que comienza con inversión en ciencia
básica y aplicada (realizada por el Estado) y concluye en el
desarrollo de nuevas mercancías (de la mano de la acción de
la empresa privada).

Luego de este primer momento crítico aparece una
serie de momentos útiles para el diseño de estrategias de
colaboración y participación en la producción de tecnolo-
gías, que tiene por objetivo comenzar a desandar esas racio-
nalidades falaces.

En términos de la estructura expositiva, el lector encon-
trará cuatro secciones que se integran como capas sucesi-
vas. El documento empieza con la explicación de un par
de nociones básicas para el debate (“relaciones problema-
solución” y “racionalidades”), continúa con la relación entre
racionalidad artefactual y transferencista con el modelo
lineal de innovación, luego presenta una estrategia (entre
los posibles cursos de acción) para superar las limitaciones
que plantean ambas racionalidades, y cierra con un conjun-
to de reflexiones analíticas y normativas.

C:��+�&+* /��I�2 �,�.� 1* � ��0 ��+*� ,01�I

Dado que este artículo se desenvuelve en términos de una
argumentación eminentemente teórica ligada a la construc-
ción de argumentos estilizados, es razonable comenzar la
fundamentación a partir de explicar un conjunto de defini-
ciones teóricas y ontológicas iniciales.

El capítulo se inscribe dentro de un enfoque teórico
denominado análisis sociotécnico (AST). El AST es un abor-
daje analítico-conceptual de corte constructivista y relati-
vista (Thomas, 1999, 2008a, 2008b) constituido mediante la
integración de herramientas teóricas provenientes de dife-
rentes enfoques conceptuales: estudios sociales de la ciencia
y la tecnología (Collins, 1985; Pinch y Bijker, 1987; Bijker,
1995), teoría del actor-red (Latour, 1989; Callon, 1992) y
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grandes sistemas tecnológicos (Hughes, 1986). Desde esta
perspectiva, la sociedad es tecnológicamente construida, así
como la tecnología es socialmente conformada. Tanto la
configuración material como el propio funcionamiento de
un artefacto se construyen como derivación contingente de
las disputas, las presiones, las resistencias, las negociacio-
nes y las convergencias que van conformando un ensam-
ble heterogéneo entre actores, conocimientos y artefactos
materiales. Si bien el AST se compone por más de 20 con-
ceptos teórico-analíticos integrados, para este artículo hare-
mos referencia solo a dos: a) relaciones problema-solución
y b) racionalidades.

K>J>��!Q��',+!0�-/,�Q!*�B0,Q3�'\+
Como parte del AST, las relaciones problema-solución per-
miten comprender cómo cada grupo social relevante (pro-
ducto de la flexibilidad interpretativa) define su propio
problema. Entre otros elementos, cada grupo social rele-
vante caracteriza problemas según: a) sus conocimientos y
saberes, b) las condiciones materiales de entorno y ambien-
te percibidas, c) su historia y experiencias previas, d) su
situación socioeconómica y posicionamiento socioinstitu-
cional, y e) su configuración ideológica. De aquí entonces
–en la medida que existe más de un grupo social relevante
construyendo sentido sobre un fenómeno o proceso– es
posible afirmar que no existe “un problema” en singular,
sino múltiples problemas que coexisten. Estos se relacionan
entre sí y además se vinculan con determinadas configu-
raciones materiales: sistemas tecnológicos, artefactos sin-
gulares, regulaciones, prácticas de investigación, narrativas
académicas y formas de hacer las cosas. Así, las relaciones
problema-solución particulares –construidas por grupos
sociales determinados– se integran en situaciones proble-
máticas como parte de una alianza sociotécnica (Becerra y
Thomas, 2017).
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Como concepto relacional, la noción de “relaciones
problema-solución” permite comprender determinaciones
entre las formas en que se definen los problemas y el con-
junto de opciones –siempre limitadas– que emergen como
soluciones. En otras palabras, desde el punto de vista del
analista, la manera en que cada grupo social relevante define
un problema implica el modo en que se construyen solucio-
nes asociadas. Desde el enfoque del planificador, en forma
simétrica, el tipo de construcción del problema que se plan-
tea desde la política pública implicará el tipo de soluciones
que serán diseñadas e implementadas.

Para clarificar con un ejemplo: cuando un problema
se define por el déficit de un artefacto, entonces la solu-
ción se construye como la provisión de un artefacto que lo
satisfaga. No tiene las mismas implicancias afirmar el pro-
blema “a esta comunidad le falta una perforación de agua”
que “con esta comunidad se ha definido el escaso acceso al
agua como una cuestión de alimentación y sanidad huma-
na, producción vegetal y animal, y saneamiento”. El primer
inconveniente lleva a la implementación de una acción para
materializar una perforación, una bomba de agua y –en el
mejor de los casos– una fuente de energía para alimentar
esa máquina. El segundo conlleva diseñar sistemas de acce-
so al recurso con calidad suficiente para su consumo segu-
ro, a crear sistemas productivos que permitan optimizar el
uso del recurso y de instalaciones que les permitan a las
comunidades disponer y controlar efectivamente un servi-
cio básico de saneamiento. En función de cómo se plantea
el problema se activan –al mismo tiempo que se eliminan
alternativas– distintas soluciones posibles.

Desde el punto de vista ontológico, los “problemas”
y las relaciones de correspondencia “problema-solución”
pueden ser abordados como construcciones sociotécnicas.
Entonces, como parte de los procesos de coconstrucción3, la

3 La coconstrucción es un proceso por el cual las tecnologías se construyen
socialmente como las sociedades se construyen en materia tecnológica. Se
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forma en que se definen las relaciones “problema-solución”
condiciona el conjunto de prácticas socioinstitucionales, las
dinámicas de construcción de conocimiento, los procesos
de aprendizaje, la generación de instrumentos organizacio-
nales, y la formulación de políticas y de estrategias tecno-
productivas.

Ahora bien, es posible ampliar el alcance (scope) de las
relaciones “problema-solución”, superar el nivel de los gru-
pos sociales relevantes y pasar al análisis de la generación
y la estabilización de relaciones al nivel de estructuraciones
estables. Este concepto complementario brinda inteligibili-
dad en el nivel de las ideas estructurantes vinculadas a la
configuración ideológica de sujetos y grupos sociales rele-
vantes (por ejemplo, las teorías del desarrollo, las teorías
sobre cambio tecnológico y demás): las “racionalidades”.

K>K>�� !,Q,%Z��7 /��',+�Q' � !0
La noción de racionalidad refiere a relaciones problema-
solución que se estabilizan y naturalizan. A diferencia de
las relaciones problema-solución que refieren a coorde-
nadas espacio-temporales concretas, las racionalidades son
acciones de inteligibilidad ideológica del propio sujeto y del
mundo que lo rodea, que implican formas estabilizadas de
identificación de un tipo o formato de problema –y, por
lo tanto, de sus soluciones correspondientes– que permiten
homogeneizar distintas situaciones en términos de paráme-
tros comunes que le otorgan unicidad y sentido.

Durante el proceso social de producción de ideologías y
de constitución ideológica de los sujetos se generan estruc-
turaciones, algunas de ellas relativamente estables. Así se
jerarquizan premisas, se encadenan criterios y se constru-
ye una inteligibilidad y una causalidad de lo existente. La

trata de un proceso permanente, continuo, contingente y autoorganizado.
Las alteraciones en alguno de los elementos heterogéneos constitutivos de
un proceso de coconstrucción generan cambios tanto en el sentido y el fun-
cionamiento de una tecnología como en las relaciones sociales vinculadas.
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forma de integración, el grado de elaboración de la cons-
titución y la cohesión de algunas interpelaciones respecto
de otras van determinando una estructuración orgánica.
Las “racionalidades” son esas estructuraciones ideológicas.
Como parte de estas, las racionalidades están naturalizadas
en las prácticas de los sujetos y por lo tanto son invisibles a
su propia acción racional4.

De aquí entonces se derivan dos explicaciones com-
plementarias. Por un lado, las racionalidades no deben ser
confundidas con la “razón” o con la “racionalidad occiden-
tal”, por ejemplo. Distintos grupos de sujetos operan de
acuerdo con las determinaciones de “lo que es”, “lo bueno”
y “lo posible” definido en la matriz de estas racionalidades.
Las racionalidades determinan y funcionan de acuerdo con
patrones de coherencia (del tipo “si A, entonces B”) inter-
nos, que se organizan parcialmente en forma deductiva (“si
A, entonces B, C, D…”). Dentro de estos patrones se desa-
rrollan criterios de evaluación (“si A, bueno; entonces Z,
malo”). La lógica interna de estas racionalidades no depende
exclusivamente de la “lógica” en abstracto, sino de los ele-
mentos que dan forma a las relaciones problema-solución.
Esto es, una racionalidad está constituida por una o más
relaciones problema-solución y permite reconstruir patro-
nes de acciones estructuradas. Si, como indica Therborn
(1987), las ideologías constituyen a los sujetos, es posible

4 Therborn (1987) no define a la ideología como una “distorsión imaginaria
de las relaciones reales”, sino como “una dimensión de la actividad humana
bajo la cual los seres humanos viven sus vidas como actores conscientes, en
un mundo que cada uno de ellos comprende en diverso grado. La ideología
es el medio a través del cual operan esta conciencia y esta significatividad”
(Therborn, 1987:3). La definición inclusiva de “ideología” implica una par-
ticular perspectiva en el análisis, orientado a comprender la estructuración
de la subjetividad de los actores, según la cual “la concepción de ideología
aquí empleada incluye deliberadamente tanto las nociones y la ‘experiencia’
cotidianas como las elaboradas doctrinas intelectuales, tanto la ‘conciencia’
de los actores sociales como los sistemas de pensamiento y los discursos
institucionalizados de una sociedad dada” (Therborn, 1987: 2).
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analizar sus prácticas mediante la producción de argumen-
tos teórico-analíticos basados en las racionalidades.

Por otro lado, por su carácter “natural” (internalizado
en el “sentido común” de los actores), las racionalidades
solo pueden ser descriptas y explicadas –al igual que las
ideologías– mediante una reconstrucción analítica. Así, su
uso como noción analítica (y analizada) permite reconstruir
la forma en que actúan, en este caso en el plano del pensa-
miento consciente, los actores y grupos sociales.

En este contexto, bajo ciertas circunstancias empíricas,
las relaciones problema-solución embebidas en las racio-
nalidades no verifican, sino que la situación problemática
inicial persiste más allá de la implementación de solucio-
nes. En otras palabras, la racionalidad indica “si A, entonces
B”, pero aquello que ocurre en términos empíricos es “si
A, entonces no B”. Luego, la forma de abordar “no B” es
construyendo una nueva relación problema-solución en los
mismos términos que la primera relación que no verificó.
De esta manera, la racionalidad se impone pero en térmi-
nos de una “falacia”, de un razonamiento que parece válido
pero no lo es. Estas “racionalidades falaces” se construyen
como marco de inteligibilidad para las prácticas de los gru-
pos sociales en general y para los grupos de investigación
en particular, tomando forma material en tecnologías arte-
factuales, procesos y formas de organización (el sistema de
evaluación, el sistema de financiamiento o los instrumentos
de política pública, entre otros ejemplos).

Los procesos estructurantes de producción de raciona-
lidades son materiales en al menos dos sentidos: a) la racio-
nalidad ordena la acción y b) la acción tiene un rol generati-
vo sobre la materialidad; la matriz material se modifica, en
parte, de acuerdo con racionalidades que se vuelven estruc-
turantes.

El proceso ideológico de estructuración de raciona-
lidades “en” los sujetos “otorga” sentido a las diferentes
acciones que diseñan e intentan ejecutar los actores a
fin de lograr los objetivos establecidos. Por ejemplo, en
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la definición de programas, proyectos y líneas de inves-
tigación o en la redacción de formularios para presen-
tación a financiamiento o informes de actividades, hasta
la forma –considerada “legítima”– en la cual un inves-
tigador o investigadora desarrolla su práctica cotidiana.
Claro está, cuando esas racionalidades son falaces, las
acciones que parecen “estratégicas” o “bien diseñadas” o
“planificadas” fracasan, o solo resultan exitosas producto
del azar, de la serendipia.

D:��+� I+�I&* �I�� &**+2��&W*�5 I�/ .��&+*�I&��� /
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Dos tipos de racionalidades resultan de especial interés
en este trabajo, en particular, porque permiten dinami-
zar la discusión sobre las definiciones conceptuales que
organizan las políticas, estrategias y acciones de I+D en
institutos como el INTA: a) la racionalidad artefactual y
b) la racionalidad transferencista.

El análisis de este tipo de elementos se inscribe
dentro de los estudios sobre ciencia, tecnología y socie-
dad. Solo por mencionar algunos casos, se encuentran
los trabajos sobre “capacidad de cálculo” y la modeli-
zación de actores económicos en términos de “agentes
racionales” (Callon, 1992), el rol de los economistas y
el carácter performador de la teoría económica sobre
las prácticas mercantiles, especialmente comerciales y
financieras (Callon et al., 2007; MacKenzie et al., 2007),
y la materialidad de los mercados (maquinarias, compu-
tadoras, la corporeidad de los actores económicos, las
redes de comunicación y las pantallas de información,
entre otros elementos) relacionada con las agencias
de los actores humanos y no-humanos (Callon, 1992;
Callon et al., 2007; MacKenzie, 2009). En estos trabajos
se presenta la existencia de una necesaria relación entre
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construcciones ideológicas (como las racionalidades) y
sistemas materiales (tecnologías de producto, proceso y
organización).

En este nivel de análisis es posible afirmar que existe
una relación de “coconstrucción” entre las racionalida-
des aquí presentadas en el modelo lineal de innovación
(Bush, 1945).

El modelo lineal de innovación plantea la existen-
cia de una secuencia causal, necesaria y suficiente que
explica el desarrollo de nuevos conocimientos, produc-
tos y procesos productivos que mueven hacia adelante
la “frontera tecnológica” y, con ella, el bienestar social.
Esta secuencia inicia en la investigación básica, que da
lugar a investigaciones aplicadas, las que a su vez gene-
ran nuevos prototipos, formulaciones y modelos únicos,
que luego son producidos a escala y finalmente son
comercializados.

El modelo considera que la investigación básica (y la
aplicada) conlleva un alto riesgo y una significativa tasa
de fracasos (lo que la vuelve poco atractiva en términos
de rentabilidad económica mercantil) y, por lo tanto,
debe ser financiada por el Estado.

Los resultados de estas primeras dos instancias luego
se transfieren al sector privado, que realiza su parte de
la inversión en las etapas de producción de prototipos,
la producción a escala y la comercialización, las cuales
sí son consideradas rentables. Esta rentabilidad de los
últimos eslabones del modelo garantiza que el sector
privado adopte los desarrollos financiados por el sector
público. Este proceso lineal, unidireccional y acumulati-
vo, finalmente, les difunde los beneficios generados por
la “investigación científica” a los consumidores y usua-
rios finales (Diagrama 1).
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Fuente: Thomas et al. (2019).

Puesto en estos términos, el modelo lineal de innovación
responde a un par relación problema-solución bien defini-
do. El problema se construye de la siguiente manera: ¿cómo
integrar a la comunidad científica (más específicamente, sus
prácticas de construcción de conocimiento) en una secuen-
cia de producción de valores de cambio? La solución: a par-
tir de desplegar un proceso lineal insumo-producto basado
en la división técnica del trabajo (al igual que se producía
cualquier mercancía bajo el modelo de producción fordista
dominante en la década del cuarenta del siglo XX).

Si bien el modelo lineal de innovación tiene por objeto
construir un sistema por el cual el “conocimiento científi-
co” se transforma en nuevos bienes y servicios útiles para
la sociedad, en la práctica, el modelo opera generando un
conjunto de “dinámicas estructurantes”.

En primer lugar propone una clara división técnica del
trabajo tecnocognitivo entre distintos actores que compo-
nen los sistemas de producción de conocimiento y de pro-
ducción de bienes y servicios. Determina escisiones entre
instituciones especializadas en hacer ciencia básica y otras
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en hacer ciencia aplicada (logrando prototipos), y constru-
ye al sector productivo como un conjunto de agentes que
“adoptan” (vía acciones de “transferencia” y “difusión” o
“extensión”) ese conocimiento.

Para ilustrar esta situación: el sistema de CyT de Argen-
tina claramente se presenta como cristalización de este
proceso. En términos de divisiones institucionales, nuestro
país posee organismos que se encargan –casi exclusivamen-
te– de financiar ciencia básica y aplicada (el CONICET y
la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológi-
ca [ANPCYT]) y organismos que componen actividades de
investigación, extensión y transferencia (el INTA, el INTI
y las universidades nacionales). Del lado de la “demanda de
conocimiento” existen unas pocas empresas privadas que
licencian conocimiento y –algo para celebrar– un creciente
pero aún escaso grupo de organizaciones que recién en la
última década han entrado significativamente en el radar de
las actividades de CyT: cooperativas, movimientos sociales,
sindicatos y ONG.

En un segundo nivel, el modelo lineal de innovación
también construye escisiones al interior de las estructuras
de funcionamiento de las instituciones de I+D. Incluso las
instituciones que tienen como objetivo sustantivo un con-
junto amplio de actividades de CyT y –en particular– de
I+D (universidades, el INTA y el INTI) muestran al interior
de sus estructuras organizacionales, en las funciones asig-
nadas a sus integrantes, en la denominación de sus activi-
dades (investigación, vinculación, transferencia, formación
y capacitación) y hasta en la asignación de financiamiento,
una división técnica del trabajo que sigue la pauta del mode-
lo lineal de innovación. Este plano se retroalimenta con el
primero porque esas “funciones” se desarrollan transversal-
mente a las instituciones que conforman el sistema de CyT.

En un tercer nivel, el modelo lineal de innovación
genera un mecanismo de creación y generalización de
materialidades en su forma artefactual. Se desarrolla desde
y hacia los artefactos. Respecto de las infraestructuras, pone
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el acento en la adquisición de equipos (de ser posible, “los
mejores”) y la construcción de laboratorios. En cuanto a los
productos, el desarrollo de conocimiento adquiere al menos
dos formas artefactuales posibles: el paper, el cual cristaliza
conocimiento formal y es producido bajo estrictos “crite-
rios de calidad” (ajustados a la pauta de producción provista
por la revista internacional con referato a la cual el paper
se envía y sus indicadores bibliométricos de “calidad”), y el
“prototipo”, el cual materializa conocimiento formal y tácito
en un formato “listo para transferir”.

Estas dinámicas estructurantes, que tienen más de 60
años de retroalimentación continua, se coconstruyeron con
un par de “racionalidades” que como resultado genera-
ron dos procesos concurrentes: en primer lugar reforzaron
las dinámicas estructurantes y seguidamente reprodujeron
en términos ampliados (construyeron “sentido común”) un
conjunto de prácticas de producción de conocimiento ajus-
tadas al modelo lineal de innovación.

L>J>��� /��',+�Q' � ��/1!"��13�Q
La primera racionalidad es la “artefactual”, que construye
problemas (los de desarrollo económico, los de la agenda
de I+D, los de empoderamiento de comunidades locales y
los de emancipación, entre otros) como la ausencia o la
incapacidad de acceder a “cosas” o artefactos. Esta forma
de construcción de problemas conlleva un tipo definido de
solución: la provisión de artefactos.

Este bucle artefactualista, que organiza las estrategias
de I+D desde la generación de cosas, desde la producción
de artefactos, aísla o invisibiliza los procesos por los cuales
esos artefactos funcionan o no funcionan (Thomas, Becerra
y Bidinost, 2019), y los tipos de organización que contienen
artefactos, contienen procesos y en última instancia definen
cómo se genera el excedente, cómo se lo apropia y cómo se
generan dinámicas distributivas y de concentración de los
recursos. Esas dimensiones quedan fuera de la ontología de
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los problemas a partir de la definición “artefactual” de la
actividad de investigación y desarrollo. Así, la racionalidad
artefactual opera el siguiente reduccionismo falaz: “Las tec-
nologías son artefactos”.

A partir de allí, la racionalidad artefactual o –mejor
dicho– la “falacia artefactual” imprime disfuncionalidades
en los procesos de diseño estratégico orientado al desarro-
llo inclusivo sustentable:

a) Promueve un diseño determinista tecnológico, en el
cual la propia “obtención y difusión” de artefactos satisface
las necesidades y resuelve los problemas, lo que genera una
“ficción de solución”; el policymaker asume que el problema
está resuelto, cuando en la práctica no es así.

b) Elimina de la praxis de diseño de políticas y de inicia-
tivas de I+D otros tipos de tecnologías, como los procesos
y las formas de organización, lo que restringe el espacio de
planificación estratégica (dejando elementos clave para el
plan por fuera del ejercicio de análisis y toma de decisiones).

c) No contempla en la concepción, el diseño y la imple-
mentación de las políticas de desarrollo los concretos víncu-
los que se construyen entre grupos sociales y tecnologías, lo
que finalmente produce dinámicas de funcionamiento/no-
funcionamiento inesperadas (inclusive, en muchos casos,
agravando los problemas iniciales).

L>K>��� /��',+�Q' � �1/�+0"!/!+�'01�
La segunda racionalidad es la transferencista, la cual natu-
raliza como mecanismo de circulación de conocimientos y
desarrollo tecnológico la producción de una interfaz entre
el sector que “hace ciencia” y el sector que “produce bienes”.

Esta racionalidad construye una división sociotécnica
del trabajo que se vuelve parte constitutiva de la pro-
pia matriz material de afirmaciones y sanciones (el diseño
de instituciones, los mecanismos de evaluación, las métri-
cas de desempeño de programas y otros aspectos) que
–claro está– refuerza la racionalidad lineal. En términos
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estilizados, la racionalidad transferencista opera definiendo
actores arquetípicos: los “investigadores”, los “extensionis-
tas”, los “vinculacionistas o transferencistas”, los “funciona-
rios públicos o policymakers” y, por supuesto, las “empresas”.
A cada tipo de actor se lo dota de “una función y soporte
material” que registra la acción:

a. Los “investigadores” tienen por función “generar nuevo
conocimiento”, “inédito”, que se materializa en produc-
ciones “científicas” teóricas (los papers, los libros, las
ponencias y demás herramientas) o aplicadas (nuevos
materiales, nuevos productos a escala de prototipo, y
nuevas técnicas de producción y medición, entre otras).

b. Los “vinculacionistas” tienen por función “transferir”
ese conocimiento nuevo a un productor que permita
completar el ciclo del modelo lineal y “convierta” el
prototipo en un bien final.

c. Los “extensionistas” tienen por función llevar el cono-
cimiento generado por “la academia” a “la comunidad”.
Esta transferencia se da en formato de proyectos espe-
cíficos que buscan “acercar la universidad al territo-
rio” o, más comúnmente, en formato de capacitaciones
cuyo objetivo es “generar nuevas capacidades de uso”.

d. La función del “funcionario público” es un poco más
amplia debido a que responde al escalafón organizacio-
nal que ocupa. Sin embargo, en términos estilizados, en
el sistema de CyT, el policymaker concentra su función
en asignar financiamiento (siguiendo al pie de la letra
lo que indicaba Bush). Así, los procedimientos, los for-
mularios y las normas de asignación de recursos son su
soporte material.

e. Finalmente, la racionalidad transferencista les asigna a
las “empresas” la función de convertir conocimiento en
bienes (lo que la literatura sobre innovación denomina
“capacidad de absorción”). Obviamente, en bienes que
se producen para ser intercambiados y obtener benefi-
cios: “las mercancías”.
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La capacidad de construir sentido y materialidad de
la acción que tiene esta racionalidad la dota de carácter
performativo sobre los modos de generar conocimiento, la
definición y el papel de los usuarios esperados de ese cono-
cimiento, y la producción de métricas de evaluación y vali-
dación de las acciones, y –por supuesto– define cómo esto
se traduce (se asignan sentidos) en términos de desarrollo
(nacional, territorial, sectorial, inclusivo y sustentable, resi-
liente o como sea llamado en el momento sociohistórico en
que este concepto se despliega).

El “único problema” que tiene la racionalidad tecno-
cognitiva lineal es que no funciona en los propios términos
que dice funcionar. El paper no se traduce en nuevos pro-
ductos, procesos o políticas públicas. Las tecnologías que se
obtienen a escala de prototipo no alcanzan la producción
industrial, las capacitaciones no generan capacidades, y el
financiamiento no se transforma en conocimiento social y
ambientalmente útil.5

Así planteados, los problemas que esta racionalidad
falaz imprime al proceso de planificación son evidentes.

E:��I�*&"���&W*�5 ,�.X�&,��&W*�,�.�  I � /�..+II+
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Los procesos de cambio tecnológico que generan dinámi-
cas de desarrollo no son lineales ni responden a relaciones
causales necesarias y suficientes. Por el contrario, en ellos
predomina un alto grado de incertidumbre. No responden
a secuencias “lógicas” entre “elementos homogéneos”.

En cambio prevalecen relaciones heterogéneas y no-
lineales: es imposible establecer a priori una cadena causal

5 Para una revisión de los problemas de la racionalidad artefactual y la aplica-
ción del modelo lineal ver el dossier “Evaluación académica: malestar en la
cultura”, en Redes Revista de Estudios Sociales de la Ciencia y la Tecnología, 25
(49), noviembre de 2019.
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lineal, unidireccional, necesaria y suficiente. Los conoci-
mientos implicados en las dinámicas innovativas –lejos de
restringirse a científicos “básicos y aplicados”– abarcan una
diversidad que comprende desde el sentido común, saberes
consuetudinarios y ancestrales, costumbres y hábitos hasta
una enorme diversidad de conocimientos de orden tácito.
Nuevas explicaciones sobre procesos sociocognitivos que se
constituyen en dinámicas de innovación y cambio tecnoló-
gico han sido propuestas: la noción de tecnociencia (Latour,
1989; Callon, 1992; Dagnino, 2008), los marcos tecnológi-
cos y los ensambles sociotécnicos (Bijker, 1995), las arenas
transepistémicas (Knorr Cetina, 1996) y los conocimientos
horizontales (Shinn, 2000).

El desarrollo de nuevas tecnologías –todas ellas– que
llegan a constituirse en soluciones económicas, políticas,
sociales o ambientales (con carácter de mercancía, de bienes
sociales, públicos o estratégicos) depende de la integración
de conocimientos, prácticas y materialidades heterogéneas.
En otras palabras, todo proceso de funcionamiento/no-
funcionamiento de un artefacto o sistema tecnológico es el
resultado de una dinámica de coconstrucción sociotécnica.
Estas dinámicas en parte son autoorganizadas y planifica-
das. Esta planificación, en ciertos casos, integra a los usua-
rios (sus saberes, prácticas, gustos, deseos y demás costum-
bres) en forma pasiva (como meros consumidores) y pocas
veces de manera activa (como tomadores de decisión efecti-
vos sobre la dirección del cambio tecnológico). La integra-
ción de prácticas de codiseño en estrategias de innovación
y cambio tecnológico en el campo del desarrollo inclusivo
y sustentable necesariamente requiere de un ejercicio de
ampliación del control sobre los procesos de coconstruc-
ción, que de otro modo serían todos autoorganizados.

Claro está, la pregunta es sobre el cómo: ¿cómo se
despliega un proceso de planificación que supere las res-
tricciones impuestas desde las racionalidades artefactual y
transferencista? En el Diagrama 2 se condensa un mode-
lo de planificación dinámica que combina aportes de la
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planificación estratégica situacional y el análisis sociotécni-
co, y que en un mismo “modelo” integra diferentes niveles
de participación y diseño de soluciones sistémicas. En los
siguientes dos acápites explicaremos sus elementos consti-
tutivos.

�&�$.�)��C9��+� I+�� ,I�*&"���&W*��&*R)&���,�.X�&,�X2��+.& *0���
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Fuente: elaboración propia
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La planificación basada en la resolución de problemas se
construye sobre una perspectiva situacional (Matus, 1987),
dinámica y sociotécnica (Becerra, 2020). Este tipo de pla-
nificación se elabora a partir de relevar y responder los
supuestos de la planificación estática.6

6 La mirada estática y determinista se basa en cuatro supuestos claves: a) el
futuro es predecible, por lo cual el planificador puede adelantarse al futuro
con diferentes técnicas de medición y estimación; b) el único agente que
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En primer lugar, el futuro de las sociedades no es
previsible. Esto se explica porque el sistema social es un
sistema “no-estructurado”. La no-estructuración imposibi-
lita a un sistema matemático estocástico predecir qué es lo
que ocurrirá. Es por esto que la planificación dinámica y
constructivista se orienta a definir un futuro, una “situación
objetivo”, y construir una trayectoria de acciones (operacio-
nes) necesaria para lograr ese lugar de llegada.

Puesto así resulta evidente que el planificador se
encontrará ante resistencias generadas ya no por “agentes”,
sino por “actores”7. Esos actores –diversos y heterogéneos–
también planifican y tienen sus propios futuros deseados.
Y, como si fuera poco, distintas bases materiales de afirma-
ciones y sanciones (Therborn, 1987) pueden jugar en favor
o en contra de nuestra planificación.

La planificación se encuentra dentro de un sistema
conflictivo/cooperativo y, por lo tanto, la situación debe ser
planteada en términos de un sistema dinámico que pueda
lidiar con aquellas resistencias que podemos prever y con
las que emergerán como resultado directo de la implemen-
tación del plan. La planificación se realiza “con otros” y “en
contra de otros”.

Para esto, la planificación dinámica no se desarrolla
sobre temas o sectores, como suele recortar la racionalidad
lineal identitaria, sino que se realiza en términos de proble-
mas que se vinculan entre sí: una “situación problemática”.

planifica y por lo tanto opera sobre el futuro es el planificador (en el caso
de la planificación estatal, la dependencia que corresponda), c) el resto de
los agentes que se verán “afectados” por la planificación no operarán resis-
tencias en contra de las acciones concretas contenidas en el plan y d) es
posible definir un plan como una sucesión de etapas (diseño, implementa-
ción y evaluación) incrementales y secuenciadas que si son “bien” definidas
garantizarán el “éxito” del plan (Matus, 1987).

7 La diferencia entre agente y actor es de carácter ontológico. La noción de
agente presenta al sujeto social más bien como un reproductor pasivo de
prácticas, mientras que el concepto de actor dota al sujeto de la capacidad
de ejercer decisiones, gobernar volitivamente su acción. El actor tiene así
autonomía, con lo que se lo concibe como un sujeto creador en el espacio
de la acción social.
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A esta se la corresponde con una situación objetivo que, si es
diseñada correctamente, resultará en una solución sistémi-
ca de los problemas identificados (en este modelo se plantea
a la situación objetivo como un “sistema tecnológico social”,
que se desarrolla en el siguiente acápite).8

Ahora bien, ¿quién define los problemas? Esta pregunta
es organizadora de la planificación debido a que constituye
el primer paso de la planificación orientada al desarrollo
inclusivo sustentable. Quienes participen en la definición
de problemas son quienes en última instancia construirán
la agenda de la acción de la política pública. Un proceso de
codiseño y jerarquización de la agenda de problemas (situa-
dos, delimitados bajo coordenadas espacio-temporales) es
necesario para lograr un plan de desarrollo virtuoso.

¿Por qué es necesario abrir la participación en la defi-
nición de la agenda de problemas? Porque desde el punto
de vista epistemológico es posible afirmar que:

a. Los “problemas” no son universales, sino situados: cada
grupo social relevante construye problemas en forma
diferente.

b. El conocimiento utilizado en los procesos de construc-
ción de problemas es en parte codificado y en gran
medida tácito.

c. La configuración de los problemas condiciona el fun-
cionamiento y la pertinencia de la solución correspon-
diente.

d. El accionar problem solver (solucionador de problemas)
condiciona el conjunto de prácticas socio-instituciona-

8 El conocimiento codificado es aquel que puede ser formalizado en soportes
de información (libros, artículos, manuales y hasta programas informáticos)
y se reproduce a partir de metodologías pedagógicas institucionalizadas. El
conocimiento tácito es un tipo de conocimiento inscripto en la práctica de
los actores. Su condición de “tácito” hace difícil o imposible su formali-
zación y por lo tanto se reproduce a partir de aprendizajes basados en la
experimentación, la ostensión, el hacer y la interacción.
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les y, en particular, las dinámicas de aprendizaje y la
generación de instrumentos organizacionales.

La ampliación del espacio de la toma de decisiones
implica un “primer nivel de participación” a partir de inte-
grar en la agenda de problemas a aquellos que el modelo
lineal de innovación llama “usuarios”, pero que para una
conceptualización basada en el codiseño son parte del gru-
po de desarrollo tecnológico, al cual puede estar compues-
to por investigadores, unidades de producción, funciona-
rios públicos, miembros de organizaciones de base y otros
ámbitos.

La composición de ese grupo de trabajo se define en
función del lugar donde el plan se desarrolla y en términos
de ¿cuál es el problema sistémico que se busca solucionar?9

Para definir esos problemas, obviamente, antes es necesa-
rio especificar una intención de la acción del policy. ¿Qué
conjunto de problemas generales voy a tratar de atender?:
problemas de acceso al agua, problemas del impacto de
malas prácticas agronómicas en la salud humana, políticas
de desarrollo de vacunas o políticas de desarrollo de nuevos
cultivos.

Ahora bien, los problemas no son naturales, no están
ahí, evidentes a los sentidos, sino que hay que construirlos.
Dos preguntas son de especial interés: ¿cómo se procesan
los problemas?, y ¿qué es un problema y qué no?

En general, los problemas se “mal presentan” como fal-
ta de artefactos o como disfuncionalidades de las solucio-
nes. Claro está, porque la inercia conceptual lineal tiende a
codificar los problemas en términos de las racionalidades

9 Todo problema de desarrollo de una comunidad (no importa su dimensión:
local, regional, nacional o internacional) es siempre de carácter sistémico. El
problema se explica a partir de la interrelación de elementos heterogéneos:
artefactos, procesos, prácticas productivas, ideologías, conocimiento dispo-
nible y dinámicas de aprendizaje, entre otros. La emergencia de problemas
singulares debe ser entendida justamente como la superficie del problema
sistémico subyacente.
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artefactual y mercantil. Es necesario generar capacidades
institucionales y comunitarias (segundo nivel de participa-
ción) en el procesamiento de problemas.

Para dar un ejemplo: “¿cómo hacemos para que fun-
cione el biodigestor?” es una mala pregunta. Eso no es un
problema, porque este está relacionado con dinámicas de
acceso a la energía. Si se monta una secuencia de proble-
mas y soluciones a partir del no-funcionamiento de una
solución, la planificación se aleja de los problemas iniciales
de ese territorio, de ese productor y de esa comunidad,
y se envuelve en una dinámica donde “el problema” es
“¿cómo solucionar las disfuncionalidades de las soluciones
implementadas?”. Evitar los equívocos en la comprensión
del problema requiere generar capacidades institucionales
y comunitarias en el procesamiento de problemas. Poder
procesar problemas es el resultado de una instancia de for-
mación analítica, capacidad tal que les permite a los agentes
procesar esos problemas situados. ¡No es una capacidad
natural! Nadie nace sabiendo cómo procesar problemas,
esto no ocurre “mediante la aplicación de sentido común”.

La contracara necesaria de la ampliación de la parti-
cipación en la definición de problemas es la construcción
de espacios más democráticos en el diseño de solucio-
nes (situadas, adecuadas sociotécnicamente). ¿Quién diseña
soluciones? es la pregunta que sostiene el tercer nivel de
participación.

La planificación situacional para el desarrollo inclusivo
sustentable requiere de la no-tercerización ni exterioriza-
ción de la implementación de soluciones codiseñadas en el
punto anterior. Los “profesionales y técnicos” no deben reti-
rarse al momento de la implementación. El cuarto nivel de
participación radica en el principio de “simetría en la parti-
cipación” e implica que todos los actores que conforman los
grupos de planificación (funcionarios, productores, vecinos
y demás involucrados) ejecutan en forma conjunta las ope-
raciones inherentes a la implementación. No se terceriza la
solución tecnológica puesta en acto. La implementación no

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D JKJ

1!0!,-/!00>�,*



es un “problema del usuario” o de los grupos amplios de
participantes, sino que es un problema de todos, del grupo
de trabajo.

Es un problema conceptual de la planificación estándar
separar la instancia de diseño de la de implementación. Al
hacerlo, una parte importante del proceso de aprendizaje se
pierde. En términos de Matus, del nivel táctico operacional
surgen los ajustes y las correcciones del plan. Y es esto últi-
mo lo que lo vuelve dinámico.

Finalmente existe un quinto nivel, que es ¿a quién se
integra? Esta es una pregunta típica de una acción de dise-
ño de estrategias de poder, que en términos concretos es
¿a quién se integra en la definición de los problemas? La
participación es una definición estratégica del plan, puede
construir o destruir poder. No se deben integrar actores
en una estrategia de planificación de desarrollo territorial
inclusivo sustentable sin tener en cuenta el rol concreto de
ellos, si van a jugar a favor o en contra del plan, si van
a obstruir o viabilizar soluciones, o si ejercen un poder lo
suficientemente significativo como para generar tracción
de la agenda de problemas hacia un lugar que en la práctica
deja de lado a otro conjunto de actores. Definir, construir
estratégicamente quién participa y quién no participa es
parte de la planificación.

Pero ¡cuidado!: una planificación más participativa e
inclusiva no alcanza –no es condición suficiente– para
llevar a cabo planes de desarrollo inclusivo. Es necesa-
rio planificar esa participación, esas agendas de trabajo en
términos de dinámicas de desarrollo inclusivo sustentable
amplio; abrir los espacios de acción tendiendo a que las
agendas de trabajo inicialmente se orienten a la definición
de problemas sistémicos y la construcción de soluciones del
mismo alcance. Para esto es imperioso planificar en térmi-
nos de sistemas tecnológicos sociales (STS) (Thomas, Juarez
y Picabea, 2015).
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Los STS son sistemas sociotécnicos heterogéneos (de acto-
res y artefactos, de comunidades y sistemas tecnológicos)
orientados a la generación de dinámicas de inclusión social
y económica, la democratización de la toma de decisiones
tecnológicas y el desarrollo sustentable. Implican accio-
nes de diseño de productos, tecnologías de organización y
procesos productivos focalizados en relaciones problema/
solución inclusivas, adecuados para:

a. La socialización de los bienes y los servicios.
b. La democratización del control y de la toma de deci-

siones.
c. El empoderamiento de las comunidades de producto-

res y usuarios.

Los STS tienen por objetivo cumplir en simultáneo cua-
tro requerimientos, los cuales son condición necesaria para
dinamizar procesos de desarrollo inclusivo sustentable:

a. Igualación de derechos.
b. Dignificación de las condiciones de existencia humana.
c. Generación nuevos espacios de libertad y justicia.
d. Mejora de la calidad de vida.

La agenda de problemas –y, por lo tanto, la agenda de
soluciones– requiere ser escalada en términos ontológicos:
las soluciones tienen que superar la instancia de la arte-
factualidad dejando de lado la racionalidad que construye
soluciones puntuales, paliativas e inorgánicas. Cuando es
posible construir una dinámica de planificación dinámica y
sociotécnica que contenga los cinco niveles de participación
mencionados y se logra una agenda de grandes problemas
ontológicamente más amplia, pueden desplegarse procesos
significativos y sustantivos.
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En primer lugar, la interacción entre investigadores, fun-
cionarios, comunidad y extensionistas reconstruye la agenda
de problemas. La nueva agenda requiere de otros tipos de cono-
cimientos, prácticas y artefactos, lo que constituye una tensión
sobre las funciones y los roles previamente asignados. ¿Esto qué
quiere decir? Que esa división técnica del trabajo que generó
el modelo lineal de innovación se pone en crisis y por lo tanto
es necesario replantear esos roles preasignados de investigador,
extensionista y funcionario, para ir hacia funciones híbridas,
hacia un rol de producción de conocimiento no situado en tér-
minos del rol institucional, sino de la necesidad de creación de
conocimientos. Porque este proceso no produce “conocimien-
to” (en singular), sino “conocimientos” (en plural).

El proceso de cambio no queda “suspendido” en el nivel del
discurso o el conocimiento “en abstracto”. Ocurre en la práctica
concreta, se materializa en sujetos. Hay sujetos concretos, hay
personas concretas que se vuelven híbridas, que empiezan a
pensar como investigador, funcionario, comunidad y extensio-
nista, y por lo tanto dejan de tener una acción de resolución de
problemas vinculada a su función inicial y empiezan a concep-
tualizar problemas y soluciones en términos de un espacio más
diverso de conocimientos, de prácticas, de diseños tecnológi-
cos, de formas de discurso y de formas de interacción con otros.

En segundo lugar, este proceso de hibridación tiene tantas
materialidades como sujetos intervinientes, ya que esos sujetos
híbridos noson iguales entresí, sino que sondistintos: hayalgu-
nos que se hibridan más del lado ingenieril, otros que se hibri-
dan más del lado práctico y otros que se hibridan más del lado
social. Todos tienen características que los distinguen; por eso,
laprácticadeldesarrolloinclusivosustentable–conintegración
de actores heterogéneos– implica la construcción de grupos
de trabajo. No son sujetos individuales quienes llevan adelante
estos procesos, son grupos de trabajo fomentados, financiados,
sostenidos y premiados desde las instituciones porque hacen
ese tipo de actividad.

En tercer lugar es imprescindible identificar, en esos gru-
pos de trabajo, quiénes son sujetos de aprendizaje. No todas las
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personasqueseintegranosesumenamesasdetrabajooacolec-
tivos de trabajo heterogéneos son sujetos de aprendizaje, en el
sentido de su capacidad para hibridar conocimiento, procesar
problemas y generar empatía con otros. Hay algunos investi-
gadores y extensionistas, funcionarios públicos, miembros de
comunidades originarias, de productores, de asociaciones, de
cooperativas, del INTA, del INTI o del CONICET que son suje-
tosdeaprendizaje.Porlotanto,unaparte importantedeldiseño
del plan es detectar y fomentar esos sujetos de aprendizaje, que
se encuentran tanto en la institución como en los territorios.

Esos sujetos de aprendizaje, ¿por qué se caracterizan? Por-
que tienen una praxis orientada a la resolución de problemas,
poseen una capacidad para jerarquizar problemas. Por supues-
to, esas capacidades no les son innatas, sino que a lo largo de
su trayectoria han aprendido a desplegar estrategias tácitas o
formales que les permiten jerarquizar problemas.

Esos sujetos de aprendizaje dinamizan procesos de apren-
dizaje, aprenden de y con otros, desarrollan soluciones inno-
vadoras, se exponen a situaciones de tensión epistémica, en las
cuales ponen en tensión su propio acervo de conocimiento,
construyen empatía y buscan destruir el comportamiento con-
formista.

Romper con las racionalidades artefactuales y transferen-
cistas implica diseñar e implementar planes de desarrollo “en”
los territorios “con” alto grado de participación y para esto es
necesario generar colectivos de sujetos de aprendizaje, porque
un sujeto de aprendizaje aislado no funciona. Estos colectivos,
en última instancia, lo que van a permitir es quebrar la relación
lego-experto, la dinámica top-down (arriba-abajo) de diseño y
toma de decisiones, el proceso puntual (artefactual) de determi-
nación de problemas.

En última instancia –en términos de planificación
estratégica– es necesario construir dinámicas de cambio
sociotécnico basadas en interacciones sociocognitivas sis-
témicas. Donde los colectivos de aprendizaje logren movi-
lizar diferentes organizaciones (institutos de I+D, uni-
versidades, cooperativas, empresas, ONG y organismos
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gubernamentales) y grupos de usuarios hacia la generación
y circulación de aprendizajes, conocimientos, relaciones
problema-solución y capacidades (Becerra y Thomas, 2017)
(Diagrama 3). El aprendizaje10 es un resultado primario
de la dinámica interactiva entre diferentes grupos sociales,
pero también entre grupos sociales y tecnologías (produc-
tos, procesos y organización).

�&�$.�)��D9��+� I+�&*0 .��X2+�/+�&+�+$*&X2+

Fuente: Becerra y Thomas (2017)

10 Los trabajos sobre la dinámica y los mecanismos del aprendizaje centran su
atención en los procesos de learning-by-doing (“aprender haciendo»), lear-
ning-by-using (“aprender usando”) y learning-by-interacting (“aprender inter-
actuando”).
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En la dinámica general del modelo interactivo socio-
cognitivo, los procesos de cambio se explican por la libre
circulación del conocimiento y las interacciones fluidas
entre los diferentes actores del sistema, lo que impulsa la
generación de aprendizajes y capacidades a partir de una
participación amplia y abierta en la construcción de proble-
mas y la democratización de las soluciones. En su versión
ideal, la maximización de los procesos de interacción ase-
gura la creación de nuevos aprendizajes y, por extensión,
procesos de cambio sociotécnico sostenibles en el tiempo,
orientados a satisfacer las necesidades y los requerimientos
tecnocognitivos de las sociedades.

F:�� # 4&+* /�"*�I /

Actualmente, los países de América Latina muestran alar-
mantes índices sociales y económicos, así como altos niveles
de riesgo ambiental. Lejos de disminuir, la desigualdad, la
marginalidad, el desempleo, la pobreza y la violencia social
tienden a aumentar y profundizarse. Enormes proporcio-
nes de la población (oscilan entre el 20 % y el 50 %, según los
diferentes países y los indicadores) viven en condiciones de
exclusión, signadas por un conjunto de déficits: habitacio-
nal, sanitario, alimentario, educacional, y de acceso a bienes
y servicios (ONU, 2015). En Argentina, según datos del
Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC)11, en el
primer semestre de 2021, el 40,6 % de la población vivía
bajo la línea de pobreza, mientras que la tasa de indigencia
alcanzaba el 10,7 %.

Sin embargo, estas características socioeconómicas de
nuestro país no siempre han sido iguales. A diferencia de
otras naciones de la región (las cuales han mostrado graves

11 INDEC, Incidencia de la pobreza y la indigencia en 31 aglomerados urbanos,
Informes Técnicos, vol. 5, N.º 182, 2021.
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problemas de subdesarrollo, pobreza de ingreso y exclusión
de los servicios públicos), el caso argentino tiene la particu-
laridad de haber sufrido un proceso de downgrading (degra-
dación) de su matriz tecnoproductiva desde mediados de la
década de 1970, que destruyó una parte significativa de las
actividades industriales que ocupaban mano de obra cali-
ficada y motorizaban dinámicas de cambio tecnológico e
innovación local (Thomas, 1999; Gianella y Thomas, 2005).

En particular, en los noventa, Argentina sufrió la
vigencia de la teoría (racionalidad) neoclásica del derrame:
la acumulación económica inicial generaría “naturalmente”
la distribución del ingreso y, con ella, la inclusión de los
excluidos y el desarrollo de los subdesarrollados. Luego,
una versión más neo-schumpeteriana de la teoría del derra-
me incorporó, en las políticas de CyT implementadas, la
idea de la innovación como motor de esa acumulación: las
innovaciones generarían rentas extraordinarias mediante la
inserción de la competitiva producción nacional y regional
en fluidos mercados globalizados. Complementariamente,
los esfuerzos locales en CyT generarían nuevos productos
y procesos que alcanzarían con sus beneficios –en térmi-
nos de mejores prestaciones, aumento de la productividad,
generación de empleos “de calidad” y menores costos– al
conjunto de la población.

Lamentablemente, estos postulados optimistas no se
verificaron en la práctica en función de derrame de la
riqueza, de distribución de los beneficios por innovación ni
de diversificación de la matriz tecnoproductiva. El aumen-
to de las inversiones públicas locales en I+D no se tradujo
en una alteración sustantiva de la trayectoria de innovación
tecnológica ni alcanzó a beneficiar a los usuarios potencia-
les calculados12. Durante todo ese período, al igual que en

12 El análisis de las causas de este desfasaje escapa a las restricciones de espacio
de esta descripción técnica. Para mayores explicaciones, ver, por ejemplo,
Lugones y Suárez, 2007, y Thomas, 2011.
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la trayectoria previa, las racionalidades artefactual y trans-
ferencista fueron una constante. Son esas racionalidades las
que se mantienen invariables, las que en forma invisible y
perversa dan continuidad a la política pública, a las acciones
de I+D y a las “estrategias” de desarrollo de conocimiento.

Una visión crítica de la dinámica científica y tecnoló-
gica es fundamental para evitar las típicas soluciones pre-
fabricadas, “universales” y políticamente “neutrales” deriva-
das de las racionalidades artefactuales y transferencistas. El
campo de la ciencia, la tecnología y la sociedad (CTS) puede
desempeñar un papel clave en un programa de aprendizaje
destinado a resolver los problemas sociales y ambientales
de nuestras comunidades.

Si se logran consolidar planes estratégicos dinámicos
y sociotécnicos, participativos y orientados al desarrollo de
STS orientados por grupos de aprendizaje interactivo cola-
borativo, entonces se estará más cerca de romper las racio-
nalidades artefactual y transferencista.

Si institucionalmente se logra esto, se podrá visuali-
zar un sendero en el cual la planificación de las dinámi-
cas de desarrollo inclusivo sustentable y las estrategias de
participación generarán mejores resultados en términos de
igualación de derechos, construcción de nuevos espacios de
autonomía, libertad y justicia, mejoras en la calidad de vida,
y modificaciones de las matrices tecnoproductivas hacia
configuraciones más inclusivas y sustentables. Pero si no (si
continúan las prácticas inerciales, derivadas de la racionali-
dad tecnocognitiva lineal)… ¡no!
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Nos encontramos en un momento en que es evidente que el
capitalismo se halla en una crisis estructural. Sus promesas de
progreso y felicidad para todos no solo no se han cumplido,
sino que hemos descubierto que son irrealizables.

Fontana, 1982, p. 9
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Los diferentes escenarios que se plantean desde la historia a
modo de contexto le imprimen a la operación historiográ-
fica –de la producción escrita acerca de temas históricos–
un tiempo y un espacio (De Certeau, 2006). Así, las políticas
públicas del sector agropecuario en Argentina emergieron
al finalizar el siglo XIX, junto con la creación de la estructu-
ra institucional –el Ministerio de Agricultura y las primeras
universidades– que sustentaría de conocimiento al sector en
el siglo XX (López, 2016). Pero, si se avanza en el tiempo, las
políticas de ciencia y tecnología se institucionalizaron en el
país durante la década de 1950. Algunos cientistas sociales
–como Oszlak, 1977; Myers, 1992; Hurtado de Mendoza,
2010 y 2014; Hurtado de Mendoza y Drewes, 2003; Losa-
da, 2005; Gárgano, 2013; Feld, 2015 y 2020, y Albornoz,
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2015, entre otros– sostienen que fue el inicio de una nueva
etapa que le dio forma al complejo científico-tecnológico
argentino, donde se ubica la creación del Instituto Nacional
de Tecnología Agropecuaria (INTA). En efecto, el rol de las
políticas de Estado que se orientaron hacia el desarrollo
y el crecimiento económico necesitaron de la articulación
de la infraestructura científico-tecnológica1 y la estructura
productiva de la sociedad (Abeledo y Del Bello, 2016). El
tránsito del tiempo y los diferentes escenarios que sortea-
ron las instituciones de ciencia y tecnología en la Argentina
merecen un análisis particular, aunque para los fines de
este artículo estará centrado en el INTA. Al respecto, los
procesos históricos que involucran instituciones de ciencia
y tecnología se enmarcan en los estudios de la historia de
ciencia, la cual refiere a las concepciones de la actividad
científica y la producción de conocimiento a lo largo del
tiempo (Hurtado de Mendoza y Drewes, 2003). Estas activi-
dades implican relaciones entre las comunidades científicas,
las instituciones de ciencia y tecnología, y la cultura en sen-
tido amplio, en un contexto socioeconómico determinado
(Hurtado de Mendoza, 2010; Feld, 2020), que operará como
elemento de cambio a través de políticas de Estado. Así, al
relacionar las transformaciones sucedidas en los ciclos eco-
nómicos con el desarrollo científico resulta posible aproxi-
marse a las acciones que el Estado proyecta a través de sus
instituciones científicas y las necesidades de las diferentes
esferas de la sociedad, en vista de vincular la ciencia y la
tecnología al entramado social (Oszlak, 1977). Por lo tanto,
el cambio es la categoría central para entender el proceso
de la historia y explicar el comportamiento temporal de la

1 Los institutos públicos de investigación “orientados a una misión”, conoci-
dos como Institutos Tecnológicos Públicos (ITP), se constituyen en actores
importantes en los Sistemas Nacionales de Innovación porque desempeñan
actividades orientadas a misiones específicas y propósitos públicos para
desarrollar conocimientos sobre problemas de relevancia social y económi-
ca (Abeledo y Del Bello, 2016).
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institución; la atribución que se le da a la realidad social es
el tiempo (Koselleck, 1993).

En esta línea surgen algunos interrogantes que guia-
rán las reflexiones siguientes: ¿cómo se articulan las
políticas públicas con la institución?, y ¿cuáles son las
que tienen intervención directa? Se entiende que las
reflexiones que resulten en torno a la elaboración de
diferentes respuestas pueden vincularse a la trayectoria
institucional. El conocimiento de esta aporta informa-
ción crítica para la elaboración de políticas sectoriales
situadas2. Situarse en el análisis desde una institución
como es el INTA implica pensar en diferentes esce-
narios y variables territorio-político-institucionales que
construyeron su propio tiempo y espacio. Contextuar y
reflexionar estas coordenadas se constituye en el obje-
tivo de este trabajo, dado que cada unidad que confor-
ma el INTA –centros de investigación, estaciones expe-
rimentales agropecuarias, agencias de extensión rural,
campos demostrativo-experimentales, oficinas técnicas
e institutos para la agricultura familiar– tiene su propia
historia, por lo que se requiere situar, contextuar y cons-
truir socialmente el espacio y el tiempo (Harvey, 1994).
Entonces, ¿cómo contribuyen los aportes de la historia
a la construcción del contexto?, ¿cómo se relacionan las

2 El concepto de conocimiento situado fue desarrollado por Donna
Haraway (1999) desde la postura de la epistemología crítica feminista
del punto de vista feminista, el cual propone analizar los objetos de
estudio evidenciando con eso el lugar desde donde se parte, ya que
–independientemente del tipo de método empleado– ningún conoci-
miento estará desligado de su contexto ni de la subjetividad de quien
lo emite. Por esto se retoma aquí la idea de conocimiento situado,
dado que se entiende que introduce a la reflexión metodológica desde
la propia conciencia y los compromisos, apelando a que el debate en
torno a los discursos hegemónicos no debe arrastrar la pretensión
de nuevas hegemonías y también debe promover el pensamiento crí-
tico para revisar las propias consideraciones, evaluando capacidades
explicativas y reconociendo los límites actuales en las posibilidades
de comparar procesos “situados” en Argentina, América Latina y el
Caribe, así como en otras regiones subalternadas.
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políticas públicas de los diferentes niveles de toma de
decisión con el INTA?, y ¿qué actores están involucrados
en la construcción del contexto?

El abordaje de este trabajo debe considerar que, al tra-
tarse de una institución de ciencia y tecnología orientada
al sistema agropecuario, agroalimentario y agroindustrial
(SAAA)3 de producción como es el INTA, se requiere del
análisis interdisciplinario. En tal sentido, a los elementos
que brinda la historia se suman los que vienen de los estu-
dios sociales de ciencia, la tecnología y la innovación, con
el fin de aproximarse a la reflexión de las políticas públicas
vinculadas históricamente con la institución.

En virtud de esto, el artículo se organiza en tres par-
tes. En la primera presenta algunos elementos teóricos que
brinda la historia a través de sus diferentes enfoques para
analizar políticas públicas desde el INTA. En la segunda
considera algunas reflexiones en el marco de los análisis
sociotécnicos4. Y en la última destaca las reflexiones finales.

3 Esta conceptualización se extiende al entramado empresarial que sustenta
la producción agropecuaria y forestal, y también a la producción de agroali-
mentos y la agroindustria. Involucra una dilatada y heterogénea cantidad de
actores, redes, marcos normativos y regulatorios, relaciones funcionales e
interrelaciones complejas tanto de la producción primaria –con la inclusión
de la provisión de insumos y servicios– como de los agentes involucrados
en las diversas fases de elaboración e industrialización, distribución y con-
sumo (INTA, 2004: 6).

4 El enfoque sociotécnico considera a las tecnologías como construcciones
sociales y a las sociedades como construcciones tecnológicas. Desde aquí se
reconoce que todos los grupos sociales son relevantes para la construcción
de las tecnologías, y que las relaciones que se establecen durante su desarro-
llo y empleo no son puramente sociales o tecnológicas, sino sociotécnicas,
por lo que las dinámicas de innovación y cambio tecnológico son entendidas
como procesos de coconstrucción sociotécnicos (Law, 1992; Bijker, 1995, y
Thomas, 2008).
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Cuando se piensa en la elaboración de un contexto históri-
co determinado, se describen hechos y acontecimientos que
–vinculados– construyen el sentido de aquel en el marco
del fenómeno que se esté estudiando. Se definen el recorte
temporal y el espacio.

Un contexto histórico-político centrará la observación
y el análisis en el sistema político, como también en las
tensiones que genera el poder. A la vez, el contexto histó-
rico-económico profundizará la mirada en el sistema eco-
nómico, la distribución de la riqueza, la red de actores que
conforma el sistema y demás aspectos.

Al situarnos desde el INTA, su trayectoria contiene la
huella de que la ciencia es la llave que abre paso al desarrollo,
que con el correr del tiempo adquirió diferentes matices. Es
por esto que resulta muy importante ubicar en el tiempo y
el espacio aquel tramo de la trayectoria que se requiere ana-
lizar y –con eso– considerar la relación ciencia-tecnología-
desarrollo.

En los 65 años de trayectoria del INTA, esta relación
fue cambiando. Esto se debió a las diferentes tendencias de
la ciencia y la tecnología orientadas al sector agropecuario
en el escenario nacional e internacional, lo que demanda
tener parámetros de comparación de los contextos de la
región latinoamericana y de otros muy diferentes, como los
países desarrollados. Sin duda se trata de un análisis muy
arduo, aunque facilitará enfocar el modo en el que se expre-
san en el INTA. En esta línea se retoman las contribuciones
de la investigadora brasileña Lea Velho (2011), que resultan
muy pertinentes en este tramo del artículo. Ella realiza un
recorrido histórico de las políticas de ciencia, tecnología e
innovación (PCTI) y en su análisis argumenta que –desde
el inicio del proceso de institucionalización de las PCTI,
de mediados del siglo XX a nuestros días– las bases con-
ceptuales, la estructura organizativa, los instrumentos de
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financiación y las formas de evaluación de estos son comu-
nes a los países que diseñaron e implementaron políticas
explícitas con el fin de estimular la producción y utilización
del conocimiento científico y tecnológico. La autora sostie-
ne que la evolución histórica de las PCTI está vinculada con
la concepción de la ciencia y el modo en el que se entien-
de la relación ciencia-tecnología-innovación y sociedad en
cada período histórico, lo que le permitió periodizar estas
relaciones. Para eso establece cuatro paradigmas en el tiem-
po: al primero lo ubica en las décadas de 1945 a 1960, con
“la ciencia como motor del progreso”; el segundo abarca
las décadas de 1960 a 1970, con “la ciencia como solución
y causa de problemas”; el tercero considera las décadas de
1980 y 1990, con “la ciencia como fuente de oportunidad
estratégica”, y el cuarto cubre lo que llevamos transcurrido
del siglo XXI, con “la ciencia para el bien de la sociedad”.
Estas caracterizaciones ayudan a situar las narrativas, sus
marcos conceptuales, el enfoque de las políticas que se dise-
ñan y el modelo institucional del período que se analiza.
En tal sentido, la autora señala que –dado el rol estratégico
productivo que los estados le asignan a la ciencia– favore-
ció la formulación de PCTI orientando la investigación a
objetivos definidos, la formulación de políticas científicas
nacionales centradas en modelos normativos-instituciona-
les específicos de los países centrales.

Regresando al contexto del INTA, la diversidad espacial
en la que se encuentran instaladas sus unidades demanda
la definición del espacio de intervención institucional, pero
también del enfoque de la historia que permitirá la construc-
ción de la temporalidad. En esta línea, desde otro abordaje
se incorporan elementos de la historia y la geografía a fin
de brindar aportes que vienen de la perspectiva de la histo-
ria regional. Esto implica considerar la dimensión social del
espacio y el tiempo dentro de una visión relacional (Harvey,
1994; Carbonari, 1998, 2009; Bandieri, 2017). La región no
se explica por tipologías, sino por procesos que se gestan
históricamente y se vinculan a la expansión del capitalismo
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que reordena los espacios. De esta manera, el espacio regio-
nal no es fijo, sino un espacio social formado por elementos
heterogéneos en continua interacción (Santos, 1986). Por
eso se acuerda con Rickly-Boyd (2013) en cuanto a enten-
der al espacio en permanente reconfiguración desde las
prácticas discursivas, los cuerpos, los objetos, los afectos,
los preceptos y las tecnologías que median e inestabilizan la
valoración espacial, por lo que el espacio resulta en testimo-
nio del pasado que actúa sobre el presente y condiciona el
futuro (Carbonari, 2009). Del mismo modo, la comprensión
del devenir histórico regional permite construir escenarios
alternativos o posibles en un horizonte temporal, que faci-
lite la identificación y el análisis sistemático de tendencias,
cambios y señales débiles de temas emergentes en el que
es posible la detección de continuidades y rupturas (Marí
Castelló Tárrega, 2018).

En efecto, la historia regional no es solo una histo-
ria económico-política en clave regional, sino una historia
que se puede historiografiar solo incorporando al ambien-
te como agente activo. Por eso deben considerarse aquí
las escalas y los diferentes niveles en los que las políticas
públicas se esgrimen, lo que requiere situar a esa unidad del
INTA que se desea estudiar para ajustar el contexto.
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La elaboración del contexto puede enriquecerse notable-
mente con la contribución de los estudios sociotécnicos.
La propuesta de incluirlos se debe a la relación ciencia-
tecnología-desarrollo que resulta en el hilo conductor de
variadas políticas públicas que median con la sociedad a tra-
vés del INTA. Esto, porque al situarse en tiempo y espacio
–desde mediados del siglo XX hasta los inicios del siglo XXI–
se observan grandes cambios institucionales, regionales y
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territoriales en la Argentina, donde la idea de desarrollo
no radica en la pluralidad o contradicción de sus definicio-
nes, sino en los usos políticos que se hicieron sobre esta
idea (Roig, 2011: 81). En este sentido, las estrategias que
tomó el Estado argentino fueron las de incorporar cono-
cimiento –científico y tecnológico– a actividades regiona-
les mediante el planeamiento del desarrollo aplicado a las
regiones económicas que conforman el territorio nacional.
Problematizar esta idea significa que desarrollarse implica
un horizonte de cambio tecnológico en el cual la relación
tecnología-desarrollo se coconstruye. Así, las políticas son
parte constitutiva de las dimensiones tecnológicas, y las
tecnologías condicionan a las políticas con referencia a su
alcance, escala, contenido y viabilidad (Thomas, 2012). Asi-
mismo, situarse en esta perspectiva significa considerar a
la tecnología como socialmente construida, lo que lleva a
evitar los determinismos tanto sociales como tecnológicos;
esto es, la tecnología forma parte de un tejido sin costuras
de la sociedad, la política y la economía (Hugues, 1987).
Desde esta mirada se logran hacer aportes útiles para pensar
el diseño y la implementación de políticas públicas –cientí-
ficas y tecnológicas– en las que el INTA se constituye como
un actor clave en su formulación y ejecución, dirigidas al
desarrollo rural de los territorios (Uranga et al., 2017: 10).

E:�� # 4&+* /�"*�I /

Se presentaron en este artículo algunos elementos que brin-
da la historia desde sus diferentes ópticas, con el fin de
contextuar las políticas públicas situadas desde el INTA. La
diversidad de escenarios que hay en los niveles nacional,
provincial, regional y local donde se ubican las unidades del
INTA requieren de un análisis particular que permita dar
cuenta de su propio tiempo y espacio. En virtud de esto, se
espera que lo desarrollado en el trabajo se constituya en una
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contribución al análisis de políticas públicas desde el INTA
y, asimismo, invite a la reflexión y generación de conoci-
miento situado para la formulación de políticas públicas.
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Si bien, en la historia reciente, los casos paradigmáticos de
vinculación entre evidencia y política pública se encuentran
en el New Labour británico (Libro Blanco de 1999) y en un
conjunto de gobiernos locales de Estados Unidos, el punta-
pié inicial de la idea de que el conocimiento científico y el
quehacer político deberían ir de la mano es de larga data.
El presente artículo intenta desentrañar de qué se habla al
referirse a políticas basadas en evidencias (PBE). Para eso
explora los distintos conceptos que emergieron de la litera-
tura especializada y dieron lugar a distintas experiencias de
implementación de este tipo de política. También pretende
poner de relieve el contorno de los actuales debates respec-
to de la definición de PBE, los principales métodos para la
determinación de la evidencia y los principales riesgos de
utilizar esta propuesta en forma acrítica.

Por otro lado, la experiencia comparada reciente muestra
que es posible diferenciar distintas prácticas en torno a las
PBE. Para eso, este trabajo lleva adelante un análisis de las dos
experiencias pioneras, la británica y la estadounidense, a partir
de distintas dimensiones: las características del entorno y del
contexto histórico de surgimiento, las áreas de intervención y
priorización (criterios, actores y procesos), las estructuras ins-
titucionales y los arreglos de coordinación; el tratamiento de
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la evidencia (estándares de control, relevamiento y validación),
la interpretación e incorporación al proceso de las políticas
públicas y los incentivos institucionales. Para terminar realiza
una evaluación de los resultados de la iniciativa, las lecciones
aprendidas y las mejores prácticas.

El objetivo de este análisis es intentar alcanzar una defini-
ción normalizada de las PBE que permita repensar nuevas ruti-
nas burocráticas en las administraciones latinoamericanas.

B:��*0.+�1��&W*

La evidencia es cada vez más importante para la decisión, el
diseño y la implementación de la política pública. En la historia
moderna, algunos casos paradigmáticos de vinculación entre
evidencia y política pública los encontramos en la administra-
ción nacional británica a partir de la llegada del New Labour
y, más recientemente, en un conjunto de gobiernos locales de
Estados Unidos. Sin embargo, la idea de que el conocimiento
científico y el quehacer político deben ir de la mano tiene una
larga tradición. En realidad es una vuelta a la idea de posguerra
de que el diseño de la política pública puede ser mejorado cuan-
do se vuelve más científico (Laswell, 1950).

En los años ochenta, Campbell ya proponía explícitamente
el concepto de “sociedad de la experimentación”:

Los Estados Unidos y otras naciones modernas deberían estar
preparadas para abordar la reforma social desde un punto de
vista experimental, que permita ensayar programas nuevos
para solucionar problemas específicos, saber si estos progra-
mas son o no efectivos y retener, imitar, modificar o desechar
dichos programas sobre la base de su aparente efectividad
(Campbell, 1984)1.

1 Traducción propia.
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Con este artículo se pretende llamar la atención sobre
el hecho de que, crecientemente, en la práctica gubernativa
y en las ciencias que estudian la capacidad de gobernar se
ha vuelto prioritario el problema de la eficacia directiva de
las administraciones públicas. Y que esa preocupación ha
llevado a focalizar en el hecho de que la eficacia de gobernar
pone en juego componentes no solo político-institucionales,
sino también científico-técnicos. En la persecución de este
objetivo también hay una renovada búsqueda de mejorar la
relación de la administración pública con los ciudadanos.

En este marco, en algunas administraciones públicas
europeas y norteamericanas ha surgido un progresivo inte-
rés por las PBE, las cuales sin embargo son entendidas de
modo diverso a ambos lados del Atlántico. Estas prácticas
han dado lugar a incipientes debates académicos que des-
criben los rasgos y logros de estas políticas, pero que aún
no acuerdan acerca de una definición normalizada que las
pueda identificar. Por otro lado permiten vislumbrar lo que
quizás sea la principal encrucijada del vínculo entre ciencia
y política: la utilidad de los arreglos institucionales para
habilitar, de modo permanente, el ingreso de la evidencia a
los procesos de toma de decisiones y su procesamiento por
parte de los actores involucrados.

El objetivo de este trabajo es, por un lado, acercarse a
una primera definición de PBE identificando las dimensio-
nes de estas que se consideran que deben estar presentes
a la luz de las prácticas gubernativas más destacadas y del
naciente debate académico. Y, por otro, identificar moda-
lidades de institucionalizar la incorporación de las PBE
en los ciclos decisorios gubernativos o burocráticos. Para
eso, el artículo comienza resumiendo los principales para-
digmas teóricos sobre los que se asientan esas políticas y
describiendo las metodologías más comúnmente utilizadas,
centrándose en los estándares requeridos para que la evi-
dencia sea considerada oportuna y robusta para sustentar
decisiones de política pública (Apartado 2). A continuación
se identifican los principales riesgos y las limitaciones de
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este enfoque (Apartado 3). Subsiguientemente de despliega
un breve análisis comparativo de los rasgos y las dimensio-
nes principales de los dos casos testigos más destacados en
la práctica, Reino Unido y Estados Unidos, y se muestran
algunas conclusiones sobre los puntos de entrada y proce-
samiento de la evidencia (Apartado 4). Para finalizar se pro-
pone una definición de PBE a partir del recorrido realizado,
así como algunas reflexiones sobre aspectos inevitables a
tener en cuenta al momento de diseñar posibles arreglos
institucionales de PBE y de generar capacidades en torno a
estos procesos (Apartado 5).
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Las PBE proponen una aproximación instrumental a la
investigación que es coherente con la tendencia pragmática
que ha predominado en los países occidentales en las últi-
mas décadas. En este sentido reconocen como antecedentes
las concepciones que priorizan la racionalidad por sobre la
política y la experiencia personal, iniciadas por el paradigma
de la Nueva Gestión Pública2. Pero por otro lado retoman
las discusiones contemporáneas sobre la era de la informa-
ción y los “sistemas de gestión del conocimiento”. En este
sentido, el paradigma de las PBE asume que los sistemas de

2 La Nueva Gestión Pública puede resumirse como “la creación de una admi-
nistración eficiente y eficaz, es decir, una administración que satisfaga las
necesidades reales de los ciudadanos al menor coste posible, favoreciendo
para ello la introducción de mecanismos de competencia que permitan la
elección de los usuarios y a su vez promuevan el desarrollo de servicios de
mayor calidad. Todo ello rodeado de sistemas de control que otorguen una
plena transparencia de los procesos, planes y resultados, para que, por un
lado, perfeccionen el sistema de elección y, por otro, favorezcan la partici-
pación ciudadana” (García Sánchez, 2007).
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información y las bases de datos nos proveen de insumos
vitales para generar ventajas competitivas y nos ayudan a
manejar nuestros cada vez más complejos sistemas sociales.

Varios son los fines que persigue una aproximación
basada en evidencia. En primer lugar, el logro de una mayor
eficacia en las políticas, ya que un basamento científico
sólido incrementa las posibilidades de resolver los proble-
mas colectivos. Siguiendo esta retórica, las políticas públi-
cas deben tener una “orientación de servicio” y satisfacer
las necesidades y expectativas de los ciudadanos. Por otro
lado, este enfoque también está vinculado a la eficiencia en
el gasto. El hecho de trabajar con recursos públicos, que por
definición son escasos, hace que sea necesario sacar de ellos
el mayor partido, especialmente en circunstancias de cri-
sis.3 Finalmente existe también un objetivo de accountability
(rendición de cuentas), ya que el diseño y la implementación
de las políticas son una parte importante del proceso demo-
crático. Es fundamental, por tanto, que los ciudadanos sean
conscientes de los motivos que respaldan las decisiones de
los gobiernos.

Las PBE suponen, asimismo, cierto grado de predicti-
bilidad de la política pública y, por lo tanto, la capacidad
de planificar las acciones de gobierno. Si bien no han sur-
gido siempre desde un marco conceptual de racionalidad
pura, en el cual la política es definida desde un centro
a partir del conocimiento exhaustivo de las variables que
intervienen en su proceso de hechura, sí es cierto que la
experiencia internacional demuestra que los esfuerzos por
contar con PBE han estado asociados con la racionalización
del proceso de política pública. En este sentido han ganado
mayor centralidad al interior de las burocracias estatales los
mecanismos y las acciones de coordinación y planificación,
donde la generación y utilización de evidencia por parte de

3 “Cuando las finanzas están complicadas, es aún más importante asegurarse
de que invertimos los recursos públicos sabiamente” (Cabinet Office, 2013).
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profesionales expertos es un componente más que retroali-
menta todo el sistema.

�>��!#+'�'\+�7 *X1, ,� ! Q�0 ���
La clave para entender por qué surgió un nuevo paradigma
para vincular ciencia y políticas públicas es apreciar por
qué la metodología basada en evaluaciones tradicionales ya
no es la preferida. Se identifican, en este sentido, al menos
tres dificultades. La primera tiene que ver con la tempo-
ralidad: para alimentar de manera significativa y con éxito
el ciclo de la política, la investigación debe realizarse y los
hallazgos deben estar disponibles antes de la formulación
de la política. Curiosamente, esto no se corresponde con la
secuencia en la que ocurren la mayoría de las evaluaciones,
que se producen después de su diseño e implementación.
Los nuevos métodos pretenden así ser una solución. Otra
dificultad es que sigue siendo una actividad limitada. Aun-
que cada vez está más generalizada, no se realizan una gran
cantidad de evaluaciones y, cuando ocurren, cada una de
estas se encuentra encapsulada en su propia burbuja. Inclu-
so en las administraciones públicas que se han habituado
a evaluar regularmente sus políticas se genera una enorme
masa crítica de actividad evaluativa, pero con poca acumu-
lación de resultados. Eso impide la influencia cruzada de
la que depende el avance científico. Lo cierto es que, hasta
la llegada de este nuevo paradigma, el diseño de políticas
había sido un ámbito bastante exento de evidencia (Pawson,
2006). En tercer lugar surge la aceptación de que, al final,
la realpolitik lo condiciona todo. El signo, las preferencias
o las prioridades políticas cambian a menudo durante el
curso de una evaluación, cuestionando la relevancia de esta.
Teniendo en cuenta la velocidad de recambio de los profe-
sionales de la política y la rápida mutación de los temas en la
agenda, las conclusiones de una evaluación frecuentemente
se presentan en un clima político diferente al que le dieron
origen. Eso puede condenar sus resultados a la oscuridad de
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un cajón. Esto tiene que ver, nuevamente, con la importan-
cia de contar con la información a tiempo.

En el macro del nuevo paradigma, la literatura clasifica
las políticas en función de la relación entre el uso de la
información científica y los procesos de decisión e imple-
mentación. Así, encontramos: a) políticas que no toman
en cuenta la evidencia (evidence-ignorant policy), b) políticas
que están al tanto de la existencia de evidencia, pero no
la aplican (evidence-aware policy), c) políticas que consideran
la evidencia, pero que no están completamente modeladas
por ellas (evidence-related policy), d) políticas que se perciben
con influencia de la evidencia (evidence-influenced policy) y
e) políticas moldeadas y basadas en evidencia intencional-
mente, con relaciones causales entre los propósitos busca-
dos, las opciones de acción y los resultados (evidence-based
policy) (Bracho, 2010).

Las PBE serían así aquellas que despliegan lo “que
funciona”,4 captado por evidencia robusta a partir de dife-
rentes métodos. Existen varios sistemas para caracterizar la
robustez de la evidencia de los resultados de un programa
o política, pero hay cierto consenso en aceptar que algunas
metodologías específicas cumplen con esos estándares de
validez. Un método que ha ido tomando importancia son
las pruebas aleatorias controladas (PAC), randomized contro-
lled trials (RCT) o evaluaciones de impacto, las cuales, de
acuerdo con Haynes:

Se diferencian de otros tipos de evaluación por la intro-
ducción de un grupo de control asignado al azar, lo que
les permite comparar la eficacia de una nueva intervención
contra de lo que habría ocurrido si no se hubiera cambiado
nada (Haynes, 2012).

La introducción de un grupo de control elimina toda
una serie de sesgos que normalmente complican el proceso

4 “Evidence-based policy is about what works” (Davies, 2005).
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de evaluación, como la influencia de otras variables (eco-
nómicas, demográficas, culturales y demás). Este método se
aplica para medir la efectividad de intervenciones nuevas o
en curso, así como posibles variantes de estas.
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Fuente: Haynes, 2012.

Las PAC han sido utilizadas durante más de 60 años
por la industria farmacéutica y se han vuelto habituales para
comprobar la efectividad de las intervenciones de lucha
contra la pobreza y mejora de la calidad de vida en el ámbito
de la cooperación internacional.5 Sin embargo, aún existe
relativamente poca tradición en su uso para las principales
áreas de política pública nacional y local.

5 Existen importantes institutos de investigación centrados en la evaluación
de políticas de cooperación internacional. Se destacan Abdul Latif Jameel
Poverty Action Lab (www.povertyactionlab.org), en el seno del Massachu-
setts Institute of Technology, y 3ie Impact (www.3ieimpact.org), en el marco
de la cooperación británica.
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Fuente: Shepherd, 2007.

Otro de estos métodos son las “revisiones sistemáticas”
(sistematic review). Las PBE se basan en la idea de que no hay
nada completamente nuevo bajo el sol en las políticas públi-
cas sectoriales. En un mundo globalizado, casi todas las
iniciativas ya han sido ensayadas, con cambios menores, en
diferentes lugares y momentos. Las revisiones sistemáticas
son un método para sintetizar los hallazgos de todos esos
ensayos previos o estudios preexistentes sobre intervencio-
nes particulares o sobre sectores de actividad particulares,
con capacidad para acumular sus conclusiones y generar
recomendaciones para la práctica futura. Consisten en reco-
pilar y coordinar un cuerpo multiforme y fragmentado de
trabajo empírico poniendo en común y evaluando el peso
de la evidencia en relación con familias enteras de políticas
públicas ya desplegadas. Las revisiones son así síntesis de
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investigaciones previas con el fin de generar compendios
objetivos de políticas que demostradamente “funcionan”
(what works) (Davies et al., 2000). Estas revisiones general-
mente se realizan con lógicas temáticas, sector por sector
de la política. Evidentemente, ninguna intervención que se
esté planificando puede corresponder exactamente a inter-
venciones pasadas, pero la idea es que revisiones periódicas
–actualizadas regularmente– puedan ofrecer una medida
de racionalidad al proceso de planificación.

Finalmente, también puede generarse acumulación de
evidencia a través de la gestión estadística de grandes can-
tidades de datos (con metodologías de big data u otras). Esta
tiene la ventaja de su disponibilidad en tiempos más cortos,
incluso muchas veces con capacidad de generación, trans-
ferencia y uso de los datos en tiempo real.

Sin embargo, los parámetros que definen aquello que
se considera evidencia es una cuestión aún abierta. Hasta
el momento, las distintas administraciones públicas lo han
estipulado caso por caso, muchas veces con fuerza norma-
tiva. Frecuentemente, además, los gobiernos y las agencias
han identificado diferentes rangos o niveles de robustez en
función de los métodos utilizados para generar o compilar
la evidencia6. Es importante tener en cuenta que –a pesar

6 Por ejemplo, la Fundación MacArthur (2014) utiliza cuatro categorías de
evidencia en función del rigor de los métodos de investigación usados
y la cantidad de datos disponibles: a) programas y prácticas basadas en
evidencia que se han evaluado varias veces y que resultaron ser eficaces
usando métodos rigurosos, como pruebas aleatorias controladas, evaluacio-
nes aleatorizadas comparables o evaluaciones de gran tamaño en diferentes
contextos con control aleatorio o estadístico; b) programas y prácticas basa-
das en evidencia que han sido probados utilizando métodos rigurosos (por
lo general, un único estudio controlado aleatorio o múltiples estudios que
utilizan diseños robustos de comparación entre grupos), pero que no llegan
a cumplir el estándar anterior; c) programas y prácticas prometedoras que
han sido probadas usando diseños de investigación menos rigurosos que
no cumplen con los estándares anteriores, y d) programas y prácticas no
basados en evidencia que carecen de pruebas suficientes para cumplir con
el estándar.
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de la actual preeminencia de las revisiones sistemáticas,
las pruebas aleatorias controladas, el trabajo con big data y
otros métodos estadísticos de consolidación de datos– en
la mayoría de los casos estudiados se sigue haciendo uso de
modos complementarios, más tradicionales, de generación
de evidencia. Continúan, por lo tanto, siendo pertinentes y
habituales:

a. Los análisis de eficacia con métodos cuantitativos, como
encuestas, y cualitativos, como los grupos focales.

b. Los estudios de eficiencia basados en análisis costo-
beneficio, costo-efectividad y costo-utilidad.

c. Las evaluaciones ex ante sobre la base de estudios cua-
litativos del contexto (entrevistas, focus groups, estudios
etnográficos y demás).

d. Los análisis de pertinencia a partir de estudios de opi-
nión pública.

e. En general siguen utilizándose modelos econométri-
cos, estadística descriptiva y otras herramientas.

D: �& /$+/�5 I&)&0��&+* /

El análisis de las distintas experiencias nacionales o sub-
nacionales que implementaron PBE muestra los problemas
fundamentales que se derivan del uso de información cien-
tífica en los procesos de toma de decisión. Atender los
inconvenientes derivados de la generación, la sistematiza-
ción y el uso de la información para colmar las necesidades
de una agencia administrativa es uno de los principales
desafíos en la implementación de este enfoque. A tal efec-
to, a continuación se estudian algunas de las principales
dimensiones de esta compleja relación ente política pública
y comunidad científica.
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Una de las principales limitaciones es la validez externa de
las evaluaciones y pruebas que se realizan, los problemas de
“escalabilidad”. En este sentido, la réplica de un programa en
diferentes contextos de espacio y tiempo no tiene por qué
arrojar resultados idénticos a los del modelo estudiado si no
se respetan una serie de condiciones. Es necesario tener en
cuenta que la traslación e incorporación de las conclusiones
obtenidas al diseño de nuevas políticas necesita de una serie
de precauciones.

El problema reside en que las evaluaciones ofrecen
informaciones individuales, notablemente afectadas por el
contexto tanto en sus variables exógenas (clima, geografía
y situación sociopolítica) como en las endógenas a la inter-
vención (la motivación y las características de los partici-
pantes o el diseño específico de la intervención, entre otras).
Esto hace que sea baja la capacidad de las evaluaciones para
ofrecer información que se pueda replicar en otros lugares
y circunstancias.

Una forma de afrontar esta limitación es multiplicar las eva-
luaciones hasta disponer de tal número de experimentos que
podamos crear cierto paradigma falsable, en el sentido de
inferir inductivamente a partir de las evaluaciones una teoría
que provea de la mejor explicación provisional hasta encon-
trar otra superior, y que sea esta la que oriente las medidas de
política (Larru, 2014).

Justamente esta es la idea detrás de las denominadas
evaluaciones aleatorizadas comparables, las revisiones sis-
temáticas y los mapas de evidencia (evidence gap maps).7

Otra precaución a tener en cuenta es el asesoramiento a
los eventuales beneficiarios respecto de la correcta similitud

7 Ver una explicación sobre los evidence gap maps en el video: https://you-
tu.be/vlYSCau0Nlo.

JNS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*

https://youtu.be/vlYSCau0Nlo
https://youtu.be/vlYSCau0Nlo


entre la población que fue objeto de estudio y la propia.
Así, Cartwright y Hardie (2012) aconsejan chequear que los
eventuales beneficiarios de un programa sean “suficiente-
mente similares” a la población evaluada antes de incorpo-
rarlos a este. Los autores entienden por eso que la similitud
entre “población actual” y “población evaluada” debe darse
tanto en la estructura causal subyacente como en los fac-
tores coadyuvantes o las variables interactivas identificadas
en la evaluación. Si y solo si se cumplen estas dos condicio-
nes, puede garantizarse la replicabilidad del programa.
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Al momento de diseñar un programa de PBE se debe pres-
tar especial atención a los incentivos que se generan para
quienes son responsables de su utilización, ya que existe
un difícil equilibrio entre la aplicación estandarizada de la
mejor evidencia y el juicio profesional que necesariamente
tienen que realizar los denominados “burócratas de campo”
(Lipsky, 1980). Este es el clásico problema de las decisiones
individuales implícitas en la ejecución de políticas públicas.
Los agentes de primera línea –ya sean médicos, maestros
o policías– no solamente toman en cuenta la evidencia o
las mejores prácticas a la hora de decidir qué hacer en una
situación particular, sino que su experiencia profesional
cuenta en buena medida:

Se reconoce que ser un buen médico, maestro o gestor
no implica seguir como robot el resultado de las pruebas
randomizadas; tampoco lo es ignorar la evidencia y seguir
solamente sus propias corazonadas y la experiencia personal.
La mejor opción para hacer un buen trabajo es utilizar una
adecuada combinación de ambas cosas (Cartwright y Hardie,
2012).

Se necesita, por lo tanto, no solo una mejor compren-
sión de qué constituye la mejor evidencia en cada área,
sino también un mayor entendimiento acerca de cómo los
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profesionales pueden tenerla en cuenta a la hora de tomar
decisiones individuales.
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Un problema similar al anterior, ya que hace a la incorpo-
ración de la evidencia en el ciclo de la política, es que la
agenda de investigación muchas veces no está influencia-
da por las necesidades de los servicios. Esto hace que los
resultados de la investigación académica recurrentemente
no sean demasiado relevantes para la implementación de las
políticas. Una de las claves para asegurar la relevancia de la
investigación para quien está en la práctica política es que
las prioridades de la investigación sean determinadas por las
necesidades emanadas desde el servicio y los beneficiarios.
De esta forma, uno de los puntos críticos a tener en cuenta a
la hora de diseñar un sistema para incorporar evidencia en
la hechura de las políticas públicas es el punto de entrada y
de retroalimentación de la evidencia en el proceso.
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Uno de los desafíos más importantes al momento de traba-
jar con big data es la definición precisa sobre qué uso puede
hacerse de los datos. En Estados Unidos existen varias leyes
federales y estatales que regulan el uso de los datos admi-
nistrativos, pero lo hacen en base a cada programa. Asimis-
mo, muchas normas que regulan los programas no abordan
explícitamente o son ambiguas respecto del uso estadístico
–o de investigación– que puede hacerse con esos datos y
dejan este tema abierto a interpretación. Por lo tanto, una
estructura legal sólida por detrás del manejo de informa-
ción estadística es central en este proceso.
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Otro de los retos a considerar es la capacidad institu-
cional de las agencias u oficinas encargadas de trabajar con
grandes masas de datos. Las capacidades necesarias para
llevar a cabo esta labor incluyen:

a. Infraestructura administrativa necesaria para compar-
tir datos, y desarrollar e implementar acuerdos.

b. Experiencia sectorial específica para ayudar a los inves-
tigadores y evaluadores.

c. Gestión de datos e infraestructura de curaduría para
que los datos disponibles sean útiles para la creación de
evidencia.

d. Infraestructura tecnológica y de seguridad para satisfa-
cer las necesidades operativas y de seguridad en todo el
ciclo de vida de los datos.

e. Infraestructura para asegurar la privacidad y confiden-
cialidad, y una adecuada gestión de riesgos durante
todo el ciclo de vida de la información.

Hay una variedad de soluciones a estos problemas,
incluyendo el establecimiento de un repositorio de datos
administrativos y encuestas. Al proporcionar un punto de
acceso único para los diversos datos, el repositorio puede
simplificar el proceso mediante el cual los investigadores y
las administraciones públicas pueden obtener permiso para
utilizarlos. Al centralizar las funciones, un repositorio pue-
de asegurar el uso seguro y eficaz de la información. Sin
embargo, en Estados Unidos hay casos en que grandes con-
juntos de datos ya están siendo administrados exitosamente
por otros sistemas, por lo tanto no resulta tan evidente que
estos deban ser subsumidos en un único repositorio. En este
sentido surgen distintas opciones. Por ejemplo, la Oficina
de Gestión y Presupuesto de la Casa Blanca (OMB, por sus
siglas del inglés Office of Management and Budget) sugiere
designar a algunos organismos públicos como centros de
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intercambio de datos –o hubs– para aprovechar la infraes-
tructura que ya está disponible, como la de la Oficina del
Censo. Este enfoque podría conducir a un mejor uso de los
datos existentes sin crear una duplicación innecesaria de
capacidades8.
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Las PBE están siendo implementadas paulatinamente en
diferentes países y ámbitos de la administración pública
en Europa y América. Sin embargo, la dimensión que este
enfoque ha tomado en Reino Unido y Estados Unidos hace
necesario considerar estos dos casos como paradigmáticos
y pioneros. Ambos desarrollos se han desplegado, no obs-
tante, con modalidades diversas tanto por el nivel de la
administración pública que ha traccionado esas innovacio-
nes como por la lógica del avance, los métodos típicamente
utilizados y los arreglos institucionales desplegados a tal
efecto. A continuación se sintetizan los principales rasgos
de ambas experiencias.

Respecto del “contexto histórico de surgimiento”, en
Reino Unido ha existido una histórica vinculación entre
ciencia y política desde los años de la posguerra, tanto
en la práctica gubernativa como en la academia. Duran-
te los años sesenta, la producción organizada de conoci-
miento sobre problemas sociales creció enormemente y se

8 Para observar más detalles sobre riesgos, normativa y aspectos tecnológicos
que son tenidos en cuenta a nivel federal en Estados Uni-
dos, consultar el documento Barreras en el uso de datos administrati-
vos para la creación de evidencia, OMB, julio de 2016; disponi-
ble en: https://www.whitehouse.gov/sites/default/files/omb/mgmt-gpra/
barriers_to_using_administrative_data_for_evidence_building.pdf.
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institucionalizó. Pero, tras el colapso del consenso socialde-
mócrata en los setenta y durante el período conservador de
Margaret Thatcher y John Major, la producción de conoci-
miento para uso directo por parte del gobierno se liberalizó
y diversificó. Eso implicó la emergencia de un gran número
de think tanks (laboratorios de ideas) e institutos de inves-
tigación cuyo objetivo era influenciar la agenda política.
Simultáneamente, en esos años, la administración pública
británica desarrolló una profunda reforma de gestión tras-
ladando el acento a la eficiencia burocrática sobre la base de
las propuestas de la Nueva Gestión Pública. Se puso especial
foco en la evaluación de políticas, los sistemas de indicado-
res de resultado, las acciones de auditoría y los regímenes de
inspección. Así, cuando el Nuevo Laborismo de Tony Blair
acuñó el término evidenced-based policy o política basada en
evidencia (Libro Blanco de 1999), la idea no solo contaba
ya con una larga tradición, sino que existía una estructura
institucional –tanto pública como privada– que desde hacía
décadas aseguraba un fluido pasaje entre la evidencia y la
acción de gobierno. Desde entonces, el enfoque sobre PBE
ha recibido importantes dotaciones presupuestarias y sus
estructuras institucionales se han ido consolidando paulati-
namente.

En contraste, el caso norteamericano es mucho más
reciente: las primeras iniciativas para el establecimiento de
estándares federales de evidencia datan de fines de la pri-
mera década de este siglo, con un reciente compromiso pre-
sidencial y de la alta gerencia pública a partir del gobierno
de Barak Obama. Por otro lado, la experiencia america-
na muestra casos muy interesantes en algunos gobiernos
locales, de la mano de alcaldes muy comprometidos con el
desarrollo urbano, en particular en los municipios de Nueva
York y Baltimore.

Con relación a las “estructuras institucionales” y los
“acuerdos de coordinación” que han permitido el desarrollo
de un sistema de PBE, la experiencia británica se caracte-
riza por un despliegue de lógica sectorial. Originalmente
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concentrados en algunos ministerios clave (Salud, Interior
y Educación), actualmente trabajan a partir de una red de
organismos público-privados con una lógica temática (what
works centers) que tiene un vínculo fuerte y está coordinada
por el Cabinet Office (Jefatura del Gabinete de Ministros).
Estos centros aseguran la realización continua de PAC
sobre sus distintos sectores y una amplia difusión de los
resultados. Con el tiempo, el sistema se ha ido extendiendo
en función de la demanda a otros sectores, con un eje fuerte
en los asesores del primer ministro que aseguran un punto
de entrada en las instancias de toma de decisiones al más
alto nivel.

Por su parte, el sistema americano está basado en la
obtención y gestión de datos y microdatos estadísticos (y
no tanto en las PAC) y se caracteriza por una estructura
descentralizada y articulada, con un centro de coordinación
establecido en la Oficina de Gestión y Presupuesto (OGP).
La OGP le reporta al presidente y es el organismo respon-
sable de coordinar el Sistema Federal de Estadística (130
agencias). Por ley, en 2016 se creó la Comisión de PBE para
abordar esta temática de manera más integral y proponer
alternativas de política. A nivel municipal, la importancia de
la gestión y el análisis de datos estadísticos para la toma de
decisiones también es fundamental, sobresaliendo un segui-
miento muy detallado de los temas por parte del alcalde a
través de reuniones y reportes de seguimiento.

En lo relativo al “tratamiento de la evidencia”, el siste-
ma inglés se ha centrado en el uso de PAC a gran escala y
se caracteriza por una gran rigurosidad para consolidar la
evidencia. La calidad científica para organizar los hallazgos
se complementa con una importante capacidad para trans-
mitir los resultados en forma sencilla, amigable y de fácil
acceso a los usuarios y funcionarios en plataformas virtua-
les de libre uso. Las diferentes intervenciones posibles en un
mismo sector de política se comparan a partir de distintos
criterios e indicadores y se plasman en mapas de evidencia
ordenados por temas y subtemas disponibles en internet.
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Cada centro what works desarrolla su propio conjunto de
herramientas de sistematización y comparación para ese
sector de actividad (salud, educación, interior y similares),
por lo que la disponibilidad de evidencia es dispar dada la
diversidad organizacional, la extensión de los programas, la
calidad y la profundidad de los hallazgos disponibles.

En Estados Unidos, para asegurar estándares mínimos
se cuenta con guías para el uso de datos estadísticos y legis-
lación específica en materia de privacidad de la información.
La evidencia se basa principalmente en datos sobre proce-
sos o actividades (outputs) y en la triangulación de aquellos
sobre la base de planillas de gestión, líneas de acceso directo
al ciudadano y trabajo de campo. Las PAC no tienen un rol
tan importante. La evidencia se centra en el procesamiento
estadístico de datos, preferentemente en tiempo real (auto-
mático). La Comisión de PBE trabaja continuamente en la
mejora de estos aspectos.

En cuanto a las “áreas de intervención y priorización”,
en Gran Bretaña, el área de la salud presentó los desarro-
llos más importantes por su histórico uso de las PAC en la
investigación farmacológica. La educación y la lucha contra
el crimen también tuvieron desarrollos importantes. Hoy,
los distintos centros what works trabajan en políticas socia-
les (salud, educación, reducción del crimen, desarrollo eco-
nómico local, tercera edad, intervención temprana y bien-
estar), pero podrían incorporar otras temáticas por decisión
del Poder Ejecutivo.

Por su parte, en Estados Unidos no hay un mecanismo
específico establecido para la determinación de las áreas de
aplicación de la PBE, sino que estas se definen según el
interés del Poder Ejecutivo. A nivel municipal se ha priori-
zado el intercambio de datos al interior de la ciudad y con
los ciudadanos a partir de sistemas de datos abiertos (open
data), aunque algunas áreas inicialmente tuvieron un mayor
desarrollo, como la lucha contra el crimen, la respuesta ante
desastres y el desarrollo económico.

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D JRN

1!0!,-/!00>�,*



�>��,+�Q30',+!0� !/'4� �0� !Q �+WQ'0'0��,*-�/�]4,
 ! Q,0 ��0,0� ! �!'+,��+' ,�7 �01� ,0��+' ,0
Del estudio de las particularidades y semejanzas de estos
dos casos paradigmáticos podemos destilar algunas con-
clusiones. En primer lugar –como conclusión general– es
necesario resaltar que la incorporación de evidencia al pro-
ceso de la política pública es hoy un desafío ineludible ante
una sociedad cada vez más compleja y demandante. Será
cada vez más difícil justificar la no incorporación de los
métodos y los hallazgos que ofrece la ciencia y que resul-
tan fundamentales para asegurar una mayor eficacia de las
intervenciones públicas. Sin embargo es importante otorgar
la dimensión adecuada a los hallazgos presentados: estos
son avances que se incorporan al proceso de la hechura de
las políticas, pero no lo remplazan. Eso quiere decir que la
incorporación deberá llevarse a cabo teniendo en cuenta las
particularidades que el proceso presenta en cada contexto
administrativo-institucional específico. Para eso habrá que
conocer previamente tanto las potencialidades, las ventajas
y las ventanas de oportunidad de cada estructura como
su viabilidad en un momento político dado. Por otro lado
deberán identificarse los posibles obstáculos y las limitacio-
nes que puedan anticiparse.

A fin de transitar ese camino será importante tener
en cuenta ciertas cuestiones que surgen como relevantes a
partir de las experiencias británica y norteamericana:

1) Liderazgo y apropiación de la iniciativa de PBE a través
del arco político y de la burocracia: la experiencia internacional
demuestra que las iniciativas de PBE han tomado impulso y
se han instalado en la gestión de gobierno cuando las cabe-
zas del Ejecutivo las han liderado. Particularmente impor-
tante ha sido la constitución de una unidad de gobierno que
reporta a las oficinas del presidente, del primer ministro
o del alcalde. Estos ámbitos se han caracterizado por con-
tar con mandatos muy específicos para generar, regular y
monitorear PBE.
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Igualmente importante ha sido la identificación de agen-
cias “líderes”, que sirven para traccionar al resto de reparti-
ciones estatales hacia un cambio de cultura organizacional.
En este sentido han cumplido un rol muy importante las
oficinas técnicas de estadística, informática, modernización
del Estado y regulación sobre manejo de datos. Asimismo
ha sido fundamental –sobre todo en momentos iniciales–
la identificación de herramientas de gestión que permitan
nutrir el proceso de generación de evidencia, como las
líneas telefónicas para habilitar reclamos.

Los casos presentados también ponen de manifiesto la
necesidad de contar con el apoyo del Poder Legislativo para
avanzar en cambios más profundos. Esta participación ha
variado caso por caso. La ampliación de la discusión hacia
el Poder Legislativo es una opción estratégica que depende
del nivel de maduración de la iniciativa de PBE y de la
necesidad de contar con una base legal para implementar el
modelo, ya que vincula otras áreas de políticas (por ejem-
plo, privacidad y confidencialidad de datos o generación de
partidas presupuestarias para abrir una nueva repartición
de gobierno).

2) Tipo de evidencia y estándares de calidad: no existe un
único modelo respecto de qué se entiende por evidencia a
los efectos de la PBE. Mientras que algunas de las experien-
cias basan su trabajo en microdatos (como los municipios de
Estados Unidos), otras han priorizado la estilización y com-
pilación de hallazgos científicos sobre eficacia, eficiencia
e impacto de diferentes intervenciones de política pública
(por ejemplo, el caso inglés). Cada modelo tiene sus pros y
contras. Mientras que los microdatos permiten la obtención
de información de manera más sistemática y en poco tiem-
po (ocasionalmente en tiempo real), muchas veces se ven
limitados en el tipo de variables que se pueden relevar por
procedimientos de big data u otros y, así, no siempre logran
captar los impactos de la política. Por otro lado, la estiliza-
ción de hallazgos logra profundizar sobre los impactos de
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políticas específicas, pero sus tiempos de elaboración son
más largos.

Los tipos de datos que se pueden recoger no son con-
trapuestos. Por el contrario, pueden conformar una cartera
de evidencia cuyo balance deberá ser definido en térmi-
nos políticos, técnicos y presupuestarios. Existe un riesgo
asociado a la idea de que con una sola clase de evidencia
alcanza:

Hay que evitar la tentación de pensar que todo lo que se nece-
sita tener es un conjunto de ensayos controlados aleatorios
y el mundo será un lugar mejor […] Creo que aquellos argu-
mentos que son fruto de una sola disciplina y de una única
metodología no tienen sentido, son erróneos y no nos ayudan
a construir la base de evidencia equilibrada que necesitamos
para la toma de decisiones (Davies, 2005).

Por lo tanto es fundamental decidir en cada caso qué
tipo de evidencia se necesita para cada clase de pregunta.

La adopción de los diversos métodos de obtención de
datos requiere de una definición de cada uno de ellos, sus
potencialidades y límites, y el establecimiento de criterios
claros respecto de lo que en cada caso será considerado
evidencia y qué no. En los ejemplos presentados, esta defi-
nición ha surgido del intercambio entre funcionarios, polí-
ticos y técnicos. En lo que respecta a los microdatos, existe
una multiplicidad de definiciones. Sin embargo, en lo que
se refiere a la compilación de hallazgos de política públi-
ca, existe consenso internacional en que las evaluaciones
experimentales o cuasiexperimentales son el método por
excelencia y las revisiones sistemáticas, la mejor manera
de estandarizarlas. No obstante, su aplicación no siempre
es posible y por lo tanto se requiere de definiciones sobre
estándares de calidad para otro tipo de evaluaciones que
también son válidas.

Las lógicas de principal agente son un parámetro a con-
siderar al momento de definir estándares de calidad. Que
a las intervenciones las ejecute la propia administración
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pública no es lo mismo que los servicios estén tercerizados.
En este último caso, el gobierno debe reducir las incerti-
dumbres asociadas a los contratos de agencia. En muchos
países, algunos programas sociales no son ejecutados direc-
tamente por el Estado, sino por organizaciones sociales que
obtienen financiamiento después de un proceso competiti-
vo (como en el caso británico). En esta situación, el requisito
de que los programas tengan un sustento científico que ase-
gure su eficacia parece aún más razonable ya que, después
de la adjudicación del contrato, el Estado pierde en gran
medida el control sobre el desarrollo del programa.

Por último es importante considerar que los casos pre-
sentados ponen de relieve que los temas sobre los que se
solicita evidencia robusta están definidos por el interés del
Poder Ejecutivo de monitorear más de cerca y eventualmen-
te rendir cuentas sobre un conjunto de políticas específicas
(y no necesariamente sobre todas las políticas públicas).

3) Conveniencia –o no– de contar con uno o más reposito-
rios de datos (clearinghouses): el modo en que se centraliza,
sistematiza y difunde la información es otro aspecto central
a tener en cuenta. En última instancia, la generación de
evidencia tiene como objetivo nutrir el proceso de política
pública. La conformación de un repositorio de datos o de
evidencia abre interrogantes como ¿quién debe adminis-
trarlo?, ¿qué capacidades son necesarias para hacerlo?, ¿es
conveniente contar con uno o con varios repositorios?, ¿la
evidencia debería estar organizada por área de política?,
¿quiénes pueden hacer uso de la información disponible?,
¿de qué modo se segmenta y se presenta la información que
está consolidada?, y ¿cómo puede financiarse?

Mientras que en Reino Unido los repositorios están
organizados por área de política (centros what works), en
Estados Unidos existe una variedad de repositorios a nivel
subnacional y sectorial. Esta dispersión ha invitado a la
Comisión de PBE a estudiar el tema más a fondo y refle-
xionar sobre un diseño institucional que sea más funcional.
Dicho esto, cabe tener presente que en la conformación de
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esos repositorios tienen un peso específico muy fuerte los
centros de investigación, las universidades y los think tanks
con probada experiencia profesional en ese campo.

De lo analizado previamente también resulta indiscu-
tible que la relación entre evidencia y proceso de hechura
puede ser diferente entre un área de política pública y otra.
En algunos casos hubo sectores que se priorizaron y donde
se avanzó más rápido. En otros hubo una selección de inter-
venciones claves en diferentes sectores, en las que se avanzó
en mayor medida. En el caso actual de Reino Unido hay un
tipo de avance “por temas prioritarios” en varios sectores de
política en simultáneo. El caso de Estados Unidos, por otro
lado, pone en evidencia la importancia de contar con datos
actualizados sobre todas las intervenciones de la adminis-
tración en cortos lapsos.
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El estudio de los procesos de implementación de manera
comparada permite buscar mayores precisiones en torno a
qué se entiende por PBE. Sin duda, más allá de cualquier
definición, la principal restricción que enfrenta este enfoque
no es de carácter metodológico ni técnico, sino fundamen-
talmente político, y deriva de las posibilidades de construir
y administrar sistemas de información complejos y ligarlos
con núcleos de investigación relevantes en términos de la
política que se quiere diseñar e implementar.

En tal sentido, con este trabajo se ha intentado iden-
tificar y explicar una serie de condiciones sobre las cuales
existiría consenso para construir e institucionalizar una
PBE. El acuerdo que surge del análisis de la literatura espe-
cializada y del análisis comparado entiende que se está ante
su presencia cuando: a) los principales hacedores de política
sustentan sus decisiones en procesos racionales construidos
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sobre la base de datos existentes, ordenados de manera
deductiva y orientados a identificar las mejores opciones de
política, b) estos procesos suponen sistemas de gestión del
conocimiento robustos, apoyados en el uso de la tecnología,
c) los análisis de las alternativas de política están basados
en el uso explícito e intencional de la mejor evidencia cien-
tífica, y d) la búsqueda de las mejores opciones de política
debe ser acompañada del desarrollo institucional burocrá-
tico orientado a la implementación de políticas públicas.

Generar capacidades institucionales en torno a estos
procesos no es fácil. En todo caso se considera que la incor-
poración de procesos de PBE al ciclo de política en una
administración pública concreta debe ser una propuesta a
medida del caso (taylor-made). Para desarrollarla habrá que
tener en cuenta descubrimientos e intervenciones exitosas
realizadas en otros ámbitos, pero su aplicación no debe ser
hecha en forma acrítica, sino tras un proceso de reflexión,
adaptación y –por qué no– evaluación, de lo que sirve y
no sirve (what works). También pueden desarrollarse institu-
ciones innovadoras adecuadas a la situación particular. En
todo caso, la vinculación entre evidencia y política pública
no es rígida: debe adaptarse a la particular complejidad del
proceso de políticas específico en cada caso.
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Continuando en la línea de políticas basadas en evidencias,
este artículo se enfoca en el abordaje de los desafíos de la
evaluación de impacto (EI) para los institutos de ciencia y
tecnología. Los procesos de observación, generación y uso
de evidencia son particularmente importantes para el sector
público. La EI es una herramienta clave para comprender
en qué medida un determinado programa de acción para
la implementación de una política logra su cometido. A su
vez, observar los procesos de creación de impacto produce
aprendizajes que mejoran la toma de decisiones y el desem-
peño de una institución.

El principal objetivo de este ensayo es facilitar el diá-
logo en el ámbito de los institutos de ciencia y tecnología
sobre la importancia de las EI para la toma de decisiones de
política basadas en evidencia. El trabajo le provee al lector
una revisión sencilla de las estrategias y los métodos de
EI, su conceptualización en pos de su institucionalización
como práctica cultural y sus principales desafíos, y brinda
una propuesta para su transversalización en los institutos
de ciencia y tecnología, basada en la experiencia del camino
recorrido por el INTA durante los últimos años en el marco
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del Proyecto Disciplinario Diseño e Implementación de un
Sistema de Medición de Impacto del INTA sobre el siste-
ma agropecuario, agroalimentario y agroindustrial (SAAA)
argentino.

Para eso se propone dividir la lectura en cuatro partes.
La primera de estas introduce al lector en la EI respondien-
do preguntas como por qué evaluar impacto, qué ayuda a
entender la EI, qué es impacto, cuándo medir, qué se nece-
sita para llevar a cabo una EI, cómo responder a una pre-
gunta de EI, para qué interesa medir impacto y desde dónde
enfocarse a los fines de preparar a una institución de cien-
cia y tecnología para evaluar sistemáticamente su impacto.
La segunda parte expone el enfoque de la EI haciendo un
recorrido sobre conceptos claves como qué es evaluar, en
qué consiste una EI, cómo se realiza y cuál es la importan-
cia de gestionar por impacto. La tercera parte analiza cómo
emprender EI en institutos de ciencia y tecnología. Para
eso profundiza en cuáles situaciones se justifica desarrollar
una EI, cómo gestionar por impacto, cuáles son los pasos
indispensables para planificar el diseño de una EI, cuál es
la mejor estrategia de diseño para una EI, cómo desarrollar
estrategias de atribución causal y cómo lograr la apropia-
ción de los resultados de una EI. Y la cuarta parte presenta
los avances en la construcción de una estrategia metodo-
lógica para la transversalización de la EI en el INTA. Por
último se brinda en anexo un cuadro síntesis que deta-
lla referencias bibliográficas por temas considerados claves
por el autor para la praxis de EI.

B:��*0.+�1��&W*�� I�  2�I1��&W*�� &),��0+�?��@

Las EI forman parte de la agenda de investigación apli-
cada sobre la formulación de políticas públicas basadas en
evidencia. Demostrar atribución de causalidad es el sello
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distintivo de esta evaluación. La EI investiga los cambios
que provoca una intervención.

¿Por qué evaluar impacto en institutos de ciencia y
tecnología?

Uno de los desafíos más apremiantes en materia de
desarrollo es mejorar la capacidad de las instituciones de
ciencia, tecnología e innovación para generar e internalizar
aprendizajes sobre las políticas que ejecutan y sus estrate-
gias de implementación en los territorios.

En este contexto, la EI es un instrumento clave para
gestionar mejor, ya que sin evidencia precisa sobre cuán
efectiva está siendo la política de ciencia y tecnología en
lograr sus objetivos difícilmente se pueda mejorarla.

Por otro lado, la EI trasciende la medición de progra-
mas específicos y pone en valor los sistemas de informa-
ción y estadísticas para la toma de decisiones, producien-
do mejoras sobre los procesos de sistematización de datos
administrativos, monitoreo y evaluación de proyectos.

A medida que la EI va convirtiéndose en una herra-
mienta de uso generalizado en la institución, transforma la
práctica laboral en una cultura de aprendizaje clave para
el mejoramiento continuo y sostenible de la gestión tanto
pública como privada.

¿Qué ayuda a entender la EI?
La EI ayuda a entender cómo provocar mejores impac-

tos a partir de estrategias focalizadas para subgrupos o
dimensiones distintas para los cuales los productos y servi-
cios brindados a la sociedad son la respuesta a necesidades,
demandas y oportunidades.

¿Qué es impacto?
El Comité de Asistencia para el Desarrollo de la Orga-

nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE o también OECD, por sus siglas del inglés Organisa-
tion for Economic Co-operation and Development) define
impacto como los “efectos positivos y negativos, deseados y
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no deseados, directos e indirectos, primarios y secundarios,
que produce una intervención”.

¿Cuándo medir?
Lo importante es medir en lo cotidiano. Lograr intro-

ducir al INTA en la práctica habitual de la captura de la
propia información que genera en el proceso de producción
de valor público es un recurso valioso tanto para el segui-
miento de la labor institucional como para la evaluación de
su impacto.

¿Qué necesitamos para llevar a cabo una EI?
En primer lugar, conocer en profundidad la inter-

vención que se quiere evaluar y poder formular hipóte-
sis de interés sobre mecanismos causa-efecto provoca-
dos por la institución, que se vinculan con las variables
de resultado esperadas, en proceso u observadas.

En segundo término, preguntas específicas de rele-
vancia estratégica sobre los impactos que interesa pro-
vocar (anticipación), analizar su proceso de construcción
(predicción) y evidenciar sus efectos (comprobar). ¿Para
qué? Para seleccionar la mejor alternativa de proyecto de
intervención y de estrategia de gestión, mejorarla (reali-
zar ajustes y reprogramación) y aumentar la eficacia de
carteras programáticas futuras.

Y tercero, fuentes de información adecuada para
una investigación evaluativa del impacto que responda a
la hipótesis y la pregunta planteadas (bases de datos ins-
titucionales y sistemas de relevamiento de información
primaria, para un análisis mixto cuali-cuanti).

¿Cómo responder a una pregunta de EI?
Para esto es fundamental reflexionar sobre cuatro

aspectos claves:

a. Analizando si la intervención provoca los impactos
esperados sobre los destinatarios tanto en dirección
(¿son positivos o negativos?) como en magnitud (¿son
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mayores o más efectivos para algún subgrupo de desti-
natarios?).

b. Si el resultado evidenciado (esperado o no esperado) es
atribuible a los mecanismos de intervención provoca-
dos por la institución.

c. Si la intervención puede ser mejorada o rediseñada
para provocar mayor impacto.

d. Si se evidenciaron efectos no previstos. En caso afirma-
tivo, ¿externalidades positivas o negativas?, ¿sobre los
propios destinatarios u otros grupos de la sociedad?

Sintetizando, ¿para qué interesa medir impacto?
Sobre todo, para incidir en los procesos de toma de

decisiones, para lo cual –según el caso– es fundamental
contar con EI ex ante (“con anterioridad”), concurrente y ex
post (“a partir de”). En el caso de las instituciones de ciencia
y tecnología, es fundamental la generación de evidencia de
impacto para realimentar el direccionamiento estratégico
hacia una mayor efectividad en el desarrollo.

Dentro de las principales decisiones a considerar se des-
taca la importancia sobre a cuáles proyectos destinar recur-
sos (humanos, financieros, físicos, tecnológicos, naturales y
energéticos) a los fines de provocar un mayor impacto.

En este sentido, las EI brindan un conocimiento clave
para decidir si es conveniente o no financiar una interven-
ción o si es recomendable continuar con esta o ampliarla.
También brinda aprendizajes sobre cómo replicarla a partir
de una experiencia piloto y sobre cómo adaptar satisfacto-
riamente una intervención exitosa para otro contexto.

Por otro lado, en términos de responsabilidad social se
analiza qué funciona y qué no, lo cual mejora los procesos
de implementación de futuras intervenciones, y se les infor-
ma a los destinatarios cuánto o si no se está beneficiando a
la comunidad y en qué forma se lo hace.

El principal desafío es promover la consolidación de
una huella de conocimiento más profunda que contribuya
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con un proceso de toma de decisiones cada vez más basa-
do en evidencia, a partir del cual la EI se convierta en
una herramienta de uso generalizado en las instituciones
públicas.

¿Desde dónde enfocarse a los fines de preparar a una
institución de ciencia y tecnología para la EI?

El impacto de la ciencia y la innovación está enfocado
en la transformación o el conjunto de cambios sostenibles
producidos en las distintas dimensiones del desarrollo para
mejorar sus indicadores y categorías de análisis en benefi-
cio del ser humano, la economía, la sociedad y el ambiente,
como resultado de las agendas I+D+i.1 Siempre que se vayan
a destinar esfuerzos para producir resultados en ciencia e
innovación, es imprescindible valorar con anterioridad su
posible impacto (evaluación ex ante), analizar los procesos
de coconstrucción por los cuales se provoca (evaluación
concurrente) y evidenciar sus efectos positivos y negativos,
previstos e imprevistos, con la mayor objetividad posible
(evaluación ex post).

La EI comprende un análisis multidimensional –social,
económico y ambiental– que requiere integrar las diferen-
tes perspectivas de los destinatarios. Por un lado, evaluar
el impacto desde la perspectiva de las modificaciones al
ambiente ocasionadas por la intervención. Por otro, la medi-
ción sobre el valor agregado en la producción, y la genera-
ción de ingresos y empleo, entre otras variaciones provoca-
das en la economía de los destinatarios. Finalmente, valorar
los posibles cambios y las consecuencias sociales sobre la
población: nuevos comportamientos de vida comunitaria,
prácticas productivas, formas de organización, creencias y
valores, entre otras.

Para eso es esencial introducir a las instituciones en
un proceso de transversalización de la EI. La transver-
salización es una estrategia para conseguir que la EI sea
parte integrante en la elaboración, la puesta en marcha, el

1 “Investigación, desarrollo e innovación”.
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control y la evaluación de toda acción institucional. Es un
proceso de aprendizaje y transformación de cultura institu-
cional orientado a promover y sustentar un ecosistema de
medición y gestión del impacto; un proceso de aprendizaje,
construcción y comunicación que propicie un trabajo coor-
dinado y cooperativo entre destinatarios y protagonistas
para observar, entender y valorar los procesos de creación
de impacto en marcha y evidenciar los cambios provocados.

C:��I  *!+-1 �� I� ���5 I� &),+.0�*�&��� $ /X+*�.
,+. &),��0+

Un primer aspecto clave a destacar es que interesa la EI para
“conocer si la realidad que intervenimos funciona como
presuponemos”.

Frecuentemente se observa que las decisiones sobre los
recursos públicos se basan en determinadas ideas que algu-
nas personas tienen sobre cómo funciona el mundo. Habi-
tualmente, estas creencias se fundamentan en experiencias
personales, trayectorias profesionales y la manera en que
habitualmente suelen hacerse las cosas, pero pocas veces se
basan en evidencias.

El desafío de la EI es mostrar qué hubiese sucedido con
la vida de las personas destinatarias de una intervención
(acceso a una determinada tecnología o estrategia de desa-
rrollo, entre otras) en el mundo alternativo en el cuál ellas
no hubiesen sido partícipes de ella. Y conocer –a partir de
ello– cuál es el cambio provocado por la intervención sobre
determinados resultados de interés.

¿Por qué? Porque interesa evidenciar si las lógicas y
rutas de acción que se planifican y ejecutan son adecuadas
para producir las transformaciones deseadas. Esto cobra
vital importancia en los tiempos actuales, cuando la incerti-
dumbre, la multidiversidad, lo paradójico y lo contradicto-
rio rigen las dinámicas de nuestras interacciones.
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¿Se está pudiendo responder a las necesidades, los pro-
blemas, las demandas y las oportunidades que emergen del
sistema agropecuario, agroalimentario y agrobioindustrial
(SAB)? ¿Son adecuados los modelos de intervención frente
a la complejidad de los contextos actuales? ¿Cuáles son los
efectos observables provocados por los productos y servi-
cios brindados por los institutos de ciencia y tecnología
ante una era de constantes cambios? Para dar respuestas a
estas y otras preguntas claves de la planificación del desa-
rrollo, la EI cumple un rol fundamental como herramienta
de gestión para la toma de decisiones basada en evidencia y
la creación de procesos de alto valor público.

¿Qué es evaluar?
La evaluación es una investigación y –como tal–

requiere de rigurosidad científica para que los juicios de
valor resultantes estén basados en evidencias que permitan
responder de manera técnica y precisa a los interrogantes
estratégicos que la motivan.

El fundamento teórico detrás de una evaluación es el
concepto de cambio que se produce por la intervención. Las
preguntas de investigación que pretenden responder y evi-
denciar las EI son “preguntas de causa y efecto”, se centran
en estudiar la atribución de causalidad.

La EI no busca responder “preguntas descriptivas ni
normativas”, razón por la cual no es su finalidad siste-
matizar lo que está ocurriendo (evaluación descriptiva) ni
comparar lo que ocurre con lo que debería ocurrir (evalua-
ción normativa). Las EI se ocupan de estudiar los cambios
“atribuibles” a una intervención, modalidad de implementa-
ción o innovación de diseño, sobre un resultado de interés
específico.

La EI de un proyecto, programa o política pública bus-
ca evidenciar aquellos cambios sostenibles en el tiempo que
resultan de una acción específica dirigida a transformar la
realidad.

Su objetivo es valorar el “diferencial de cambio”
entre la situación con intervención versus la situación
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sin intervención. La intervención puede ser un proyecto
pequeño, un programa grande, una colección de acti-
vidades, una serie de comportamientos, un lineamiento
estratégico o una política a escala local, regional, nacio-
nal o internacional.

Sintetizando, ¿en qué consiste una EI?
Una EI consiste en:

a. Identificar con precisión las hipótesis que subyacen
a la lógica de cambio en función de las preguntas de
evaluación.

b. Verificar si estas hipótesis se han cumplido en la
práctica.

c. Identificar aquellos efectos no planificados ni pre-
vistos.

d. Identificar otras intervenciones o factores que pudie-
ran haber influido en los cambios producidos.

e. Garantizar que los impactos identificados (planifi-
cados, no planificados y no previstos) sean efectiva-
mente consecuencia de la intervención realizada.

¿Cómo se hace eso?
Básicamente, intentando responder a tres preguntas

fundamentales (Watson, 2008): ¿qué cambios ha habido
en las personas destinatarias y su comunidad desde el
inicio de la intervención?, ¿cuáles de estos cambios son
atribuibles a ella?, y ¿qué diferencia han marcado estos
cambios en la vida de la población (destinataria directa
e indirecta)?

Para eso es importante que el proyecto de intervención
a evaluar se haya formulado o se pueda reformular bajo
el enfoque de una teoría del cambio, reflexionando sobre:
¿adónde se quiere llegar en el largo plazo?, ¿qué se quiere
lograr a mediano plazo?, ¿qué se quiere lograr a corto pla-
zo? y ¿qué hacer para conseguir estos cambios? Y, a partir
de las respuestas que surjan a estas preguntas, profundizar
sobre las oportunidades de transformación en las cuales
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intervenir. Dentro de las principales podemos identificar los
“cambios proyectables y transformativos” (Retolaza, 2009).

Los “cambios proyectables” son aquellos que surgen de
brindar solución tecnológica a problemas simples o com-
plicados a partir de una lógica lineal mediante proyectos
concretos y acciones planificadas. Mientras, los “cambios
transformativos” se refieren a las prácticas transformadoras
de Pierre Bourdieu (1997), a aquellas acciones que permiten
liberarse de modelos mentales, ideologías, círculos viciosos
y demás elementos que obstaculizan la posibilidad de mate-
rialización de nuevas realidades y futuros deseados.

La definición sobre cuál categoría de cambio se va a
construir la intervención es clave para proyectar su alcance
en cuanto a metas de resultado e impacto, y analizar cómo
se producirán los vínculos de causalidad. Si los cambios a
provocar son proyectables, es esperable plantear una lógica
de “atribución causal exclusiva” como estrategia de inter-
vención. Si se corresponde con los cambios transformativos,
la estrategia requerirá al menos una lógica de “atribución
causal conjunta” a otras intervenciones. Cuando el objetivo
es la contribución al desarrollo de los territorios se recono-
ce que confluyen “vías causales alternativas (o múltiples)”.
Identificar la forma como se produce el cambio esperado es
fundamental para dimensionar el alcance de la intervención
y poder demostrar su estrategia de atribución-contribución
sobre las metas de impacto.

¿Gestión por impacto? ¿Qué significa?
Las instituciones de ciencia y tecnología gestionan por

impacto cuando asumen como objetivo estratégico pro-
mover, observar y gerenciar sus procesos de creación de
impacto.

Esto implica medir el impacto de la labor institucional
en forma continua, propiciando aprendizajes que permitan
identificar y definir acciones correctivas si los resultados se
desvían de lo esperado.

La gestión del impacto requiere:
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a. Construir una “visión compartida de futuro” –desde la
población destinataria y los stakeholders o partes intere-
sadas– que explicite las expectativas y previsiones de
futuro sobre el proceso de creación de impacto que se
quiere desencadenar para transformar la realidad y sus
efectos sobre la complejidad del SAB.

b. Tener una “visión estratégica” –desde la organización–
en lo que se refiere al problema o la necesidad a abor-
dar, la misión a la que servir, las relaciones institucio-
nales que promover, la creación de valor público a pro-
vocar y el sistema de información sobre los resultados
de impacto a comunicar.

c. Una “visión operativa” –desde los proyectos, los pro-
gramas y la política pública– con la que se trabaje en
cómo provocar mayor y mejor impacto a partir de las
respuestas brindadas ante las demandas, necesidades y
oportunidades, presentes y futuras, del SAB.

Todo eso forma parte de la gestión del impacto, que se
concibe como un proceso circular de “mejora continua” a
partir del cual se contrastan los resultados de la labor insti-
tucional con:

a. Lo que hubiese pasado de todas formas (efecto “peso
muerto”).

b. Las actividades de otros agentes (aislar lo atribuible al
proyecto de intervención).

c. En qué medida los efectos de la intervención inicial van
perdiendo importancia con el paso del tiempo (efecto
“caída”).

d. En qué medida los resultados han desplazado otras
consecuencias igualmente positivas que hubieran podi-
do suceder (efecto “desplazamiento”).

e. Las consecuencias inesperadas o imprevisibles (que
pueden ser positivas o negativas).
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Para abordar la complejidad que implica gestionar por
impacto, existe una amplia gama de enfoques útiles: simu-
lación ex ante, construcción de escenarios, juegos de toma
de decisiones, monitoreo orientado a impactos, prospectiva
estratégica y pensamiento complejo, entre otros. Como se
puede apreciar, el uso de métodos participativos se torna
cada vez más una cuestión fundamental, ya que permiten
valoraciones cualitativas para contar lo incontable, generar
estadísticas de dimensiones pertinentes y analizar catego-
rías de las percepciones y creencias de los stakeholders que de
otro modo quedarían reducidas en cuanto a su relevancia.
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Las EI deberían “utilizarse selectivamente” en función de
decisiones de política institucional o cuando la pregunta de
evaluación que se plantea es específica y exige un exhausti-
vo análisis de la causalidad para el direccionamiento estra-
tégico.

¿En cuáles situaciones se justifica desarrollar una EI?
Para estudiar los efectos de atribuibles a:

a. Un nuevo y prometedor proceso de innovación.
b. Las condiciones de replicabilidad de una intervención

a otra escala, grupo y entornos diferentes.
c. Ampliar el alcance de una intervención, reformarla o

justificar su modificación presupuestaria.
d. Una intervención no probada, de la cual se conoce poco

sobre sus impactos.
e. Fundamentar una decisión de política institucional

basada en evidencia.

Por ejemplo, la reorientación de los rumbos de una
Estación Experimental Agropecuaria del INTA frente a la
actualización de cambios de contextos y nuevas visiones
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de éxito, la negociación de la asignación del gasto público,
nuevas estrategias de intervención de un programa nacional
por la emergencia de nuevas problemáticas, la priorización
de recursos presupuestarios y la formulación de una nueva
cartera de instrumentos programáticos, entre otros casos.

¿Cómo gestionar por impacto?
Se debe considerar que existen tres tipos de proyectos

a formular y, por ende, tres tipos de evaluaciones de diseño
a realizar: por un lado, el diseño del “proyecto de la inter-
vención”, ejercicio que se realiza ex ante; por otro, el diseño
del “proyecto de evaluación de la intervención” y, además,
el diseño del “proyecto de evaluación de la EI” (metaevalua-
ción), ejercicios que pueden realizarse tanto ex ante como
ex post.

Es importante organizar el ecosistema de innovación
por impacto a los fines de trabajar conjuntamente ex ante
esos diseños, ya que esto permite la anticipación estratégica
sobre la magnitud y la intensidad de los cambios programa-
dos. Y dejar para un ejercicio ex post el diseño de ajuste y
reformas al proyecto de evaluación de la intervención y de
la metaevaluación. Para eso es fundamental introducir a la
institución en el enfoque de la EI prospectiva.

La EI prospectiva se programa, diseña e inicia su ejecu-
ción junto al proceso de formulación y puesta en marcha de
la intervención. Se sustenta en las estrategias de atribución
causal y metodologías de evaluación que anticipan y que no
anticipan los efectos de la intervención (impactos previstos
y no previstos, métodos deductivos e inductivos). Su carac-
terística más importante es la posibilidad de construcción
de un escenario contrafactual a partir de un grupo de com-
paración y del análisis de coherencia de los datos empíricos.
A su vez, este enfoque posibilita establecer línea de base,
promueve la construcción de una teoría de cambio, procura
la utilización de técnicas cuali-cuanti, permite la simulación
ex ante y anticipar la magnitud del impacto, y potencia el
aprendizaje social y la mejora continua para la gestión y
comprensión de los procesos de desarrollo.
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Fuente: elaboración propia (Curarello, 2021).

El principio ético más básico en una EI es que las reglas
de operación pertenecen a la estrategia de implementación
de la intervención, no son impuestas por el diseño de eva-
luación, sino que este se ajusta a ellas. Planificar el diseño
de la EI es útil para dilucidar y clarificar las reglas de opera-
ción del programa, y contribuye a analizar si son equitativas
y transparentes, y si se sustentan sobre la base de criterios
claros de elegibilidad.

A su vez, la ética de la EI excede a la ética de las
reglas de operatoria e implementación de la intervención,
introduciéndose en la ética de la investigación humana y
social que implica llevar a cabo investigaciones transparen-
tes, objetivas, reproducibles y –en la medida de lo posible–
generalizables.

Los pasos indispensables para planificar el diseño de
una EI son:
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a. Explicitar y construir participativamente una lógica de
cambio (o realizar su reconstrucción histórica) que con-
temple las alternativas de cómo se supone (creencias,
modelos mentales, teorías o evidencias de experien-
cias similares) que la intervención logrará los objetivos
previstos.

b. Acordar el camino hacia el impacto (especificar la estra-
tegia de atribución causal).

c. Definir las preguntas de EI en función de la intencio-
nalidad del estudio y los aprendizajes institucionales a
propiciar.

d. Seleccionar los indicadores para medir, valorar y anali-
zar el diferencial de cambio.

Estos pasos requieren de un marco amplio de participa-
ción, con todos los involucrados (equipo de la intervención,
población destinataria y stakeholders, entre otros), que per-
mita construir un lenguaje común y una visión compartida
de la transformación esperada y la forma de alcanzarla.

Hay que acordar y comunicar cómo se gestionará la
evaluación, los equipos de trabajo, quiénes tomarán cada
tipo de decisión y cómo se garantizará su calidad.

Para conformar el equipo se deberán explicitar los tér-
minos de referencia de la investigación y definir las compe-
tencias básicas para desarrollarla. Los términos de referen-
cia deben especificar por qué se realiza la evaluación, quién
utilizará la evaluación, cuál es la teoría del cambio que sus-
tentó la acción, las preguntas estratégicas que motivan la
evaluación, los criterios a partir de los cuales se emitirán los
juicios de valor y los recursos que se disponen para llevarla
a cabo. El equipo constituido debe ser multidisciplinario,
con experiencia en el diseño y el análisis de indicadores, con
presencia de un experto metodológico y expertos temáticos
en el área de la intervención.

¿Cuál es la mejor estrategia de diseño para una EI?
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Actualmente se cuenta con una gran diversidad de
herramientas y métodos para una investigación evaluativa
situada a las características, la complejidad y el contexto de
la intervención. No existe una estrategia única y predefini-
da para EI, sino una diversidad de opciones que permiten
comprender y demostrar atribución de causalidad.

Según se busque anticipar o no los efectos de una inter-
vención, se configuran dos estrategias claramente diferen-
ciadas y complementarias de trabajo.

En primer lugar, en el marco de la EI prospectiva, cuan-
do se “anticipan” y definen los posibles efectos –positivos y
negativos– junto a la evaluación de diseño de la interven-
ción. Esta estrategia se focaliza en los impactos (previstos)
que surgen de la lógica de cambio establecida para respon-
der al problema u oportunidad que dio origen a la inter-
vención. Permite la utilización de métodos cuantitativos de
evaluación. Se basa en el método deductivo de investiga-
ción; ex ante se formulan hipótesis sobre los mecanismos
causales preestablecidos para provocar el cambio y ex post
se recolecta información para determinar si efectivamente
se produjeron o no. El estudio se respalda en el enfoque del
pensamiento contrafactual.

En segundo término, cuando la estrategia “no busca
anticipar” los efectos o no se ha realizado ex ante la defini-
ción de las variables de impacto. Esta alternativa se enfoca en
valorar tanto los efectos –positivos y negativos– previstos
como los no previstos por la intervención. Permite centrar
el análisis en los mecanismos que producen los efectos y en
el contexto en que estos ocurren, pasando a un plano poste-
rior la cuantificación del efecto neto de la intervención. La
importancia de esta estrategia radica en que los efectos no
previstos de la intervención muchas veces son más impor-
tantes que aquellos identificados anticipadamente.

La complementariedad entre ambas estrategias es fun-
damental para ampliar la gama de los impactos observados
a partir de la identificación de efectos no previstos provo-
cados por la intervención.
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A su vez, en función de cuáles son las reglas de selec-
ción de la población destinataria de la intervención y cuál el
grado de información disponible, suele enfocarse el diseño
de la EI a partir de tres tipos de estrategias que permiten
evidenciar el grado de atribución causal:

a. Enfoques contrafácticos: requieren de la construcción
de un escenario contrafactual a partir del cual se cal-
cula el diferencial de cambio entre la estimación de lo
que habría ocurrido en ausencia de la intervención y lo
que se ha observado como resultado de su ejecución. Se
planifica a partir de diseños experimentales, cuasiexpe-
rimentales o no experimentales.

b. Análisis de la coherencia de las pruebas empíricas con la
relación causal: son procesos de investigación que defi-
nen y estudian patrones que serían coherentes con una
relación causal; patrones que normalmente se basan en
la construcción o reconstrucción histórica de la teoría
del cambio que orientará la creación de impactos o qué
los produjo, para confirmarlos o desmentirlos con la
evidencia empírica generada.

c. Descarte de explicaciones alternativas: en este enfoque
se definen explicaciones alternativas posibles de haber
producido el impacto de la intervención y a conti-
nuación se recopilan los datos necesarios para poder
descartarlas. Esta estrategia resulta especialmente útil
cuando las pruebas disponibles sólo pueden indicar
“correlación”, pero no “causalidad”.

Procurar un diseño de complementariedad entre ellas
es clave para demostrar el vínculo de conexiones verifica-
bles entre el cambio producido y la intervención.

Dentro de los principales desafíos a considerar cabe
mencionar primero que cada elección de metodología arro-
jará un tipo de resultado diferente, con lo cual aparece una
tensión entre legitimación y motivación sobre los resul-
tados de impacto esperados. Por esta razón es necesario
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lograr establecer una alineación estratégica de la labor ins-
titucional en términos de impacto, que no solo defina las
acciones significativas a observar, sino que además brinde
información sobre los avances en torno a las transformacio-
nes a provocar. A esto se suma la necesidad de una mirada
integral desde donde especificar e implementar una serie de
mecanismos sistemáticos efectivos para planificar y evaluar
el impacto de una institución.

Otro desafío esencial para considerar es que la EI impli-
ca un trabajo extra que –a la hora de llevarlo a la práctica,
más allá de las motivaciones personales– nadie quiere asu-
mir. Ahora, si se establece un esquema de decisiones centra-
lizadas para la EI, de abajo hacia arriba, se puede proyectar
una labor focalizada a partir de métodos experimentales
que no requieran que una misma persona siempre brinde
información. Se puede abordar un esquema de selección y
recorte a partir de una muestra teórica, con un protocolo
normalizado para la recolección de la información, a partir
del cual se decida a quiénes les toca completar ese requeri-
miento cada año, alternando entre sí.

Esto conlleva cambiar el enfoque sobre qué es impor-
tante medir. En general persiste un énfasis en el monitoreo
y la evaluación de productos y servicios, y no tanto en
sus efectos e impacto sobre para qué estos se desarrollan y
brindan a la sociedad.

Estratégicamente, a la hora de implementar un sistema
de EI se tienen que abordar simultáneamente los siguientes
desafíos:

a. Asumir la EI como estrategia de comunicación y legiti-
mación de la acción institucional.

b. Lograr motivar a todo el personal para que sea parte de
los procesos de EI, cada quien desde su rol.

c. La simpleza en los requerimientos de EI y los instru-
mentos de recolección de información a utilizar.
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d. Un uso responsable de la evidencia de impacto en los
procesos de toma de decisiones.

e. La necesidad, para todo eso, de construir una cultura
de gestión por impacto.

Para lograr apropiación es crucial transversalizar la EI
en la institución, a la vez que diseñar y explicitar un marco
organizacional consistente con la dinámica del ecosiste-
ma de innovación por impacto propuesto. De igual modo,
lograr un trabajo de síntesis que a partir de las experiencias
de EI permita nutrir la toma de decisiones basada en evi-
dencia, valorizando el acervo del conocimiento generado
para el aprendizaje integral de la institución y el diseño de
nuevos proyectos, programas y políticas.
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En la búsqueda de conseguir que la EI sea parte integrante
en la elaboración, la puesta en marcha, el control y la eva-
luación de toda acción del INTA, se requieren:

a. Una reflexión personal y colectiva que interpele las
prácticas, las ideas previas y las resistencias propias.

b. Revisión, diseño e implementación del enfoque y el
marco organizacional propuesto para implementar el
ecosistema de EI.

c. Alianzas estratégicas con actores referentes en EI.
d. Abordaje de lo que la práctica de la EI irrumpe en el

mundo laboral, como tarea adicional para su abordaje.
e. Organización de la cultura laboral en transformación

hacia una cultura de impacto.
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Para eso, asumiendo la estructura matricial del INTA
y en función de quiénes tomarán las decisiones sobre qué
es clave evaluar y para qué, se proponen “dos estrategias
complementarias”: coordinar la gestión por impacto tanto
de arriba hacia abajo como de abajo hacia arriba.

La primera –de arriba hacia abajo– implica establecer
mecanismos sistemáticos efectivos para planificar y evaluar
el impacto institucional a partir de toma de decisiones cen-
tralizadas, que aseguren los procesos de selección y recorte
en torno a la priorización de ejes estratégicos por parte de
la estructura de gobernanza vigente. La segunda –de abajo
hacia arriba– conlleva poner el foco en las motivaciones
personales y los desafíos asumidos localmente, buscando
provocar un efecto multiplicador de la EI entre el personal
del INTA.

¿Para qué? Para promover una cultura del impacto.
¿Entre quiénes? Tanto entre directores y coordinado-

res, como hacia todo el personal de la institución.
¿Desde quiénes? Desde la comunidad de práctica INTA

en EI.
¿Con cuál finalidad? Generar comunidades de apren-

diencia en EI en torno a ambas estrategias.
¿Cómo? Coordinando y satisfaciendo las necesidades

de trabajo en red que implica transversalizar la EI en el
INTA.

¿A que nos referimos al hablar de comunidades de
aprendiencia? El concepto “aprendiencia” se utiliza para
referirse a “estar en proceso de aprender”. En función de
promover una cultura del impacto y transversalizar la EI en
el INTA se propone caminar en este sentido con el objetivo
de trazar un antecedente hacia la conformación de comu-
nidades de aprendiencia en los territorios, conjugando la
acción colectiva, con un propósito en común: crear, obser-
var y medir impacto.

Conceptualizamos al sistema de medición de impacto
como un observatorio en red de observatorios, cuyo propó-
sito es “observar la construcción de los impactos del INTA,
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evidenciando la capacidad de la institución para generar
cambios o variaciones” en una población objetivo. En otras
palabras, valorar la virtud del INTA para contribuir a solu-
cionar las situaciones problemas identificadas (abordaje y
anticipación de demandas, necesidades y oportunidades del
SAB).

¿Qué implica? En principio, toma de decisiones centra-
lizada, donde “lo estratégico prima sobre lo participativo”.
Seguidamente, trabajo cooperativo y en red.

¿A qué nivel? Un ecosistema de gestión por impacto a
nivel dirección nacional y otros a nivel centros regionales y
de investigación.

¿Por qué? Para garantizar sinergia entre las tres escalas
priorizadas de EI en las cuales se propone estructurar el
sistema:

a. EI integral: ¿cuál es el plus del INTA como institución
para el desarrollo del SAB?

b. EI transversal: implica selección y recorte de acciones
transversales a nivel agregado. Requiere establecer un
protocolo estandarizado de medición, diseño ex ante,
información continua y evaluación centralizada, entre
otros aspectos.

c. EI de unidades primarias: implica que proyectos y uni-
dades puedan diseñar su proyecto de EI a partir de
mecanismos sistemáticos. Demanda trabajar y articu-
lar en red oportunidades y desafíos de EI específicos
e instaurar la EI en la estructura de gobernanza y sus
carteras programáticas.

¿Cómo? Se propone seleccionar una muestra teórica
de las acciones a EI, bajo el criterio de brindar un mayor
aprendizaje y evidencia para toma de decisiones estratégi-
cas en lugar de una selección de carácter representativa de
la cartera de instrumentos programáticos.

A su vez, los indicadores deben seleccionarse con el
propósito de dar cuenta de los impactos a nivel integral del
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INTA, centrándose en un conjunto completo de ellos que
reflejen los objetivos estratégicos articulados en alineación
con los planes de centros y programas, el Plan de Mediano
Plazo y el Plan Estratégico Institucional. Esta priorización
de indicadores en función de los aprendizajes propicia
un análisis profundo a lo largo de la cadena causal del
INTA, integrando las teorías del cambio que evidencian su
accionar.

Poner en agenda la EI requiere de un análisis siste-
mático que permita comprender el impacto potencial de
la labor institucional para maximizarlo. Por otro lado,
los mecanismos sistemáticos instrumentados para la EI
deben ser creíbles y confiables, para lograr legitimidad.
Para eso es clave trabajar la EI desde la etapa de dise-
ño de sus instrumentos programáticos (EI prospectiva),
coordinando el relevamiento de información para las
tres escalas de análisis por protocolos estandarizados.
Esto es fundamental para asegurar que las teorías de
cambio estén articuladas en alineación estratégica sobre
la misión institucional.

¿Cómo provocar oportunidades de EI sobre toda la
estructura matricial del INTA? La Red Impacto INTA y
los Nodos de Investigación Evaluativa: su propósito es
provocar el efecto multiplicador necesario para impulsar
la transversalización de la EI.

Su objeto es:

a. Canalizar demandas y necesidades descentralizadas de
EI (formación, práctica evaluativa, información, iden-
tificación de propuestas de EI y sus diseños metodo-
lógicos).

b. Relacionar y potenciar las capacidades instituciona-
les (articular y coordinar personas, perfiles técnicos y
recursos financieros, físicos e informáticos para la EI).

c. Acompañar las iniciativas locales, generar espacios de
reflexión (seminarios y jornadas, talleres, entre otros).
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d. Establecer una estrategia de comunicación para valori-
zar lo que se hace a nivel macro.

e. Generar procesos de síntesis (repositorio de experien-
cias, aprendizajes, metodologías y reportes periódicos,
entre otros).

F:��+*�I1/&W*

El desarrollo de una agenda política de ciencia y tecnología
a nivel nacional es una labor compleja. A su vez, las limi-
taciones de recursos y apremiantes necesidades que invo-
lucran el proyecto de desarrollo de un país hacen que sea
una actividad tanto estratégica como crítica. Es apremiante
poder promover ecosistemas de innovación de impacto. La
ciencia y la tecnología requieren de una política pública
capaz de comprender su complejidad e incentivar agendas
I+D+i que maximicen su impacto. Para esto es necesario
desarrollar una capacidad institucional pasible de capitali-
zar los resultados disponibles de las EI y el uso de la eviden-
cia para el direccionamiento estratégico de la política. La EI
de la política en ciencia y tecnología establece un sistema
determinado de incentivos, creencias y comportamientos
esperados que se alinean naturalmente en la construcción
de un futuro específico. La gestión por impacto orienta los
procesos de cocreación para que el futuro en construcción
se aproxime al futuro deseado.

Se espera que los enfoques, las reflexiones y los
desafíos aquí planteados sean significativos en el desa-
rrollo y la profundización de las acciones del INTA y
de otras instituciones de ciencia y tecnología que quie-
ran contribuir a un proceso de transformación hacia
una cultura de EI. Y que a su vez sean reveladores
para fomentar el uso de la medición de impacto y
la experimentación social como herramienta de gestión
pública, e impulsen la consolidación de nuevos procesos
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de investigación evaluativa que promuevan métodos de
toma de decisiones cada vez más basados en evidencia.
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Lo que se puede prever se debe prever.

� /1) *

En el presente artículo consideramos la relación entre el
derecho al acceso a la información de interés público y la
necesidad de implementar una metodología interdiscipli-
naria para la construcción de esa información de la manera
más exhaustiva posible, cuando se trate de diseñar políticas
públicas o de autorizar actividades productivas con posibles
impactos sociales y ambientales.

Así como el derecho a la comunicación es el susten-
to de una democracia constitucional en cuanto democracia
deliberativa, cuando se trata de problemáticas complejas
que afectan el interés público no alcanza con la opinión
de los expertos, particularmente porque la complejidad de
estas excede la experticia de una sola disciplina y porque las
soluciones involucran aspectos valorativos que sobrepasan
la racionalidad científica.

Por eso exhibiremos la metodología interdisciplina-
ria que elaboró Rolando García a partir de la necesidad
de un plan de desarrollo alternativo a la sorgorización en
México, con la certeza de que debería aplicarse a la actual
matriz agropecuaria que generó el proceso de sojización
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transgénica en Argentina. También, para evaluar una even-
tual implantación del trigo transgénico, atendiendo a posi-
bles consecuencias perjudiciales previsibles, con el objeto
de evitarlas o minimizarlas.

A su vez veremos que la elaboración interdisciplinaria
del conocimiento requiere ser complementada con el deba-
te público, como lo prevé el Acuerdo de Escazú, aprobado
mediante ley nacional en 2020, en tanto que la definición
de políticas públicas supone componentes valorativos inde-
cidibles mediante la racionalidad científica.

B:��*0.+�1��&W*9�I� � )+�.��&��� I&� .�X2�
5  I � . �%+�� I� &*!+.)��&W*

En una democracia constitucional como la nuestra, las polí-
ticas públicas –en cuanto tales y en sus diferentes niveles
estatales y jurisdiccionales– deben ser sometidas al escruti-
nio y, eventualmente, al debate público. Si bien actualmente
existe una mayor conciencia por parte de funcionarios, téc-
nicos, científicos y profesionales del Estado con respecto a
los derechos constitucionales que asisten a la población, no
siempre hay un conocimiento acabado.

Incluso, frecuentemente se suele considerar que algu-
nos asuntos son meramente técnicos y por lo tanto no
requieren ninguna discusión, cuando en realidad a los mis-
mos subyacen disputas valorativas que deben esclarecerse
reflexiva y dialógicamente. A principios del siglo 20, Max
Weber ya refutaba la supuesta neutralidad valorativa de las
decisiones técnicas (Weber, 1984).

Sin introducirnos en el tratamiento que les brindaba
Weber (bien interesante, por cierto), podemos decir que
actualmente existen algunos consensos acerca de las prefe-
rencias valorativas en nuestra comunidad política que están
plasmados en la Constitución Nacional, la cual a su vez
asume como propios los pactos internacionales de derechos
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humanos y ambientales. Por esto, debería resultar más fácil
entender cuáles son las orientaciones y los límites dentro
de los que debe ser llevada adelante la definición de las
políticas públicas.

Por supuesto, esto también conlleva un esclarecimiento,
debido a que existen conflictos entre derechos fundamen-
tales y se necesita que la política logre articular y armonizar
estos derechos atendiendo a una serie de criterios, entre los
cuales no puede perderse de vista el antiguo Principio de
Favor Debilis. Como suele decirse, si el Estado es “neutral”
en algunas situaciones conflictivas, en realidad está favo-
reciendo al más fuerte en la relación, cuando su deber es
exactamente el opuesto: proteger a los sectores más débi-
les de la población con respecto a aquellos más poderosos
(Abramovich y Courtis, 2002).

En países como el nuestro, con economías de mercado,
el Estado tiene que ser activo. Pero cuando –neoliberalismo
mediante– nos encontramos en un capitalismo muy con-
centrado, resulta muy fácil que se incurra en posiciones de
dominio en el mercado que posibilitan todo tipo de abuso
de poder.

La situación se complica aún más cuando se impone
la ideología neoliberal de los mercados autorregulados, de
acuerdo con la cual debería haber un Estado mínimo, sin
responsabilidades sociales ni ambientales, por lo que las
regulaciones y la intervención estatales deberían reducirse
a una ínfima expresión.

Esa matriz político-cultural, a su vez, fue internaliza-
da por muchos funcionarios que se muestran temerosos de
intervenir en situaciones conflictivas incluso cuando es su
deber hacerlo. Entonces, cuando los sectores poderosos no
se quejan, parece que no hay conflicto. Pero las asimetrías y
la desigualdad instalada exhiben una enorme conflictividad,
la cual es ocultada o bien escamoteada al debate público.

Como suele decirse, las necesidades que deberían for-
mar parte de la agenda pública son invisibilizadas por la
agenda publicada. Pero, como no se puede tapar el sol con
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una mano, los conflictos emergen. Por supuesto, la eclosión
a veces es tardía, cuando los hechos consumados resultan
difícilmente –si no directamente– irreversibles.

Podrá pensarse que hay sectores de la población muy
pasivos con respecto a la información, que consumen acrí-
ticamente aquello que los medios más tradicionales les
ofrecen, particularmente en contextos de alta concentra-
ción mediática. Para esos grupos puede ocurrir que diversas
calamidades –enfermedades, malformaciones, aumentos de
precios, pérdida de empleos, desplazamientos y demás–
sean percibidas como fenómenos naturales o designios de
los “dioses del Olimpo”.

Pero hay otros sectores que son activos, y entienden las
relaciones causales y las correlaciones entre determinadas
políticas o emprendimientos y sus consecuencias perjudi-
ciales. Aunque suelen tener dificultades al momento tanto
de buscar información como de pretender ejercer su liber-
tad de expresión.

Por eso –y particularmente porque existe esa ciudada-
nía más pasiva que debe dejar de serlo– es obligación del
Estado proteger ambos derechos, para lo cual no resulta
suficiente que la información circule, sino que se la debe
organizar y, como veremos, construir.

Por ejemplo, en un contexto de opacidad, aprobar reso-
luciones que tendrán como consecuencia la transformación
de la matriz agropecuaria de vastas regiones del país –con
impactos sociales y ambientales previsibles– es completa-
mente inaceptable. Sin embargo ocurrió en nuestro país en
varias oportunidades durante el Estado de derecho.

En este punto es pertinente mencionar el Principio de
Publicidad, enunciado por Emanuel Kant antes de finalizar
el Siglo XVIII: “Todas las acciones referidas al derecho de
otros seres humanos que no sean compatibles con la publi-
cidad son injustas” (Kant, 2018: 122).

Contra lo que piensan funcionarios, es un derecho –y
para algunos, como Kant, es una obligación– interiorizarse
y hablar de los asuntos públicos que afectan al conjunto o a
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un sector de la población, así como lo es estar informados al
respecto desde una multiplicidad de fuentes, pero especial-
mente por parte de los propios organismos estatales.

Para ir acercándonos a nuestro asunto, diremos que el
Estado y –en consecuencia– sus funcionarios políticos y de
carrera deben respetar, garantizar, promover y, sobre todo,
proteger el derecho a la información, el cual es clave si pre-
tendemos vivir en un Estado constitucional de derecho o en
una democracia constitucional.

Los diversos organismos del Estado –en sus diferentes
jurisdicciones y niveles– tienen el deber de informar sobre
sus asuntos y cuando se requiere legalmente están obligados
a convocar a audiencias públicas o a instancias de consulta
vinculantes para saber qué opina la ciudadanía respecto de
eventuales políticas o emprendimientos públicos.

En esa línea, es muy importante que se llegue a esas
instancias de democracia deliberativa con la mayor infor-
mación posible en torno al asunto (Nino, 1997).

La democracia deliberativa –conceptualizada por auto-
res como Jürgen Habermas, 1986 y 1998; Robert Alexy,
2006, y Carlos Santiago Nino, 1997– es el modo en que una
democracia constitucional se realiza como tal, a través de
procesos comunicacionales superadores de las concepcio-
nes que ven en la democracia una mera competencia entre
élites y consideran imposible llegar a acuerdos sobre lo que
sea el interés general.

Para la concepción deliberativa de cómo se debe desa-
rrollar la democracia constitucional, precisamente, los pro-
cesos comunicacionales convierten a ésta en una democra-
cia epistémica, en la cual los individuos pueden aprender,
modificar sus preferencias y salir de posicionamientos pre-
rreflexivos y meramente autointeresados.

Frente a un problema determinado, no se trata de
mantener un enfrentamiento desde posiciones férreas e
inamovibles, sino de esclarecer una cuestión que afecta o
involucra de diferentes modos a la comunidad política. Por
supuesto, esto requiere de algunos cambios actitudinales y
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un aprendizaje con respecto a los actuales modos de resol-
ver los conflictos, atravesados por pasiones viscerales. No
se trata meramente de imponer una mayoría, sino de lograr
consensos más abarcativos sobre determinadas cuestiones
(Flax, 2018).

Por eso, los derechos a la libertad de expresión y a la
información, que componen el derecho no explicitado a la
comunicación, deberían ser derechos ultraprotegidos por el
Estado. Sin embargo, hasta ahora, muchas decisiones llegan
a transformarse en normas sin haber pasado por el escru-
tinio público. Mientras se transmiten en vivo las sesiones
desde la Cámara de Diputados de la Nación y desde el
Senado, en organismos de mucha menor jerarquía se toman
decisiones pretendidamente técnicas en contextos de com-
pleta opacidad.

Claramente, mantener las asimetrías de información
suele ser un recurso que posibilita autorizar esto y aquello,
llevar adelante obras, políticas o emprendimientos privados
o gubernamentales que de tomar estado público contarían
con la oposición de una parte de la población.

En consecuencia, deben eliminarse las asimetrías de
información o –en términos del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos– debe cumplirse con respetar,
garantizar, proteger y promover el derecho a la libertad de
expresión y a buscar, recibir y difundir información.1

En términos legislativos, desde la recuperación de la
democracia se avanzó muy lentamente en aspectos de acce-
so a la información pública, con leyes provinciales de acce-
so a esta, con un decreto nacional relativamente eficaz que
regula el derecho de acceso a la información pública en el

1 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (forma parte de la
Constitución de la República Argentina, ya que está incluido en el inciso
22.º del artículo 75.º) establece en el inciso 2.º de su artículo 19.º que “toda
persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole,
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.
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ámbito del Poder Ejecutivo Nacional (decreto N.º 1.172/
03) y, posteriormente, con una norma nacional de acceso a
la información pública (ley N.º 27.275/16) que necesita ser
perfeccionada.

Quizás uno de los avances legislativos más importantes
fue la reciente aprobación y promulgación, en octubre de
2020, del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Informa-
ción, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en
Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (ley N.º
27.566), o Acuerdo de Escazú (Costa Rica), sobre el cual
volveremos al final de este artículo.

Esa norma, precisamente, consagra el acceso a la infor-
mación ambiental, los principios de transparencia, la rendi-
ción de cuentas y la máxima publicidad, entre otros aspectos.
Para eso obliga a los estados signatarios a que sus depen-
dencias organicen y pongan a disposición la información
pública relativa a los asuntos ambientales. Asimismo ordena
que sean generadas las instancias de participación pública
“en la toma de decisiones”, para lo cual tienen que habilitar
las instancias de consulta y decisión correspondientes.

J>J>��� �,+01/3��'\+�'+1!/ '0�'-Q'+�/'�� ! Q� '+",/*��'\+
/!Q!4�+1!�7 -!/]+!+1!
Frecuentemente no se halla disponible la información sobre
un asunto que afecta a la población en su conjunto o a dife-
rentes sectores de estas. En consecuencia, hay que generar
información relevante, pertinente, oportuna y lo más com-
pleta posible. Para eso es indispensable estudiar el problema
en cuestión desde todas sus aristas y perspectivas posibles,
y considerar todas las consecuencias previsibles, cognos-
cibles desde la actualidad, tanto las beneficiosas como las
perjudiciales.

A la vez, que algunas consecuencias sean considera-
das deseables o indeseables depende de criterios valorati-
vos –hoy plasmados como derechos fundamentales– que
permitirán considerar indeseable lo que no se ajusta a los
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estándares que representan esos derechos y las responsabi-
lidades que derivan de ellos.

Así, por ejemplo, podrá estimarse indeseable aquello
que lesione el derecho a la salud o al trabajo, o todo lo que
no se ajuste a un criterio de sostenibilidad como el incluido
en el artículo 41.º de nuestra Constitución nacional: “Todos
los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equi-
librado, apto para el desarrollo humano y para que las acti-
vidades productivas satisfagan las necesidades presentes sin
comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el
deber de preservarlo”.

Construir esa información significa estudiar un asunto
de manera contextualizada, atendiendo a su complejidad, lo
cual supone una metodología interdisciplinaria. Se trata de
la convergencia de diferentes disciplinas para estudiar un
problema, pero no de un modo descontextualizado como
podría hacerse desde una perspectiva tecnocrática o cienti-
ficista, que no se hace responsable por las consecuencias de
sus propuestas o innovaciones.

Por el contrario, se trata de atender a la compleji-
dad derivada de las relaciones con otras variables y a las
consecuencias beneficiosas, pero también perjudiciales de
su eventual implementación, con el fin de desistir de su
realización –como ocurrió con algunos emprendimientos
mineros– o bien de evitar, disminuir o minimizar sus con-
secuencias perjudiciales.

Para esto es imperioso prever formas de reparación
de los daños y de compensar a los eventuales perjudicados
por sus pérdidas, siempre que estas sean circunstanciales,
admisibles y efectivamente aceptadas en un proceso de
negociación.

Cabe preguntarse si, por ejemplo, frente a la necesidad
de realizar un proyecto en torno a un territorio o una cuen-
ca con el objeto de construir una represa, sería razonable
y suficiente que lo hicieran solamente ingenieros civiles o
electromecánicos. O, si se tratara de aprobar o implemen-
tar un paquete tecnológico para la producción agrícola que
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afecte de diferentes modos a la población y al ambiente,
sería razonable y suficiente que solamente biotecnólogos o
ingenieros agrónomos, por caso, tomaran todas las decisio-
nes al respecto desde su experticia.

Actualmente resulta claro que si se va a construir una
represa hidroeléctrica de mediana o gran envergadura debe-
ría estar disponible toda la información sobre el impacto
social, económico, cultural, político y ambiental previsible
que puede producir. Esto, para que se lo pueda evaluar
antes de su construcción y no cuando las consecuencias
indeseables empiecen a manifestarse en términos de daños
de diversa índole para la población y el ambiente, cuando
los funcionarios que tomaron las decisiones ya no estén en
el cargo o, sencillamente, para rendir cuentas.

Esto es necesario porque no se plantea que no se
construya la represa, atendiendo a sus objetivos explícitos
deseables, sino que se tomen en cuenta todos los factores y
las variables, que sean identificados los afectados presentes
o no, como las futuras generaciones, y que sean escuchados
aquellos perjudicados y se consideren sus eventuales daños
para evitarlos, minimizarlos y –si corresponde– compen-
sarlos.

Para eso se requiere incluir a profesionales de diferen-
tes disciplinas, como biólogos con diferentes especialidades,
ecólogos, sociólogos, antropólogos, médicos, economistas,
politólogos, comunicólogos y filósofos.

Si este procedimiento resulta claro para la represa u
otro tipo de obra, ¿por qué no se acepta que es igualmente
obvio cuando se pretende aprobar, por ejemplo, un nuevo
paquete biotecnológico?

La represa puede ser un caso real, como efectivamente
los hay. Sin embargo, la utilizamos como una metáfora de
las problemáticas complejas cuyas consecuencias deberían
preverse en la medida de lo posible realizando estudios
interdisciplinarios mediante “grandes programas” de inves-
tigación. E incluso sometiendo la información al escrutinio
público no solo a través de las instancias de representación
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política, sino también –directamente– a los diferentes afec-
tados, mediante procesos comunicativos como las audien-
cias públicas u otro tipo de mecanismos de consulta.

Claramente, un enfoque monodisciplinario –aunque
involucre como auxiliares a muchas otras disciplinas de un
modo incomunicado– no podrá realizar las mismas pre-
visiones que una convergencia interdisciplinaria orientada
por objetivos valiosos. En consecuencia, veamos en qué
consiste una metodología interdisciplinaria.

C:��� ) 0+�+I+$U��&*0 .�&/�&,I&*�.&�

La teoría sobre las políticas públicas consideró la interdis-
ciplinariedad desde sus inicios. En el campo de la política
científica, a su vez, fue Oscar Varsavsky en Argentina quien
–en su influyente libro Ciencia, política y cientificismo– hizo
un enorme aporte no solo con sus críticas al cientificismo,
sino también con su propuesta de investigación científica
alternativa al cientificismo.

El autor consideraba “cientificistas” a aquellos científi-
cos que no reflexionaban sobre su propia tarea y menos se
hacían cargo por las consecuencias perjudiciales de esta. Por
su parte, la investigación científica alternativa se caracteri-
zaba por ser autónoma, interdisciplinaria y para el cambio
social.

La autonomía se oponía a la mera libertad de investiga-
ción, al modo liberal individualista, concebida como si los
sujetos investigadores no estuvieran sometidos a las condi-
ciones objetivas en las que se desempeñan en sus institu-
ciones. Por el contrario, la autonomía científica consistía en
una alternativa frente al pseudodilema en el que se hallaba
estancado el debate en torno a la política científica entre el
dirigismo y la mera libertad de investigación, concebida de
una manera liberal.
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La autonomía científica –claramente deudora de la
idea rousseauniano-kantiana de libertad como autonomía
o autodeterminación– consistía en orientar la investigación
de manera reflexiva, considerando como objetivo valioso el
cambio social en un sentido liberador o emancipatorio en
el que mejoraran las condiciones de vida o el bienestar de la
población.

Finalmente, la tercera pata de la investigación alter-
nativa –la interdisciplina– era considerada por Varsavsky
no solo como la convergencia de dos disciplinas cientí-
ficas preexistentes, sino también en el sentido de la que
requieren los “grandes programas” para prever las conse-
cuencias indeseables que fueran efectivamente previsibles
(Varsavsky, 1969).

Roberto Follari explica muy bien que la metodolo-
gía interdisciplinaria no debe confundirse con un simple
enfoque generalista frente a la especialización disciplinaria,
porque sin disciplinas bien constituidas ni científicos bien
formados tampoco hay interdisciplina.

Al respecto expresa:

Solo puede haber interdisciplina en la medida en que exis-
ten disciplinas previas que entran en contacto. Por tanto, no
se trata de una práctica que borra las ‘obsoletas’ divisiones
entre las ciencias para instaurar un ancho mar de un saber
totalizante y sin delimitaciones internas, sino de un trabajo
a realizar en base a las disciplinas ya establecidas […] Siendo
así, nos encontramos con dos modalidades de interdisciplina
que aparecen epistemológicamente fundadas: el encuentro de
un nuevo objeto teórico surgido en medio de dos disciplinas
previas y la aplicación tecnológica a la resolución de proble-
mas empíricos complejos (Follari, 1982: 67).2

2 Follari mencionó un ejemplo pertinente en el contexto de esta publicación,
referido al economista argentino José Luis Coraggio: “La entrada de las
diferentes disciplinas a nivel del mismo objeto empírico se justifica por las
diversas determinaciones que se ejercen sobre este. Coraggio lo expresa
jocosamente con el ejemplo de una vaca, desde sus ciclos biológicos a su
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Ahora bien, una cosa es proponer la interdisciplina y otra
muy diferente es su realización. La carencia elocuente de
estudios interdisciplinarios al momento de planificar polí-
ticas públicas podría ser un síntoma de inviabilidad. Sin
embargo, su viabilidad fue demostrada por Rolando García
cuando fue convocado por la Organización de las Naciones
Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO, de las
siglas en inglés Food and Agriculture Organization) para
coordinar las investigaciones en torno a la introducción del
monocultivo de sorgo y el paquete tecnológico correspon-
diente en México.

Como expresó el mismo García, elaboró la metodo-
logía interdisciplinaria en torno a una problemática com-
pleja concreta: el problema de la “sorgización” –plantación
intensiva de sorgo– de una región de México, el Valle de
Santiago, en el Estado de Guanajuato.

La región del Bajío era conocida como el “granero de
México”, importante productor de trigo y maíz. En la déca-
da de 1950 se introdujo el sorgo, que fue presentado como
el cultivo ideal por el suelo y el clima. Además, con un
alto precio garantizado como forraje por el desarrollo de la
ganadería.

transformación en producto comercializable como la carne: ‘Pero la vaca no
es solo un objeto natural que pueda ser estudiado por las ciencias naturales,
porque en estas sociedades las vacas son una mercancía, son producidas
para ser vendidas y para ser consumidas, [pero] también es necesario cono-
cer algo de las determinaciones naturales de ese objeto porque, si nosotros
no conociéramos cómo es el ciclo de reproducción de los vacunos, no
podríamos entender los ciclos económicos argentinos’” (Follari, 1982: 67).
Como le oí decir al economista mencionado en una reunión en la Univer-
sidad Nacional de General Sarmiento (UNGS), en Buenos Aires, la vaca se
debe estudiar de la boca para adentro, de la boca para afuera y en el merca-
do, lo cual supone incluir la veterinaria, la agronomía, la ingeniería aplicada
a la industria frigorífica, la economía y demás disciplinas. Por supuesto,
habría que considerar también esos aspectos.
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El cultivo de sorgo contaba con el apoyo de un sistema de cré-
dito que incluía un paquete tecnológico con semillas mejora-
das, nuevos tipos de fertilizantes químicos, control de plagas
y herbicidas […] El crecimiento de la demanda de sorgo y
el éxito económico de sus productores estimuló un nuevo
avance del cultivo durante los años de 1970. El mecanismo
era el mismo: la monopolización de la tierra y la perforación
de pozos (García, 2006: 174).

El proceso productivo requería la compra de paquetes
tecnológicos que los campesinos no estaban en condiciones
de adquirir, por lo que comenzaron a arrendarles sus tierras
a pooles de siembra que tenían la capacidad financiera para
hacerlo.

García da cuenta de las consecuencias sociales inde-
seables: desplazamiento de campesinos, migración, desem-
pleo, proletarización, empobrecimiento y desnutrición. En
cuanto a las consecuencias ambientales indeseables: deser-
tificación del suelo y falta de disponibilidad de agua para
consumo humano.

La explotación no controlada del agua del subsuelo
condujo a que el manto freático bajara de ocho metros de
profundidad en 1955 a 200 metros en 1982. El agua de ese
nivel es salinizada y, en efecto, salinizó la tierra. Las nue-
vas máquinas compactaron y endurecieron el suelo, lo cual
llevó a utilizar máquinas todavía más pesadas. Se trata, sin
dudas, de una forma de crecimiento predatorio con dete-
rioro social y ambiental.

Por eso, luego de comparar varios casos, concluyó: “La
‘modernización’ agrícola, impuesta sin considerar el ‘costo’
en términos de ambiente físico y sociedad, funciona de este
modo: con el empobrecimiento de los campesinos, con las
migraciones, con la proletarización, con la sobreexplota-
ción de los recursos naturales” (García, 2006: 179).
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A continuación realizaremos una exposición sucinta de la
metodología interdisciplinaria que construyó e implementó
García, quien coordinó el programa de investigación y al
equipo multidisciplinario para el estudio encargado por la
FAO, el cual se transformaría en interdisciplinario gracias
a su aporte como “científico pluricompetente” y genuino
epistemólogo constructivista.3

El objetivo final de la investigación consistía en pre-
sentar un programa alternativo de desarrollo sostenible que
corrigiera los desequilibrios producidos por el monocultivo
de sorgo.4

En primer lugar debe comprenderse que el ambiente
y la sociedad son sistemas dinámicos complejos, que a la
vez interactúan entre sí. En consecuencia, la organización
interdisciplinaria de la investigación resulta ineludible si
efectivamente se pretende considerar las dimensiones y los
procesos involucrados de modo de diseñar políticas ade-
cuadas y evitar consecuencias previsibles indeseables, para
no incurrir en el cientificismo del que hablaba Varsavsky.

Para eso se requiere un equipo multidisciplinario,
pero la multiplicidad de disciplinas es condición necesaria
aunque no suficiente para la interdisciplina. Veremos que
la articulación de las múltiples disciplinas en una genui-
na investigación interdisciplinaria supone varias instancias,

3 Sobre la trayectoria intelectual de Rolando García pueden verse la entrevis-
ta y el documental realizados para el programa Argenmex, del canal Encuentro:
www.encuentro.gov.ar/sitios/encuentro/programas/ver?rec_id=102325.

4 Cuando García se refiere a un programa alternativo en La investigación inter-
disciplinaria de sistemas complejos, expresa que se “debe poder reorientar
el sistema productivo, conduciendo a un desarrollo sostenible, definido
no solamente en términos de productividad y de conservación del medio
ambiente biofísico, sino también –como condición sine qua non– con el
requerimiento de que los beneficios generados en la región permitan, direc-
ta o indirectamente, elevar el nivel de vida de las poblaciones involucradas
en los procesos productivos que ella abarque” (García, 1986: 17).
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pero desde un punto de partida común que está dado por
el marco teórico y los criterios valorativos compartidos por
los integrantes del equipo en esa instancia, los que fueron
definidos y clarificados reflexivamente en lo que García
denominó “marco epistémico”.
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El marco epistémico es clave en la constitución del equipo
interdisciplinario, de modo tal que no sea meramente un
grupo multidisciplinario. En La investigación interdisciplina-
ria de sistemas complejos afirma García:

La articulación entre las disciplinas comienza en el mismo
punto de partida de la investigación, a través de un marco
epistémico común. Sin ello no es posible lograr un estu-
dio sistémico que conduzca a un diagnóstico integrado y a
una formulación compartida de políticas alternativas (García,
1991: 21).

Ahora bien, no solo se refiere al marco conceptual que
se requiere que compartan los científicos de las diferentes
disciplinas (por ejemplo, la concepción constructivista y
sociogenética de la ciencia frente al empirismo burdo), sino
también a que el marco epistémico supone compartir los
valores que conforman una ideología.

Al respecto manifiesta:

El marco epistémico representa una cierta concepción del
mundo, y en muchas ocasiones expresa, aunque de manera
vaga e implícita, la ‘tabla de valores’ del propio investigador.
En este sentido, la separación tajante entre el ‘contenido cog-
noscitivo’ y el ‘contenido normativo’ de la ciencia que reali-
zan algunos autores no puede sostenerse. Y es precisamente
a partir de un análisis epistemológico (sociogenético) que es
posible poner al descubierto las raíces ideológicas de teorías
científicas que se presentan como ‘conocimiento objetivo’ de
la realidad (García, 1991: 20).
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Podríamos creer que García está pensando en ideolo-
gía únicamente en el sentido amplio de cosmovisión, como
cuando se refería a los supuestos en la ciencia griega y a
la ciencia china del siglo 5 a. C. en Historia y psicogénesis de
la ciencia (García y Piaget, 1994). Desde ya, no se refiere a
una tabla de valores o prioridades meramente subjetivas de
un científico individual, aunque en ocasiones pueda ser así,
sino que se trata de la ideología subyacente, la cual requiere
ser esclarecida.

Actualmente, esos valores comunes son aquellos reco-
nocidos como derechos humanos fundamentales, entre los
cuales se hallan el derecho a un ambiente sano y la con-
cepción de justicia que consagran los derechos económicos,
sociales, culturales y ambientales (DESCA), tan exigibles
como los derechos civiles.

En este sentido, no debe pensarse que cualquier ideo-
logía o valor es equiparable en la perspectiva de García.
Si atendemos su planteo podremos constatar que está en
línea con nuestra lectura: “El marco epistémico está orien-
tado por una normatividad extradisciplinaria de contenido
social. Qué es lo que ‘debería hacerse’, está involucrado allí
y sirve de base a la investigación posterior (desde la elección
inicial de ‘observables’)” (García, 1991: 21).
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Un sistema complejo no está dado con anterioridad a la
investigación, sino que es la representación de un recorte de
la realidad, concebido como una totalidad, de manera que
los elementos interactúan entre sí de diferentes modos, por
lo cual estudiarlos en forma aislada es erróneo.

En principio no entra todo, sino aquellas instancias que
originalmente aparecen como relevantes desde el marco
teórico, sean elementos, relaciones o procesos. El recorte
se realiza en función del marco epistémico, pero a su vez
depende también de los objetivos de la investigación. Así,
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“con los mismos elementos pueden definirse sistemas cuyas
estructuras difieran, en tanto se tomen en cuenta distintos
conjuntos de relaciones entre los elementos, provenientes
de distintos tipos de inferencia” (García, 2006: 185).

El sistema no se delimitará con precisión en una prime-
ra aproximación, sino que se requerirá de aproximaciones
sucesivas que vayan perfeccionando su recorte.

Las relaciones más significativas entre los elementos
constituyen la estructura del sistema, en tanto representan
su organización. Estas relaciones no se pueden observar,
sino que son inferidas.

Un sistema puede tener dos tipos de estabilidad: la que
deriva de la falta total de movimiento (muerte) y la que deri-
va del equilibrio dinámico entre los diferentes elementos.
La inestabilidad aparece cuando surgen perturbaciones o
un deterioro que conducen a diferentes niveles de desequi-
librio, particularmente cuando la estructura es más vulne-
rable, menos elástica o con menor resiliencia para absorber
los cambios.

Lo que debe estudiar el equipo interdisciplinario son,
precisamente, los procesos de desestructuración y eventual
reestructuración, el aspecto dinámico del sistema. En este
caso, la desestructuración se genera a partir de las pertur-
baciones que provoca la irrupción de los paquetes tecno-
lógicos, con consecuencias buscadas en términos de pro-
ductividad pero con efectos indeseables previsibles de toda
índole.

Como es sabido en la teoría sistémica, los mayores
desequilibrios se generan cuando se dispone de menos
información. Esta desestructuración se puede revertir de
diferentes maneras. Pero una reestructuración valiosa será
aquella que se realice en el contexto de un marco episté-
mico que tenga en cuenta el desarrollo sustentable social y
ambientalmente.

A pesar de la clausura que define el adentro con res-
pecto al afuera o entorno, existen flujos de información, de
energía, de materia y de políticas, una apertura que –como

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D KKO

1!0!,-/!00>�,*



veremos en el apartado siguiente– determina diferentes
niveles de análisis.
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En general, el recorte del sistema se hace en términos geo-
gráficos o territoriales, pero también pueden tomarse como
criterio las formas de producción, la organización econó-
mica o algún otro aspecto.

A su vez, el sistema puede abordarse en diferentes ele-
mentos o subsistemas, como el físico, el social y el econó-
mico, los cuales a su vez son subdivisibles en diferentes ele-
mentos. Estos subsistemas interactúan entre sí de un modo
horizontal. Pero debe tenerse en cuenta que los procesos
que se llevan a cabo en el interior de un sistema no siem-
pre son del mismo nivel, sino que suelen tener una lógica
vertical.

Esto significa que los niveles no tienen necesariamente
una acción recíproca, sino que hay niveles “superiores” en
el sentido de ser más abarcativos, que condicionan y a veces
sobredeterminan a los niveles inferiores. En este sentido,
resalta García, se requiere hacer distinciones entre los nive-
les e incluso entre las velocidades o los ritmos del cambio
en cada uno de los niveles, para que no se genere confusión
en el análisis.

En Conceptos básicos para el estudio de sistemas complejos,
García establece una estratificación de niveles para un caso
de estudio vinculado con el sistema alimentario.

1. Procesos de primer nivel o nivel de base: cambios
producidos en el medio físico y biológico, en los méto-
dos de producción, en las condiciones de vida y en el
sistema de relaciones socioeconómicas, y que han ido
asociados a modificaciones del sistema productivo de
la región.

2. Procesos de segundo nivel o metaprocesos: las modifi-
caciones en el sistema productivo por la incorporación
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de nuevas tecnologías o cambios en una política pueden
introducir cambios significativos en el primer nivel.

3. Procesos de tercer nivel: políticas nacionales de desa-
rrollo, modificaciones del mercado internacional, inter-
nacionalización de capitales y demás, que determinan
la dinámica de los procesos de segundo nivel (García,
1986: 398).

Estos niveles tienen dinámicas, velocidades y actores
diferentes. Están interrelacionados, pero de modo que el
análisis de los procesos del tercer nivel provee una explica-
ción de los procesos de segundo y el análisis de este último
posibilita explicar los procesos del primero. Por supues-
to, en el nivel básico pueden producirse acontecimientos
naturales que impliquen reacomodamientos en los niveles
anteriores.

Es crucial, al momento de pensar escenarios alternati-
vos en el nivel de base, tener en cuenta que los procesos en
los niveles superiores constituyen lo que García denomina
“condiciones de contorno”, las cuales pueden ser factores
limitantes para las transformaciones. A veces, las condicio-
nes de contorno son sumamente rígidas y dificultan los
cambios; en otras ocasiones son más flexibles, y permi-
ten plantear diferentes alternativas y disponer de mayores
posibilidades para maniobrar políticamente. En cualquier
caso, la factibilidad y la viabilidad de las acciones requieren
ponderar las condiciones de contorno para no incurrir en
consecuencias contraproducentes.
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Quedó claro que los niveles no se deben confundir. Esto no
es óbice para que en los diversos niveles de un sistema diná-
mico complejo se puedan identificar diferentes subsistemas
que a su vez puedan convertirse en objetos de estudio de
distintas disciplinas.
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Así, por ejemplo, resulta claro que en el primer nivel se
requiere un estudio del aspecto físico, divisible a su vez en
suelo, que puede incluir la calidad de la tierra o su deterioro
por salinización; el agua, la cuenca hídrica, el nivel de la napa
freática, el aire, los aspectos climáticos y los biológicos.

Las formas de producción, de intercambio y de acu-
mulación, y la tenencia de la tierra requieren ser estudiadas
por la economía. Esta debe atender a los antecedentes his-
tóricos y culturales, entre otros elementos. La integración
social y el trabajo serán estudiados por la sociología, y así
sucesivamente.

En el segundo nivel aparecen cuestiones vinculadas con
cambios tecnológicos que van a determinar el primer nivel,
que también involucran el estudio de la economía y otras
reflexiones.

Si bien la conflictividad puede darse en todos los nive-
les, quizá el tercero sea el más político en el sentido de la
definición de políticas por parte de los estados, pero tam-
bién en cuanto a la interacción de estos entre sí y con res-
pecto al mercado, constituido por corporaciones con una
enorme capacidad de incidencia política, mediática y, por
supuesto, económica.

Los desequilibrios que se generan en el nivel 1 pueden
explicarse por las políticas generadas en el nivel 3, posi-
bilitadas por las tecnologías incorporadas en el 2. El des-
equilibrio y la desestructuración generan una problemática
compleja que implica ser abordada de manera interdiscipli-
naria, para lograr –desde un marco epistémico común– una
reestructuración satisfactoria.

En este punto, si quienes definen las políticas realmen-
te se hacen responsables social y ambientalmente, se nece-
sita de la constitución de un equipo interdisciplinario que
busque una respuesta adecuada en términos de revertir o
al menos minimizar y eventualmente compensar los daños
que se provocan.

Atendiendo a eso, la interdisciplina no consistirá en
la simple coordinación de resultados de los estudios de las
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diferentes disciplinas, sino que será un largo proceso de
aproximaciones sucesivas con algunas etapas de integración
y otras de diferenciación.

En La investigación interdisciplinaria de sistemas complejos,
García enumera las fases de ese proceso (García, 1991: 16):

1. Reconocimiento general, por parte del equipo de inves-
tigación en su conjunto, de los problemas que procura
interpretar y para los cuales intenta encontrar solu-
ción. En esta instancia debe realizar preguntas de base
y definir el marco epistémico.

2. Análisis de estudios anteriores realizados sobre aspec-
tos diversos de esa problemática.

3. Primera identificación de elementos y relaciones para
caracterizar en la aproximación inicial para definir el
sistema.

4. Planteo de hipótesis de trabajo que permitirían explicar
el comportamiento del sistema. Esto supone reformu-
lar las preguntas de base en términos de las funciones
que cumplen los subsistemas y del funcionamiento del
sistema.

5. Identificación de la problemática a investigar en cada
subsistema para verificar o refutar las hipótesis y la pla-
nificación de trabajos sobre temas especializados que
requieren estudios en profundidad.

6. Investigaciones disciplinarias de los problemas referi-
dos en 5).

7. Primera integración de los resultados obtenidos en 6),
lo cual generalmente conduce a redefinir el sistema
formulado en 3) e incluso a reformular las preguntas
iniciales.

8. Repetición de las fases 5) y 6) en relación con la nueva
definición del sistema.

9. Segunda integración de resultados y nueva redefinición
del sistema.

10. Tantas repeticiones de las fases como sea necesario,
hasta llegar a una explicación coherente que dé cuenta
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de todos los hechos observados y responda a las pre-
guntas que han ido surgiendo en el proceso descripto.

11. Elaboración de un plan alternativo de desarrollo.

Según observa García, las fases 6 y 8, y las sucesivas
fases pares serán de diferenciación. Como predomina la
investigación disciplinaria, incluso pueden ser convocados
especialistas ajenos al equipo para cuestiones muy espe-
cíficas.

Lasfases7y9,ylassucesivasfasesimparesserándeintegra-
ción. En ellas es necesario que los miembros del equipo tengan
la capacidad de descentración necesaria para: a) comprender y
apreciar los problemas planteados a su propio dominio desde
los otros, y b) percibir aquellos problemas de su dominio que se
prolongan en los otros y formularlos adecuadamente a quienes
se especializan en estos últimos. Podemos afirmar sin equivo-
carnos que es en esta instancia donde las capacidades para la
abducción adquieren una particular importancia.

Asíse llegaaunasuertedesíntesisde latesisdeGarcía: “Los
objetivos de una investigación interdisciplinaria se logran a tra-
vés del juego dialéctico en las fases de diferenciación e integra-
ción que tienen lugar en el proceso que conduce a la definición
y el estudio de un sistema complejo” (García, 1991: 17).

D:�� )+�+��  ' ),I+9��I$1*�/��+*/ �1 *�&�/
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EnLaimplantaciónneoliberalde lasojizacióntransgénicaenArgenti-
na (Flax, 2015) es realizaada –a modo de ejemplificación didác-
tica– una suerte de simulación de cómo sería aplicar la metodo-
logía interdisciplinaria al proceso de sojización en Argentina.
Por su extensión no puede ser replicada en este espacio, pero sí
es posible mencionar algunos aspectos.

En primer lugar resulta relativamente sencillo distinguir
los procesos de distinto nivel que analiza García, así como los
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condicionamientos que existen entre los mismos y las conse-
cuencias perjudiciales producidas en el nivel 1 o de base.

En el tercer nivel se puede considerar la necesidad de
adquirir un commodity como la soja por parte de países emer-
gentes –puedenserChinaeIndia–quenecesitan alimentar ani-
males para a la vez mejorar la alimentación de su población. De
este modo se abre un mercado enorme que las multinacionales
cerealeras quieren aprovechar.

Estas corporaciones traen el negocio a un país como la
Argentina, altamente endeudado y por lo tanto con enormes
condicionamientos, y –en consecuencia– fácilmente permea-
ble o con dificultades para establecer una clausura elemental
con respecto al sistema global.

De este modo se imponen las políticas neoliberales del
Estado mínimo y los mercados autorregulados. Así es que las
autoridades de Argentina autorizan la soja RR y el glifosato
porque ven en la agroindustria de los transgénicos una oportu-
nidad para reactivar la economía del país.

Eso es posible también porque en el nivel dos aparecen las
biotecnologías y nuevas tecnologías de siembra, como la siem-
bra directa, para lo cual se diseñan eventos trangénicos resis-
tentes a un herbicida potente como el glifosato. A esto se suman
sembradoras de precisión, cosechadoras inteligentes que facili-
tan todo el proceso, silobolsas y otros elementos.

Este paquete tecnológico posibilita llevar adelante un
enorme negocio no solo para las exportadoras de cereales, sino
también para quienes participan en la generación de aquel. Pero
para todoesto se requiere disponer de plataformas productivas:
grandes extensiones de campo. Entonces entra a jugar el nego-
cio de los pooles sojeros, los inversionistas y el arrendamiento de
los campos para cambiar la escala de producción. Así se llega al
nivel 1 o de base, en torno al cual no se consideraron las conse-
cuencias perjudiciales.

Los procesos de primer nivel incluyen el efecto local
sobre el medio físico o sobre la sociedad que lo habita y lo
explota. Las consecuencias abarcan: a) efectos físicos (efec-
tos de la sojización sobre el suelo), como deforestación, tala
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de bosques para correr la frontera agraria, erosión y pérdida
de nutrientes de la tierra (pérdida de hidrógeno y fósforo;
este último, no renovable) y siembra directa mediante el uso
de herbicidas como el glifosato; b) efectos sociales, como los
perjuicios del glifosato en los organismos, patologías correla-
cionadas con el glifosato, malformaciones y cáncer. Además, el
desplazamiento de la población y la pérdida de trabajo agrícola
a partir del cambio en los modos de producción mediante la
incorporación de nuevas tecnologías para la siembra y la cose-
cha conducen a: c) efectos económicos, como el encareci-
miento del valor de la tierra para otros tipos de producción,
con el consecuente aumento en el precio de los productos
básicos para la alimentación de nuestra población.

Sin embargo, no se realizaron estas evaluaciones de posi-
bles impactos sociales y ambientales a pesar de existir alarmas e
incluso estar disponible la metodología interdisciplinaria desa-
rrollada por García, quien a principios de los noventa había
estado dando cursos en el Centro de Estudios Avanzados de la
UBA. Quizás porque ya se tenía en claro que habría algunos
impactos previsibles que serían inaceptables.

Por tal razón, la entonces Secretaría de Agricultura,
Ganadería y Pesca aprobó –con la mayor discreción– el
uso tanto del glifosato como de la soja RR (resistente al
Roundup).5 Someter estas cuestiones al escrutinio público
hubiera generado resistencias para esas autorizaciones.6

5 Dos estudiosas del tema plantean que esa decisión responde más a un interés
externo que a un interés interno, que consiste en la constitución de “plataformas
productivas”enlospaísesdelSur,queseorientanasatisfacer lasestrategias globa-
lesdeabastecimientodelasgrandescorporaciones(GrasyHernández,2013:22).

6 Resulta sumamente relevante el artículo de Carla Poth referido a las instan-
cias institucionales en las que fueron evaluadas las solicitudes de autoriza-
ción. Con respecto a la CONABIA, además de cuestionar su composición
y falta de transparencia, expresa que no dio lugar a otras perspectivas que
no fueran las de una racionalidad técnica de expertos con una visión mera-
mente productivista ni evaluó aspectos fuera de las ventajas económicas de
los eventos biotecnológicos. Señala que ese accionar tuvo el único fin de
legitimar una política agropecuaria que hubiera sido considerada indeseable
en muchos aspectos si la comisión hubiera sido interdisciplinaria o abier-
ta al escrutinio público. Además, si se supone que esa racionalidad tiene
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A nuestro juicio, resulta claro que al momento de pro-
ducirse esas autorizaciones existía conocimiento en torno
–al menos– a tres consecuencias perjudiciales previsibles:

1. La pérdida de trabajo rural y el desplazamiento de
familias campesinas era previsible, porque se tenía en
claro que los cultivos tradicionales insumían aproxima-
damente un promedio de 180 horas-hombre por hec-
tárea por año, mientras que los cultivos con el nuevo
paquete tecnológico insumen un promedio de cuatro
horas-hombre por hectárea por año.

2. Los efectos sobre el suelo y sus consecuencias.7

3. Algunos riesgos en el uso del glifosato: si Monsanto fue
multada en Estados Unidos y aceptó dejar de publicitar

que construir un conocimiento “objetivo, válido, fiable y completo”, por lo
menos, el conocimiento aportado no fue completo. Fueron dejados afuera
sistemáticamente aquellos científicos que podían completar ese conoci-
miento: “La imposibilidad de ‘hablar el mismo idioma’ generó que aquellos
organismos gubernamentales que tenían una mirada asociada al ‘desarrollo
sostenible’ [Secretaría de Medio Ambiente] o aquellos científicos que plan-
teaban una visión ampliada del análisis de riesgo no tuvieran incentivos
para participar en la comisión” (Poth, 2013: 305).
En estudios posteriores actualiza y profundiza cuestionamientos en línea
con el planteo que sostenemos en este artículo (Poth, 2020). En consecuen-
cia resulta imperioso transformar esas instituciones en línea con el Acuerdo
de Escazú y las recomendaciones que realizó en 2019 la Auditoría General
de la Nación, a las que haremos referencia más adelante.

7 Además de la pérdida de fósforo (no renovable) y del compactamiento del
suelo, hubo que esperar a que un informe del Banco Mundial relacio-
nara la deforestación con las grandes inundaciones en Argentina. Según
ese análisis, entre 2001 y 2012, Argentina perdió el 12 % de sus bosques
principalmente para cultivar soja transgénica, “lo que equivale a perder
un bosque del tamaño de un campo de fútbol cada minuto” y significa
el doble del promedio mundial. El Banco Mundial calcula que el daño
ambiental genera pérdidas anuales equivalentes al 8 % del PBI. Puede ver-
se el informe completo en http://www.bancomundial.org/es/events/2016/
10/14/gestion-ambiental-argentina-analisis.
Asimismo pueden verse la deforestación y el corrimiento de la fron-
tera agrícola en los mapas comparativos que publicó el CONICET en
http://www.laargentinaenmapas.com.ar/caste/soja/soja_se.htm. Para tener
una idea más cabal, se pueden observar los mapas evolutivos –o involu-
tivos– referidos a otros cultivos, en términos de superficie, producción y
rendimiento por hectárea.
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el glifosato como “seguro” en 1996, quiere decir que en
1996 ya no se podía alegar desconocimiento acerca de
la inseguridad del herbicida. Pero se lo ocultaba.

Sin embargo no se tomó ninguna previsión para evitar,
disminuir, morigerar o compensar los daños.

E:��� * � /&����� I � ��0 �,[�I&�+�5 I� &*0 .�&/�&,I&*�
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Queda claro que la implementación de la sojización trans-
génica generó ganadores y perdedores. Las ganancias se
produjeron en los niveles 2 y 3, mientras que las pérdidas se
concentraron en los subsistemas del nivel de base. El Estado
vio en los ingresos por las retenciones agropecuarias una
oportunidad de financiamiento. Pero no está claro cuánto
tuvo que invertir para sostener con planes a los desplazados
y atender la salud dañada por el glifosato.

Actualmente, a pesar de existir un conocimiento mucho
mayor, continúa la misma matriz productiva. Es cierto que
algunas instituciones tomaron nota y están comenzando
a experimentar modalidades de siembra alternativa en las
zonas periurbanas sin uso de herbicidas, con buenos rindes
e incluso con mayor valor de mercado de la producción
–precisamente– por no utilizarse organismos genéticamen-
te modificados (OGM) ni herbicidas.8

Asimismo, la FAO fomenta otros modos de produc-
ción agropecuaria sostenibles ambiental y socialmente, que

8 El suplemento Clarín Rural, manejado por el controvertido ingeniero Héc-
tor Augusto Huergo, en su edición del 8 de febrero de 2014 tuvo la defe-
rencia de publicar lo que denomina un “planteo alternativo”: una nota del
ingeniero agrónomo José Bonetto, del INTA de Marcos Juárez (Córdoba),
que da cuenta de los exitosos experimentos sin herbicidas ni OGM realiza-
dos desde 2013.
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permiten buenos rindes y les dan trabajo a las familias
campesinas.

A pesar de eso se promueven nuevos cultivos trans-
génicos, como el trigo HB4, sobre el cual existe una enor-
me controversia y escasa información precisa. No vamos
a reconstruir esta polémica, que lamentablemente no pudo
convertirse aún en un genuino debate público ni menos
aún en una investigación interdisciplinaria, sino que ape-
nas mencionaremos sus aspectos principales, atendiendo a
nuestro hilo conductor.

Por un lado, quien exhibió el aspecto positivo de la
innovación –la mayor resistencia a la sequía– fue la bio-
química Raquel Chan (Consejo Nacional de Investigaciones
Científicas y Técnicas [CONICET]-Universidad del Lito-
ral), la científica que descubrió el gen del girasol resistente a
la sequía a partir del cual se realizó el diseño transgénico.

Ella –junto con un equipo de investigadores del CONI-
CET, el INTA y universidades nacionales– logró el paten-
tamiento de la innovación, cuya licencia obtuvo la empresa
biotecnológica de origen nacional Bioceres, con el objeto de
desarrollar el trigo HB4 e instalarlo en el mercado.

Hasta ahí parece tratarse de una alianza virtuosa entre
los sectores público y privado para llevar a gran escala una
innovación aparentemente muy conveniente. Pero resulta
que el trigo HB4 de Bioceres no solo está diseñado para
resistir la sequía, sino que además es resistente al glufosina-
to de amonio para evitar que malezas y otras especies com-
pitan por los nutrientes del ambiente, y así se lo presenta en
público: resistente a la sequía y al glufosinato de amonio.9

9 Nota de Facundo Mesquida en Infocampo (23 de noviembre de 2018): “Bio-
ceres presentó el primer trigo transgénico de la Argentina resistente a sequías
y a Prominens”, en https://www.infocampo.com.ar/bioceres-presento-el-
primer-trigo-transgenico-de-la-argentina-resistente-a-sequias-y-a-promi-
nens/. Asimismo, queda claro en la misma campaña de promoción
que realizan los técnicos de Bioceres. Al respecto puede verse en:
https://www.youtube.com/watch?v=Jp2fBFJCVJE.
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Sobre este herbicida existen opiniones encontradas.
Pero basta leer el folleto de la marca Prominens que acom-
paña a los bidones de 20 litros para entender los diferentes
riesgos y las precauciones que se deben tomar. Un punto
controversial sería si estas prevenciones, en caso de reali-
zarse correctamente, permitirían evitar los riesgos.

Desde la perspectiva de algunos estudios científicos, el
glufosinato de amonio es altamente peligroso. A modo de
ejemplo, un pormenorizado informe elaborado por el médi-
co Medardo Ávila Vázquez, de la Universidad Nacional de
Córdoba, dio cuenta de una vasta literatura científica que
registra los daños del glufosinato de amonio para la salud,
así como su persistencia en el suelo y el agua, razón por la
cual fue prohibida su comercialización en la Unión Europea
mediante una resolución de 2013.10

Por supuesto, el agrotóxico asociado al trigo HB4 es
solo uno de los aspectos a considerar, pero hay muchos
otros que también deben tenerse en cuenta, para lo cual
debería realizarse una investigación interdisciplinaria que
evaluara los impactos sociales y ambientales de su implan-
tación. Para esto es insuficiente la perspectiva de Chan,
prestigiosa y respetable científica en su campo de experti-
cia: la investigación básica en biología molecular.

La propia profesional asumió los límites de su experti-
cia en unas declaraciones que realizó en una publicación del
CONICET en las que expresa refiriéndose a Bioceres:

Ellos tienen un know-how y una posibilidad que nosotros no
tenemos desde nuestro punto de vista científico. Primero, que

10 Ávila Vázquez, M., “Trigo transgénico: glufosinato de amonio y sus riesgos
para la salud humana”, Red Universitaria de Ambiente y
Salud, 3 de noviembre de 2020. Puede leerse el infor-
me completo en https://reduas.com.ar/trigo-transgenico-glufosinato-de-
amonio-y-sus-riesgos-para-la-salud-humana/. También puede consultarse
el siguiente documento: Rossi, E. M., “Estudios de impac-
tos por glufosinato de amonio”, diciembre de 2020, disponible
en https://conacyt.mx/cibiogem/images/cibiogem/Documentos-recopila-
torios-relevantes/Glufosinato-recopilacion-evidencias-cientificas.pdf.

KLS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*

https://reduas.com.ar/trigo-transgenico-glufosinato-de-amonio-y-sus-riesgos-para-la-salud-humana/
https://reduas.com.ar/trigo-transgenico-glufosinato-de-amonio-y-sus-riesgos-para-la-salud-humana/
https://conacyt.mx/cibiogem/images/cibiogem/Documentos-recopilatorios-relevantes/Glufosinato-recopilacion-evidencias-cientificas.pdf
https://conacyt.mx/cibiogem/images/cibiogem/Documentos-recopilatorios-relevantes/Glufosinato-recopilacion-evidencias-cientificas.pdf


son agrónomos y empresarios, y nosotros somos biólogos
moleculares e investigadores. El manejo de plantas a campo
y en laboratorio requiere conocimientos distintos. Además, y
muy importante, tienen el conocimiento y la experiencia en
gerenciamiento empresarial que los científicos carecemos.11

Por todo lo dicho en este apartado y en este artícu-
lo, resulta atendible el reclamo que presentó un colectivo
de científicos mediante una pormenorizada carta en la que
dan cuenta de la problemática que supone la actual matriz
agropecuaria y sus consecuencias sociales y ambientales.

La “Carta abierta de científicos/as argentinos/as al
Gobierno nacional sobre el trigo transgénico” –publicada el
20 de octubre de 2020 y a la cual adhirieron más de 1.200
científicos de diversas instituciones científicas argentinas–
cuestiona la resolución N.º 41/2020 publicada en el Boletín
Oficial el 9 de octubre de 2020, mediante la cual la Secre-
taría de Alimentos, Bioeconomía y Desarrollo Regional del
Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación
aprueba el primer trigo transgénico del mundo. Asimismo
expresa:

Solicitamos al Gobierno nacional que deje sin efecto la apro-
bación del cultivo de trigo transgénico y que, al mismo tiem-
po, abra un amplio espacio de debate ciudadano que contri-
buya a la transformación del actual modelo de producción
agrícola hacia modalidades agroecológicas que consideren el
interés común, la salud pública, la defensa de la vida y de la
casa común.12

En junio de 2021, el mismo colectivo de científicos y
universitarios –ahora denominado Trigo Limpio– volvió a
publicar una carta frente a la eventual aprobación de esa

11 Puede verse la nota en https://www.conicet.gov.ar/una-tecnologia-contra-
la-sequia-que-trasciende-fronteras/.

12 Disponible en https://www.biodiversidadla.org/Campanas-y-Acciones/
Carta-abierta-de-cientificos-as-argentinos-as-al-Gobierno-Nacional-
sobre-el-trigo-transgenico.
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semilla por parte de las autoridades de Brasil, principal
comprador de las exportaciones argentinas de trigo.

Pero, al finalizar la misiva, el colectivo de científicos
se ampara en la ley N.º 27.566, que aprueba el Acuerdo de
Escazú, el cual –como ya vimos– precisamente consagra
el acceso a la información ambiental y los principios de
transparencia, rendición de cuentas y máxima publicidad,
entre otros.

Para eso obliga a los estados signatarios a que sus depen-
dencias organicen y pongan a disposición la información
pública relativa a los asuntos ambientales. Asimismo ordena
que se generen las instancias de participación pública “en la
toma de decisiones”, para lo cual se tienen que habilitar las
instancias de consulta y decisión correspondientes.13

13 A partir de la presentación colectiva de una medida cautelar, previo dicta-
men del fiscal en lo Contencioso Administrativo Federal Fabián Canda, el
juez federal Santiago R. Carrillo emitió un fallo en ese sentido, el cual
merecería un tratamiento más pormenorizado en términos de los aportes
que realiza en términos del Principio de Publicidad y del valor epistémico
de la democracia deliberativa. Luego de hacer una pormenorizada funda-
mentación del derecho a la información y a la participación ciudadana en
la toma de decisiones públicas en materia medioambiental, basada en el
artículo 41.º de la Constitución nacional, en la Ley General de Ambiente,
en convenios internacionales, incluido el Acuerdo de Escazú, y en fallos
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el juez resolvió que las
instituciones involucradas (Instituto Nacional de Semillas, y Ministerio de
Agricultura, Ganadería y Pesca) y la empresa Bioceres hagan pública toda la
información y los antecedentes relativos a la resolución N.º 41/2020. Asi-
mismo ordenó que ese ministerio “implemente y ponga en funcionamiento
un procedimiento de participación adecuado a los estándares constitucio-
nales aplicables” (causa N.º 22339/2014 “Giménez, Alicia Fany, y otros c/
Ministerio de Agroindustria y otros s/proceso de conocimiento”). Tanto el
fiscal como la Defensoría Pública Oficial le pidieron al juez que suspenda
la autorización del trigo HB4 porque no cumple con el principio precau-
torio previsto en la Ley General del Ambiente y porque la resolución N.º
41/2020 fue aprobada por una secretaría del Ministerio de Agricultura, la
cual no tiene competencia para aprobar resoluciones. Sin embargo, en su
fallo, el juez Carrillo no suspendió el transgénico hasta tanto se realicen las
actuaciones mencionadas. El punto 5 de la parte resolutiva del fallo expresa:
“Rechazar, con sujeción a los resultados obtenidos en punto al cumplimien-
to de las medidas dispuestas precedentemente, la solicitud de suspensión de
los efectos de la resolución N.º 41/2020”. Desde nuestra óptica se incurre
en una inconsistencia entre los fundamentos y la parte resolutiva del fallo,
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Sería auspicioso en términos de calidad institucional
que, además de habilitar el acceso a la información y la
transparencia, las instituciones involucradas organizaran
una investigación interdisciplinaria que permita disponer
de la información más completa posible en torno a una
problemática compleja que involucra el interés público y
compromete el futuro del país.14

con lo cual podríamos estar ante un caso de “hagamos como si” cumplimos
con el derecho ambiental. Al menos es una curiosa aplicación del Principio
de Precaución.

14 Quizás un buen punto de partida sería comenzar a cumplir con las observa-
ciones y recomendaciones realizadas en el Informe de Auditoría “Recursos
genéticos y organismos genéticamente modificados”, que se les realizaron a
las entonces secretarías de Gobierno (hoy ministerios) de Agroindustria y
de Ambiente y Desarrollo Sustentable. A modo de ejemplo:
“6.6.1.d. Establecer mecanismos de articulación interinstitucional de la ges-
tión de los recursos genéticos para la alimentación y la agricultura en
general, y fitogenéticos en particular”.
“6.1.3.b. Incorporar las metas ODS (objetivos de desarrollo sostenible) como
parte de los instrumentos de gestión de los recursos genéticos para la ali-
mentación y la agricultura”.
“6.4.2.c. Respecto de la publicidad de los actos y decisiones de la Dirección
de Biotecnología/ CONABIA en primera fase: dar a conocer las decisiones
de CONABIA respecto de las solicitudes de autorización para la liberación
experimental de OVGM (Primera fase) con el objeto de garantizar la infor-
mación pública y la participación de la ciudadanía conforme lo establecido
por la Ley 25.675 y facilitar el libre acceso a la información pública ambien-
tal, conforme la Ley 25.831”.
“6.4.5.a. Incorporar la realización de consultas públicas con instituciones
representantes de pueblos originarios y comunidades locales a los fines de
considerar la perspectiva social en las evaluaciones de impacto en la pro-
ducción y comercialización derivado de la autorización comercial de los
OVGM».
“6.4.8. Realizar el monitoreo de los impactos sociales, económicos y
ambientales de la utilización de OVGM en los agroecosistemas, acorde a lo
establecido por la Ley 25.675, 226 General del Ambiente en su art. 2”.
De las “Conclusiones” del informe se puede citar: “Resulta necesario avan-
zar en la articulación entre la Secretaría de Gobierno de Agroindustria y la
Secretaría de Gobierno de Ambiente y Desarrollo Sustentable a fin de mejo-
rar el desempeño gubernamental en la gestión de los recursos genéticos y
de los OGM. Para ello, se requiere una estrategia integral que promueva la
inclusión de las consideraciones ambientales en las diferentes instancias de
toma de decisiones, con el propósito de dar cumplimiento a los objetivos y
metas del desarrollo sustentable”.
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El evento alimentario humano se sitúa en el cruce de la
naturaleza omnívora de la especie y los desarrollos cultu-
rales que permitieron superar las restricciones ambientales
y metabólicas a través de la modificación del medio (herra-
mientas, fuego y demás elementos), que a su vez transformó
nuestra anatomía (cerebro, mandíbula y sistema enzimáti-
co, entre otros aspectos) hasta el punto de que hoy se puede
decir que la alimentación humana es una unión indisoluble
de nutrientes y sentidos, como señaló el sociólogo francés
Claude Fischler (1995).

En 1925, el antropólogo francés Marcel Mauss llamó
a la alimentación “hecho social total” porque al tratar de
comprenderla se terminaba estudiando a la sociedad toda.
Es que no podemos separar la manera de comer de la forma
de vivir en sociedad. Dicho de otro modo, existe una siner-
gia entre el sistema agroalimentario y el sistema económico
político, y de ella surgen los determinantes de la cocina y
la comida.

Pero –siendo la alimentación un factor prepatológico
por excelencia– la manera de comer y de vivir será la base
según la cual esa población, en esa sociedad y con ese estilo
de vida enferme y muera.

A principios del siglo XXI, y con otros referentes aca-
démicos, abordar la alimentación como un sistema comple-
jo (abierto al medio, como los seres vivos), con capacidad
de equilibrarse, cambiar, autoorganizarse y aun estallar,
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permite ver cómo la alimentación, la economía, la política y
la epidemiología se condicionan mutuamente de forma que
lo que pasa en un campo incide necesariamente en el otro
(Almeida Filho, 2006).

Este tipo de análisis desde la complejidad es particular-
mente fecundo en estos tiempos de crisis de la alimentación
actual porque, al globalizar los modos de entender el mun-
do y de producir la vida y la comida, a la vez se extendieron
los problemas a nivel planetario a sociedades y geografías
que no los tenían ni deseaban. Y además –como fruto de
la misma dinámica– se concentraron los beneficios en unos
pocos países y grupos.

Uno de los inconvenientes de la manera de comer
actual en las sociedades occidentales, urbanas, industriales,
que globalizaron su forma de vida arrasando con otras
comunidades con organizaciones diferentes y alimentacio-
nes distintas, fue reducir la diversidad alimentaria privile-
giando cantidad sobre calidad e inocuidad sobre salubridad;
homogeneizando las dietas de todo el mundo por la presión
del comercio internacional hasta hacer que, en el mundo
actual, siete alimentos –maíz, soja, trigo, arroz, papas, pal-
ma y pollos– expliquen el 60 % del consumo alimentario de
7.500 millones de personas.

Otra de las dificultades que la población del planeta
heredará (o –mejor dicho– sufrirá, si es que no lo está
haciendo ya) es que, por imperio del modelo extractivista
que domina la producción actual, todos los ecosistemas han
sido altamente transformados. No solo los dedicados a la
producción agroindustrial y por la presión de la frontera
agropecuaria, que avanza sin cesar sobre tierras vírgenes,
selvas y humedales, desplazando y extinguiendo especies
como si los humanos no perteneciéramos al equilibrio gene-
ral de la vida, sino también por los altos niveles de toxicidad
involucrados en la intensificación de la productividad por
hectárea.

El método extractivista no deja fuera de su acción a
los océanos, los cuales eran pensados como infinitos y hoy
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también están altamente intervenidos no solo por la con-
taminación (son el mayor basurero a cielo abierto y acu-
mulan desde sustancias químicas, como el mercurio, hasta
plásticos que forman islas del tamaño de países) o la depre-
dación de las especies (comestibles o no), sino también por
el aumento de la temperatura de las aguas, que acidifica los
mares, blanquea los corales, modifica las corrientes marinas
e intensifica los tornados.

La actividad humana –a partir de los últimos 200 años
de industrialismo– ha transformado todos los ecosistemas
homogeneizando la multitud de paisajes, desplazando y
extinguiendo especies nativas, y remplazando la diversidad
de la vida por un puñado de especies domesticadas hasta
modificar tanto la geografía como el clima, con el peligro
inminente de un colapso global.

La alimentación contribuye de manera crucial a estos
cambios, por lo que es urgente innovar los modos tanto
de producir como de distribuir y consumir. Toda la cadena
debe ser modificada desde la producción primaria (agricul-
tura, ganadería y pesca), abarcando la secundaria (industria),
hasta la distribución a través de cadenas mayoristas y mino-
ristas de nivel planetario (hacen que la huella de carbono
por el transporte sea más significativa que los nutrientes
que puede aportar el alimento).

Se debe considerar que no se distribuyen alimentos, sino
mercancías alimentarias prolijamente protegidas en enva-
ses provistos por recursos minerales no renovables, como
latas de acero (hojalata), aluminio y bolsas de plástico obte-
nidas por polimerización del petróleo, que –recién después
de haber contaminado tierras y mares formando “rocas de
plástico”, marcadoras geológicas del Antropoceno– tardía-
mente empiezan a ser fabricadas con materiales más fácil-
mente degradables (de maíz o celulosa).

Este tipo de producción y distribución resulta justi-
ficado por un consumo excesivo, conspicuo e inducido,
necesario solo para mantener funcionando ese régimen de
acumulación.
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En este contexto, las agroindustrias son cada vez menos
y más grandes. Raj Patel (2008) calculaba que solo 250
empresas dominan la dieta industrial. Se trata de verda-
deros holdings transnacionales que producen lo mismo en
todos los lugares del planeta, a despecho de los patrones
alimentarios locales, y provocan que –a medida que el pro-
ceso se acelera– dejemos de comer lo que necesitamos para
consumir lo que nos quieren vender.

Para eso, un monstruoso aparato publicitario se encar-
ga de estimular el consumo de productos innecesarios y de
dudosa salubridad (aunque con inocuidad garantizada) para
seguir alimentando el sistema con más de lo mismo, en una
espiral amplificadora típica de la retroalimentación positiva
de la cual no se puede más que sospechar que terminará en
colapso.

Las consecuencias son cada vez más notorias y extendi-
das: de la explotación, la homogeneización, la fragilización,
la desertificación, la contaminación y la extinción en los
ecosistemas locales pasamos a la globalización pandémica
del cambio climático. Y este proceso se está acelerando, ya
que los glaciares se derriten cuatro veces más rápido que
lo anticipado por los modelos matemáticos que parecían
más certeros, mientras que la tasa de extinción de especies
parece ser más veloz que durante el período Pérmico (cuan-
do desapareció el 90 % de la vida sobre el planeta). Como
somos parte de la vida que estamos devastando, solo los
necios pueden negar –por ignorancia o interés– que des-
truimos el único planeta que podemos habitar. Y si bien no
todo es por comer, la forma que hemos elegido para cubrir
nuestras necesidades alimentarias está devorando al planeta
(Aguirre, 2021).

Los gases de efecto invernadero que liberan nuestros
campos de monocultivo químico, el metano de nuestros
rebaños, las chimeneas de nuestras fábricas y los escapes de
nuestros transportes contribuyen al colapso. Hasta los gases
con los que durante 50 años refrigeramos los alimentos
para conservarlos están (siguen) destruyendo la fina capa de
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ozono –si fuera comprimida tendría 3 mm de espesor– que
nos protege de la peligrosa radiación ultravioleta del sol.

Estamos arrasando nuestro planeta y lo hacemos con
rapidez, sin reflexionar, con ansiedad, como si quisiéramos
acabar con todo. ¡Eso es devorar! Pero hacerlo no nos trans-
formó en más sanos ni más felices, sino solo en más pobres
y más gordos. ¿Valió la pena? La carga de enfermedad que
conlleva nuestra manera de comer es preocupante.

En otros siglos, el problema era la falta de alimento, las
hambrunas asolaban regiones enteras. Hoy, el exceso hace
lo mismo. Durante 2016, la Organización Mundial de la
Salud (OMS) calculó que, gracias al sobrepeso, esta genera-
ción reducirá en cinco años la esperanza de vida respecto
de sus padres.

Era esperable que una sociedad que no produce ni dis-
tribuye “bien” tampoco consuma “bien”. Desde los alimen-
tos mismos y los sujetos, por sus elecciones insalubres, por
la falta de acceso económico o cultural, por la vida que lle-
vamos y nos empuja a “solucionar” el problema de la inges-
tión con comida “rápida”, “preelaborada”, “industrializada”,
“ultraprocesada”, que los nutricionistas llaman “chatarra”,
todos comemos “mal”. Y es “mal” desde todos los están-
dares: culturales, nutricionales, económicos y ecológicos.
No es extraño, entonces, que la alimentación inadecuada
se encuentre en la base del 60 % de las enfermedades que
aquejan a las sociedades occidentales.

Por eso es útil el concepto de sindemia, desarrollado
en la década de 1990 en busca de articular los conceptos
de comorbilidad e interacciones sociales y culturales para
lograr una mejor comprensión del VIH-sida (Singer, 1996),
y que ha proporcionado un marco teórico para entender,
prevenir y tratar las comorbilidades en el caso de enferme-
dades masivas (como el COVID-19). El término sindemia se
refiere a problemas de salud convergentes que afectan a una
población en una cultura y un lugar determinados, tomando
en cuenta su contexto social y económico. De esta mane-
ra, obesidad, diabetes y otras enfermedades crónicas no
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transmisibles (ECNT) pueden ser consideradas sindemias.
Aquí se estimará, cambiando los componentes de Swinburn
(2020), que son producto de la acción convergente de tres
pandemias: la pobreza, la malnutrición (como obesidad y
desnutrición) y el cambio climático. Las tres tienen los mis-
mos determinantes sociales.

Es hora de cambiar. Necesitamos acciones que al mis-
mo tiempo movilicen a los sujetos y las instituciones en
vista de tener un futuro. Las acciones –sin duda– deben ser
actualizadas mediante conductas responsables de los suje-
tos (educación alimentaria y ambiental, consumo ético y
demás aspectos relacionados), pero con planificación, coor-
dinación y gestión por parte de instituciones de diversos
niveles, ya que la escala no es local y ni siquiera nacional,
sino global.

C:��+IUX��/�,�.� -1  4&/0��1* !101.+

Aunque el diagnóstico sea sombrío en este momento, un
consumo alimentario saludable en el marco de un sistema
agroalimentario sostenible es posible. ¡Hay alternativas! Ya
están en marcha diferentes opciones para cambiar la ali-
mentación y a la sociedad que la ha llevado a este pun-
to crítico. Si efectivamente –como sugerimos– existe una
sinergia entre el sistema agroalimentario y el económico
político, entonces, dentro de ciertos límites se puede cam-
biar el mundo transformando la alimentación.

Se reseñarán políticas internacionales y nacionales des-
tinadas a innovar al mismo tiempo los patrones de con-
sumo, la producción alimentaria (primaria y secundaria) y
la distribución socialmente legitimada a través de las polí-
ticas públicas. La referencia internacional es necesaria, no
solo por el carácter sistémico de la crisis, que necesita de
respuestas coordinadas más allá de los países (porque los
ecosistemas no reconocen fronteras administrativas), sino
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porque los pactos internacionales firmados se integran a
nuestra Constitución nacional desde 1994.

Este artículo tiene como fin analizar nuestras políticas
alimentarias –ya sean nacionales o internacionales– y brin-
dar una guía de los aprendizajes logrados (algunos, para no
repetirlos). Y en este sentido es necesario construir políticas
y gestionarlas colectivamente porque los problemas deriva-
dos de la acción humana se solucionan con otras acciones
humanas.

No se trata de un perjuicio causado por los astros, los
dioses o el destino: ¡somos los humanos quienes estamos
devorando el planeta con nuestras conductas! Las políticas
alimentarias deberían servirnos para cambiar esta dirección
suicida. La pregunta no es si tal alternativa es mejor o peor
que aquella otra, sino –lo más importante– si estamos a
tiempo de revertir la situación.

Repetidamente se ha señalado que, en Argentina y el
mundo en general, la crisis alimentaria no pasa por la dispo-
nibilidad, sino por el acceso. Y, en sociedades de mercado,
ese acceso fundamentalmente depende de la capacidad de
compra de los consumidores.

Sin embargo hay otro actor que incide al respecto: el
Estado, que a través de políticas públicas –directas o indi-
rectas– puede terciar en la puja distributiva modificando
la tasa de ganancia de distintos sectores al gravarlos impo-
sitivamente para premiar o castigar ciertas producciones,
procesos o consumos, según el interés nacional. Puede dar-
les créditos a tasa cero a ciertas industrias de procesos para
que se asienten en el territorio, porque además de alimentos
desarrollan tecnologías y generan empleos en el país.

En la otra punta de la cadena puede subsidiar a los
consumidores, por ejemplo, a través de tarjetas de compra.
El Estado tiene la posibilidad de asistir indirectamente a
través de la construcción de infraestructura (rutas y puertos
para mover mercaderías o represas para proveer de agua y
energía) y de las universidades públicas y las instituciones
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científicas sostenidas por toda la ciudadanía, que aportan
una valiosa investigación local a las industrias de procesos.

También puede promover la formación de los agentes
de las empresas privadas o generar saberes para solucio-
nar sus problemas, así como directamente asistir a todos
los anteriores en las emergencias (climáticas, económicas
o sanitarias) donando dinero, alimentos o tecnología para
paliarlas y en algunos casos hasta haciendo algo para pre-
venirlas.

Las políticas indirectas –aunque menos visibles e
impactantes que las directas– suelen pasar desapercibidas
para el ciudadano común, pero de ninguna manera para los
grupos interesados, que compiten dentro de la estructura
del Estado por imponer aquellas más afines a sus objetivos.

La idea de un Estado neutral oculta la permeabilidad de
las instituciones estatales a los diversos intereses que pujan
por imponerse en todas las áreas, pero en la de alimentación
especialmente. Luchan concepciones contradictorias –del
derecho, de la salud, y de los roles del Estado y los privados,
entre otros ámbitos– de grupos discordantes, que implican
disputas sectoriales por la hegemonía.

Bourdieu (1999) propuso una imagen elocuente de las
políticas públicas. El Estado actúa como si tuviera dos
manos: la mano derecha (Ministerio de Economía), con
mayor poder y eficiencia, se encarga de promover los intere-
ses privados, y la mano izquierda (la asistencia) se ocupa de
la cuestión social: como el bombero que apaga el incendio
que otros provocaron, corre detrás de los acontecimientos
asistiendo a las víctimas sin incidir en las causas.

La política alimentaria siempre tiene que ver con las
concepciones del lugar de los seres humanos en el medio
ambiente físico y social, de sus posibilidades y necesidades,
y de la responsabilidad del Estado en su reproducción física
y social.

Los estados preindustriales con sus monarquías teo-
cráticas sabían que debían presentar al soberano como “el
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gran proveedor”. Por eso construían graneros reales y los
llenaban con el producto del saqueo interno (a su población)
a través de impuestos o del saqueo externo (a las naciones
vencidas) como producto del tributo después de una guerra
imperial.

La paz social en todos los sistemas políticos –fueran
repúblicas o monarquías– ha dependido en gran medida
de la eficiencia del sistema alimentario (donde incluyo el
subsistema agroecológico y el subsistema político con sus
relaciones) para mantener controlada a la población a tra-
vés de una provisión regular de alimentos. El imperialismo
colonialista es fruto de este fracaso, necesita exportar el
hambre hacia los márgenes del imperio, donde se producen
alimentos y materias primas para el centro consumidor.

Desde el siglo XIX existía la convicción de que el ham-
bre era una cuestión relacionada con los recursos naturales:
países con capacidad de producir alimentos no tenían por
qué tener problemas y, en cambio, en países ecológicamente
desfavorecidos era inevitable que lo sufrieran.

En el siglo XX, la Sociedad de las Naciones (1919-1946)
apoyaba esta manera de ver el hambre como producto de
los recursos naturales que llevaba a los países a aumentar
su producción en busca de autonomía alimentaria, deplo-
rando sus “improductivas” selvas o montañas, consideradas
las causantes del problema de la escasez. Conceptos como
estos justificaron las guerras por aumentar el “espacio vital”
de la nación.

Así sacaron de la ecuación las relaciones sociales, que
en el pasado y a través de tecnologías mucho menos desa-
rrolladas que las del siglo XX habían modificado la geografía
creando tierra en donde no existía, “tallando” las montañas
para crear terrazas y plantar maíz en los Andes o arroz en
China.

La consideración de la problemática alimentaria como
recurso natural promovió una causalidad lineal y reductora
respecto de la disponibilidad. Esta conceptualización teórica
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sería cuestionada por la realidad del hambre en entornos
pródigos (Mesoamérica) y la abundancia con recursos esca-
sos (Japón).

A partir de la década del cuarenta, el análisis del médi-
co Josué de Castro desplazó la problemática del hambre de
la geografía a la política. Primero, en el norte de Brasil con
Geografía del hambre (1948) y, luego, país por país en todo
el planeta con Geopolítica del hambre (1951) mostró cómo la
organización social y –sobre todo– el colonialismo fueron
los causantes del padecimiento antes que la geografía o las
catástrofes naturales.

Esto le valió ser el primer director de la Oficina de
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO, por sus siglas en inglés de Food and Agriculture
Organization) cuando –a partir de 1945 y especialmente
desde 1948, con la Declaración Universal de los Derechos
Humanos– se aceptó local e internacionalmente que la ali-
mentación es un derecho humano fundamental.

Sin embargo, al mismo tiempo que incuestionable, la
alimentación como derecho humano ha tenido un estatus
meramente declamatorio, ya que al tratar de operacionali-
zarla en los entornos nacionales fue sustituida en la prácti-
ca, durante décadas, por un mix de beneficencia y asistencia
meritocrática que justificaban la exclusión de las víctimas.
El derecho a la alimentación –así como a la vida y a la salud,
con los que está fuertemente relacionado– en las sociedades
de mercado necesita de una fuerte base económica para su
efectivización.

Pensando en su concreción, la Normativa 12 del Pac-
to Internacional sobre los Derechos Económicos, Sociales
y Culturales (PIDESC), proclamado en 1966 y que entró
en vigencia diez años después, reglamenta qué se entiende
internacionalmente y cómo se pone en práctica localmente
el derecho a la alimentación. Aunque es una norma vin-
culante porque se trata de un pacto, su ejecución en los
entornos nacionales no es plena, no por la jerarquía de la
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norma, sino por la falta de posibilidades o de control sobre
su cumplimiento.

Al revés de los conceptos liberales, en los cuales la idea
de capacidad derivaba de la responsabilidad de la alimen-
tación hacia el individuo (Aguirre, 2006), en el enfoque de
derechos, el garante es –en última instancia– el Estado, que
se convierte así en un actor principal al momento de efecti-
vizarlos. Y ese papel como garante de derechos es al mismo
tiempo el de garante de la cohesión de la sociedad, y no
puede ser transferido por los poderes del Estado ni mini-
mizado por agentes externos: es su plena responsabilidad.
Pero esto debe tener un correlato material en instituciones,
para lo cual se requiere de la creación o el fortalecimiento
de organismos específicos (Pautassi, 2016).

Pero entre la política pública y el derecho aparecen
límites difusos. Como la política pública es una estrate-
gia de acción colectiva diseñada y calculada en función de
determinados objetivos, en la puja de intereses se pueden
vulnerar o desconocer derechos (es el caso de la aplicación
de políticas de carácter regresivo).

En la alimentación, un punto de partida para el diseño
de políticas específicas es reconocer en cada persona a un
titular de derechos, a un ciudadano. La concepción de la ali-
mentación como un derecho y no como necesidad, ni falta,
ni adecuación, sino tomando en cuenta la existencia de per-
sonas que tienen derechos –por eso son ciudadanas– que
pueden exigir o demandar y que dan origen a obligaciones
jurídicas y al establecimiento de garantías y responsabilida-
des, implica un giro copernicano respecto del pasado.

Desde esta concepción, la distribución social de los ali-
mentos es un problema político. Una política alimentaria se
entiende como un proceso o una dinámica entre acuerdos,
conflictos y decisiones de los actores involucrados. Porque
las sociedades y los estados no son entidades monolíticas,
ni siquiera coherentes. En el Estado que elabora políticas
públicas alimentarias –respondiendo o no a los intereses
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de los ciudadanos– conviven, junto a la dirigencia política,
una burocracia técnico-administrativa, grupos de interés y
otros ámbitos con historias y culturas institucionales que
luchan por imponer los acuerdos que más convengan a sus
intereses.

En ese campo de alianzas y contradicciones se constru-
yen los marcos posibles para las obligaciones y las garantías
de derechos, incluso con programas que fueron planifica-
dos e implementados desde otras concepciones. No bastan
las leyes. Estas dos dimensiones no confluyen por sí solas.
No basta con que se firmen acuerdos para dotar de institu-
cionalidad a los programas alimentarios con relación a los
derechos, desconociendo cómo opera el entramado institu-
cional en el que se vienen desarrollando.

Es más, en esta década casi hay un exceso de la retórica
del marco de la ampliación de los derechos, bajo una inter-
vención que en muchos casos no cambia la modalidad de
atención asistencialista y búsqueda de control social. Hay
mucho por hacer en lo concerniente a la distribución social
de los alimentos. Aun dentro de las “leyes del mercado” y la
implementación de políticas alimentarias bajo el paradigma
del derecho, todavía existen criterios poco específicos en la
vinculación del enfoque de derechos y las políticas.

Probablemente, el próximo desafío sea abrir el campo
de la política alimentaria –y de las políticas sociales en gene-
ral– dentro de entornos mayores, como la reproducción del
sistema capitalista moderno, conformando un insumo de la
política tendiente a producir focos de integración y repro-
ducción social ampliada.

En 1975, luego de la Conferencia Internacional de
Nutrición, la FAO comenzó a impulsar en sus países miem-
bros el concepto de “seguridad alimentaria” como derecho
a la alimentación nutricional y culturalmente adecuada,
comprendiendo cuatro dimensiones: disponibilidad, acce-
so, estabilidad en el suministro y utilización biológica.

Durante la década de los setenta, la FAO suponía que
la seguridad alimentaria se haría efectiva incrementando la

KNS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



producción, la estabilidad y la autonomía, todas caracte-
rísticas de la disponibilidad. Conjeturaba que la revolución
verde, con sus semillas híbridas y fertilizantes; las grandes
represas, abriendo para la agricultura miles de hectáreas
gracias al agua controlada, y la modernización del agro ter-
minarían con el hambre.

En los ochenta, y a tono con las reformas neoliberales
del entonces presidente de Estados Unidos, Ronald Reagan,
y la primera ministra del Reino Unido, Margaret That-
cher, en el mundo anglosajón, en el ámbito de la seguridad
alimentaria se comenzará a valorizar la acción individual
señalando el peso de las capacidades de los sujetos en el
derecho a alimentarse y a alimentar a otros.

Esto disminuyó la responsabilidad del Estado, que es el
garante último de los derechos. Esta posición sería discu-
tida por el Premio Nobel Amartya Sen (1981) al situar las
capacidades de los sujetos dentro de la estructura de dere-
chos de las sociedades. También influyó que en 1985 –al
menos estadísticamente– se logró la disponibilidad plena
en el planeta y sin embargo se contabilizaron 896 millones
de desnutridos.

A partir de 1990, el derecho entendido como segu-
ridad alimentaria se haría efectivo “cuando todas las per-
sonas tienen en todo momento acceso físico y económico
a suficientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer
sus necesidades alimentarias y sus preferencias en cuanto a
los alimentos, a fin de llevar una vida activa y sana” (FAO,
2012), que es la definición aún utilizada.

De esta manera, el peso conceptual ha pasado de la
disponibilidad –fuertemente influida por la producción– al
acceso dependiente de la distribución, ya sea a través del
circuito del mercado, del Estado y sus políticas asistenciales
o de la sociedad civil y sus instituciones de cuidado.

Y esto en gran medida es porque décadas de globaliza-
ción económica han producido un fenómeno fundamental
para el nuevo milenio: el Estado burocrático-weberiano,
concebido como una entidad que en el ejercicio del poder
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implementaba políticas vía administración, ha cedido fren-
te a concepciones más fluctuantes del poder y del Estado
mismo (y sus políticas).

El fenómeno más inquietante de estos tiempos es que
hay una organización automatizada del poder (aquello que
el filósofo francés Michel Foucault [1999] llamaba “la estra-
tegia sin estrategas”): una forma de poder que funciona de
manera autónoma y que –a despecho de quiénes ganen las
elecciones– está representada por la macroeconomía y la
técnica. Y estas dos variables ordenan lo que llamamos “la
realidad” y, por lo tanto, lo que denominamos “el Estado”.
Y, por supuesto, también ”las políticas alimentarias” y la
distribución social de la comida.

Macroeconomía y técnica son los dioses que todos los
estados modernos deben adorar para ser “realistas”. Aun-
que haya políticos corruptos, especuladores inescrupulosos,
empresarios deshonestos y científicos negligentes, entre
otros de los actores que están destruyendo al mundo y se
aprovechan de sus escombros, lo cierto es que nadie está
dirigiendo ese proceso.

Alguna cara visible aparece de vez en cuando detrás de
alguna indignidad demasiado grande, pero si ese no estu-
viera, otro igual –con distinto apellido– ocuparía ese lugar.
Porque no es una conspiración de villanos, que solo existe
en las historietas, sino una combinatoria de macroecono-
mía y técnica que marca los valores del bien, y lo deseable y
lo posible.

Si alguien no quiere hacer eso, entonces otro ocupa ese
lugar. Los sujetos solo pueden ir con o contra –en cuyo
caso no están allí– la corriente general de una estrategia
que los excede y que no domina ningún rey, científico loco
o presidente totalitario. Es una estrategia sin estrategas, que
se impone a través de la macroeconomía y la técnica, que
son las que crean los valores que hacen cierta “la realidad”
de hoy.

Entonces, lo que la técnica hace posible y la macro-
economía financia “está bien”, es “progreso”, y este se lee
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como “normal” y “deseable”. Por eso cambian tan poco las
políticas alimentarias, aunque se pase del discurso del asis-
tencialismo al derecho o de la problemática del hambre a
la obesidad. Seguimos la corriente del dar de comer (antes,
energía para paliar el hambre; hoy, micronutrientes para
compensar la falta sin engordar) con el fin de mantener
un sistema dominado por la lógica de la ganancia, que se
reproduce esté quien esté.

Y por supuesto que ante el poder hay resistencia y auto-
organización; seguramente, también sufrimiento y exclu-
sión, y victorias y derrotas, y procesos que conducen y no…
a alguna parte. Resisten los ecosistemas (hasta que sucum-
ben a la polución y se degradan), los cuerpos (hasta que se
enferman) o las almas (hasta que enloquecen).

Aunque de esta realidad ecológica, económica, política
y sanitaria surgirá otra, las evidencias del cambio climáti-
co y de las pandemias sucesivas –entre otras calamidades–
marcan un horizonte para nada tranquilizador. Sin duda, el
mundo del mañana será diferente, pero hay que ver si esa
nueva reorganización sistémica nos incluye. Nada indica
que lo hará. Y si lo hace, nada indica que será para todos los
habitantes del planeta.

La alimentación humana es un campo particularmente
importante en el cual operar para iluminar la oscuridad que
la macroeconomía y la técnica imponen a la política, y con
ella al control de las sociedades y los cuerpos.

El colapso ambiental, la pobreza interminable y la enfer-
medad evitable son los precios que se están pagando por
esta forma de generación de poder sin sujetos ni responsa-
bilidades. Si se sigue produciendo –alimentos o cualquier
otra cosa– de la forma actual, los recursos se agotarán. Si se
sigue consumiendo como hoy, la injusticia nos consumirá.

La superposición de desnutrición y obesidad en la
pobreza muestra la oscuridad antes que la “potencialidad
de los márgenes” (como quería el filósofo Herbert Marcuse,
1970). Sin duda, el desafío mayor es encontrar nuevas for-
mas de organización social y, por lo tanto, de estructurar la
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política en vista de diagramar las medidas para acompañar
los cambios gigantescos que nos esperan, dadas las lamen-
tables condiciones que la organización macroeconómica y
técnica del pasado les infligieron a las sociedades y sus insti-
tuciones, y –consecuentemente– a su población y al planeta
mismo.

Otras formas de consumir, producir, compartir e inter-
cambiar no van a ser fáciles. Hay iniciativas y teorías, como
la del sociólogo Anthony Giddens (1995) que habla de la
doble estructuración de la acción social. Si bien las estruc-
turas modelan a los sujetos, estos con sus acciones pueden
crear nuevas estructuras o modificar las vigentes; también
las instituciones, mediante normas y leyes, pueden afec-
tar el comportamiento de aquellos cambiando la dinámica
general. Es necesario actuar en todos los niveles y simultá-
neamente.

No estoy hablando de políticas alimentarias, sino de
políticas sociales, económicas, ecológicas, sanitarias y de
otros tipos. Porque la alimentación no es un campo autó-
nomo: lo atraviesa todo, y en distintos niveles y variadas
dimensiones. Al mismo tiempo es material y simbólica, y
toca lo subjetivo, institucional, nacional e internacional.

Por eso, la distribución social de la comida –esa que se
esconde tras la cómoda máscara de los alimentos donados
para paliar el hambre– no solo habla de los ganadores y los
perdedores en la reproducción física y social, sino también
del éxito o el fracaso de una forma de organización social,
política y económica que hoy es planetaria. Y revela que son
las sociedades quienes han transformado al mercado en el
eje organizador de su dinámica.

En el mundo global todo se transa: los alimentos se
compran y se venden, la tierra y el agua son mercancías
susceptibles de comprarse y venderse, los seres vivos se
pueden patentar y vender, hasta el aire es cuestionado como
bien social. En este último caso, hay lugares en donde el aire
es saludable, con precios altísimos, y zonas con atmósferas
irrespirables por lo insalubres, habitadas solo por los pobres
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que han tomado esas tierras justamente porque el aire con-
taminado que de ella emana las hace inelegibles para otros.

Tal vez haya que empezar a pensar en sacar de la órbita
del mercado los elementos fundamentales de la vida. Y si
lo logramos, y hacemos crecer la categoría de los bienes
sociales hasta alcanzar los alimentos, las políticas específi-
cas podrían tomar otro curso.

Antes de invocar el pragmatismo realista y pensar que
tales eventos son imposibles, quiero recordar que, en Ingla-
terra, el país donde se inventó la economía liberal, cuan-
do enfrentaron emergencias, repetidas veces consideraron
bienes sociales a los alimentos y –en vez de venderlos–
los repartieron según criterios biológicos antes que econó-
micos.

Estamos ejemplificando con el Plan Beveridge, previo a
la Segunda Guerra Mundial. Inglaterra ya tenía la experien-
cia de una población empobrecida, desnutrida y poco apta
para defender la nación, porque, durante las guerras de los
bóeres (1880-1902), el Ejército debió rechazar al 60 % de los
aspirantes ya que no cumplían con los requisitos mínimos
de talla, peso y edad que se consideraban indispensables
para un soldado.

Los rechazados eran jóvenes obreros provenientes de
los cordones fabriles, quienes en un contexto de desnutri-
ción crónica encontraban en el Ejército lo que pensaban
que era una mejor calidad de vida –y la garantía de comida
asegurada– frente a lo que podían lograr con su trabajo y
su salario.

Ante la inminencia de la contienda bélica, el Ministerio
del Alimento requisó todos los alimentos y los distribuyó
a través de libretas de racionamiento usando criterios de
edad, sexo y estado de salud (hoy no aceptaríamos estas
categorías para el reparto, pero en 1939 eran otras la ciencia
y la emergencia).

En dos años no había más desnutridos la isla. Inglate-
rra –motor del capitalismo mercantil, cuna del capitalismo
industrial y abanderada del capitalismo financiero– podía
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mostrar, al mismo tiempo, la posibilidad de la ampliación de
los bienes sociales y el estado de bienestar en coexistencia
con el capitalismo, sistema que ha demostrado una notable
capacidad de transformación y adaptación.

Aunque hay quienes creen que debe pensarse primero
en una doctrina económica distinta si se quiere otro sistema
alimentario, consideramos que los componentes de un sis-
tema pueden cambiar simultáneamente (por ejemplo, en sus
relaciones), por lo que no hay que empezar por uno u otro
necesariamente. La sugerencia siempre es comenzar por
donde la necesidad haya creado menor resistencia. Habrá
que ver dónde nos situamos para empujar y hacia qué lado.

La realidad del cambio climático y la posibilidad cierta
de pandemias –como las ocho sufridas en el último medio
siglo y que repentinamente recordamos ahora gracias al
COVID-19– nos ponen en situación de afrontar la necesi-
dad de transformaciones inducidas, conscientes y raciona-
les frente a la inercia procesual y deteriorante. La alimen-
tación que hoy vemos como problema podría ser una parte
importantísima de la solución.

Por lo menos así lo entendieron los perdedores del
modelo global (agricultores familiares, pequeños y media-
nos productores, trabajadores campestres, pequeñas coope-
rativas regionales, pueblos originarios, comercios e indus-
trias locales vinculadas con el sector), que sintieron el
deterioro de la calidad de vida en los pueblos rurales y en
las economías locales.

Ellos levantaron la idea de “soberanía alimentaria”, pri-
mero –a través de Vía Campesina– en el Foro Social de
2001 y el Foro de la Tierra en 2003, y desde entonces en
la FAO (en la cual Vía Campesina es asociada con voz, pero
sin voto), entendiéndola como:

…el derecho de los pueblos a definir sus propias políticas y
estrategias sustentables de producción, distribución y consu-
mo de alimentos que garanticen el derecho a la alimentación
para toda la población. Con base en la agricultura familiar,
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respetando la cultura de los pueblos, la diversidad de los
modos campesinos, pesqueros e indígenas de producción, de
comercialización y de gestión de los espacios rurales, en los
cuales la mujer desempeña un papel fundamental.

Frente a la guerra conceptual “seguridad contra sobe-
ranía”, algunos gobiernos –sobre todo, aquellos comprome-
tidos en la lucha contra el hambre de América y África–
proponen considerarlos como términos complementarios,
aunque no lo sean, y piden “seguridad con soberanía en las
Américas” (OEA, Declaración de Cochabamba, 2012).

D:��� �1 /XW*��I&) *0�.&�� * �.$ *X*�

Deseo hacer notar que la alimentación humana siempre ha
sido un “problema”, al igual que el nacimiento o la muerte;
pero, como problemática (entendemos como tal la instala-
ción de ese problema en la agenda social), su historia es otra.
En Argentina, la problemática del hambre fue una realidad
constante durante el siglo XIX, cuando las guerras de inde-
pendencia y las sequías se amalgamaban para no permitir
buenas cosechas, lo que producía catástrofes humanitarias.

En 1904, Wenceslao Escalante, ministro de Agricultura
del presidente Julio Argentino Roca, al inaugurar lo que hoy
es la Facultad de Agronomía y Veterinaria dijo que Argen-
tina podía ser el “granero del mundo”. Y sus palabras mar-
carían el tratamiento de la problemática durante 80 años,
porque la capacidad de producir alimentos para la pobla-
ción -y aun exportar- modeló la manera de pensar la cues-
tión alimentaria. Precisamente, porque la hizo desaparecer
como tal y la redujo a un problema biológico (ni social, ni
político).

Para el nivel macro, de la nación, dominaba la naturale-
za (el clima y el suelo, a lo sumo, la tecnología y los saberes
aplicados, reducían la alimentación a suficiencia en la pro-
ducción). Y la reducción biologicista en el nivel micro hacía
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que toda la comida se leyera como necesidad. Variables
como la propiedad de la tierra y el precio de los alimentos o
los ingresos no entraban en el análisis.

Si el problema tiene estatus de problemática y se instala
en la agenda política, la alimentación surge como cuestión
social, lo que presupone una relectura de la realidad social y
política que tome en cuenta la dinámica de distintos grupos
de poder dentro de la sociedad y el Estado, creando así una
nueva correlación de fuerzas y otro tejido social alrededor
del conflicto.

Debido a la hegemonía conceptual del “granero del
mundo”, durante las primeras décadas del siglo XX, en
Argentina, el problema de la desnutrición infantil –aunque
extendido– se veía como un tema familiar. La malnutrición
regional se pensaba como un inconveniente de educación
(este argumento era particularmente usado en áreas rurales)
o de trabajo (ya fuera por alto desempleo o bajos ingresos
en las áreas urbanas).

Siempre se derivaba la responsabilidad a los propios
individuos que “fallaban” en alimentar y alimentarse en un
contexto pródigo, ya fuera porque no sabían, no podían o
no querían. Al vivir en el “granero del mundo”, el problema
de la alimentación se consideraba fuera del ámbito social y
por lo tanto no integraba la agenda política.

Como había producción suficiente, se la reducía a un
problema individual –a lo sumo, familiar– y siempre tran-
sitorio (no estructural), que se desplegaba y resolvía en el
ámbito privado con capacidad y voluntad (del propio suje-
to), con caridad (sujeto/sujeto) o con asistencia (institución/
sujeto).

Esta invisibilización de la problemática alimentaria
determinó ocho décadas de abordajes de emergencia, siem-
pre coyunturales y solo de manera excepcional como un
problema estructural, vinculado a las restricciones del acce-
so, producto de la dinámica del modelo de acumulación
(Aguirre y Pautassi, 2021).

KRR D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



Al no existir una reflexión social sobre las causas, ya
fuera desde el ámbito tanto de las instituciones públicas
como de las organizaciones de la sociedad civil y la aca-
demia, las respuestas estatales durante la primera parte del
siglo XX se concentraron en acciones tendientes a solucio-
nar los síntomas con acciones puntuales, que tomaron la
forma de planes y programas de emergencia, los cuales eran
concebidos como transitorios –aunque se extendían en el
tiempo– sin reparar en las causas y transformando la tran-
sitoriedad y la focalización en la regla.

Operó el reduccionismo biologicista, al naturalizar tan-
to la problemática de “no se cubren las necesidades” como
la solución de “dar de comer”.

Al filo del siglo XX fue fundado el Patronato de la Infan-
cia (1892), que luego sería transformado en el Patronato
Nacional de Menores, dependiente del Ministerio de Justi-
cia e Instrucción Pública, encargado del asilo y la asistencia
a la niñez. El modelo –de corte beneficientista y base higie-
nista– estableció una alianza implícita entre las mujeres y el
modelo médico, al descargar en ellas el cuidado de la salud
y la alimentación.

Como consecuencia de la crisis de 1930, el país cambió
el régimen de acumulación económica y pasó a planificar su
desarrollo en base a la industrialización. Durante esa década
serían creadas las primeras instituciones de asistencia social
alimentaria: en 1932, comedores escolares dependientes del
Consejo Nacional de Educación (ley N.º 11.597) y, en 1934,
la Junta Nacional de Ayuda al Niño, para “socorrer al niño
en edad escolar”.

En 1936, la Ley Palacios (N.º 12.341) constituyó el
primer intento serio de dar respuesta desde el Estado a los
problemas de salud y alimentación de la población materno-
infantil en situación de pobreza, incorporando formulacio-
nes similares a las de países europeos con estados de bien-
estar robustos. Así, con carácter de obligatorio, la norma
promovía el amamantamiento de los bebés hasta el cuarto
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mes de vida, al mismo tiempo que prohibía la “lactancia
mercenaria” de las amas de cría y establecía la entrega de
leche en polvo para liberar de la lactancia a la mujer obrera
(Aguirre, 2006).

El otorgamiento de leche en polvo –antes que asisten-
cia sanitaria– era un medio para incrementar la libertad y
la autonomía de la mujer obrera.

Durante el gobierno justicialista de 1945 a 1955 fueron
sentadas las bases del régimen de bienestar en Argentina,
asombrosamente concebido por un mandato presidencial
que se apoyaba en los trabajadores industriales de todos los
géneros pero que levantaba la imagen conservadora de la
familiar nuclear urbana de varones proveedores y mujeres
amas de casa.

Dos instituciones llevarían adelante la política alimen-
taria del Estado: la Fundación Eva Perón, que entregaba
alimentos y brindaba educación alimentaria, y el Ministerio
de Salud.

El titular de este último organismo, el médico Ramón
Carrillo, al plantear los problemas sanitarios de la Argenti-
na señalaba:

según las estadísticas de Escudero, hay un tercio de nues-
tra población en estado de subalimentación, que no come
lo suficiente para vivir en estado de salud. Es un problema
médico-social y, al mismo tiempo, un problema económico
de distribución de los alimentos. Hay una mala distribución
de nuestra riqueza alimenticia.

“Hay factores de orden social que inciden en la morta-
lidad infantil que tendrán que desaparecer”, determinaba el
sanitarista, en una clara definición que pensaba la política
alimentaria como resultado del orden social y no natu-
ral. Sin embargo, para ese momento, la Declaración de los
Derechos Humanos solo había sido firmada por 48 países
(no exentos de discrepancias y diversidad de opiniones al
respecto) y el derecho a la alimentación como valor y como
norma legal encontraba –y aún lo hace– serias dificultades
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a la hora de ponerse en acto desde el punto de vista tanto
económico como conceptual.

Tal vez por eso todos los estados han legitimado sus
políticas alimentarias no sobre el derecho universal a la
alimentación, sino enfocados en la acción reparadora de la
vulneración del derecho en algunas poblaciones específi-
cas –los niños, los ancianos y los pobres, entre otras– que
no están sujetas a controversia por la obvia incapacidad de
alimentarse por sí mismos.

Durante décadas, aunque reconociendo el derecho uni-
versal a la alimentación, en la gestión de los programas
que debían actualizarlo se utilizó una mezcla –nunca expli-
citada– de falta de recursos y exceso de prejuicios. Esto,
porque, en sociedades salariales en las cuales el trabajo se
consideraba no solo un medio de vida, sino además un valor
en sí mismo, el derecho a alimentarse y alimentar a otros
se veía como el resultado esperable de la integración social
vía empleo.

Mientras, los estados europeos construían “estados de
bienestar” como acuerdos entre el Estado, el mercado y sus
ciudadanos, en los cuales asumían un rol regulador de las
relaciones productivas y por medio de imposiciones tri-
butarias alcanzaban a establecer las bases materiales de la
redistribución, trasladando los conflictos a la esfera de la
reproducción.

Este estado de bienestar de los países europeos, que
había comenzado con la industrialización (cuando se rom-
pieron los lazos solidarios de la familia y fueron remplaza-
dos por instituciones estatales, desarrollando así el servicio
público), sería adaptado en Argentina –y otros países de
Latinoamérica– en otro contexto, con un Estado con baja
capacidad institucional para asegurar los derechos sociales
y en una economía dependiente con elevada informalidad,
que determinará una estratificación de la protección social,
y alimentaria en particular, de acuerdo con el poder de pre-
sión de cada grupo en pugna, según su posición estratégica
en el modelo económico (Fleury, 2021).
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Con criterio tanto sanitario como social, a partir de
1952, y dentro del Ministerio de Salud, la Dirección Nacio-
nal de Maternidad e Infancia organizó la entrega de leche
en forma regular con el objetivo explícito de controlar
la mortalidad infantil, consecuencia principalmente de la
desnutrición y la diarrea estival. Diversas obras sociales,
dependiendo del poder de su gremio, también organizaban
entregas de leche en polvo a los recién nacidos de sus
asociados.

Las sucesivas intervenciones militares entre 1955 y 1983
relegaron los derechos ciudadanos, de manera que en los
programas alimentarios –aunque continuaron el Programa
Materno Infantil y Comedores Escolares a nivel nacional,
junto a decenas de programas provinciales y municipales–
se hablaba de enfermedad, emergencia y necesidad.

Hasta la recuperación de la democracia en 1983 no
hubo una agenda de derechos humanos, la cual caracterizó
a la política –no solo alimentaria– a partir de entonces con
la ratificación de numerosos pactos y tratados internacio-
nales, hasta llegar a la Constitución nacional de 1994, que
precisamente les dio jerarquía constitucional.

En 1986, Argentina ratificó el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) por
la ley N.º 23.313. En el artículo 11.º de ese pacto, los estados
“reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida
adecuado para si � y su familia, incluso alimentación, vestido
y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las con-
diciones de existencia”.

La introducción del concepto de adecuación significó
una exigencia superadora. Pero va más allá: enumera una
serie de medidas que deben adoptar los estados, como la
mejora en métodos de producción, conservación y distri-
bución de alimentos, y la reforma de los regímenes agrarios
para alcanzar la explotación y la utilización más eficaces de
las riquezas naturales. También compromete a los estados
a garantizar una distribución equitativa de los alimentos en
relación con las necesidades.
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Posteriormente, Argentina adoptó otros pactos inter-
nacionales. En 1996, el Protocolo de San Salvador, en el
ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos,
en el artículo 12.º reconoció el derecho a la alimentación
adecuada, ratificado por Argentina en 2003.

En el siglo XXI, la agenda de derechos humanos –y
particularmente el derecho a la alimentación– busca inci-
dir simultáneamente sobre varios frentes. Considerando la
interrelación de los derechos humanos, no se puede levan-
tar el derecho a la alimentación adecuada sin tomar en
cuenta la sustentabilidad para garantizarla en el futuro. Y
al hacerlo hay que proteger el medio ambiente. Esto quiere
decir que no se admite el desarrollo a cualquier precio ni
se avala la expansión de la producción a expensas de sel-
vas, bosques y humedales. La opción “desarrollo a cualquier
precio” hoy se supone zanjada con los criterios de “desa-
rrollo sustentable”, entendiéndose que sin cuidar el medio
ambiente no hay desarrollo posible o –más engañosamente,
como lo demuestra el caso chino– (Smil, 2003) que puede
haber un incremento de la producción hoy, pero conducen-
te a un colapso seguro mañana.

Las consecuencias del desprecio hacia el medio ambien-
te por parte de las políticas alimentarias –aunque no solo de
ellas– han generado desastrosos resultados: contaminación,
desertificación, extinción de especies y cambio climático
son algunos de los problemas que esta generación le legará
a la próxima, ya que la crisis alimentaria es tan global como
estructural y terminal (Aguirre, 2017).

En este sentido, los pactos internacionales que hoy
inciden sobre el diseño de políticas alimentarias nacionales
son los siguientes:

a. Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Orga-
nización de las Naciones Unidas (ONU): en 2015, en
la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, en
Nueva York (Estados Unidos), los estados miembros de
la ONU aprobaron el documento “Transformar nuestro
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mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”
(A/RES/69-315). La Agenda 2030 contiene 169 metas
y 17 objetivos que deben ser cumplidos para 2030. Esta
iniciativa, que retoma los Objetivos de Desarrollo del
Milenio, entró en vigencia el 1 de enero de 2016. Adhe-
rir a este programa implica asumir el compromiso de
adoptar los ODS como propios y dictar las normativas
necesarias para su cumplimiento en el ámbito nacional.

b. Acuerdo de París: adoptado en diciembre de 2015, fijó
tres objetivos fundamentales: a) mantener el aumento
de la temperatura global “bien por debajo” de los 2
°C respecto de los niveles preindustriales y esforzarse
para limitar ese incremento a 1,5 °C, b) reforzar las
medidas de adaptación a los impactos climáticos y c)
adoptar trayectorias de desarrollo bajas en emisiones y
resilientes al clima.

c. Guías alimentarias basadas en alimentos: en 1992, la
FAO y la OMS les recomendaron a los países miem-
bros que desarrollaran guías alimentarias. Argentina
cumplió, aunque ahora se discute a nivel internacional
si esas guías saludables, además, deberían ser susten-
tables.

d. Comité de Seguridad Alimentaria Mundial (CSA), de la
FAO: ha sido la plataforma para la negociación de cues-
tiones como las directrices voluntarias sobre la gober-
nanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y
los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria
nacional, los principios para la inversión responsable
en la agricultura y los sistemas alimentarios, y el marco
de acción para la seguridad alimentaria y la nutrición
en crisis prolongadas. En 2008, el aumento de los pre-
cios de los alimentos y la volatilidad que se instaló des-
de entonces obligaron a los gobiernos a tomar medidas,
incluyendo la reforma del CSA, en un intento de impe-
dir que se repitieran crisis similares y de abordar los
problemas tanto a largo como a corto plazo.
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e. Acuerdos de comercio internacional de la Organización
Mundial de Comercio (OMC): se observa una tenden-
cia creciente para el acceso a los mercados de requeri-
mientos basados en criterios ambientales y climáticos.
Actualmente existen 455 ecolabels (etiquetas ecológicas)
en países tanto del Norte como del Sur global. En el
futuro, esta tendencia creciente al uso de ecoetiquetas y
sellos de carbono-neutralidad puede volverse un requi-
sito obligatorio para el comercio mundial. La Comi-
sión Europea ha desarrollado una metodología para
medir una huella ambiental de productos (PEF, por sus
siglas del inglés product environmental footprint), la cual
–aunque todavía es una norma voluntaria– podría vol-
verse obligatoria más adelante. Si esto ocurriera, nues-
tras exportaciones podrían verse seriamente afectadas
debido a la baja performance ambiental de los productos
argentinos.

Otros tratados ambientales internacionales que inciden
en la política alimentaria:

a. Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo: firmada en Brasil en 1992 y ratificada por el
país en 1996 (ley N.º 24.501), estableció los principios
internacionales que se deben cumplir con el objetivo de
establecer una alianza mundial equitativa.

b. Convención de Ramsar: promueve la conservación y el
uso racional de los humedales. Fue rubricada en Irán
en 1971 y ratificada por Argentina en 1991 a través de
la ley N.º 23.919.

c. Acuerdo Marco sobre Medio Ambiente del Merca-
do Común del Sur (Mercosur): tiene por objetivo
impulsar el desarrollo sustentable y la protección del
medio ambiente. Fue aprobado por Argentina en 2003
mediante la ley N.º 25.841.

d. Acuerdo de Escazú: firmado en Costa Rica, fue rati-
ficado por Argentina en enero de 2021 a través de la
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ley N.º 27.566. Su objetivo es garantizar el acceso a la
información pública en los procesos de toma de deci-
siones ambientales y el acceso a la justicia, con el fin
de vivir en un ambiente sano y contribuir al desarrollo
sostenible a nivel regional (Maceira et al., 2022).

Se podría pensar que, con este marco normativo inter-
nacional que el Estado hizo propio, las políticas y los pro-
gramas alimentarios se transformarían radicalmente. Pero,
aunque no podemos negar que hubo cambios, estos no fue-
ron de fondo ya que –si bien los programas siguen decla-
mando derechos– continúan concentrados en la emergen-
cia y la vulnerabilidad.

E:��+IUX��/�5 ,.+$.�)�/��I&) *0�.&+/

Un rasgo distintivo de las políticas alimentarias en Argenti-
na es que no son producto de un diagnóstico técnico sobre
datos creíbles, sino de la evaluación partidaria –cambiante
en las diversas administraciones– resultante de las tensiones
internas del partido con su base de votantes y de las luchas
dentro y fuera de las burocracias asistenciales (nacionales e
internacionales).

Desde 1970, los países de Latinoamérica desarrollaban
sistemas de Vigilancia Alimentaria y Nutricional (SISVAN),
pero recién en 2006 fue realizada en Argentina la Encuesta
Nacional de Nutrición y Salud (se repitió en 2018). Mien-
tras, la Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares, del
Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC), que
debía ser concretada cada diez años, además de su irregu-
laridad, incluyó aglomerados regionales recién a partir de
1996 (antes cubría solo el Área Metropolitana de Buenos
Aires [AMBA]).

Aunque todos se referencien en la lucha contra el ham-
bre, la pobreza o la desnutrición, en Argentina han sido una
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constante los programas diseñados en base a presunciones
y sin evidencia empírica que los sustentara, con la urgencia
de cubrir necesidades “percibidas” como tales pero cuyos
alcances no se conocían en profundidad ni en magnitud.

Asimismo, la mayoría de esos planes tenían objetivos
difusos (combatir la pobreza, mejorar el acceso o paliar
la emergencia), presentaban poca coherencia entre necesi-
dad (anemia) y programa (fortificación), y poseían múltiples
operatorias que no respondían a la complejidad de la ali-
mentación, sino a la opacidad de la meta. De allí que en
general no se hayan realizado evaluaciones de ellos.

Cuando se analizan las políticas alimentarias de asis-
tencia directa, el resultado es el entramado de programas
alimentarios que conviven con un conjunto de medidas y
acciones que no son consideradas del campo de la alimen-
tación (retenciones y Asignación Universal por Hijo [AUH])
pero tienen una clara incidencia en ella y se ubican en
diversas áreas estatales.

Esta lógica fragmentada, asistencial y de polarización
social se profundizó a partir de los noventa y se sigue refle-
jando en los programas alimentarios, a pesar del tiempo y
del paso de gobiernos de distinto signo.

Un dato significativo es la permanente declaración
legislativa de “emergencia alimentaria”. Se podría pensar
que, con las crisis cíclicas de la economía argentina, las
políticas alimentarias deberían ser tan estables como indis-
cutibles. Sin embargo, cuando se observan las declaraciones
de emergencia alimentaria parece que en nuestra clase polí-
tica existiera una fe ciega en la propia administración o una
imprevisión suicida que provoca recaer sistemáticamente
en los mismos errores.

La emergencia alimentaria fue declarada por el decreto
N.º 108/2002 y sucesivamente prorrogada por las siguientes
normas: decreto N.º 1.121/2003 (hasta el 10 de diciembre
de 2003), decreto N.º 1.069/2003 (hasta el 31 de diciembre
de 2004), decreto N.º 1.693/2004 (hasta el 31 de diciembre
de 2005), ley N.º 26.077 (hasta el 31 de diciembre de 2006),
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ley N.º 26.204 (hasta 31 de diciembre de 2007), ley N.º
26.339 (hasta el 31 de diciembre de 2008), ley N.º 26.456
(hasta el 31 de diciembre de 2009), ley N.º 26.563 (hasta el
31 de diciembre de 2011), ley N.º 26.729 (hasta el 31 de
diciembre de 2013), ley N.º 26.896 (hasta 31 de diciembre
de 2015), ley N.º 27.200 (hasta el 31 de diciembre de 2017),
ley N.º 27.345 (hasta el 31 de diciembre de 2019) y ley N.º
27.519 (hasta el 31 de diciembre de 2022).

La emergencia alimentaria es un acto administrativo
que aumentó en 50 % las partidas presupuestarias para ali-
mentación y agilizó los procesos administrativos al eliminar
las licitaciones y permitir la compra directa. Sobre todo,
le dio discrecionalidad al Poder Ejecutivo para reasignar
recursos y concentrarlos donde haya problemas. También
estableció que, a partir de diciembre de 2020, los fondos
para políticas alimentarias deben ser actualizados cada tres
meses para que no pierdan valor frente a la inflación. Todos
los gobiernos han recurrido a la declaración de emergencia
alimentaria no solo por la necesidad, sino también por la
legitimación que da a su discrecionalidad (Aguirre y Pau-
tassi, 2021).

En el cuadro siguiente se resumen los programas ali-
mentarios desde el retorno de la democracia.
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Fuente: Abeyá Gilardon (2016).

Así como el PAN fue el programa del retorno de la
democracia, el PNSA es el del nuevo milenio. Nacido de

KOS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



la crisis de 2001, por su coherencia, cobertura, operato-
ria, presupuesto y tiempo de implementación tendría que
haber marcado un hito en las políticas de asistencia directa.
Sin embargo no implicó cambios sustantivos en la forma
de concebir e implementar las políticas alimentarias. Así,
continuó primando una lógica de reparto de alimentos o
transferencias para el sostenimiento de comedores.

Si en los noventa eran las organizaciones no guber-
namentales (ONG) las que gestionaban, a partir de 2003
intermediaron las organizaciones sociales y barriales, lo que
introdujo nuevos actores en el campo de la interlocución y
la implementación de los programas alimentarios. No obs-
tante, uno de los logros de ese plan fue el enfoque de géne-
ro, siempre presente en el tema de la alimentación pero no
explicitado.

Una política alimentaria que se consideró puramente
económica fueron las retenciones móviles a exportaciones
(resolución N.º 125), que en Argentina se difundieron como
una extravagancia recaudatoria. Sin embargo, un tercio de
los miembros de la Organización Mundial de Comercio
(OMC) –en general, países en desarrollo especializados en
productos primarios– aplican retenciones móviles (sliding
scales duties) a sus exportaciones como una forma de captar
una porción de la renta proveniente de sus recursos natu-
rales: Colombia al café y Turquía a los frutos secos, por
ejemplo.

Esos derechos aduaneros sirven para lo detallado a
continuación: a) desacoplar los precios internacionales de
los domésticos, b) dirigir la producción favoreciendo los
alimentos no afectados por las retenciones, c) mejorar el
rendimiento de las economías regionales, ya que al ser
móviles compensan diferencias, d) financiar a sectores de la
producción que se desea desarrollar y e) al entrar en ren-
tas generales, financiar planes de producción de alimentos,
infraestructura y consumo.

Aunque se aplicaban sobre 70 empresas exportadoras,
ellas las cargaron “hacia atrás” en la cadena y por eso fueron
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los productores los que resistieron la medida. El intento
de aplicación creó un nuevo actor político, “el campo”, que
logró derogarlas para volver a las retenciones fijas instala-
das desde 2002. Simplificando y situándolas en el contexto
global, deberíamos resumir que el Norte subsidia, el Sur
retiene y –en la OMC– ambos se acusan de entorpecer el
libre comercio.

En 2009, mediante la resolución N.º 1.083 del Minis-
terio de Salud fue aprobada la Estrategia Nacional para la
Prevención y el Control de Enfermedades No Transmisi-
bles, con el objetivo de reducir la mortalidad, la morbilidad
y la discapacidad creada por el sedentarismo y las enferme-
dades crónicas. Estas son la diabetes, las afecciones cardio-
vasculares, renales y respiratorias, el cáncer, la hipertensión,
la dislipidemia o colesterol alto, el sobrepeso u obesidad, el
tabaquismo y el alcoholismo.

Se trata de patologías dependientes de la alimentación
pero que quedaron fuera del PNSA, aunque la retórica de
derechos y la interdependencia de estos fueron una bandera
permanente.

Es que las sociedades que han entrado en la transición
epidemiológico-nutricional, se preocupan hoy tanto por la
escasez como por la abundancia de alimentos (Aguirre,
2006). En el nuevo milenio, la tendencia en las poblaciones
es al crecimiento de la malnutrición, que superpone todos
los problemas del déficit de micro y macronutrientes a
todos los problemas de la abundancia (consumo de alimen-
tos ricos en energía).

La obesidad en la pobreza es particularmente cruel
porque encubre el hambre y la desnutrición tras el tamaño
de la cintura. Aunque tiene carácter epidémico, es una epi-
demia sin agente porque la causa no es un patógeno, sino
el estilo de vida socialmente construido sobre el que los
sujetos difícilmente pueden incidir.

Las personas perjudicadas tal vez puedan elegir consu-
mir productos orgánicos, pero no pueden respirar aire sin
esmog, trabajar en condiciones ideales o vivir en una ciudad

KSI D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



con espacios verdes, servicios, condiciones de habitabilidad
y transporte saludables y sin violencia. Se trata de modificar
el medio, de transformar la manera de vivir en sociedad,
que se considera un factor de riesgo.

La lectura política justifica actuar modificando el espa-
cio urbano e institucional para promover el movimiento, así
como regular las industrias alcoholera, tabacalera y alimen-
taria fomentando ambientes libres de humo, limitando la
venta de alcohol o regulando el contenido, el etiquetado y la
publicidad de los alimentos, y no solamente impulsar acti-
tudes responsables y saludables en la población, que resulta
de una confianza demasiado optimista en la racionalidad de
los sujetos y en la capacidad de la información para cambiar
comportamientos.

La verdadera innovación en torno a los programas
alimentarios fue la discusión sobre el “ingreso ciudadano”
(como se lo llama internacionalmente), que según Van Parijs
(1995) implica un beneficio mensual tan alto como sea posi-
ble, universal (no focalizado en la pobreza), no meritorio (se
cobra solo por existir) y sustentable en su financiación.

Sin embargo no se concretó ante la necesidad de realizar
enormes reformas económicas (por ejemplo, en la estructu-
ra impositiva para hacerla progresiva) y sociales (por caso,
en la eliminación de los “punteros” y los intermediarios de
la asistencia) que el Estado no estaba dispuesto a realizar.

Esta iniciativa terminó convertida en la Asignación
Universal por Hijo (AUH), un ingreso mensual fijo para las
madres, al principio condicionado a la educación y el con-
trol de salud de los niños, y hoy incondicional. En 2010 fue
actualizada por decreto, en 2016 se ataba a las jubilaciones
y a partir de 2021 se actualiza con una fórmula matemática
poco clara y retrasada tres meses en su aplicación, lo que
resulta en una devaluación importante del monto en con-
textos de alta inflación.

Aunque no es un programa alimentario, forma parte
de la política alimentaria implícita del país ya que el monto
percibido se destina principalmente a la alimentación y se
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la monitorea en función del costo de la canasta básica de
alimentos o línea de indigencia.

En el período 2015-2019 se vio un desplazamiento de
la política alimentaria, que como nunca estuvo dedicada a
servir a la economía no solo por su carácter compensato-
rio, sino también porque se utilizaba la enorme capacidad
del Estado para incidir en la producción antes que en el
consumo (que había sido la bandera de la administración
anterior).

Hacia eso se dirigieron la aprobación de 18 eventos
transgénicos en solo cuatro años –de 60 aprobados desde
1996– y la reducción de las retenciones. Los programas
alimentarios del Ministerio de Desarrollo Social continua-
ron en forma silenciosa y técnica, y sin innovaciones, como
no fuera el aumento de participantes y la sustitución de la
retórica de derechos por la retórica del acceso.

F:�� )+�+�� �& .. 

Si leemos la alimentación humana desde la complejidad,
no debemos esperar una “bala de plata”. Al contrario, la
única manera de abordar sistemas complejos posiblemente
sea reconociendo componentes y relaciones, y actuar sobre
ellos en su diversidad.

Así como necesitamos transdisciplina (y no sumar dis-
ciplinas apilando conocimientos, con lo cual cada profe-
sional se queda en su mundito escuchando apenas al otro
y esperando que la dirección sintetice y resuelva), también
hay que cambiar la episteme –la manera de concebir el pro-
blema– haciendo que los especialistas sean “un poco anfi-
bios” (García, 2006) y vayan más allá de las incumbencias
disciplinares. Para comprender primero y actuar después.

Antes que crear la “Secretaría de la Alimentación
Compleja” en el “Ministerio del Futuro”, como un camino
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posible sugiero empezar por leer con criterio alimentario
los programas y las acciones de las instituciones existentes
–llevando la cuestión alimentaria a todos lados en donde se
tomen decisiones de política pública, porque todas la afec-
tan– y actuar en consecuencia.

En algún momento he dicho que las políticas indirectas
impactan más que las directas, y esto ocurre la mayoría de
las veces porque son invisibles: al operar en la oscuridad,
solo se las advierte por sus resultados cuando ya es tarde. De
tomar esta actitud “transversal”, exigiríamos que los econo-
mistas del Banco Central fueran conscientes de las deriva-
ciones alimentarias de sus decisiones, tal vez así cambiarían
ciertas acciones.

Por ejemplo, una variación en el tipo de cambio no solo
llena de productos importados los anaqueles de los super-
mercados o los vacía porque a la agroindustria le conviene
más exportar según el dólar sea bajo o alto, que es lo evi-
dente. También hay que visualizar su impacto en la conta-
minación del medio ambiente, en el consumo de alimentos
de carestía y en las enfermedades no transmisibles, entre
otros factores inherentes.

Si admitimos que no debe haber una sola política, sino
políticas plurales, diversas, atendiendo a problemas de dis-
tintas fuentes y niveles (algunas locales y otras globales),
lo que se puede pedir de una política alimentaria entonces
no será homogeneidad (¿cómo proponer una política igual
para desiguales?), sino direccionalidad y coherencia en el
nivel macro, junto a efectividad en la gestión micro.

La complejidad de la alimentación amerita políticas
alimentarias de ese tipo, que atraviesen la misma comple-
jidad que los problemas que intentan abordar. Sin duda, la
urgencia del padecimiento de la desnutrición interminable
y la malnutrición evitable debe ser atendida. El desafío es
hacerlo al mismo tiempo que restañamos las heridas de un
hábitat devastado, con acervos menguantes, riesgos impre-
decibles y recursos escasos.
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Hay una brújula que nos puede guiar: el enfoque de
derechos como posición ética, conceptualización teórica y
metodología.

Antes que el mercado termine de convertir el planeta
en un shopping para pocos, un resumen de la política nece-
saria para que haya un futuro sería este: producir nuestros
alimentos con sustentabilidad, distribuirlos con equidad y
consumirlos en comensalidad.

Globales y locales simultáneamente, sociales e indivi-
duales, con enfoque de género y fuertemente asentadas en
los derechos, las políticas para el futuro parecen imposibles.
Pero, como señaló Nelson Mandela, “todo es imposible has-
ta que se hace”.
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Ciencia, tecnología e innovación (CTI) están llamadas a
cumplir un rol fundamental en la resolución de los desafíos
y las encrucijadas que atravesamos. De las pocas certezas
actuales que tenemos, una es haber llegado a un límite
insostenible en la vinculación entre sociedad y ambiente.
Resulta imposible mantener las formas de producción y
consumo conocidas por quienes hoy estamos vivos en el
planeta. Problemas nuevos se suman a otros que persisten,
como la desigualdad de la riqueza a nivel mundial, el trabajo
infantil, más formas de esclavitud, procesos de polarización
política y desafíos en el ámbito de los derechos humanos
(Giuliani, 2018), crecientes diferencias de oportunidades
en los servicios de salud, vivienda y educacio �n en Améri-
ca Latina (Bértola y Williamson, 2016), crisis civilizatoria,
punto de inflexión (Biggeri, Clark, Ferrannini y Mauro,
2019), riesgo del antropoceno (Keys et al., 2019) y cambio
de época (Naciones Unidas, 2016) son algunas de las for-
mas de caracterizar esta encrucijada, que en cualquier caso
plantea una urgencia sin precedentes de transformación del
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paradigma de desarrollo actual hacia el desarrollo humano
sostenible (Arocena, 2019).

En este contexto de incertidumbre y urgencia en la
necesidad y velocidad de los cambios que debemos impul-
sar y consolidar, se plantea el imperativo de hacer del
conocimiento y la innovación instrumentos de cambio en
la dirección del desarrollo sustentable. Este abordaje, que
tiene una acumulación y trayectoria sustantiva en América
Latina de la mano de pensadores y organizaciones como
la Comisión Económica para América Latina y el Caribe
(CEPAL) (Fajnzylber, 1989; Furtado, 1961, 1970; Prebisch,
1959, 2012), ha adquirido un eco reciente en la comuni-
dad académica internacional al subrayar el apremio por un
rol transformativo de las políticas de ciencia, tecnología e
innovación (CTI) para contribuir con la resolución de los
desafíos globales, traducidos en la Agenda 2030 de Desa-
rrollo Sostenible.

Esta aproximación a las políticas de CTI se enfrenta
con un escenario complejo en los países de la región. El rol
clave indiscutible de la inversión pública para la producción
de conocimiento científico se encuentra en América Latina
con un panorama bastante desolador: mientras que, en los
países industrializados, estos apoyos se complementan sus-
tantivamente con otros del sector privado, en la región y
en Uruguay, la apuesta por el conocimiento y la innovación
es –con suerte– una cuestión casi exclusiva de la órbita
pública y de forma muy austera. En las últimas décadas, los
instrumentos de apoyo para la construcción de capacidades
científicas se han ido consolidando, aunque el proceso está
lejos de ser sostenidamente acumulativo, es volátil y sujeto a
vaivenes políticos. Aun en ese contexto, por un largo tiem-
po, aquellos han sido casi la única herramienta de política
de CTI (Mercado y Casas, 2015; Sagasti, 2011).

La desconexión entre los sistemas de investigación y
desarrollo, y las sociedades en las que estos se arraigan es
un rasgo persistente en América Latina. En 1995, Amílcar
Herrera lo señalaba como uno de los problemas claves de la
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región, agravado por una fuerte desvalorización de la cien-
cia y la tecnología, que quedaban ausentes de los proyectos
nacionales, atributos que se acompañan por una dualidad
discordante entre una política científica explícita a cargo de
los organismos nacionales de CyT –a nivel formal y decla-
rativo– y una política implícita que toma cuerpo y marca la
realidad, sostenida por una clase política desinteresada en
crear sistemas de investigación y desarrollo (I+D) autóno-
mos y fuertes (Herrera, 1975). Aquel escenario regional de
hace unas décadas ha cambiado. Hoy, los países de la región
cuentan con una institucionalidad directamente vinculada
a CTI, con planes y políticas explícitas (Lemerchand, 2015;
Padilla-Pérez y Gaudin, 2014; Rivas, Rovira y Scotto, 2014),
aunque estos espacios están constreñidos en el panorama de
las políticas públicas, con legitimidad limitada, y en general
son marginales a la agenda y las estrategias de desarrollo.

Estos avances conviven con ciertos rasgos estructura-
les persistentes, como es la débil demanda de conocimiento
desde el sector productivo. En cuanto al nivel de la valoriza-
ción pública y política de ciencia y tecnología, y su rol basal
en el desarrollo humano sustentable también hay mucho
camino por andar. Sin embargo existen señales de cambio a
partir de la crisis desatada por el COVID-19, la cual ha sig-
nificado –al menos circunstancialmente– una muestra de
ruptura de algunas de estas inercias. Este artículo pretende
ahondar en esa reflexión, aunque con carácter de ensayo,
para dejar planteadas preguntas dirigidas a continuar pro-
fundizando. Así, el trabajo busca señalar algunos trazos de
la relación entre las estrategias para afrontar el COVID-19
y la trayectoria de las políticas de CTI en Uruguay, con la
pregunta de qué se puede aprender de este indicio de rup-
tura –hoy planteado en un panorama desconocido e incier-
to– respecto del devenir de la política pública de CTI y los
posibles cambios relacionados con la forma de concebir y
diseñarla, así como su vínculo con los problemas y desafíos
que enfrentamos.
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La necesidad de generar un compromiso político para
hacer de la política de CTI una política de Estado, enraizada
en la sociedad y como instrumento privilegiado de respues-
ta a problemáticas y desafíos locales, pero en diálogo global,
ha visto la luz durante el pasado año y medio en el país. Este
cambio parece constituir un punto de inflexión al menos en
algunos planos.

Por un lado, este escenario de cercanía y consulta
explícitamente orquestada entre la ciencia y la política se
presenta como un fenómeno novedoso y disruptivo en el
quehacer político y de las políticas a nivel nacional, que
se materializó con y a través de la constitución del Grupo
Asesor Científico Honorario (GACH) el 16 de abril de 2020
(Presidencia de la República Oriental del Uruguay, 2020),
convocado por Presidencia de la República para asesorar
sobre la resolución de los desafíos impuestos por la pande-
mia y avanzar en el “camino hacia una nueva normalidad”.
Del lado del gobierno, el interlocutor es un equipo con
distintos integrantes: Transición UY, que actuó como inter-
mediario entre el GACH y la Presidencia de la República
Oriental del Uruguay.1

Por otra parte, este proceso revela una forma de conce-
bir y gestionar el rol del conocimiento y la innovación para
la resolución de un problema nacional y global, en sintonía
con lo planteado analíticamente desde el estudio de las polí-
ticas de CTI que señala la urgencia de cambiar el modelo
de estas para que realmente sirvan como vehículo de trans-
formación para los desafíos globales que hoy enfrentamos
como humanidad. En este trabajo se estudia el proceso de
producción y uso de conocimiento y de diseño de políticas
para enfrentar el COVID-19 como un ejemplo único, hasta
el momento, de política transformativa de CTI.

1 Para recabar más información, consultar https://www.gub.uy/presidencia/
politicas-y-gestion/mision-del-grupo-asesor-cientifico-honorario-gach.
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Los desafíos que atravesamos como humanidad nos sitúan
hoy en una encrucijada de gran relevancia. El modelo de
desarrollo imperante ha mostrado sus límites al punto de
que resulta imposible pensar en mantener un ambiente que
soporte las formas de producción y consumo conocidas
hasta el momento. La desigualdad de la riqueza a nivel
mundial permanece como un problema endémico, así como
el trabajo infantil y nuevas formas de esclavitud, junto a
procesos de polarización política y desafíos en el ámbito
de los derechos humanos, que son algunos de los rasgos
de esta insustentabilidad multidimensional (Giuliani, 2018).
En América Latina, las diferencias de oportunidades res-
pecto de los servicios de salud, vivienda y educacio �n crecen
(Bértola y Williamson, 2016).

En este contexto avanza la necesidad de repensar el rol
del conocimiento, la ciencia y la innovación en un senti-
do instrumental, como vehículos de ese “nuevo” desarrollo
(Sutz y Bértola, 2020). Hacer de la ciencia y la tecnología
motores de la resolución de problemas locales y globales es
imperativo. Y, para eso, las políticas orientadas a fomentar
estos procesos también deben cambiar.

Es así que los estudios de las políticas de innova-
ción plantean la necesidad de repensar estas en un senti-
do más instrumental y transformativo (Arond, Rodríguez,
Arza, Herrera y Sánchez-Mejía, 2011; Schot y Steinmueller,
2016). Se propone así avanzar en políticas de CTI que resul-
ten transformadoras de dinámicas estructurales y prácticas
productivas y de consumo, en vista de resolver los grandes
desafíos globales que enfrentamos (Geels, 2002; Markard,
Raven y Truffer, 2012; Rip y Kemp, 1998).

El carácter transformativo de las políticas de CTI al
cual se apela se suma a los abordajes sistémico y lineal de
estas. En este último, las políticas se proponen fortalecer
el conocimiento y el desarrollo de capacidades, mientras
que los sistémicos dan lugar al involucramiento de actores
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múltiples y plurales con sus distintos roles y funciones, con
la valorización de la participación de la sociedad civil. El
encuadre transformativo es complementario a los anteriores
y apela al direccionamiento del cambio sociotécnico hacia
el desarrollo sostenible (Vélez Agudelo et al., 2018). Para
una deseable y necesaria complementariedad entre estos
abordajes es importante contemplar las “distintas raciona-
lidades subyacentes”: fortalecer los recursos humanos, las
capacidades de infraestructura de ciencia, la tecnología y la
innovación en la concepción lineal de las políticas de CTI,
aumentar la competitividad de empresas y sus capacidades
de desarrollo, absorción y adaptación de nuevas tecnologías
e innovaciones para procesos productivos más eficientes en
la visión sistémica, y contribuir al bienestar de personas y
sociedades en la mirada transformativa de la PCTI. Estas
tres visiones suponen estrategias e intervenciones distintas
para alcanzar sus objetivos, requieren de diferentes niveles
de coordinación y articulación con el resto del concierto de
las políticas, apuntan a distintos colectivos y buscan resol-
ver distintos problemas públicos (Casas, 2021).

La preocupación por hacer de ciencia, tecnología e inno-
vación instrumentos genuinos de un desarrollo humano
tiene una larga historia en el pensamiento latinoamericano.
Si bien las perspectivas sobre el desarrollo para el conti-
nente se han situado en enfoques diversos y fluctuantes,
la reflexión sobre las causas y los caminos de salida del
subdesarrollo ha sido muy prominente. Según Hirschman
(1961), las guerras civiles, la inestabilidad política y la lucha
por la independencia ha mantenido a los ideólogos lati-
noamericanos ocupados en el siglo XIX, lo que limitó las
posibilidades de caminos emergentes locales. A principios
de 1900, la preocupación por el desarrollo estaba presente,
pero las respuestas se centraban más bien en un “culpar
a la víctima”, y la falta de modernización y desarrollo del
continente tendían a justificar cuestiones raciales, de bar-
barie y la falta de actitud consecuente frente al trabajo. El
remedio parecía estar de la mano de la adopción de nuevos
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patrones culturales, a imagen de los países exitosos. Luego
de la Segunda Guerra Mundial, esta perspectiva cambió y
el foco de la crítica se situó fuera del continente. Esos años
fueron testigos de la emergencia de movimientos y teóricos
revolucionarios, como los de la revolución mexicana, y de
pensadores como Víctor Raúl Haya de la Torre y José Carlos
Mariátegui, quienes planteaban la importancia de las diná-
micas internacionales para explicar el atraso o subdesarro-
llo del continente. Con ellos cambió fundamentalmente el
enfoque, el lugar analítico desde el cual se explicaba y com-
prendía la realidad socioeconómica del continente. Puede
resultar paradojal que, en ese contexto, las causas de los
problemas económicos se asociaran a dinámicas internacio-
nales, pero se entendía necesario que las soluciones debían
surgir desde dentro, a través de la acción política y en base
a una ideología nacionalista. Es interesante anotar además
que, hasta los años cuarenta del siglo XX, el pensamiento
y discurso sobre el (sub)desarrollo económico, el progreso
y la modernidad latinoamericana se daba entre ensayistas,
literarios y escritores políticos. Y las ideas económicas se
alimentaron a partir de ellos.2 En los años cincuenta se
dio un cambio desde una agenda regional encabezada por
economistas, especialmente en el contexto de la influyente
CEPAL, creada en 1948 (Hirschman, 1961). El estudio de la
relevancia de las condiciones estructurales que han marca-
do el desarrollo del continente y su relación con la econo-
mía global, y el especial rol de la tecnología y la innovación
han sido foco de la agenda cepalina.

Que ciencia, tecnología e innovación sean reales ins-
trumentos de desarrollo sostenible e inclusivo supone cam-
bios profundos en varios niveles. Por ejemplo, requiere de
una resignificación de cómo se conciben estas políticas, qué
instrumentos se formulan, cuáles son las razones que las
explican, y cómo se diseñan, implementan y evalúan. La

2 Por ejemplo, Mariátegui fue editor de la revista literaria más importante de
Perú en su momento, Amauta, la cual introdujo el surrealismo en ese país.
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innovación aparece no solo como objeto de la política, sino
también como forma de funcionamiento y búsqueda del
sistema, con la experimentación y el aprendizaje como sus
motores, orientada a objetivos sociales y ambientales, y a la
transformación en la dirección de los sistemas sociotécni-
cos (Schot y Steinmueller, 2018).

Un elemento clave de esta propuesta de políticas de
CTI transformadoras a nivel nacional es la identificación
y el reconocimiento de los problemas socioeconómicos y
ambientales con sus respectivos sistemas sociotécnicos que
configuran el desarrollo, en base a procesos participativos
plurales y sostenidos en el tiempo tanto para el diseño y la
formulación de las políticas como para su implementación
y evaluación.

Acerca del diseño, Colombia ha avanzado en este
modelo en su Plan de CTI para el Desarrollo Sustentable
(Libro Verde 2030) (Vélez Agudelo et al., 2018), donde se
plasman cinco principios guías: direccionalidad, participa-
ción, aprendizaje y experimentación, interdisciplinariedad,
y anticipación de resultados y efectos. La coordinación de
programas y políticas de los distintos ámbitos de políticas
–sociales, ambientales y políticos– es una pieza clave, así
como la participación de los actores involucrados en un
sentido amplio y plural a lo largo de las distintas fases de las
políticas públicas, incluyendo el diseño, la implementación,
el monitoreo y la evaluación.

En el caso concreto de los enfoques que abordan los
sistemas de innovación vinculados al sector agroalimenta-
rio internacional se reconocen diferentes modelos y perío-
dos, aunque estos siguen existiendo en la realidad en forma
contradictoria y simultánea. Uno de ellos son los llamados
Sistemas Nacionales de Investigación Agropecuaria (NARS,
por sus siglas del inglés National Agricultural Research Sys-
tems), en los ochenta, que ponían foco en la importancia de
generar conocimiento con una visión lineal de la investi-
gación, el desarrollo y la innovación (I+D+i). Luego surgie-
ron los Sistemas Agrícolas de Conocimiento e Innovación
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(AKIS, por sus siglas del inglés Agricultural Knowledge and
Innovation Systems), en los noventa, centrados en la gene-
ración y difusión con una visión más interactiva, pero aún
sin una perspectiva sistémica que abordara la complejidad
de la innovación. Posteriormente, en los 2000 aparecie-
ron los Sistemas de Innovación Agrícola, que enfatizan en
la aplicación del conocimiento en entramados construidos
con actores privados y públicos. Y recientemente, el Sistema
Agrícola de Innovación Orientado por Misión (MAIS, por
sus siglas del inglés Mission-oriented Agricultural Innova-
tion Systems), que promueve la reflexión sobre la direc-
cionalidad y la capacidad de transformación del sistema
de innovación, enfocado en abordar misiones que constru-
yan sistemas agroalimentarios sostenibles en lo económico,
ambiental y social (Klerkx y Begemann, 2020).

Así, una forma de avanzar en este cambio de políticas es
la identificación de misiones que sirvan de guía para hacer
de la ciencia, la tecnología y la innovación instrumentos de
desarrollo nacional. Las políticas orientadas por problemas
o misiones ayudan a favorecer dinámicas de vinculación
con las necesidades locales. Ergas (1987) sugiere dos for-
mas de políticas de apoyo a la investigación y la tecnología:
las orientadas por misiones, en las cuales la ciencia en una
escala considerable (big science) se orienta a la resolución
de grandes problemas (defensa, agricultura, salud y energía,
entre otros), y las dirigidas a la difusión para proveer capa-
cidades amplias en vista de ajustarse al cambio tecnológico
a través de la estructura industrial.

Las políticas selectivas suponen algunos riesgos. Por
ejemplo, uno de estos es el sesgo que pueden imprimirles
a las capacidades académicas (Crespi, Maffioli y Restelletti,
2014). Por eso resulta fundamental acompañar estas políti-
cas de orientación de agendas académicas con otras hori-
zontales de fomento a la investigación en todas las áreas del
conocimiento. Esto es clave para realmente avanzar en las
capacidades de CTI. También es importante tener en cuen-
ta cómo se identifican estas problemáticas o misiones para
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orientar las políticas, y que estos mecanismos sean abiertos
y plurales, dotados de una fuerte legitimidad por parte de
la sociedad en general y de la comunidad académica en
particular.

El ambiente institucional es vital para la innovación y
según Crespi et al. (2014) hacen falta capacidades en tres
niveles: estratégico, político y de implementación (Crespi et
al., 2014, pp. 5-6). El estratégico implica que las políticas se
asocien a consensos de largo plazo, en los cuales las metas
y los desafíos nacionales establecidos vayan más allá de los
cambios de gobierno (problemas de inconsistencia dinámi-
ca). El político se vincula con capacidades para la definición,
la coordinación, el financiamiento y el monitoreo de las
políticas, con espacios de encuentro y coordinación como
gabinetes interministeriales, donde también es necesario
dar lugar al surgimiento de complementariedad entre polí-
ticas explícitas e implícitas, y entre las distintas institucio-
nes de apoyo a la innovación (eficiencia sistémica) (Crespi
et al., 2014). Por último, para la implementación, uno de los
aspectos que estos autores señalan es la importancia de con-
tar con herramientas y procesos ágiles, transparentes y de
calidad en la formulación y gestión de programas o instru-
mentos de CTI. Importan también la experimentación en el
diseño y en la implementación (Breznitz y Ornston, 2013,
en Crespi et al., 2014), la formación de nuevos mercados
(Mazzucato y Semienuk, 2017, en Crespi et al., 2014) y el
espacio para el “autodescubrimiento” de nuevos problemas,
además de las capacidades de articulación y coordinación
(Crespi et al., 2014).

D:��&*+,/&/�� I�/ ,+IUX��/�� ���� * �.1$1�5

En Uruguay, las políticas de CTI se expandieron en las últi-
mas décadas y la cantidad de instrumentos se quintuplicó de
2007 a 2019, aunque la mayoría de estos son horizontales
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(Baptista, 2016; Bianchi, Bortagaray, Liurner y Magallán,
2021), a la vez que se densificó y diversificó la estructura del
sistema asociado a estas políticas (Bianchi et al., 2021).

En 2007 se dio un cambio sustantivo en la institucio-
nalidad a través de la ley N.º 18.084 (Dirección Nacional
de Impresiones y Publicaciones Oficiales [IMPO], 2007),
que definió los cometidos y las competencias de la Agencia
Nacional de Investigación e Innovación (ANII), a la vez que
replanteó los del Consejo Nacional de Innovación, Cien-
cia y Tecnología (CONICYT) –fundado originalmente en
1959– y creó el Gabinete Ministerial de la Innovación. La
coordinación de políticas e instrumentos resulta vital para
un sistema de ciencia, tecnología e innovación, más aún si se
busca fortalecer su vinculación con la resolución de proble-
mas del desarrollo sustentable (Borrás y Edquist, 2013).

La investigación orientada a la resolución de problemas
nacionales en sectores clave de la economía en Uruguay es
promovida por diferentes instituciones. La Universidad de
la República ha avanzado en este sentido, desde hace unas
décadas, a través de convocatorias a proyectos de investiga-
ción en colaboración con organizaciones nacionales, como
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y
Pórtland (ANCAP), la Administración Nacional de Puertos
(ANP), la Administración Nacional de Usinas y Transmisio-
nes Eléctricas (UTE) y el Plenario Intersindical de Traba-
jadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT),
entre otras. El proceso establecido comenzó con un espa-
cio de diálogo entre la comunidad académica y los actores
demandantes de conocimiento, para arribar a una serie
de problemas y necesidades de conocimiento, pero desde
la construcción temprana y sostenida de vínculos de con-
fianza y reconocimiento entre ellos (Cohanoff, Mederos y
Simón, 2014).

La ANII también tiene varias ediciones en sus convo-
catorias a fondos sectoriales vinculados con el agro (Fondo
Innovagro, junto con el Instituto Nacional de Investigación
Agropecuaria [INIA]), la salud (Fondo Sectorial de Salud), la
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energía, la educación y la seguridad ciudadana (ANII, 2015).
Por su parte, la investigación agropecuaria impulsada desde
el INIA se orienta por problemas y oportunidades identifi-
cadas junto con los ámbitos privados y públicos. La partici-
pación de actores múltiples se da en distintas instancias de
planificación estratégica, así como en los consejos asesores
regionales y en los grupos de trabajo. El Fondo Innovagro
es cofinanciado con la ANII y en algunos casos con par-
ticipación de otras instituciones (Ministerio de Ganadería,
Agricultura y Pesca de Uruguay [MGAP], Laboratorio Tec-
nológico del Uruguay [LATU]y demás). Se han financiado,
también, fondos sectoriales con foco en la salud animal.
Mediante los Fondos de Promoción de Tecnología Agrope-
cuaria (FPTA) se han promovido llamados de investigación
y de transferencia de tecnología y coinnovación, con el
involucramiento de diversos actores vinculados a las uni-
versidades (Universidad de la República [UDELAR], Uni-
versidad Católica del Uruguay [UCU], Universidad ORT y
demás), institutos de investigación (Instituto de Investiga-
ciones Biológicas Clemente Estable [IIBCE] e Institut Pas-
teur de Montevideo [IPMon], entre otros) y privados. En el
Plan Estratégico que está culminando (2016-2021) se iden-
tificaron los principales desafíos –problemas y oportunida-
des– vinculados a los siete sistemas productivos que presen-
ta el INIA: agrícola-ganadero, ganadería extensiva, forestal,
arroz-ganadería, vegetal intensivo, familiar y lechero.

Estos ejemplos ilustran experiencias de políticas de
CTI que relacionan y buscan responder a problemáticas
sociales y productivas concretas. Pero este contexto tiene
como encuadre uno más complejo, en el cual estas políticas
en general quedan en un hiato con los otros dominios de
las políticas públicas que hacen al desarrollo humano sus-
tentable, como las ambientales, las industriales, las agrope-
cuarias, las sociales y las de salud. Las políticas de CTI no
son pensadas o diseñadas transversalmente y, a la vez, las de
salud, ambiente, agro o industria rara vez acuden a alianzas
con las de ciencia, tecnología e innovación como forma de

LII D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



potenciar el rol del conocimiento y la innovación en las
soluciones planteadas. Esta separación –en un doble senti-
do– constriñe el alcance de los resultados y genera esfuerzos
paralelos, desaprovechando así la oportunidad de afianzar
círculos virtuosos de desarrollo humano sustentable.

La transición hacia instrumentos más complejos, que
simultáneamente contemplen el avance a la construcción
de capacidades de CTI, la sustentabilidad ambiental y la
inclusión social, es parte de la propuesta de estas políti-
cas transformativas, como complemento de los enfoques de
política apoyados en I+D y de los sistémicos, apuntando a la
transformación de las sociedades en la cual la innovación es
una forma de funcionamiento y de búsqueda a nivel del sis-
tema de CTI, tomando como norte la agenda de desarrollo
sustentable. Para que el proceso de innovación alcance estas
metas es necesario que sea inclusivo, experimental y que
busque cambiar la dirección de los sistemas sociotécnicos
en todas sus dimensiones. Para eso es clave no solo el invo-
lucramiento activo en las políticas de CTI, sino también en
la política (politics) (Schot y Steinmueller, 2018). Más aún, la
agencia de los individuos para situarse y actuar frente a los
cambios –y en particular la dirección hacia donde encami-
narlos– es una cuestión fundamental (Kaplinksy, 2021).

Una de las dimensiones subyacentes a esta discusión,
y clave para avanzar en la dirección propuesta, es la del
uso del conocimiento y en particular la de la relación
entre conocimiento y política. Hace ya unas cuántas déca-
das, Weiss señalaba las distintas dinámicas que atraviesan
a la relación investigación y políticas (Weiss, 1979)3. En el

3 Esta pregunta sobre las vinculaciones entre conocimiento, investigación y
uso es objeto de preocupación y análisis desde distintas disciplinas y enfo-
ques, incluyendo al propio campo del estudio de las políticas públicas en
general, de la ciencia, la tecnología y la innovación, y el de la evaluación,
hasta llegar también al de la cooperación internacional y su preocupación
por la utilidad de los resultados que se apoyan desde las agencias, como el
Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (IDRC, por sus
siglas del inglés International Development Research Centre), de Canadá, y
el Instituto de Desarrollo de Ultramar (ODI, por sus siglas del inglés Over-
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caso del conocimiento vinculado a las ciencias sociales, se
identifican tres posibles usos desde el ámbito de la toma de
decisión: a) uno instrumental, en el cual el conocimiento
académico sirve directamente para resolver problemas de
políticas; b) uno conceptual o de “iluminación” (enlighten-
ment), en el cual los avances conceptuales de la investiga-
ción en ciencias sociales permean el ámbito de las políticas
públicas, contribuyendo a cambiar abordajes, conceptuali-
zaciones o los términos del debate en temas específicos, y
c) uno simbólico, estratégico o de legitimidad, a través del
cual la investigación se utiliza para apoyar una postura pre-
determinada en los tomadores de decisión o para legitimar
visiones existentes, incluyendo también un uso táctico que
no se vincula con el contenido de la investigación sino con
el procedimiento para darles más prestigio a las políticas
(Snoeck, Sutz, Cohanoff y Gras, 2010). El estudio empírico
realizado por Snoeck et al. (2010) en distintos países de la
región sobre este nexo entre investigación en ciencias socia-
les y humanidades, y el uso del conocimiento en el ámbito
de las políticas públicas, muestra el interés explícito de la
comunidad académica de contribuir con su trabajo en el
proceso de toma de decisión y su percepción de haber logra-
do algún tipo de influencia en el desarrollo de las políticas,
y que los caminos a través de los cuales logran influir son
conceptuales y vía la movilidad de personas que transitan
entre estos ámbitos. Estos caminos están lejos de ser direc-
tos, ordenados o lineales, ya que se constituyen en interco-
nexiones desordenadas, con idas y vueltas, como también lo
planteara antes Weiss (1979) (Snoeck et al., 2010).

Para el mundo, y por supuesto para Uruguay, el
COVID-19 significó un quiebre en varios sentidos. Uno de
estos fue la necesidad de apelar y convocar a la ciencia a
un primer plano, de la mano con las políticas. Siguiendo
la categorización de Weiss (1979), parece plausible plantear

seas Development Institute), de Reino Unido, entre otros. En este trabajo se
menciona ese aspecto, pero no se lo trata en profundidad.
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que la ciencia sirvió y se utilizó en el país tanto instrumental
como conceptualmente y también de modo táctico, depen-
diendo del momento y las circunstancias sanitarias y polí-
ticas. Hubo emergencia, incertidumbre, falta de soluciones
ya existentes y de disponibilidad de recursos, simultaneidad
en la emergencia del problema a nivel global y urgencia
para afrontar la cuestión sanitaria. También, una comu-
nidad académica fuertemente vinculada a nivel nacional e
internacional, espacios y trayectorias de interacción inter-
institucional que estaban probados y afianzados, confianza
a nivel de estos ámbitos y un clarísimo interés de servir
al país. Además, liderazgo científico, en clave de difusión-
divulgación y cercanía con la sociedad y la problemática
en puerta, y legitimidad y reconocimiento en la comunidad
académica con el grupo conformado. Este conjunto jugó un
rol vital para la resolución del problema del COVID-19 y
lo hizo desde una postura que integró múltiples aristas: la
de los “científicos puros”, reconocidos y valorados por sus
pares; la de “árbitro científico”, con capacidad para además
interactuar con la élite política y la ciudadanía; la de “inter-
mediarios honestos”, que contribuyen a traducir y expandir
las opciones disponibles para los tomadores de decisión,
y la de “defensores del tema”, que reducen el universo de
lo posible para una planificación con opciones específicas
(Pielke, 2012).

E:��+IUX��/�,[�I&��/8�,�*� )&��� �����>BH�5 �& *�&�
 * �.1$1�5

M>J>��� ' !�� ! �/!��'\+�7 �,+",/*��'\+� !Q ���	
El día que surgieron los primeros casos de COVID-19 en
Uruguay, el 13 de marzo de 2020, la Agencia de Gobierno
Electrónico y Sociedad de la Información y del Conoci-
miento (AGESIC) y su presidente en aquel entonces, Hugo
Odizzio, convocaron a una reunión virtual con un grupo
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de referentes con la idea de generar un grupo científico con
fuerte reconocimiento y calificación para estimar lo que
podría ocurrir con la pandemia en el país. A partir de allí,
y en base a contactos institucionales y personales, se con-
formó ese grupo que incluía como integrante al bioquímico
y científico biomédico Rafael Radi (académico uruguayo de
prestigio internacional, presidente de la Academia Nacio-
nal de Ciencias del Uruguay), a quien luego se le ofreció la
coordinación del equipo. Así, Radi aceptó la propuesta con
el planteo de incluir cuatro dimensiones en el trabajo: a) la
sanitaria, b) la económica, c) la socioeducativa y d) la vincu-
lada a ciencia de datos y modelos predictivos (Gatti, Núñez
y Santos, 2020).

El diseño del Grupo Asesor, su constitución y su diná-
mica de funcionamiento parecen ser parte importante de la
clave y la justificación del alcance, la notoriedad, la legiti-
midad, la confianza y la rigurosidad con los cuales fue aso-
ciado. Desde la perspectiva de los integrantes que lo coor-
dinaron, algunos de estos factores fueron (Cohen, 2021):

a. Metodología de trabajo muy bien estructurada.
b. Fértil interdisciplinariedad de la trama del grupo.
c. Constatación de impactar realmente en la vida de la

población.
d. Identificación de una fuerte valoración de la sociedad,

que servía para calibrar la relevancia del trabajo en un
contexto muy exigente e incierto.

e. Proyección de un grupo en el cual no se permeaban
divisiones ideológicas.

f. La primacía de lo científico por encima de lo político
(poder “asesorar sin tener interferencias”).

g. Que el GACH “se construyó de adentro hacia fuera y de
lo pequeño hacia lo grande”, a través de círculos con-
céntricos, y con un fuerte y estrecho vínculo respecto
de la calidad del vínculo en el círculo concéntrico más
pequeño, entre los tres cocoordinadores.
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h. La confianza y el liderazgo de Radi como coordinador
general en todos los niveles del grupo: “Voz de inde-
pendencia, de mesura y de un justo punto medio”.

i. “En un país que no genera unanimidades [nos dimos
cuenta de que] era casi una unanimidad el apoyo y el
cariño [recibido]”.

Gatti et al. (2020) identifican algunas características que
explican el alcance del GACH en su legitimidad, aproba-
ción, visibilidad y apoyo:

a. Alta calificación y reconocimiento científico.
b. Multidimensionalidad, reflejada en la conformación

del equipo.
c. Selección de los integrantes.

Una de las fortalezas del diseño institucional en torno al
GACH parecería ser la autonomía con que este grupo fun-
cionó, con la primacía de recursos cognitivos o mentales,
recursos humanos, artefactuales e infraestructura, quedan-
do reservada para otros espacios la movilización de recur-
sos monetarios y legales, por ejemplo (Avelino y Rotmans,
2011; Dente Dente y Subirats, 2014). De todos modos, esta
lectura es engañosa porque si bien la labor fue honoraria, y
este aspecto facilitó y dejó de lado posibles tensiones, detrás
de ese carácter, para el gobierno hubo recursos económicos
cuantiosos a cargo de las instituciones donde se desempe-
ñan los integrantes del grupo, como las universidades, en
particular la UDELAR, el IPMon, el IIBCE y la ORT.

La figura a continuación ilustra la estructura de la vin-
culación GACH-Presidencia de la República Oriental del
Uruguay.
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Fuente: Presidencia de la República Oriental del Uruguay (2020).
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Dentro de los rasgos transformativos de las políticas se
plantean la direccionalidad, la participación, el aprendizaje
y la experimentación, y la interdisciplinariedad.
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La idea de la dirección de las políticas de CTI y su
orientación hacia el desarrollo humano sustentable inter-
pela y convoca la discusión sobre la cuestión de los efectos
de estos procesos y su carácter no neutral. La dirección
del desarrollo es un tema clave de discusión que subyace a
esta idea de agenda transformativa de ciencia, tecnología e
innovación. A qué dirección apunta, hacia dónde dirige los
esfuerzos y en qué agenda se basa a la hora de apoyar conoci-
miento e innovación son algunos de los aspectos planteados
a través de la discusión sobre la direccionalidad, que desde
el estudio de las políticas de CTI tiene una acumulación
considerable (R. Arocena y Sutz, 2009; Arond et al., 2011;
Bianco, Oliva, Sutz y Tomassini, 2010; Bortagaray y Gras,
2013; Bortagaray y Ordo�n�ez-Matamoros, 2012; Cozzens
y Sutz, 2012; Cozzens, Gatchair, Harari y Thakur, 2006;
Freeman, 1991; Nelson, 1977, 2011; Stirling, O’Donovan y
Ayre, 2018; Thomas, 2012). Algo similar ocurre con el lugar
de la participación en el diseño, la implementación, la eva-
luación y el monitoreo de las políticas, aunque el alcance del
concepto y el enfoque de la participación suele ser bastante
más vago y problemático. ¿A qué se llama participación? ¿Es
participación la asistencia de un grupo diverso de actores
en una instancia puntual para colaborar en la definición de
una agenda? Esta discusión ha concitado su estudio en el
área de ciencia, tecnología y sociedad desde sus comienzos,
en particular vinculada a la participación pública en proble-
mas y controversias donde el conocimiento científico juega
un rol clave (Joss y Durant, 1995; Nelkin y Pollak, 1979).

En el caso del COVID-19, la direccionalidad claramen-
te estuvo impuesta por una realidad que no admitía muchas
demoras y requería de convergencias y compromisos claros.
Esta nitidez en la dirección en que ciencia, tecnología e innova-
ción fueron convocadas sirvió de factor aglutinante y de norte
biendefinido.Encuantoalaparticipación,elespaciodelGACH
fue un ámbito de expertos científicos y académicos signado por
la interdisciplinariedad, aunque –como se aprecia en el Cuadro
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1– la multiplicidad de disciplinas involucradas mayormente
convergía en el área de la salud humana y la ciencia de datos. Un
análisis más en profundidad requeriría analizar este proceso a
la luz de la participación en al menos tres dimensiones: quiénes
participaron (públicos implicados), cómo se dio el intercambio
de información y cómo se tomaron las decisiones en el proceso,
y cómo fue el vínculo entre el proceso y la toma de decisio-
nes (Fung, 2003). Para analizar el tipo de proceso participativo
ayuda pensar en los siguientes aspectos: la apertura del proceso
para dar lugar a la participación de quienes estén interesados, el
espacio para la participación de actores implicados, la partici-
pación de ciudadanos no implicados o integrantes del “público
general” y la posibilidad de contar con procesos mixtos (con
implicados y no implicados) o procesos eslabonados con distin-
tos públicos deliberantes (Kahane, Loptson, Herriman y Hardy,
2013; Lázaro, Bortagaray y Stuhldreher, 2018; Lázaro, Borta-
garay, Trimble y Zurbriggen, 2021).

Como se aprecia en el cuadro a continuación, la com-
posición del GACH muestra interdisciplinariedad en las
áreas biológicas, de la salud y científico-tecnológicas. Las
ciencias sociales intervinieron en forma más restringida. La
estructura y organización del grupo también indican una
arquitectura con nodos fuertes y, a su vez, una base también
amplia.

A nivel de aprendizaje y experimentación, la puesta en
marcha de las distintas acciones vinculadas a la estrategia de
combate al COVID-19 ha estado marcada por el aprendizaje y
la experimentación de medidas y políticas. El diseño y la imple-
mentación de acciones en los distintos ámbitos ha constituido
un laboratorio con múltiples aprendizajes. También, a nivel de
las políticas públicas (Mytelka y Smith, 2002).

La anticipación de resultados y efectos parte de los ras-
gos constitutivos de la política transformativa; en el caso del
COVID-19, fue muy limitada. Sin embargo, como se aprecia en
la conformación del grupo, la modelización y la proyección de
escenarios fueron pilares fundamentales.
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Fuente: Presidencia de la República Oriental del Uruguay (2020).
https://www.gub.uy/presidencia/politicas-y-gestion/integrantes-del-
grupo-asesor-cientifico-honorario-gach.4

4 Consultado el 9 de setiembre de 2021.
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Las capacidades construidas a lo largo del tiempo y conso-
lidadas en las últimas décadas fueron los pilares de la res-
puesta científica y tecnológica al COVID-19 en Uruguay. A
nivel de la UDELAR, la política de construcción de capaci-
dades en distintas regiones del país que se afianzó a partir
del 2007 fue fundamental en esta historia.

A modo de ilustración, el Laboratorio de Virología
Molecular P3 del Centro Universitario Regional (CENUR)
Litoral Norte, instalado en 2010 en la sede de Salto de la
UDELAR, sirvió de referencia como único laboratorio P3
en todo el país. Entre el 31 de marzo de 2020 y el 15 de
marzo de 2021, desde allí se realizaron aproximadamente
12.000 tests de RT-PCR (del inglés Reverse Transcription
– Polymerase Chain Reaction o reacción en cadena de la
polimerasa con transcripción inversa), que cubrieron Arti-
gas, Salto, Paysandú y Río Negro, y también Tacuarembó y
Rivera. A partir del 15 de marzo de 2021 se concentró en
el trabajo con muestras positivas para el virus SARS-CoV-2
(síndrome respiratorio agudo severo coronavirus 2) en el
marco del Grupo de Trabajo Interinstitucional (GTI, inte-
grado por la UDELAR, el IPMon, el Sanatorio Americano
y el Ministerio de Salud Pública de Uruguay), para estudiar
las variantes genéticas del patógeno para el norte y litoral
del país en el laboratorio de Salto, con más 2.000 muestras
analizadas5.

Conocimiento e innovación delinearon las estrategias
para atravesar esta ruta de emergencia. Uno de los pilares
de la serie de conquistas que marcaron esta historia fue la
estrecha y comprometida colaboración entre los distintos
espacios de producción de conocimiento del país. Las capa-
cidades construidas a lo largo de los últimos años desde la
UDELAR, el IPMon, el IIBCE y el INIA consolidaron una

5 Con base en información provista por R. Colina (2021).
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red de aliados insustituibles cuya interacción y cooperación
son un rasgo insoslayable detrás de las conquistas alcanza-
das durante este proceso.

Las demandas emergentes para resolver problemas acu-
ciantes –como la ausencia de kits de diagnóstico y la nece-
sidad de introducir un sistema de vigilancia y seguimiento
en todo el país, entre otras– crearon las condiciones y el
sentido de urgencia para alinear las capacidades de ciencia
y tecnología entre los distintos colectivos en la búsqueda
de soluciones, incluyendo la comunidad académica, actores
del sector productivo, el gobierno y la sociedad. Se configu-
ró un escenario que debía dar respuesta a la urgente crisis
planteada. Sin dudas, en este sentido no hubo anticipación
alguna.

Otra enseñanza de esta experiencia es que las platafor-
mas científico-tecnológicas con equipos humanos de primer
nivel e infraestructuras que fueron movilizadas para dar
respuesta a las necesidades surgidas por el COVID-19 son
fruto de décadas de construcción sostenida. Con relación a
la UDELAR, la apuesta por la descentralización y el desa-
rrollo de capacidades en los distintos territorios en sintonía
con los sistemas socioproductivos de las distintas regiones
lleva más de una década. En igual sentido, la formación
de médicos en el exterior, el Programa de Desarrollo de
las Ciencias Básicas (PEDECIBA), la creación del IPMon,
la acumulación en institutos como el IIBCE o el INIA, la
Universidad Tecnológica, la creación de nuevas carreras en
universidades privadas (UCU, ORT y Universidad de Mon-
tevideo [UM]) son parte de una trama institucional muy
asimétrica y todavía concentrada, pero que se ha densifica-
do sustantivamente en las últimas décadas. Esta experiencia
también dejó en evidencia que es inconducente la tenden-
cia a clasificar el conocimiento según sea aplicado o básico.
Sí importa la calidad de este conocimiento, su capacidad
de respuesta y su articulación interdisciplinar a nivel tanto
local como global. Y en este concierto que funcionó orques-
tadamente fue clave también el rol de los poderes públicos
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para habilitar y reglamentar las condiciones para dar lugar a
productos y procesos tecnológicos desarrollados endógena-
mente, incorporando la ciencia de datos en vista de generar
modelos predictivos acerca del desarrollo de la pandemia.

Queda además el aprendizaje de los diferentes roles
que tienen quienes gobiernan y asesoran e informan las
políticas desde la ciencia. Como señala Ribeiro, este víncu-
lo tan cercano que se dio entre la toma de decisiones y
las áreas del conocimiento científico ha redundado en una
nueva visibilidad para la ciencia, que ha convertido a estas
personas en figuras cotidianas que pasaron a integrar los
hogares uruguayos (Ribeiro, 2021). El GACH no fue convo-
cado para actuar en la lógica de un gobierno de científicos,
sino como asesores del gobierno, en un ámbito en el cual el
límite entre ciencia y política estaba nítidamente definido
en un contexto relativamente hostil para los vínculos entre
ambas disciplinas (Caetano, 2021).

F:�� # 4&+* /�"*�I /

Los problemas y desafíos imperantes requieren un abordaje
acorde, en el cual los recursos, saberes y esfuerzos se orien-
ten coordinadamente. El COVID-19 actuó como cataliza-
dor a través de un problema urgente, incierto y dramático
que originó una misión clara de salud pública, en primer
lugar, y que requirió una respuesta concertada, convergen-
te y unánime. Ahora, la pregunta y el desafío es cómo se
hace para gestar cambios más permanentes a partir de esos
aprendizajes. Cómo se orienta proactivamente el sistema de
ciencia, tecnología e innovación de Uruguay para la reso-
lución de los desafíos del desarrollo humano sustentable.
Esta experiencia puede quedar como un ejemplo virtuoso,
pero pasajero, o servir como semilla de cambio para una
política de CTI en estrecha cercanía y coordinación con
los problemas del desarrollo. Las encrucijadas que hay por
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delante como país involucran al menos tres retos: el prime-
ro está relacionado con la generación de riqueza, agregado
y captura de valor, diversificación de la matriz productiva
y productividad; el segundo se relaciona con la desigualdad
y la inclusión social, y el tercero está dado por lo ambiental
(Alatorre y Porcile, 2021; Deagosto, 2020; Pascale, 2021). El
dilema de cómo reducir la desigualdad debe vincularse con
las preguntas de innovación y creación de riqueza, articu-
lando el interés y el estudio por la inclusión social y las
reformas del estado de bienestar asociados al problema de
la desigualdad, con la preocupación por la productividad y
las políticas de innovación que afectan el emprendimiento.
Estas comunidades y discusiones deben integrarse en una
visión de creación colectiva de valor (Mazzucato, 2021).

La relevancia de la interdependencia entre salud huma-
na, animal y ambiental quedó bien presente con esta crisis
causada por el COVID-19. Del mismo modo, existe una
conciencia cada vez mayor sobre la importancia de contem-
plar los aspectos ambientales por razones tanto éticas y filo-
sóficas como otras más pragmáticas, vinculadas a los nichos
comerciales a los que puede acceder Uruguay y a la relación
del ambiente saludable con el turismo. Estos tres retos se
deberían concebir en forma relacionada e interdependiente,
fundamentales para una consolidación democrática.

La superación de la desigualdad y la generación de
riqueza, así como las utopías de movilidad social y de justicia
social (Gerchunoff, 2020) son factores claves que inciden en
la conformación de procesos transformativos densos, com-
plejos, profundos y direccionados en un contexto en el cual
se debe superar la trampa de los ingresos medios, donde la
transformación productiva hacia actividades más complejas
es pilar de la sostenibilidad del crecimiento en una apuesta
por el desarrollo de nuevos sectores y actividades con pro-
ductividad creciente (Bianchi, Isabella y Picasso, 2020).

Para qué, qué, cómo y quién son preguntas para incor-
porar en los estudios de las políticas para dar lugar a
la importancia de los procesos de transformación hacia
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sociedades más sostenibles (Kaplinksy, 2021). Además de
preguntas fundamentales como ¿por qué cambiar? (justifi-
cación), ¿hacia dónde? (visión) y ¿qué debemos hacer para
lograr la visión? (cómo), importa motivar el proceso y sus
dinámicas, posibles tensiones y contradicciones, por ejem-
plo, entre sostenibilidad ambiental, económica y social, y la
gestión de los trade offs o compensaciones entre –por caso–
actividades que generan riqueza pero dañan severamente
el ambiente. En este llamado a las transformaciones y a un
nuevo rol de las políticas de CTI debemos cambiar nuestros
estilos de vida y la distribución del poder, y permitir una
mayor participación cívica (Pérez y Murray Leach, 2018).

En síntesis, la experiencia del COVID-19 y las estrate-
gias públicas para enfrentarla sostenidas en conocimiento e
innovación demostraron la enorme relevancia de nutrir la
construcción de capacidades académicas, de invertir en for-
mación e infraestructura científica, y de la mirada del largo
plazo para hacer de la ciencia, la tecnología y la innovación
pilares del desarrollo humano sostenible. Esta ha sido una
historia con muchos matices, pero uno de sus rasgos más
nítidos fue el que se construyó en torno al GACH y la opor-
tunidad de valorar y visibilizar que como país se necesita
cuidar y apostar por estas actividades, para generar diná-
micas virtuosas entre ciencia, investigación e innovación
y políticas, entre conocimiento y desarrollo. Si esta expe-
riencia es aprovechada como un laboratorio para aprender
a vincularlos de otro modo, generando esos espacios de
encuentro, buscando las intersecciones no solo entre un
mundo y el otro, sino también dentro de las distintas dis-
ciplinas e instituciones vinculadas a CTI, así como dentro
de los distintos dominios de políticas públicas, o la regis-
tramos como una excepción más dentro de nuestra historia
nacional, depende de nosotros, la sociedad y sus comunida-
des políticas, académicas y sociales. Este quizás nuevo esce-
nario está atravesado por tres retos simultáneos: generar
riqueza, disminuir la desigualdad y avanzar sustantivamen-
te en la sostenibilidad ambiental. Eso requiere conformar
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coaliciones para el cambio que integren una diversidad de
actores y culturas, y en las cuales se defina claramente el
porqué de la transformación, el qué, el cómo, el para quié-
nes y con quiénes se desplegarán estos procesos. En estas
coaliciones es fundamental el aporte de los científicos y las
ciencias para informar e influenciar las decisiones políticas,
que finalmente serán responsabilidad de los decisores polí-
ticos elegidos democráticamente.
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El presente capítulo analiza la creación y la trayectoria
del Grupo de Estudio y Trabajo en Políticas Agropecuarias
(GETPA) de la Facultad de Agronomía de la UBA, como
un espacio interdisciplinario interclaustro que fue gestán-
dose a partir de diversos hitos de la discusión en políticas
agropecuarias y que funciona desde 2019. A lo largo de las
siguientes páginas se presenta, en primer lugar, una breve
caracterización del abordaje teórico que desde el GETPA se
ha ido adoptando respecto de lo que se entiende como polí-
tica pública. A continuación se caracterizan e identifican
los principales hitos que en el marco de la discusión política
agropecuaria fueron dando lugar a la creación del GETPA.
Para finalizar se brindan la perspectiva y la experiencia del
GETPA, antes de cerrar el capítulo con las principales refle-
xiones que han surgido a lo largo de su escritura.

En línea con una ya clásica definición de Oszlak y
O’Donnell (1995 [1981]), entendemos a la política pública
como los “conjuntos de acciones y omisiones que manifies-
tan una determinada modalidad de intervención del Estado
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en relación con una cuestión que concita la atención, interés
o movilización de otros actores en la sociedad civil” (p. 112).

Esta definición es complementaria a la postulada por
Subirats et al. (2008), según quienes “toda política pública
apunta a la resolución de un problema público reconocido
como tal en la agenda gubernamental [y que] representa
pues la respuesta del sistema político-administrativo a una
situación de la realidad social juzgada políticamente como
inaceptable” (p. 33).

Ambas postulaciones dejan entrever que la política
pública no es únicamente la “toma de posición” estatal sobre
una situación socialmente problematizada, sino fundamen-
talmente un proceso (Muller, 2006; Roth-Deubel, 2008).
Cómo se construye socialmente ese problema, qué alterna-
tivas son definidas como posibles –y cuáles son efectiva-
mente seleccionadas– y qué instrumentos de política son
deseables para alcanzar los objetivos definidos, entre otras
dimensiones, también constituyen parte del proceso de pro-
ducción de una política pública.

A su vez, toda “toma de posición” por parte del Estado
no es aislada, uniforme ni permanente: las políticas públi-
cas son procesos situados en contextos espacio-temporales
singulares, son nudos en un tejido social que se destacan
dentro de una secuencia más amplia de interacciones. Y
es que los múltiples agentes estatales (y ya no “el Estado”
como res [“cosa”] monolítica) no juegan solos, aun cuan-
do ocupen posiciones predominantes en estas arenas: en
toda política pública hay actores de la sociedad civil que
se encuentran atravesados por la problemática a tratar y
que también inciden en el proceso, relacionándose con los
actores estatales e influyendo en su definición. Estas rela-
ciones pueden ser de cooperación o de antagonismo, según
la complementariedad o la contradicción entre los intereses
de cada uno. Así, en su conjunto, las políticas públicas son
los resultados dinámicos –aunque no siempre coherentes–
de estas conflictivas relaciones que favorecen la ocurrencia
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de interpenetraciones entre Estado y sociedad civil (Oszlak
y O’Donnell, 1995 [1981]).

En términos tanto analíticos como pragmáticos, hoy en
día resulta evidente que la construcción de políticas públi-
cas es un espacio de lucha. Comprender los procesos de
producción de políticas públicas vinculadas con los secto-
res agropecuario, agroalimentario y agroindustrial requiere
reconocer estas como un campo de disputa (Bourdieu y
Wacquant, 1995; Shore y Wright, 2005). Identificarlas como
un campo de fuerzas de carácter dinámico en el que múl-
tiples actores sociales –ubicados en posiciones desiguales y
atravesados por relaciones de poder– buscan incidir en los
procesos de formulación, sanción e implementación de una
política.

Por lo tanto, en este capítulo entendemos a las inter-
venciones estatales como procesos socialmente construidos
y negociados por los actores que luchan por imponer su
lógica y definir en cada caso cuál es el problema, cuáles son
los objetivos por lograr o cuáles los instrumentos a utilizar
en las fases tanto de producción como de sanción de las
políticas públicas.

Esto también cuenta para las etapas de implementación
de los programas definidos por las políticas en el territorio,
en las cuales intervienen los actores encargados de la eje-
cución de las políticas –técnicos, extensionistas, decisores
y autoridades políticas, jefes de agencia y demás– y acto-
res de la sociedad civil, sujetos afectados por la política en
cuestión, beneficiarios, entre otros.

Las políticas públicas pueden ser analizadas bajo dife-
rentes perspectivas. Uno de los esquemas conceptuales más
difundidos postula que cada política tiene un desarrollo
secuencial –o ciclo– que consta de cinco etapas sucesivas:
1) la definición de un problema social y su inclusión en
la agenda gubernamental (definición del problema y defi-
nición de los objetivos de política), 2) la programación
legislativa y reglamentaria de la intervención pública con
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las decisiones pertinentes (definición de instrumentos de
política, formulación y sanción de la norma), 3) la imple-
mentación del programa político-administrativo a través de
planes de acción y de actos formales, 4) la evaluación de
los efectos generados por la implementación de la política
(impactos) y 5) la reformulación de la política en caso de que
se considere necesario (Martínez Nogueira, 1995; Subirats
et al., 2008).

En general, el esquema de ciclo resulta un marco analí-
tico útil para comprender los procesos de diseño y gestión
de las políticas públicas en Argentina, aunque eso no quita
la posibilidad de que en ocasiones se salten ciertas etapas.

�&�$.�)��B9��I �&�I+�� I�/ ,+IUX��/�,[�I&��/

Fuente: elaboración propia con base en Martínez Nogueira, 1995, y
Subirats et al., 2008.
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El sector científico puede realizar aportes sustanti-
vos a través del análisis de las políticas públicas produ-
cidas por el Estado. Esto generalmente ocurre mediante
artículos o informes académicos que construyen cono-
cimiento acerca de los procesos sociales, económicos,
políticos o administrativos puestos en marcha por las
diferentes políticas. Este tipo de estudio suele ser de
carácter retrospectivo y puede servir como insumo para
la evaluación de los resultados de las políticas públicas.

Otra forma de participación del ámbito científi-
co en estos procesos es el asesoramiento profesional
explícitamente solicitado por los tomadores de decisión
en momentos particulares (Martínez Nogueira, 1995;
Subirats et al., 2008). Pero, además, el sector puede bus-
car involucrarse por iniciativa propia en el proceso de
producción de las políticas y acercarse a los espacios
donde estas se definen, para aportar su perspectiva des-
de el entendimiento de que la práctica académica es
situada y que las investigaciones son apropiadas solo si
son científica y socialmente relevantes.

Para detallar de manera gráfica la contribución del
sector científico a las políticas públicas podemos reto-
mar las etapas del ciclo y señalar algunos ejemplos en
el marco de diferentes políticas agropecuarias, agroali-
mentarias y agroindustriales:

1. En la etapa de definición del problema social a resol-
ver, el sector científico puede contribuir realizando
diagnósticos de situación de múltiples aristas del
problema identificado, que en el caso de las políticas
agropecuarias pueden incluir estudios sociales, eco-
nómicos, productivos y ambientales. Por ejemplo,
reconocer qué inconvenientes identifican que tienen
las poblaciones rurales o cuáles son las relaciones de
poder existentes al interior de las distintas comuni-
dades que serán beneficiarias son elementos nece-
sarios para construir el problema de cada política
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(Feito, 2004). Además, el sector científico puede
identificar una cuestión particular que no haya sido
abordada en la agenda pública o política y contri-
buir así a su problematización social, como ha sido
el caso del estudio de la desertificación en zonas
áridas y semiáridas (Paruelo y Aguiar, 2003) o el de
los impactos multidimensionales de las transforma-
ciones en el agro pampeano (Lombardo et al., 2007)
o –más ampliamente– la expansión de la frontera
agrícola (Gras y Hernández, 2013).

2. En la etapa de formulación, el sector científico puede
asesorar a los tomadores de decisión sobre aspectos
relacionados con su área de experticia para definir
tanto objetivos como instrumentos de política. Esto
se puede realizar a través de un análisis del contexto
de formulación en términos histórico-procesuales,
como lo ha hecho Pérez Martín (2021) en su trabajo
sobre la cuestión logística y comercial en el abaste-
cimiento de alimentos en el Área Metropolitana de
Buenos Aires (AMBA). También puede producirse
a través de la participación activa del sector aca-
démico en las instancias de debate de la letra de
una norma, como ocurrió en las discusiones para la
formulación de las leyes de Semillas y de Humeda-
les. Complementariamente, también puede suceder
a partir de la demanda explícita de algún poder
estatal para analizar el estado de situación en un
caso concreto y así definir objetivos e instrumentos
de política, como sucedió en Salta –a instancias de
la Corte Suprema de Justicia– frente al avance de la
deforestación (Paruelo et al., 2009).

3. En la etapa de implementación, el sector científico
puede realizar estudios de monitoreo o de evalua-
ción de procesos para comprender de qué manera
son aplicados los programas o planes en territorios y
grupos poblacionales concretos, como lo hacen Fer-
nández et al. (2017) al analizar la incidencia de las
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políticas sectoriales en la forestalización de un área
del Delta Bonaerense. En este punto es necesario
tener en cuenta que las políticas no se transfieren
de forma estática e inmutable. Como plantean Peck
y Theodore (2010), las políticas producidas a ciertos
niveles son luego reproducidas y resignificadas por
los diversos actores intervinientes –estatales y bene-
ficiarios– en los lugares específicos de aplicación, de
modo que son continuamente transformadas (Long
y Long, 1992; Rodríguez Bilella, 2004; Feito, 2005).

4. En la etapa de evaluación puede solicitársele asesora-
miento profesional al sector científico para estudiar
las consecuencias de las políticas públicas una vez
transcurrido cierto plazo mínimo desde su imple-
mentación. Estas evaluaciones, idealmente, se reali-
zarían en comparación con el estudio diagnóstico
previo a la implementación de cada política, pero
esa información no siempre está disponible. En este
grupo es posible incluir estudios vinculados con
las dimensiones ambientales (Aguiar et al., 2018),
socioproductivas (Cáceres et al., 2006), económicas
(Garriga y Rosales, 2008) y culturales (Rodríguez
Bilella y Delgado, 2008) de una política pública,
entre otras.

5. Finalmente, todos los estudios científicos mencio-
nados hasta el momento permiten orientar el rumbo
a tomar para la reformulación de las políticas (Mar-
tínez Nogueira, 1995; Subirats et al., 2008).

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D LLJ

1!0!,-/!00>�,*



�&�$.�)� C9��' ),I+/�� �+*0.&�1�&+* /��& *Y"��/��I �&�I+
� �I�/ ,+IUX��/�,[�I&��/

Fuente: elaboración propia.

Vemos entonces que el sector científico puede realizar
aportes en las diferentes etapas del proceso de producción
de políticas públicas, sea en las instancias de formulación,
sanción, implementación o evaluación. Pero también puede
ser una parte activa y fundamental en ellas.1 Esto se eviden-
cia con claridad en todo el proceso político vinculado con la

1 De hecho, la articulación entre el sector científico-tecnológico y los orga-
nismos públicos puede ser el objetivo de una política en sí misma, como
ocurre actualmente con el programa ImpaCT.AR Ciencia y Tecnología, eje-
cutado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MINCYT).
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Ley de Bosques, en el cual el sector académico contribuyó a
la definición del problema de política y a la proposición de
instrumentos concretos, participó a través de los mecanis-
mos institucionales existentes, analizó la implementación
de la norma realizada por cada provincia e incluso propu-
so elementos a considerar no solo para la reformulación
de la propia ley, sino también para las restantes normas
de presupuestos mínimos de protección ambientales que le
siguieron.

C:��� ;BCF<8� I �+*#&�0+�-1 ,+I&X6W�5 �II�*W� I ��)&*+
,�.� I�  ) .$ *�&��� I �����

La formulación y gestión de políticas agropecuarias en
Argentina en los últimos años ha quedado marcada por
la “crisis de la [resolución N.º] 125”, la cual se desarro-
lló en 2008 a partir de un largo e intenso conflicto entre
el gobierno de la entonces presidenta Cristina Fernández
(2007-2015) y un sector de productores agrícolas, mayori-
tariamente agrupados en las organizaciones gremiales que
conformaron la Mesa de Enlace.

Como es sabido, el conflicto se originó a partir de
la introducción de cambios en el impuesto que grava las
exportaciones agrícolas, para establecer la definición de una
alícuota variable en función de los precios internacionales
(las retenciones móviles). En la práctica, esto implicaba un
incremento de la alícuota existente al momento de la cose-
cha de los principales cultivos alcanzados por la medida
(Ministerio de Economía y Producción de la Nación, 2008).

Este conflicto se extendió por varios meses y cambió
definitiva y sustancialmente la arena política nacional, tanto
en términos generales como en las dimensiones específicas
que hacen a los procesos de producción de las políticas
agropecuarias y agroalimentarias. En definitiva, ese grava-
men expuso tensiones políticas e ideológicas históricas.
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De esta forma, a partir de esa crisis apareció una
serie de cuestiones que empezaron a trazar los grandes
lineamientos de la agenda público-privada para el diseño,
la implementación y la gestión de políticas agropecuarias.
Estas se originaron en las transformaciones socioterritoria-
les sucedidas a nivel tanto rural como urbano en las últimas
décadas en Argentina, con eje en las reformas neoliberales
de 1990 y la crisis de 2001.

Así, una de las cuestiones que pareció haber deja-
do entrever este conflicto fue una nueva dinámica rural-
urbana en la construcción de políticas públicas aplicadas al
agro, los alimentos y el ambiente. Esta dinámica respondía,
por un lado, a la necesidad de abordar el modelo agrario
–en términos espaciales y sectoriales– con cada vez menos
establecimientos agropecuarios y mayor concentración de
capital y producción. En cambio, la concentración de la
población, la pobreza y la demanda de alimentos y de ser-
vicios provistos por el sector agropecuario tiene lugar casi
exclusivamente en la ciudad.

En consecuencia, la primera cuestión que apareció en
la agenda fue el precio de los alimentos en el mercado
interno y la seguridad alimentaria de los argentinos. Este
asunto cobró aún más relevancia en un contexto global de
incremento y volatilidad del precio de los alimentos a escala
global, a partir de 2007 (FAO, 2021b), que fue complemen-
tado y retroalimentado con una situación inflacionaria local
de larga data.

En definitiva, siendo Argentina el tercer país más
importante en exportaciones agroalimentarias a nivel mun-
dial (FAO, 2021a), superavitario en términos productivos,
a excepción casi exclusivamente de las frutas tropicales y
algunos otros productos de muy bajo consumo, los precios
internos de los alimentos resultan, entre otros elementos,
de la transmisión de las cotizaciones internacionales. A su
vez, dado que los ingresos de la población en general no
están anclados a esta dinámica, los hogares fueron viendo
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una progresiva reducción de su capacidad de compra y del
acceso a una dieta adecuada.

Otra cuestión cuya centralidad se reforzó a partir de
la crisis en 2008 fue la importancia que tienen las expor-
taciones agroalimentarias para el crecimiento económico
y el desarrollo nacional, en términos de acceso a dólares
para financiar importaciones y otros gastos en esa moneda.
En el promedio de los últimos cuatro años, los complejos
exportadores pampeanos –de cereales, oleaginosas, carnes
y lácteos– alcanzaron el 50 % del total de las exportaciones
nacionales, mientras que, si se suman los restantes sectores
de las economías regionales (frutas, hortalizas, miel y taba-
co, entre otros), el peso en el total exportado asciende al 63
% (INDEC, 2021).

En este sentido, las distintas políticas macroeconómi-
cas y comerciales necesariamente tienen un vínculo muy
directo con la situación de la producción agropecuaria y
agroalimentaria, en especial con la inserción en el mercado
externo.

Por último, se debe destacar la emergencia de los acto-
res del “otro campo”, principalmente compuesto por pro-
ductores de la agricultura familiar, campesina e indígena,
como lo destaca Berger (2018). Se trata de un heterogéneo
conjunto de actores productivos con una importante par-
ticipación en algunos sectores –hortícolas, florícolas, frutí-
colas, caprinos, ovinos y demás– y ampliamente extendidos
a lo largo del territorio rural de nuestro país, pero que no
eran afectados directamente por la implementación de la
resolución N.º 125/2008.

En este contexto, y en línea con el impulso brasileño
en el ámbito del Mercado Común del Sur (Mercosur) de
las políticas de la agricultura familiar y el programa Ham-
bre Cero, en nuestro país se institucionalizaron espacios
político-institucionales para la segmentación de las políti-
cas agropecuarias (Marcos y Berger, 2019), mientras que
se pusieron en marcha políticas como el Registro Nacional
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de la Agricultura Familiar (Nogueira et al., 2017), junto con
programas de asistencia técnica desde el INTA y de finan-
ciamiento de proyectos productivos desde el ministerio
(Neiman, 2010; Nogueira y Urcola, 2014). En simultáneo
empezaron a instalarse discusiones ambientales y la agenda
de la soberanía alimentaria (Carballo, 2017), que de ser una
proclama originada dentro de los movimientos campesinos
pasó a ser considerada una referencia urbana de las princi-
pales críticas a los sistemas agroalimentarios.

Estos tres elementos –identificados como cuestiones
de interés público y de disputa política en el contexto de
la “125”– se han ido sosteniendo y fortaleciendo como ejes
ordenadores de las políticas agropecuarias de los gobier-
nos populares de Argentina. En el sentido contrario, en
el gobierno de Mauricio Macri, las desregulaciones imple-
mentadas, una serie de devaluaciones y un nuevo esquema
de retenciones implementado generaron un escenario de
menor conflictividad con los actores concentrados del cam-
po. Sin embargo, fruto del retroceso de las políticas para la
agricultura familiar, se dinamizaron la protesta y la organi-
zación del “otro campo” (Pérez y Urcola, 2020).

Amén de estas diferencias, la política agropecuaria y
agroindustrial de un país generalmente se ordena a partir de
ciertos ejes, pero toma forma a través de una multiplicidad
de políticas –muchas ellas de carácter sectorial– con objeti-
vos e instrumentos específicos, las cuales son formuladas y
ejecutadas por una diversidad de organismos estatales.

En algunos casos se buscará promover el impulso a
ciertas actividades económicas y la generación de empleo,
como ocurre –por ejemplo– con las políticas de promoción
implementadas a través de la Ley Ovina y Caprina. En
otros se favorecerá la adopción de innovaciones tecnológi-
cas, especialmente a través del INTA como un instituto que
trabaja en su desarrollo y transferencia.

También se buscarán la disminución del impacto
ambiental y la regulación de ciertos modos de producción,
como puede resultar de la implementación de la Ley de
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Bosques. Y en otras ocasiones se procurará garantizar la
inclusión y sustentabilidad de los pequeños y medianos
actores sectoriales, así como de los campesinos y las comu-
nidades indígenas, y promover el arraigo territorial, como
ocurre con ciertas políticas orientadas específicamente a la
agricultura familiar.

En última instancia, las decisiones para la implemen-
tación de las políticas deberán administrar sus impactos
considerando los ganadores y perdedores de cada determi-
nación.

Como en toda política pública, en la construcción de
políticas agropecuarias inciden numerosos actores no esta-
tales interesados en ser parte e influir en los procesos de
formulación, sanción e implementación, dada la relevancia
y el alcance de las cuestiones en discusión. Es por eso que
existe una tensión permanente entre los actores sectoria-
les –como los productores, las empresas, las organizaciones
gremiales y los organismos– y los actores estatales, cuyos
intereses sectoriales e individuales son puestos en juego en
las instancias de diálogo público-privado.

A su vez, muchas veces se minimiza la importancia de
encuadrar las políticas agropecuarias dentro de un plan de
gobierno y de la política macroeconómica, producto de la
tensión previamente mencionada que profundizó una pola-
rización que hasta 2008 se hallaba latente.

Así, no pensar las políticas públicas dentro de un esque-
ma más amplio e interdependiente supone no construir
como problema ciertas dimensiones estructurales. O –dicho
en otras palabras– focalizarse solo en cuestiones sectoriales
y coyunturales inevitablemente implica la perpetuación del
statu quo. Cabe destacar que, en reiteradas oportunidades,
el encuadre dentro de un plan estratégico existe, pero al
no tener la correlación de fuerzas necesarias para llevarlo a
cabo terminan implementándose políticas públicas aisladas
y se pierde la potencia de hacerlo coordinadamente.

Como se puede observar, la “crisis de la 125” ha deja-
do abiertos varios desafíos por delante. En primer lugar ha
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cuestionado la capacidad de los gobiernos peronistas de ser
un interlocutor político válido para el diseño y la imple-
mentación de políticas agropecuarias. A su vez ha limado la
legitimidad para la intervención estatal en las dinámicas de
los mercados agropecuarios, alegando una supuesta eficien-
cia, competitividad y transparencia en la gestión privada
por sobre la pública, tal como señalan Patrouilleau y Alonso
(2018).

En este proceso también se ha limitado la capacidad
creativa y de innovación para el diseño de políticas agrope-
cuarias, acotando la discusión a la dicotomía intervención/
liberalismo, la cual en muchos casos es dada sin mayor pro-
fundidad ni complejidad.

Cabe señalar también que este conflicto tuvo lugar más
de diez años después de haberse aprobado el primer culti-
vo transgénico de soja, evento que cambió para siempre al
agro pampeano, su modelo productivo, la estructura social
agraria, su dinamismo y representaciones gremiales.

Ese “campo” en 2008 ya no era el mismo que tradicio-
nalmente se caracterizó como la oligarquía terrateniente,
sino que ahora también lo componen los pooles de siembra,
las empresas proveedoras de insumos que acaparan los dife-
rentes mercados, los terratenientes devenidos rentistas y los
contratistas rurales, entre otros, así como esa multiplicidad
de actores subsumidos bajo el paraguas de la “agricultura
familiar”.

Por ende, las políticas agropecuarias y la interacción
entre los actores privados y estatales tampoco debían serlo.
Consecuentemente, las capacidades estatales para conducir
un proceso de desarrollo rural y agropecuario –y en par-
ticular para intervenir en las dinámicas económicas– luego
de un proceso fuertemente desregulador y privatizador ter-
minaron implosionando, en el marco de una fuerte deman-
da global por los commodities agrícolas que le imprimía un
dinamismo nunca visto a la región pampeana.

En este proceso, la recreación del Ministerio de Agri-
cultura, Ganadería y Pesca en 2009, el lanzamiento del Plan
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Estratégico Agroalimentario (PEA) y la promoción de polí-
ticas con foco en las economías regionales, el desarrollo
rural y la agricultura familiar, fueron algunos de los emer-
gentes.

Sin dudas, este conflicto ha tenido un enorme impac-
to en diversas entidades estatales vinculadas con el mundo
agropecuario, y la Facultad de Agronomía de la Universidad
de Buenos Aires (FAUBA) no fue la excepción. Posiblemen-
te, el GETPA podría ser identificado como un emergente
tardío de la “crisis de la 125”, ya que el primer antecedente
que aglutinó a este grupo interclaustro con el fin de reunir
posiciones experimentadas alrededor de la discusión por
una nueva Ley de Semillas –para la cual se convocó formal-
mente a opinar a la FAUBA– se dio en 2019.

De todas formas, desde 2008, la FAUBA se ha ido abrien-
do crecientemente a los debates estructurales y coyuntura-
les sobre asuntos sociales y políticos del agro y el ambiente
en todos sus claustros. Esto ha generado un terreno propi-
cio para que la institución se empiece a abrir a los debates
sobre la política agropecuaria.

A su vez, el perfil de los estudiantes de la FAUBA ha
ido diversificándose fuertemente a partir de la creación de
nuevas carreras, como la Licenciatura en Ciencias Ambien-
tales, la Tecnicatura en Producción Vegetal Orgánica y la
Tecnicatura en Turismo Rural, además del relanzamiento
de la Maestría en Economía Agraria y de la Maestría en
Desarrollo Rural.2

Esto fomentó una perspectiva crítica y analítica sobre
el modelo productivo y permitió ampliar la mirada acerca

2 En los últimos 15 años, la población estudiantil de la FAUBA en carreras de
grado se redujo el 50 %, mientras que en las tecnicaturas se incrementó el 31
%, comparando los promedios de los quinquenios 2006-2010 y 2016-2020.
A su vez, entre las carreras de grado, aunque todas perdieron población
estudiantil, las que lo hicieron en mayor y menor medidas respectivamente
entre los períodos antes mencionados son Agronomía y Ciencias Ambien-
tales. Entre las tecnicaturas, el incremento se debe a la creación de la
Tecnicatura en Turismo Rural y en Producción Vegetal Orgánica, ya que las
restantes también perdieron población estudiantil (FAUBA, 2021).
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de los asuntos de interés público alrededor de la cuestión
agropecuaria, agroindustrial y ambiental, a pesar de la falta
de jerarquización del empleo público y las carreras profe-
sionales en los distintos niveles de gobierno y organismos
–a excepción de lo que pasa en el INTA– como destino
profesional de los egresados.

D:��� , ./, �X2��� I �����

El GETPA fue creado en 2019 con el objetivo de generar
un ámbito propicio para debatir, estudiar y trabajar sobre la
estructura, dinámica e inserción del sector agropecuario en
la sociedad, su posicionamiento en el sistema agroalimen-
tario, las vinculaciones entre los actores sociales, sus lógicas
productivas y sus consecuencias sobre el capital natural. Se
trata, pues, de discutir el modelo agropecuario actual, las
políticas públicas que lo sostienen y su impacto en el con-
junto de la sociedad y el ambiente.

En sus dos años de existencia ha realizado diversos
encuentros de formación interna sobre políticas agrope-
cuarias tanto coyunturales como históricas, y ha realizado
dos charlas abiertas sobre la estatización del grupo agroin-
dustrial Vicentín y la hidrovía Paraguay-Paraná. Estas dos
disertaciones han sido las más vistas del canal de Youtube
de la FAUBA, lo cual demuestra una fuerte demanda de la
comunidad por escuchar el aporte que puede hacer una ins-
titución del peso de esta sobre temas coyunturales. Además,
sus integrantes han tenido una activa participación en los
debates sobre políticas centrales para el sector agropecua-
rio, como las leyes de Semillas y de Humedales.

El GETPA reúne a docentes-investigadores, graduados
y estudiantes de la FAUBA. A pesar de que su composi-
ción mayoritaria es de ingenieros agrónomos, presenta una
fuerte impronta interdisciplinaria ya que reúne a docentes
de las cátedras de Economía Agraria, Genética, Botánica
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Sistemática, Métodos Cuantitativos y Sistemas de Infor-
mación, Ecología, Dasonomía, Cultivos Industriales, Fru-
ticultura, Fitopatología, Cerealicultura, Fertilidad y Ferti-
lizantes, y Extensión y Sociología Rurales y de Sistemas
Agroalimentarios.

También nuclea a estudiantes y licenciados en ciencias
ambientales, una antropóloga y un estudiante de ciencia
política. Incluso es heterogéneo en términos de participa-
ción institucional, pues entre sus integrantes hay personas
que actualmente ocupan cargos jerárquicos en direcciones
del Ministerio de Desarrollo Agrario de la provincia de
Buenos Aires, en el Ministerio de Agricultura de la Nación
y en el INTA.

Asimismo convoca a quienes hoy trabajan exclusiva-
mente en la facultad pero han tenido experiencias previas
en las instituciones señaladas. Esto permite tener una mira-
da integral de la discusión, con investigadores y docentes
experimentados y contactos en diversas instituciones que
enriquecen los debates.

Como se observa, el GETPA reúne muchas perspecti-
vas y recorridos distintos. Por esa razón, en una encuesta
interna se les consultó a sus integrantes qué los motiva a
participar y el aporte que creen que puede brindar un grupo
de discusión sobre políticas agropecuarias en el seno de la
academia, de forma que la escritura de este ensayo no refle-
je únicamente la mirada de quienes lo escribimos, sino del
grupo en su totalidad.

A raíz de esas preguntas, uno de los integrantes desa-
rrolló cuál fue el disparador para la conformación del
GETPA:

Me acuerdo de que en un momento se estaba discutiendo la
Ley de Semillas [arrancó en 2016 y concluyó con la organi-
zación de una actividad institucional sobre el tema en 2018]
y nos pedían gente para ir a las comisiones de Diputados a
exponer una posición. Creo que ese evento nos terminó de
decantar la necesidad de conformar un colectivo en el que
podamos incorporar los aportes y las visiones de distintos
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profesionales y estudiantes interesados en estos temas. La
idea de presentarse en estas instancias como GETPA de la
FAUBA es más potente, porque incluye opiniones, debates y
miradas desde múltiples perspectivas, y no la de un único
‘profe’ referente.

A raíz de ese suceso se empezó a dar forma al GETPA.
En líneas generales, el objetivo de los grupos de estudio y
trabajo es generar un espacio de encuentro entre docentes e
investigadores que trabajan una misma temática en particu-
lar. La actividad realizada en esos grupos no cuenta dentro
de la labor como docentes-investigadores, ya que la misma
resolución que les da origen plantea que los integrantes se
pueden reunir con otros colegas de otras cátedras, “además
de su trabajo docente específico”.

En ese sentido, quienes integran el GETPA participan
en estas instancias de forma voluntaria, dedicando tiempo
adicional al profesional en interiorizarse sobre la gestión y el
desarrollo de las políticas públicas del sector agropecuario.
En esta línea, dos de los integrantes del GETPA plantearon
la importancia de este involucramiento en la política, enten-
diéndola como una herramienta de transformación con la
cual hay que comprometerse personal y académicamente.

Uno de ellos planteó al respecto:

Los grupos de estudios generan un ámbito de discusión y
reflexión muy valioso. Se abren oportunidades de intercam-
bio que el círculo disciplinar más próximo no puede proveer.
Esto es particularmente importante en el caso de un grupo
que tiene como motivación central la discusión de políticas
para el sector agropecuario.

Y el otro resaltó:

Mi motivación viene dada porque entiendo a la política como
una herramienta de transformación. Considero que el sistema
agroalimentario nacional necesita que lo repensemos incor-
porando nuevos conceptos y paradigmas. Considero que eso
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se logra con intercambio de opiniones, entender las miradas
de otros y generando los espacios donde todo esto ocurra.

Más allá del compromiso que demuestran los integran-
tes, también se buscó indagar en la cualidad de los aportes
que pueden tener para con las políticas públicas en materia
agropecuaria. En su mayoría, las respuestas se orientaron
a (re)pensar aspectos técnicos en el modelo de producción
agropecuario.

Entre ellos se destacan las siguientes visiones:

1) Interés y conocimiento en prácticas agrícolas que regulan
los contenidos de carbono orgánico de los suelos, como rota-
ciones, inputs (aportes) de carbono al suelo, importancia del
carbono orgánico del suelo para mitigar el efecto del cambio
climático. Relevancia de las banquinas no cultivadas para cui-
dar la biodiversidad, de la que dependemos no solo los seres
humanos, sino también el cultivo del lote agrícola aledaño.
2) Colaborar con aquellos integrantes que interactúan con
funcionarios y representantes para articular en políticas [nor-
mas, leyes y organización] que promuevan a los que trabajan
en el campo como medio de vida. Para los que trabajan en el
campo como una industria, las políticas deberían asegurar la
perpetuidad de los recursos naturales en ambientes margina-
les y la mitigación de los daños en ecosistemas sacrificados a
la agricultura [sensu lato] industrial.
3) Tener un espacio de discusión para pensar y aplicar los
conocimientos vigentes para mejorar la producción agríco-
la a escala regional. Mejoras que apunten a una producción
inclusiva donde el Estado controle/regule el uso de agroquí-
micos y también tenga incidencia sobre los cultivos que se
cultivan, pensando en rotaciones que mantengan los conteni-
dos de carbono orgánico a través de, por ejemplo, cultivos de
cobertura.

A pesar de que las mayorías de las respuestas son de
índole técnica, resulta pertinente destacar que mayoritaria-
mente se orientan a discutir el modelo de producción des-
de una perspectiva ambiental. En este sentido, se pueden
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pensar al menos dos elementos que empujaron a las perso-
nas a cuestionarse estos aspectos.

Por un lado se encuentran los crecientes cuestionamien-
tos ambientales de la sociedad civil al modelo productivo,
en especial sobre el sistema de producción, distribución y
consumo de los alimentos. Por otro, la misma composi-
ción de la comunidad de la facultad ha ido cambiando en
los últimos años, como se ha dicho anteriormente, lo que
generó una cohorte de estudiantes –en muchos casos, de
procedencia urbana– con críticas e intereses muy disimiles
a los tradicionales.

Esto ha despertado el interés de diversos actores de
nuestra facultad y nuestra universidad, y ha permitido abrir
una serie de espacios para discutir y construir conocimien-
to sobre temas que hace unos años eran totalmente ajenos a
la agenda de nuestra universidad, como la agroecología y la
soberanía alimentaria.

Ahora bien, es interesante reflexionar acerca del proce-
samiento de estos debates que se dan en el espacio público.
Al respecto, uno de los integrantes hipotetizó por qué estos
temas han sido excluidos de la agenda del conocimiento
científico, ante lo cual propuso que es necesario profundi-
zar el debate para transmitir que la realidad es más com-
pleja que las posiciones dicotómicas que muchas veces se
presentan en la discusión pública.

Expresó: “Fundamentalmente puede aportar a generar
visiones alternativas que permitan generar un debate que
por ahora solo plantean voces extremas y basadas en una
utopía de mundo sin impactos o efectos secundarios. Por
ser extremas, esterilizan ese debate”.

En consonancia, se puede ver que este renovado inte-
rés en generar espacios de reflexión para buscar respuestas
a las problemáticas que aparecen en la sociedad también
permite problematizar la formación de aquellos estudiantes
que pasan por las facultades de Agronomía, y en particular
la de la UBA, que es la más importante en términos de
producción académica y estudiantes que la eligen:
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Me preocupa que, en la FAUBA y en general dentro del
país, parecería haber una única mirada del sector agropecua-
rio centrada en la maximización del rendimiento biofísico y
maximización del ingreso. En términos ambientales, única-
mente se preocupa por la degradación de la ‘productividad
del suelo’, dejando de lado otros aspectos, como los cambios
en la biodiversidad.

La preocupación de este integrante es compartida por
el resto del grupo y, en definitiva, es la segunda razón de su
conformación, la cual implica discutir hacia adentro de la
universidad cómo se forma a los estudiantes y a qué modelo
es funcional ese tipo de formación.

De esta manera se puede observar este doble juego que
existe entre la política y la educación: a raíz de discusiones
políticas en el debate público, los estudiantes acarrean nue-
vas demandas que empujan a docentes e investigadores a
repensar los contenidos pedagógicos y de investigación, y a
su vez generan motivación para involucrarse en ese debate
público para compartir sus hallazgos y aportar elementos
para generar políticas públicas.

Atentos a esto, resulta pertinente preguntarse cuál es
concretamente el aporte que se puede hacer desde la acade-
mia y más aún en la FAUBA, donde la dimensión técnico-
agronómica tiene mucho peso, a diferencia de la económica,
sociocultural, ambiental o política, cuya existencia –aunque
presente– todavía está en desarrollo.

Algunas de las respuestas que surgieron a este interro-
gante son estas:

1) Creo que puede aportar una visión integral y muy rica sobre
cuál es el rumbo que deben tomar las políticas públicas del
sector agropecuario por un desarrollo nacional que abogue
por la redistribución de recursos y el desarrollo sustentable
de los agroecosistemas. Creo que por su conformación puede
generar antecedentes científicos base para generar propues-
tas de políticas públicas.
2) Poner a la Facultad de Agronomía también al servicio de
lo que necesita la gente, a partir del diálogo continuo y fluido
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con los organismos del Estado. El GET puede contribuir en
la formación de cuadros técnicos con una visión integral,
investigadores comprometidos con la realidad de la sociedad
en la que se desenvuelven, una comunidad académica orga-
nizada en función de resolver desafíos pendientes en materia
de desarrollo agropecuario: producción de alimentos, orde-
namiento territorial y muchos otros temas que son de interés
de la facultad y también de la sociedad en general.
3) Quisiera creer que [puede aportar] propuestas que se
materialicen en hechos concretos que modifiquen la realidad
no solo del sector en forma amplia, sino específicamente de
la población que está inmersa en una situación de extrema
vulnerabilidad. Y con esto me refiero a que el GET debería
aportar sin duda alguna a generar un paquete de herramien-
tas que disminuyan el hambre en nuestro país. Creo que
todos los temas son interesantes, pero pocos tan prioritarios
como este.

De estas intervenciones se desprende la voluntad de los
integrantes de producir conocimiento y construir argumen-
tos que representen aportes concretos para la producción
de políticas públicas a favor de un sistema agroalimentario
más justo y sustentable. Sin embargo, muchas veces, esta
motivación queda trunca por diversas razones. Entre otras,
detectamos las siguientes:

a. La falta de capacidad de articulación con actores que se
encuentran en la política institucional.

b. La escasez de tiempo para aportar a estas discusiones,
considerando que todo ese trabajo no es reconocido
formalmente por el sistema científico-tecnológico.

c. La inexperiencia y el desconocimiento de los espacios
de gestión pública que tiene la mayoría de las personas
que hacen una carrera académica.

d. La diferencia entre los tiempos de la producción de
conocimiento académico y las necesidades cotidianas
de la política.
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A estas acotaciones se añaden las limitaciones estructu-
rales de la institución académica en la que nos encontramos
desarrollando esta experiencia. El GETPA es un espacio
que excede a la institución. Es fruto de la voluntad y del
esfuerzo de muchas personas comprometidas por poner el
conocimiento al servicio de la construcción de una mejora
en las políticas agropecuarias.

Esto presenta una serie de limitaciones; en particular,
la capacidad de generar vínculos con los actores que ocupan
lugares de gestión, ya que, en la actualidad, los contactos
existen porque hay integrantes del grupo que ocupan espa-
cios de gestión y hay otros que tienen vínculos por haber
ocupado esos espacios en diferentes momentos.

Al respecto, resulta pertinente plantear la necesidad de
que las instituciones académicas empiecen a abrirse a los
ámbitos gubernamentales, recibir sus demandas e intentar
dar cauce a posibles soluciones para estas:

La FAUBA tiene infinidad de aportes para hacerle a la socie-
dad a través de las políticas del sector agropecuario, pero
tiene serias falencias para la articulación hacia adentro de la
facultad y para con los distintos organismos del Estado. Un
espacio institucional que pueda articular esas potencialida-
des y ponerlas a disposición de lo que necesite la política,
o recibir demandas específicas de los distintos organismos y
brindar respuestas a partir de lo que puedan ofrecer las cáte-
dras e institutos de investigación, podría contribuir de gran
manera a la resolución de problemáticas estructurales que
tiene nuestro país.

E:�� # 4&+* /�"*�I /

El GETPA constituye un espacio en el cual confluyen des-
de estudiantes hasta investigadores de larga trayectoria, así
como docentes que se han volcado a la gestión pública en el
ámbito de las políticas agropecuarias. A su vez es un medio
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de donde emerge una gran diversidad de elementos –socia-
les, económicos y ambientales, por nombrarlos genérica-
mente– alrededor de lo rural y agropecuario. Es, por otra
parte, un espacio de análisis crítico sobre la realidad de los
distintos elementos incluidos y de construcción propositiva
de políticas públicas.

En definitiva, es un espacio donde el aporte, el cono-
cimiento, la experiencia y la mirada de sus integrantes se
entrelazan para colaborar en la construcción de lineamien-
tos para la producción de políticas públicas en pos de un
sistema agroalimentario más justo y sustentable.

La “125” –como se ha dicho– dejó una huella en distin-
tos ámbitos de la vida política argentina, y el universitario
no es la excepción. Los investigadores y docentes de las
universidades somos influenciados por las problemáticas
sociales a la hora de plantear nuestras preguntas de investi-
gación. No somos ajenos al contexto que atraviesa el país.

En el marco del paradigma científico decimonónico
suele construirse la idea de que los integrantes de la acade-
mia son neutros y están escindidos de las políticas que rigen
en nuestra sociedad. Esto no solo proviene de una herencia
positivista a la hora de construir conocimiento, sino tam-
bién del falso supuesto de que los intelectuales se hallan “en
una torre de marfil”, por encima de las problemáticas y las
penurias de la sociedad (Shapin, 2012).

Más aún, esto se observa en mayor medida en las
instituciones que tienen una impronta más técnica o tec-
nológica de los procesos productivos, como es el caso de la
Facultad de Agronomía, donde los espacios institucionales
para involucrarse en la realidad social suelen limitarse a
la participación en proyectos de extensión bajo esquemas
generalmente transferencistas.

De esta forma, las políticas agropecuarias y la inter-
acción política tienen incidencia en el debate público y en
el ámbito universitario, donde las y los estudiantes agitan
nuevas demandas, y empujan a docentes e investigadores a
repensar los contenidos pedagógicos y de investigación. A
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su vez, esto se retroalimenta generando motivaciones para
ofrecer los resultados o análisis académicos al debate públi-
co y, en particular, a la construcción de políticas públicas.

Sin dudas, la academia crítica de nuestro país –y pro-
bablemente de toda Latinoamérica– ha problematizado en
gran medida esto, fundamentalmente debido a la existencia
de la universidad pública de acceso irrestricto y no arance-
lada, que de manera descentralizada ha permitido el acceso
de las familias trabajadoras a esas instituciones.

Esta característica no garantiza que los profesionales
que se formen en esas instituciones sean más sensibles a las
políticas públicas para que mejoren la vida de las grandes
mayorías populares, pero sí genera las condiciones para que
esas problemáticas percolen en esas instituciones y empu-
jen a la misma en dirección a la obtención de respuestas y
soluciones a ellas.

El desarrollo de una carrera académica es muy exigente
y requiere de un ritmo de investigación y publicación que
muchas veces compite con el involucramiento en la elabo-
ración de las políticas públicas que se podrían implementar
a raíz de lo que se investigó.

El hecho de que no haya reconocimiento para aquellos
investigadores que aportan a las políticas públicas puede
ser un desincentivo. No es casualidad que a este grupo
hayan empezado a armarlo investigadores consagrados y
con carreras muy fructíferas, mientras que los más jóvenes
–por más que tengamos el interés y la motivación– encon-
tramos mayores dificultades para asignar nuestro tiempo y
recursos a hacer aportes en ese sentido. Eso mismo lleva
a que muchas personas muestren su interés en participar
pero que no puedan concretarlo por carecer del tiempo para
hacerlo, en un contexto profesional cada vez más competi-
tivo (De Paepe et al., 2021).

Como mencionamos en el desarrollo del trabajo, en el
proceso de involucramiento en las políticas agropecuarias
también surgen reflexiones e inquietudes que retroalimen-
tan el rol docente y estudiantil. Por lo cual resulta pertinente
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repensar el paradigma convencional de la educación banca-
ria (Almanza-Vides et al., 2018), que piensa a las universida-
des como espacios de formación de estudiantes atomizados
que deben acumular una serie de criterios y recetas que
aplicarán una vez recibidos.

Es necesario poner en valor la función social de la
educación y de la generación de conocimiento, entendien-
do que ningún proceso educativo y académico se da en un
vacío social. En otras palabras, esto nos imprime una res-
ponsabilidad ineludible como egresados y trabajadores de
la universidad pública: contribuir a una comunidad acadé-
mica organizada en función de resolver desafíos pendientes
en materia de desarrollo agropecuario.
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El presente artículo se propone reflexionar desde la expe-
riencia institucional del Instituto Nacional de Tecnología
Agropecuaria (INTA) respecto de los desafíos y nuevos
escenarios generados por la emergencia de la agricultura
familiar (AF) como sujeto social agrario, su consolidación
política y su reconocimiento institucional a niveles nacional
y global, desde la perspectiva de la formulación y gestión
de políticas públicas en una institución pública orientada a
promover la innovación sociotécnica en el ámbito del siste-
ma agroalimentario.

La emergencia de la AF como sujeto social, económi-
co y político es un fenómeno relativamente reciente en el
debate agroalimentario nacional y global, ocurrido central-
mente en los últimos 20 años. No refiere a “nuevos” suje-
tos o “nuevas” prácticas sociales, sino –por el contrario– a
la reconfiguración de debates históricos sobre la cuestión
agraria y el desarrollo a partir del surgimiento del concep-
to de agricultura familiar como síntesis envolvente de un
conjunto de identidades y prácticas (campesinas, indígenas,
de colonos, pequeños productores, productores familiares,
chacareros, trabajadores rurales sin tierra y demás).

Estas identidades y prácticas, que vienen cargadas de
historias y sentidos en el debate social-agrario latinoame-

1!0!,-/!00>�,* LNN



ricano, en las últimas décadas cobraron un nuevo protago-
nismo político-institucional en el marco de fuertes trans-
formaciones y crecientes debates a nivel mundial sobre el
sistema agroalimentario global, su gobernanza y sus conse-
cuencias socioambientales tras la revolución verde.

Las políticas públicas (PP) y el debate con relación
al sistema agroalimentario argentino no están exentos de
estos procesos y fue en ese marco que, en 2014, Argen-
tina sancionó la Ley Nacional N.º 27.118 de Declaración
de Interés Público y Reparación Histórica de la Agricultura
Familiar, Campesina e Indígena, en consonancia con el Año
Internacional de la Agricultura Familiar declarado por la
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y
la Alimentación (FAO, por sus siglas del inglés de Food and
Agriculture Organization).

Es en ese marco que nos proponemos dar cuenta de
los principales desafíos que –en nuestra opinión– enfrenta
la política institucional con relación a la agricultura fami-
liar, campesina e indígena (AFCI) y su rol en la promoción
de sistemas agroalimentarios sustentables. En primer lugar
haremos un repaso por los enfoques predominantes en la
política institucional del INTA durante distintos períodos
de su historia, buscando ponerlo en diálogo con la acción de
los sujetos agrarios y el proceso la irrupción del concepto
de AF a nivel global, y el desarrollo de institucionalidad y
PP para la AFCI en Argentina.

En segundo término –a partir de recuperar este reco-
rrido histórico– plantearemos algunos desafíos a futuro
para la política institucional vinculada con la AFCI y la
sustentabilidad de los sistemas agroalimentarios, desde la
interseccionalidad1 de la AF en relación con el derecho a

1 Tomamos este concepto en el sentido que ha sido desarrollado por el movi-
miento feminista. A fines de los setenta, grupos feministas comenzaron a
utilizar el concepto de interseccionalidad para referirse a las discriminacio-
nes particulares –por clase social, raza, sexualidad y otras características–
que padecían otras feministas por ser lesbianas o afrodescendientes. En
la actualidad, la noción de interseccionalidad representa una “lógica de
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la alimentación, la seguridad y la soberanía alimentaria, y
otros temas que se desprenden de esa agenda, como la cri-
sis ambiental y el cambio climático (CC), la agroecología, el
rol de las mujeres y jóvenes, el asociativismo y la economía
popular.

Con este artículo esperamos aportar elementos y pun-
tos de vista para la reflexión y el debate institucional sobre
las PP para la AFCI, a la luz de las características y pro-
blemáticas territoriales e institucionales propias del INTA,
en busca de contribuir a la generación de una mirada ins-
titucional transdisciplinaria y con capacidad –comprensiva
y de acción– frente a la complejidad de los procesos de
desarrollo.

Le agradecemos profundamente a la Plataforma de
Políticas Públicas por la invitación a participar en esta
reflexión colectiva y particularmente a Diego Taraborrelli
por su paciente dedicación, no siendo responsables por las
opiniones aquí vertidas.

B:��+IUX��/�5 /1' 0+/

En ciencias sociales, las PP2 son definidas como el conjunto
de acciones y omisiones que expresan una determinada moda-
lidad de intervención del Estado con relación a una cuestión
que concita la atención, el interés o la movilización de actores
de la sociedad. En este sentido, las PP expresan la toma de

conexión” que permite “interconectar las opresiones y demostrar cómo se
superponen y actúan en simultáneo […] desde el punto de vista de la mutua
afectación”, logrando así una proyección política particular capaz de des-
entrañar las diferencias desde la convergencia de luchas transversales. De
esa manera, la interseccionalidad es concebida por el movimiento feminista
como un principio político y metodológico, de composición y traducción
entre luchas transversales. Ver Gago, V. (2019), La potencia feminista: o el
deseo de cambiarlo todo, Traficantes de Sueños, Madrid, pp. 205-208.

2 Siguiendo aOszlak yO’Donnell (1995), Estado y políticas estatales en América Latina:
haciaunaestrategiadeinvestigación,enRedesVol.2,N.º4,UNQ,BuenosAires,como
secitóenHintze,2010.
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posición del Estado respecto de determinada cuestión, la cual
no puede ser concebida prescindiendo de la acción de otros
sujetos. La acción del Estado no es homogénea ni monolítica y
tiene una característica distintiva en términos de su capacidad
de repercusión social, lo que convierte a este en una institución
fundamental. Sin embargo, ese ejercicio no puede concebirse
por fuera de la acción de otros actores sociales, ya que estos son
capaces de disputar sentidos, buscar la imposición de determi-
nadosinteresesparticularesovisibilizardemandassocialmente
problematizadas.

Las PP conforman las condiciones en las cuales los sujetos
desarrollan su “ser y hacer” social –sus actividades económicas,
sociales, culturales y políticas, entre otras–, pero a la vez son
condicionadas por estas. En determinados contextos, las PP
impulsanyfavorecendeterminadasprácticasysujetos,creando
condiciones para su perdurabilidad intertemporal. Sin embar-
go, también existen contextos en los cuales la acción colectiva
confronta y disputa, no sin contradicciones, la hegemonía esta-
blecida en el vínculo Estado-sociedad.

En este sentido, creemos que la reflexión institucional
sobre PP y AF debe partir de una genealogía que –aunque de
modo veloz y resumido– permita poner en contexto cómo se
ha configurado la relación entre (qué) sujetos y (cuáles) políticas
institucionales, de modo predominante, en distintos momen-
tos de la historia del INTA, con relación a cómo se han ido con-
figurando y transformando simultáneamente los debates sobre
el sistema agroalimentario y la emergencia de la AF en ellos.

Distintos autores –entre ellos, Alemany, 2002 y 2011;
Carballo González, 2007; Catullo, 2020; Gárgano, 2012; Gras
y Hernández, 2016– han aportado elementos o propuesto una
caracterización sobre distintos períodos de la historia del INTA
en función de cuáles han sido los paradigmas sociotécnicos y
quiéneslossujetossocialesagrariospredominantesparalapolí-
tica institucional. A partir de estos antecedentes y de nuestra
propiareelaboración, buscamosponerendiálogoestareflexión

LNS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*



con la perspectiva del surgimiento de la AF como sujeto y su
productividad político-institucional.

Esquemáticamente presentamos esta relación en el
siguiente cuadro:
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Dado el recorrido descripto, el nuevo período político-
institucional abierto en nuestro país a partir de diciembre
de 2019 presentó grandes desafíos para el INTA respecto
de cuál será su contribución a las PP para la AFCI. Contra
lo que pueda parecer una cuestión de opiniones personales,
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lo anterior es –ante todo– el imperativo legal de cumplir
con “valorizar la agricultura familiar en toda su diversi-
dad, como sujeto prioritario de las políticas públicas que
se implementen en las distintas esferas del Poder Ejecutivo
Nacional” (inciso f del artículo 3.º de la ley N.º 27.118).

Este trabajo se centra aquí estrictamente en los desafíos
para el INTA a partir de dos conjuntos de ideas generales
que buscan ser un primer –e inacabado– disparador para la
reflexión y el debate.

K>J>��0-!�1,0�,-!/��',+�Q!0� ! Q� %!0]\+� ! Q�0 ��
-�/� Q� ����
Argentina es todavía –INTA mediante– uno de los pocos
países de la región que mantienen en un mismo ámbito ins-
titucional sus sistemas de investigación y extensión agroali-
mentaria. El trabajo en esas áreas, como componentes iden-
titarios del INTA, cuenta con más de 60 años de experiencia
y desarrollo de capacidades institucionales. La capilaridad
territorial de las oficinas y los equipos profesionales, que
cubren todo el suelo argentino, y la cultura institucional de
interacción constante con los actores del territorio convier-
ten al INTA en la plataforma institucional estatal con mayor
potencialidad a nivel nacional para aportar a la formulación
y gestión de PP tendientes al desarrollo de la AFCI.

Sin embargo, el recorrido realizado por la historia
institucional también deja a la vista que existen innega-
bles debilidades y desafíos pendientes. El enfoque de la
innovación sociotécnica, como coconstrucción e interfase
dialógica entre los sujetos y los dispositivos institucionales
de investigación y extensión, orientación que el INTA ha
asumido expositivamente desde el Plan Estratégico Insti-
tucional (PEI) 2005-2015, aún requiere de mucha energía
y creatividad para ser operacionalizado efectivamente en
prácticas institucionales concretas.

Lo anterior se complejiza todavía más si referimos
particularmente a la AFCI como sujeto de derecho de la
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política institucional. A pesar de haber importantes avances
en el reconocimiento de la AFCI por parte del INTA (como
hemos visto, se han registrado en distintos contextos histó-
ricos, no sin vaivenes y contramarchas), el saldo muestra la
persistencia y continuidad de un statu quo institucional que
ubica a la AFCI en un lugar marginal –o subordinado– del
hacer institucional con relación a los otros sujetos sociales
agrarios.

Lo anterior se observa en múltiples aspectos: en la
participación y representación en los consejos de todos los
niveles, en la asignación específica de profesionales –inves-
tigación y extensión– y de recursos presupuestarios a los
temas-problemas particulares de la AFCI (y respetando la
singularidad de enfoque que requiere su abordaje), en la
priorización de temas-problemas propios de la AFCI entre
los asuntos de investigación y desarrollo tecnológico prio-
rizados por la institución en sus distintos niveles, en las tra-
yectorias laborales predominantes de las y los profesionales
que ocupan los cargos jerárquicos y gerenciales, entre otros
ámbitos. La política institucional hacia la AFCI requiere
ser jerarquizada y profundizada, lo cual ha sido reconocido
en el pasado y también actualmente por nuestras máximas
autoridades.3

3 En mayo de 2006, la entonces SAGPYA lanzó en la Ciudad de Mendoza el
Foro Nacional de la Agricultura Familiar, recientemente creado por la
resolución N.º 132/2006 de aquel organismo nacional, con el objetivo de
constituir un espacio de diálogo político entre el sector estatal y la socie-
dad civil organizada de la agricultura familiar. En ese acto, el entonces
presidente del INTA, el ingeniero agrónomo Carlos Cheppi, reconoció en
su discurso que, “en sus primeros 50 años de historia, INTA ha trabajado
principalmente para los productores medianos y grandes” y que “es hora de
trabajar específicamente sobre las necesidades y problemas de los pequeños
productores y la agricultura familiar”, motivo por el cual se encontraban en
proceso de creación los IPAF. A pesar de los muchos avances alcanzados,
desde ese momento, en este sentido, esas palabras del profesional siguen
estando igualmente vigentes. Tanto es así que, en octubre de 2020, el Con-
sejo Directivo del INTA resolvió la necesidad de rever la estructura interna
y redefinir la misión y las competencias institucionales, a fin de jerarquizar
las actividades relacionadas con la investigación y la extensión en AFCI en
todas las unidades INTA (resolución N.º 961/2020 del INTA).
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Jerarquizar y fortalecer las capacidades, los recursos
presupuestarios y los equipos de investigación-extensión
que trabajen sobre los temas-problemas específicos de la
AFCI es uno de los desafíos indispensables en este sentido.
Fortalecer los existentes y generar nuevos canales perma-
nentes, ágiles y efectivos de participación, articulación, diá-
logo y retroalimentación del hacer institucional del INTA
con los sujetos colectivos de la AFCI, así como con otras
instituciones que desarrollan acciones y/o PP, constituye
también otro desafío indispensable. Y al mismo tiempo nos
demanda dejar de lado cierta cultura institucional endogá-
mica que tiende a priorizar discusiones y procesos “intrain-
tianos” por sobre la realidad externa a la institución,

Por último, abordar los problemas estructurales de
la AFCI requiere disponer –propiamente o en articu-
lación interinstitucional– de herramientas programáticas,
enfoques teórico-metodológicos y recursos presupuestarios
adecuados para llevar adelante PP que efectivicen el impe-
rativo de “interés público y reparación histórica de la AFCI”
tal cual establece la norma vigente (N.º 27.118).

K>K>��0-!�1,0�/!Q�]4,0�� Q� ,/'!+1��'\+�!01/�1X%'��
 ! Q�0 ���-�/� Q� ����
Finalmente se esbozan algunas ideas a partir de la evolución
del “estado del arte” en las prácticas y los debates sobre la AF
–tanto en nuestro país como a nivel global– y acerca de los
desafíos que de eso se desprenden con relación a la orienta-
ción estratégica de las PP institucionales para la AFCI.

El recorrido histórico se intenta reconstruir en la pri-
mera sección da cuenta de cómo se ha creado y recreado
el sujeto de la AF. Las distintas definiciones de AF de hace
20 años –cuando surgió el concepto– ya han quedado atra-
sadas. Incluso, la definición de AFCI de nuestra misma ley
vigente está desactualizada. No nos referimos a que esos
sujetos y esas identidades no constituyan hoy el sujeto de la
AF, sino, por el contrario, que la AF como sujeto colectivo
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ha desarrollado una potencia política que la trasciende a sí
misma y su propia práctica. La potencia política de la AF
como sujeto colectivo lleva a que nuevos actores y realida-
des sociales aparezcan en la narrativa y los debates relacio-
nados, en Argentina y a nivel global.

Durante el siglo XX, los temas centrales de los debates
sobre el sujeto de la AF hacían eje –mayormente– en la lucha
o la defensa de esas familias sobre su tierra, en los modos de
producir, las tecnologías disponibles (o no) y los destinos de
esa producción, así como en los ingresos, las condiciones de
vida y las estrategias extraprediales que podían desarrollar.
Cuando la acción colectiva lograba darles escala y visibi-
lizarlos como cuestiones socialmente problematizadas, los
debates entonces podían pasar a la esfera de temas como las
políticas o los proyectos de reforma agraria, de fijación de
precios sostén, de financiamiento público para produccio-
nes cooperativas o de estrategias colectivas de comerciali-
zación. Por supuesto, todos estos temas-problemas siguen
vigentes y siendo parte de la agenda de trabajo que la AF
demanda del Estado y las PP.4

Sin embargo, el debate político hoy sobre la AF –en
Argentina y el mundo– trasciende esos temas y se da de
cara a la sociedad como un todo. Cuenta con una amplia
repercusión y un gran interés incluso en la población urba-
na antes habitualmente no interesada por los debates agroa-
limentarios, fruto de un fuerte protagonismo militante de
los jóvenes, pero se configura como un “hecho social total”5

que simultáneamente pone en cuestión la alimentación, el
modelo agroalimentario hegemónico y sus consecuencias
ambientales y climáticas.

4 Ver, por ejemplo, la agenda de 21 puntos surgida del Foro por un Programa
Agrario.

5 Siguiendo a Mauss, los hechos sociales totales son fenómenos simultánea-
mente jurídicos, económicos, culturales y de otras características, incluso
estéticos, y por ende movilizan y ponen en cuestión a la totalidad de la
sociedad y sus instituciones.
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Esta nueva realidad reconfigura el debate social sobre
la AF y las PP, y expresa lo que aquí llamamos la interseccio-
nalidad de la AF: agricultura familiar, derecho a la alimen-
tación, emergencia ambiental y cambio climático, agroe-
cología, consecuencias sociales y ambientales del modelo
agroalimentario global dominante y soberanía alimentaria
son distintas “puertas de entrada” a un mismo debate social
y político.

Lo anterior –creemos– constituye un desafío medular
en términos de la orientación estratégica de las PP para la
AFCI en cuanto a una institución como el INTA. Lejos de
pretender dar aquí una respuesta que cierre el debate, lo
único que finalmente queremos aportar es que la realidad
parece anticiparnos que no alcanzará con “soluciones míni-
mas”. Por su rica historia institucional, por la potencia de
su capacidad profesional y de su capilaridad territorial, el
INTA debe recuperar el terreno perdido, ponerse a la altura
del estado del arte del debate y ser parte en las PP para
la AFCI.

La AFCI, sus organizaciones y sectores cada vez más
crecientes de la sociedad demandan a las PP que la AF pueda
consolidarse como proveedora de alimentos sanos y saluda-
bles en el marco de un proceso de “transición verde y justa”
que permita revertir las consecuencias del modelo vigente
de producción y consumo, que compromete las condiciones
actuales de vida y las posibilidades para las futuras gene-
raciones. Una política institucional con una orientación
estratégica que reconozca la complejidad transdisciplinar y
la interseccionalidad política que caracterizan a la AF puede
hacer valiosos aportes a estas PP para la AFCI, en nuestro
país y durante este periodo.
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Se presenta un relato del recorrido institucional del Insti-
tuto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) a partir
de la publicación de la Ley N.º 27.350 de “Investigación
médica y científica del uso medicinal de la planta de Can-
nabis y sus derivados” en el Boletín Oficial de la República
Argentina, el 19 de abril de 2017.

Este recorrido incluye desde la creación de una estrate-
gia institucional hasta la atención de demandas tanto inter-
nas como externas, sumadas a la interacción con diferentes
actores que posibilitaron adquirir conocimientos, capacita-
ción y experiencia con la finalidad de lograr un objetivo
común: aportar a una política pública interviniente en el
cuidado integral de la salud.

La experiencia del INTA puede ser analizada en el mar-
co del ciclo de las políticas públicas mostrando las opor-
tunidades y dificultades, sobre todo, en la formulación del
posterior decreto reglamentario y en la ejecución de la nor-
ma a través de la intervención en el desarrollo de procedi-
mientos para llevar a cabo el cultivo. Además, considerando
lo aprendido y lo que se ha logrado hacer bien durante el
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proceso de implementación, así como una primera evalua-
ción de esta política, cuyo foco está en la investigación cien-
tífica tendiente a lograr evidencia sobre los diferentes usos
terapéuticos y paliativos del dolor que brindan la planta de
cannabis y sus derivados. Esta evaluación continua incluye
también los aspectos que deben ser mejorados para dar una
respuesta institucional más efectiva, incluso permitiendo la
readaptación en vista de los cambios en las normativas, los
sujetos que así lo demandan y las definiciones instituciona-
les, entre otros aspectos relevantes.

Con este relato se desea aportar información al con-
junto de saberes institucionales para que sirva como insu-
mo y contribución a la ejecución e implementación de una
política pública asociada a una planta, su cultivo y su uso
medicinal.

B:�� /�..+II+

Desde el punto de vista legislativo existe una rica historia
de proyectos sobre el tema del cannabis, pero la propues-
ta que logró los consensos necesarios para avanzar fue la
presentada por la diputada nacional Diana Conti en 2016
(en ese momento existían por lo menos diez proyectos de
ley que involucraban el uso de cannabis), la cual contó
con las firmas de legisladores de distintos bloques para
su tratamiento: diez diputados del FPV, uno del Partido
de los Trabajadores Sociales y otro del Partido Socialista.
El proyecto de ley proponía despenalizar el consumo de
marihuana para uso terapéutico, modificando el artículo
29.º de la ley N.º 23.737 de estupefacientes para permitir
el consumo, la tenencia y la producción de la planta en
todas sus variedades, compuestos y activos, tanto para fines
terapéuticos como para la investigación de su posible efi-
cacia en este sentido, para el control de síntomas y para
cuidados paliativos. En esa oportunidad, el proyecto avanzó
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a las comisiones definidas, las que generaron audiencias
públicas. En particular, en la convocada por la Comisión
de Salud de Diputados –a cargo de Carolina Gaillard– par-
ticiparon médicos, investigadores y familiares de pacien-
tes que utilizaban derivados del cultivo para tratar distin-
tas enfermedades (versión taquigráfica de la exposición de
diversos especialistas, familiares, funcionarios y legislado-
res ante la Comisión de Acción Social y Salud Pública del
Congreso nacional, el 14 de junio de 2016, respecto de
la regulación del cannabis para fines medicinales y tera-
péuticos: http://www.pensamientopenal.com.ar/miscela-
neas/43884-cannabis-medicinal-version-taquigrafica-del-
debate-comisiones-del-congreso).

Resulta relevante mencionar que la propuesta de Conti
fue presentada por primera vez en 2006 y que retomó un
proyecto previo de la diputada Irma Parentella. Evidente-
mente, la temática era presentada en el Parlamento desde
hacía más de diez años. ¿Cuáles fueron los cambios que
finalmente condujeron a la sanción de la Ley de Cannabis
Medicinal? Se pueden mencionar algunos hitos que permi-
ten explicar la sanción de la ley N.º 27.350 en 2017:

a. La Administración Nacional de Medicamentos, Ali-
mentos y Tecnología Médica (ANMAT), dependiente
del Ministerio de Salud, autorizó la importación de
derivados del cannabis como medicamentos de uso
compasivo a partir de 2014.

b. La ANMAT elaboró, en junio de 2016, un infor-
me sobre Usos Terapéuticos de los Cannabinoides
(http://www.anmat.gov.ar/ets/ets_cannabinoides.pdf).

c. Fallos judiciales favorables para usuarios de aceites de
cannabis medicinal, el poder de incidencia de las nue-
vas organizaciones de la sociedad civil (OSC) encabeza-
das por madres y familiares de pacientes –sobre todo,
niños– que eran usuarios de derivados del cannabis o
que podían beneficiarse con su uso como tratamien-
to complementario al alopático, se cuentan entre los
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principales. La Asociación Pensamiento Penal publicó
en 2018 una compilación de jurisprudencia argentina
relacionada con el tema cannabis, que incluye amparos
de pedidos de autorización para cultivar o provisión
estatal, acciones de amparo contra obras sociales y pro-
cesos penales, antes y después de la aprobación de la ley
(Jurisprudencia argentina sobre usos terapéuticos de la
planta de cannabis, 2018, Revista Pensamiento Penal –
ISSN: 1853-4554).

d. La formación reciente de médicos en torno al tema, y el
apoyo de abogados especialistas y funcionarios públi-
cos –y sus asesores– dispuestos a escuchar las deman-
das y a elaborar proyectos de ley para contemplarlas.

e. La trayectoria del Movimiento Cannábico Argentino y
el aporte de sus experiencias al nuevo espacio, que bre-
gaban por la despenalización de la tenencia de drogas
para consumo personal y, más específicamente, por la
regulación del cannabis para toda su amplitud de usos
(recreativo, medicinal e industrial).

f. Durante 2016, en el contexto de la Marcha Mundial de
la Marihuana, las organizaciones cannábicas les cedie-
ron la cabecera de la marcha a las madres y los usuarios
de cannabis medicinal. La manifestación fue encabeza-
da entonces por dos organizaciones: Mamá Cultiva y
Cannabis Medicinal Argentina (CAMEDA).

g. El trabajo de organizaciones no gubernamentales que
–a través de distintos tipos de alianzas– recorrieron
el país brindando charlas, cursos, talleres, seminarios
y otras actividades, lo cual generó un movimiento que
finalmente condujo a la sanción de la ley N.º 27.350 en
marzo de 2017 y a la realización del Primer Congreso
Nacional de Cannabis y Salud, en junio del mismo año,
en La Plata (Díaz, 2018).

h. Entre setiembre de 2016 y marzo de 2017, las provin-
cias de Chubut, Santa Fe, Neuquén, Salta y Mendoza,
de manera consecutiva, sancionaron sus leyes sobre
uso medicinal de cannabis.
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A partir del trabajo en las comisiones, el 29 de marzo de
2017, el Senado y la Cámara de Diputados de la Nación san-
cionaron por unanimidad la primera ley nacional de canna-
bis medicinal del país, bajo el título “Investigación médica y
científica del uso medicinal de la planta de cannabis y sus
derivados” (ley N.º 27.350).

La norma fue publicada en el Boletín Oficial el 19 de
abril de 2017, con el objeto de establecer un marco regu-
latorio para la investigación médica y científica del uso
medicinal, terapéutico y paliativo del dolor de la planta de
cannabis y sus derivados. Para eso, la ley creó el Programa
Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medi-
cinal de la Planta de Cannabis, sus Derivados y Tratamien-
tos no Convencionales, bajo la órbita del ex-Ministerio de
Salud, entonces degradado a secretaría.

Originalmente, el espíritu de esta ley apuntaba a la
legalización del autocultivo para las familias que en forma
ilegal sembraban plantas de cannabis para obtener aceites
que utilizaban para el tratamiento de diferentes patologías
de sus hijos, principalmente aquellas relacionadas con la
epilepsia refractaria. En otros casos, las personas cultivaban
para el tratamiento de familiares o amigos que atravesaban
situaciones de dolor, cáncer terminal y demás afecciones.
De hecho, médicos de cuidados paliativos vienen acompa-
ñando desde hace años las terapias con cannabis de pacien-
tes que han decidido consumirlo.

La ley establece en su artículo 6.º el rol del INTA:

La autoridad de aplicación tiene la facultad de realizar todas
las acciones requeridas para garantizar el aprovisionamien-
to de los insumos necesarios a efectos de llevar a cabo los
estudios científicos y médicos de la planta de cannabis con
fines medicinales en el marco del programa, sea a través de la
importación o de la producción por parte del Estado nacional.
A tal fin, la autoridad de aplicación podrá autorizar el cultivo
de cannabis por parte del [Consejo Nacional de Investigacio-
nes Científicas y Técnicas] CONICET e INTA con fines de
investigación médica y/o científica, así como para elaborar la
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sustancia para el tratamiento que suministrará el programa.
En todos los casos se priorizará y fomentará la producción a
través de los laboratorios públicos nucleados en la [Agencia
Nacional de Laboratorios Públicos] ANLAP.

Claramente, la norma define que el INTA podrá eje-
cutar programas, proyectos y actividades de investigación,
desarrollo e innovación (I+D+i) tanto en la producción de
material vegetal como también en la elaboración de deriva-
dos para el cuidado de la salud.

C:���)&*+�&*&�&��+�,+.  I ����

La historia del INTA con el cannabis para uso medicinal
nació el día de la sanción de la ley. Si bien la institución
tiene una trayectoria en el trabajo con otras especies para
uso medicinal, no estaba habilitada para trabajar con la
planta de cannabis, teniendo en cuenta que es considerada
un estupefaciente.

Como entidad involucrada en la ley, el INTA tuvo desde
los inicios una activa participación referida principalmen-
te a analizar la mejor manera de implementarla y aportar
elementos para la elaboración tanto de su reglamentación
como de las normativas que debían desprenderse. Tuvo
un papel proactivo para organizar la labor con cannabis,
incluso elevándoles propuestas de trabajo a los organismos
implicados.

Inmediatamente después de la sanción legal comen-
zaron las reuniones para la reglamentación de la norma.
El ámbito fue la Secretaría de Relaciones Parlamentarias y
Administración de la Jefatura de Gabinete de Ministros. En
esta instancia únicamente participaron representantes de
los diferentes organismos públicos involucrados en la ley.
El INTA, particularmente, solo intervino en la propuesta
de redacción del artículo 6.º. De toda la propuesta elevada
para la reglamentación de ese artículo, solo fueron tomados
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algunos puntos: a) conservar y caracterizar el germoplasma
de cannabis medicinal a través de semillas, plantas y cultivo
in vitro en lugares previamente establecidos en la autoriza-
ción; b) plantar, cultivar, cosechar, acondicionar y acopiar
plantas de cannabis en lugares que cumplan con las condi-
ciones establecidas en el programa y c) producir semillas,
flores, esquejes, plantines y plantas de cannabis para su uso
exclusivo en investigación médica y científica.

La ley fue reglamentada parcialmente el 21 de setiembre
de 2017, a través del decreto N.º 738/2017, pero dejando
sin reglamentar, por ejemplo, el artículo considerado clave
para permitir el autocultivo.

Este decreto también incluía en su artículo 6.º los roles
no solo del INTA y el CONICET, sino también de otros
organismos implicados en la fiscalización y organización
de las actividades a desarrollarse con cannabis. Particular-
mente, el Instituto Nacional de Semillas (INASE) es el que
regula las condiciones de producción, difusión, manejo y
acondicionamiento de los órganos de propagación de esta
especie, a fin de contar con información y elementos de
juicio que mediante su trazabilidad permitan conocer el
origen del material de propagación. Además establece las
condiciones reglamentarias para la importación y exporta-
ción de los órganos de propagación de esa especie, según
disposiciones del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad
Agroalimentaria (SENASA). Por otro lado, el Ministerio de
Seguridad debía establecer las condiciones de habilitación
que debían observar el CONICET y el INTA exclusivamen-
te en materia de seguridad de los predios y las instalaciones
de cultivo de cannabis.

Simultáneamente se empezaron a desarrollar propues-
tas de investigación cuyo objetivo principal era poner a
punto el cultivo y la producción de Cannabis sativa con fines
medicinales, con la calidad y los requerimientos estableci-
dos por el Ministerio de Salud, basadas en la experiencia
previa de diferentes grupos de trabajo pertenecientes a la
institución sobre otras especies aromáticas y medicinales
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del INTA. Estos equipos venían realizando desde hacía
varios años las tareas de colecta de especímenes, caracte-
rización botánica, caracterización química, caracterización
genética, domesticación, mejoramiento y conservación en
bancos de germoplasma.

Las propuestas con relación al cannabis medicinal
requerían –y siguen haciéndolo– de la construcción o reade-
cuación de un invernáculo de alta seguridad con luminaria,
calefacción y estanterías para realizar el cultivo en conte-
nedores y que permitan las tareas de producción, cosecha y
acondicionamiento posterior de las flores.

Una particularidad importante de mencionar en esta
instancia es que la ley no contaba con presupuesto para su
adecuada ejecución, lo cual dificultaba iniciar los proyectos
de investigación en los distintos ámbitos de ciencia y tecno-
logía, y a la vez responder a las demandas de la sociedad en
un contexto de importante desfinanciamiento de la mayoría
de las instituciones científicas del país.

Durante 2020 –de la mano de una nueva gestión en el
Ministerio de Salud de la Nación– fue publicado el decreto
reglamentario N.º 883/20, que derogó el N.º 738/17, en el
cual se observan dos cambios principales: por un lado, el
Ministerio de Seguridad quedó fuera de la órbita de auto-
rizaciones y controles para comenzar con el cultivo y, por
otro, legaliza el acceso través de autocultivo, cultivo solida-
rio y comunitario, recuperando así el espíritu original de la
ley N.º 27.350.

El Ministerio de Salud de la Nación es el órgano de
aplicación de esta norma y el encargado de fijar las prin-
cipales pautas y normativas. En este sentido, a fines de
2019 presentó los documentos elaborados que establecen
los pasos a seguir por los interesados en realizar proyectos
de investigación relacionados con la ley N.º 27.350.
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Ante la necesidad de un ordenamiento interno, a la vez pre-
sionado por las demandas externas, fue necesario generar
un procedimiento o estrategia institucional para abordar
los proyectos de investigación que empezaban a ser planifi-
cados y canalizar las demandas que llegaban desde diferen-
tes lugares del territorio nacional. Era imperioso ordenar y
conocer las capacidades del INTA con relación al personal,
la infraestructura, el financiamiento, las líneas de investi-
gación a desarrollar, los posibles socios y demás aspectos
inherentes. También, clarificar cuáles eran los alcances de
la ley: qué podía hacer la institución y qué no.

La estrategia fue aprobada por el Consejo Direc-
tivo Nacional (CDN) en 2019 (Resol.-2019-1158-APN-
CD#INTA). Establece los principales lineamientos y el
recorrido o los procesos institucionales (internos) a seguir
para realizar investigaciones que involucren cannabis para
uso medicinal (Resol.-2020-104-APN-CN#INTA). Asimis-
mo, fue puesto en funcionamiento un comité de evaluación
técnica de proyectos y convenios que facilitan el análisis
para el propio CDN (DI-2020-312-APN-DN#INTA), junto
con la generación de un espacio colaborativo en intranet
para la actualización periódica mediante información sobre
normativas, procedimientos y otras herramientas.

Además fueron organizadas charlas y presentaciones
para capacitación, intercambios y articulaciones, con el
objetivo de comprender los procesos que deben transitarse
después de la generación de un proyecto.

Como institución involucrada en la ley y según el
artículo 9.º, el INTA es parte del Consejo Consultivo Hono-
rario (CCH) junto a otras instituciones, asociaciones, orga-
nizaciones no gubernamentales y profesionales del sector
público y privado, para intervenir y articular acciones en
el marco de la ley y acompañar al Programa de Cannabis,
dependiente del Ministerio de Salud de la Nación. Según el
decreto reglamentario N.º 883/20, son funciones del CCH
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constituirse en un espacio de consulta y participación acti-
va de la sociedad civil en la temática del programa, pro-
porcionar e impulsar propuestas que tiendan a mejorar y
facilitar los propósitos del programa, facilitar y estimular
los vínculos y el intercambio de información entre labora-
torios y centros de investigación del cannabis medicinal en
el ámbito nacional y regional, participar en la orientación
y la auditoría social de los avances del programa, difundir
material disponible del programa y contribuir a generar el
acceso a la información pública.

La primera reunión formal del CCH con todos sus
miembros presentes fue en marzo de 2019. Posteriormente,
en reuniones más chicas e informales continuó trabajando
sobre diferentes documentos de avance, articulaciones y
consensos entre los distintos organismos.

Las investigaciones con cannabis están contempladas
en el Programa Nacional de Hortalizas, Flores, Aromáticas
y Medicinales (PNHFAYM) del INTA. Particularmente, las
actividades específicas se enmarcan en el proyecto titulado
“Mejoramiento genético de plantas ornamentales, aromáti-
cas y medicinales nativas y exóticas”. En una primera etapa
de estudio se consideran la evaluación agronómica, la carac-
terización y la selección de germoplasma para futuros pro-
gramas de mejoramiento genético. Parte central es lograr la
articulación de quienes comienzan a trabajar en este tema,
socializando los conocimientos sobre la normativa vigen-
te, los procesos administrativos necesarios y vinculándolos
para potenciar las capacidades. Hoy hay más de 30 agentes
del INTA conectados desde diferentes puntos del país.

Por otra parte, para lograr los objetivos de la ley, el
INTA trabaja junto a otros organismos de ciencia y técnica
–como el CONICET, universidades nacionales e institucio-
nes científicas– para complementar capacidades y poten-
ciar la respuesta. Pero sobre todo, con las organizaciones de
la sociedad civil, actores clave y artífices de la Ley de Can-
nabis Medicinal. De ellas el INTA se ha nutrido y ha apren-
dido mucho en este recorrido, a través de intercambios
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frecuentes y capacitaciones. Se trata de un vínculo que
requiere un esfuerzo de todos para entender los objetivos
de cada una de las partes, las formas y los tiempos de cada
organización. La relación con las organizaciones no guber-
namentales (ONG) de alguna manera permite mantener el
foco en las necesidades de los pacientes. Marca la impor-
tancia de generar evidencia y productos que puedan estar
disponibles lo antes posible, pero asegurando la calidad, la
seguridad y la trazabilidad; el desafío de encontrar el lugar
donde complementarse y potenciarse, de hallar un lenguaje
en común.

El INTA también participa en la Red Argentina de
Cannabis Medicinal (RACME), originalmente convocada
por el Ministerio de Ciencia y Técnica de la Nación a pedi-
do de una organización ya existente en la cual principal-
mente participaban investigadores y docentes de diferentes
universidades y centros de investigación, así como algunos
representantes de las diferentes provincias con intenciones
de producir cannabis. Esta red formalizó así, en el marco de
una institución pública, un espacio ya existente que venía
funcionando y participando en las reuniones con senadores
y diputados para la elaboración del proyecto de ley. Y en el
transcurso del tiempo se fue ampliando al sumar a investi-
gadores no solo del CONICET, sino también del INTA, el
Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI), organis-
mos del Estado y ONG.

Esta nueva norma no solamente representó y represen-
ta un desafío en términos de abordar una nueva especie des-
de el punto de vista técnico-científico, ya que, por ser esta
considerada aún un estupefaciente, trae aparejada una serie
de normativas que deben cumplimentarse, lo que comple-
jiza bastante los diferentes proyectos de investigación que
se inician.
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El proceso de concreción de una política implica, por lo
general, la intervención de una cadena de actores cuyo
comportamiento va desagregando y a la vez materializando
la política.

La implementación de las políticas públicas es el con-
junto deliberado y secuencial de actividades de gobierno
–con apoyo social– orientadas al logro de los propósitos
y objetivos de la política como aparecen expresados en las
declaraciones oficiales. En palabras más simples, es el pro-
ceso de transformar en resultados concretos los objetivos
de una política.

Es un procedimiento continuo, no lineal, flexible y
adaptable, que debe ser administrado, evaluado y ajustado.
Es, pues, una necesidad urgente de nuestro tiempo mejo-
rar la capacidad de implementación, la cual es un proceso
gradual que lleva tiempo y exige paciencia, y no un cambio
abrupto que pueda lograrse de un momento a otro.

Las posibilidades de reformar la situación están res-
tringidas por variables del contexto, las características del
sistema vigente, los agentes y las agencias que están a cargo,
las estrategias y las necesidades específicas de las mismas
políticas a implementar. Esto también ocurrió con la Ley de
Cannabis Medicinal.

El INTA tomó conocimiento de que es parte de esta
política cuando la norma fue aprobada por ambas cámaras
y salió publicada en el Boletín Oficial el 4 de abril de 2017,
sin haber participado en los debates ni en la formulación.
Fue convocado para la etapa de elaboración del decreto
reglamentario de la ley y se encuentra recorriendo la actual
fase de implementación. A grandes rasgos, ha participado
en la elaboración del decreto reglamentario, de normativas
que acompañan a este y hacia adentro de la institución, y ha
trabajado en la estrategia y las capacitaciones brindadas.
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La implementación de esta política estaba atravesada
por los actores que generaron la agenda y lograron que este
tema fuera tomado por el Poder Legislativo: las ONG de
cannabis medicinal.

Estas organizaciones de la sociedad civil (OSC) han
tenido una activa participación en la agenda política para
lograr la inclusión del tema en la agenda parlamentaria y
han trabajado junto al Poder Legislativo en la etapa de for-
mulación y promulgación. En esta fase:

…es clave que la sociedad civil, como actor, esté atenta para
que se elabore una política pública que represente sus intere-
ses y se diseñen programas orientados a resolver sus proble-
mas planteados en la agenda. Debe ser prioritario hacer un
seguimiento a las instituciones encargadas de la ejecución y
procurar la inclusión directa de la misma sociedad civil, así
como vigilar las condiciones institucionales y presupuesta-
rias para lograr el efecto esperado (Agudelo, 2012).

La etapa de implementación –también llamada de apli-
cación y ejecución de la política pública– pretende poner
en práctica los programas diseñados, con lo que busca cum-
plir con los objetivos de la política. Significa el momento
en el que lo escrito se pone en acción. El reto en esta fase
es lograr que las tareas propuestas en la política se lleven
a cabo y se cumplan las orientaciones formuladas. En la
etapa de implementación (período 2017-2019) de la ley N.º
27.350, el Estado –a través del órgano de aplicación de
la norma, el Ministerio de Salud– entró en una dinámica
propia y dejó de lado a las OSC. Muchas veces, cuando no
hay una decisión clara de las autoridades del organismo, se
observa una gran dependencia de la “voluntad” del funcio-
nario a cargo del área respecto de los avances que puedan
producirse durante la fase de implementación. El INASE,
por ejemplo, ha formado un equipo de trabajo para respon-
der a la demanda que se origina con este tema, asistiendo
las innumerables consultas y generando normativa acorde
y flujogramas específicos. Si bien al comienzo hubo cierta
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resistencia, al cambiar el funcionario a cargo se observó una
dinámica de trabajo diferente.

La presencia de las OSC en reuniones previas ha per-
mitido mantener el foco en la demanda. Esta etapa resulta
central para que la sociedad civil introduzca su conoci-
miento en la resolución de problemas. La experiencia de
muchas organizaciones sociales puede ser determinante del
éxito de la política. Aunque, en este caso, la implementación
de la política no se orientó a resolver el problema específico
de la legitimación del acceso al cultivo para uso medicinal.
La resolución propuesta por el Estado en la ley fue gene-
rar condiciones para iniciar investigaciones y desarrollo del
cultivo, y derivados del cannabis, lo que significó una res-
puesta a más largo plazo. Eso generó las primeras contra-
dicciones entre el espíritu de la ley –o la forma en que fue
planteada originalmente por las diferentes organizaciones–
y lo que realmente fue reglamentado. Sumado a esto, la nor-
ma no contaba con presupuesto, lo cual fue una limitación
para la ejecución de la política por parte de los organismos
implicados legalmente.

La participación en la implementación de la ley gene-
ra un capital social en las OSC, ya que estas deben pasar
del “conocimiento de su propia demanda y necesidades” al
conocimiento de “cómo” colaborar en efectivizarlas median-
te el aparato burocrático del Estado. El cómo efectivizar
o implementar efectivamente una ley sancionada implica
el conocimiento de la legislación vigente y de mecanismos
de ejecución presupuestaria, de los modos de articulación
entre los diferentes organismos del Estado: es meterse de
lleno en el funcionamiento del aparato estatal.

Desde los funcionarios públicos, la articulación con las
OSC en las diferentes etapas de la generación e implemen-
tación de una política pública obliga a pensar modos de dar
respuesta a una demanda o problema público encontrando
los caminos dentro de la legislación, generando nuevas nor-
mativas, comprendiendo necesidades de la sociedad civil y
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demás acciones. Es un reto enorme conjugar las demandas,
y más en un contexto de reducción presupuestaria.

Durante los dos primeros años de reglamentada la ley,
la CCH solo fue convocada una sola vez. Los consejos con-
sultivos –en la teoría– permiten una modalidad de gestión
asociada entre el Estado y la sociedad civil, a través de
la participación ciudadana para la incidencia en la toma
de decisiones sobre las políticas públicas, siempre y cuan-
do estas sean funcionales. Con el cambio de gestión en el
ministerio durante diciembre de 2019 hubo una ampliación
del número de OSC participantes en el CCH y una actividad
más fluida.

Podemos visualizar que las organizaciones involucra-
das, si bien han tenido una gran incidencia para la apro-
bación de la ley (participando en la instancia de diseño y
formulación), han quedado relegadas en los procesos pos-
teriores: no han sido consultadas en el procedimiento de
reglamentación (posterior a la aprobación y que implica
acuerdo, conflictos y definiciones tan importantes como lo
anterior, ya que, si no, puede generar una ley muerta o que
no cumpla con el espíritu con el que fue sancionada) ni
en su implementación. Particularmente, el INTA nunca fue
consultado pero sí incluido una vez sancionada la ley, lo
cual resulta casi irónico teniendo en cuenta que forma parte
de un ministerio y tiene una trayectoria a lo largo y ancho
del país con un importante reconocimiento social y un gran
compromiso con el desarrollo del país.

Por otro lado, aunque durante los primeros años des-
pués de promulgada la ley no se generaron instancias de
participación ciudadana para su implementación, el progra-
ma de cannabis perteneciente a la Secretaría de Salud con-
tinuó trabajando con los diferentes organismos del Estado
que estaban involucrados, aunque con una acción real res-
trictiva.

Es importante agregar cuál fue la capacidad institucio-
nal del Estado para abordar esta política pública, usando
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como marco teórico la definición de Repetto, que entiende
por capacidad estatal:

…la aptitud de las instancias de gobierno para plasmar, a
través de políticas públicas, los máximos niveles de valor
social, dadas ciertas restricciones contextuales y según cier-
tas definiciones colectivas acerca de cuáles son los problemas
públicos fundamentales y cuál es el valor social específico
que en cada caso debiese proveer la respuesta estatal a dichos
problemas (Repetto, 2003: 6).

Según ese autor, la capacidad estatal puede dividirse en
dos grandes componentes:

a. Capacidades políticas: entendidas como las capacidades
de los gobernantes de “problematizar” las demandas de
los grupos mayoritarios de la población, tomando deci-
siones que representen y expresen los intereses y las
ideologías de ellos más allá de la dotación de recursos
que puedan movilizar en la esfera pública (2004: 22).

b. Capacidades administrativas: limitadas al aparato orga-
nizacional, hacen énfasis en el apartamiento y ais-
lamiento de sus cuadros técnico-burocráticos de los
grupos de interés, su entorno y la ciudadanía. En este
concepto incluye los elementos informales de la admi-
nistración pública (2004: 20-21).

Cuando se aprobó la Ley de Cannabis Medicinal exis-
tían claras capacidades políticas pero no estaban dadas las
administrativas, que aún hoy se están tratando de generar.

Las relaciones que se establecieron con otros actores
fueron de negociación, algunas veces de conflicto, pero
también de mucha cooperación.
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Hoy, la institución cuenta con 30 convenios (algunos de
los cuales son de investigación y desarrollo, y otros de
cooperación técnica y académica) en diferentes lugares del
país, que abarcan a las provincias de Jujuy, Salta, San Luis,
San Juan, Mendoza, Córdoba, Santa Fe, Entre Ríos, Buenos
Aires, Santa Cruz, Chaco, Corrientes, Misiones, Tucumán
y Río Negro, y que fueron aprobados tanto por el Con-
sejo Directivo del INTA como por el Ministerio de Salud
de la Nación. Estos acuerdos incluyen proyectos de trabajo
con diferentes actores, entre los cuales podemos mencionar
gobiernos provinciales y municipales, ONG, empresas pri-
vadas y estatales, y laboratorios públicos y privados.

Transcurridos seis años de sancionada la norma, el
INTA –como institución– tiene la responsabilidad de seguir
generando conocimiento con sustento científico: obtener
experiencia en el cultivo y la producción de cannabis medi-
cinal, desarrollar materia prima de calidad y generar bue-
nas prácticas agronómicas creará, además, capacidades para
emprender en el futuro la producción y la investigación de
la planta para diferentes usos según lo permitan las leyes
que se vayan promulgando, lo que podrá posicionar al INTA
como referente nacional en esos procesos.

El 26 de mayo de 2022 fue publicada en el Boletín Ofi-
cial de la República Argentina la ley N.º 27.669, que estable-
ce el Marco Regulatorio para el Desarrollo de la Industria
del Cannabis Medicinal y el Cáñamo Industrial, y sumó así
nuevas demandas y actores con quienes estamos articulan-
do para el avance de esa nueva cadena de valor agroin-
dustrial. Restan el decreto reglamentario y las normativas
anexas para su implementación definitiva.

La acción coordinada del INTA con los otros organis-
mos del Estado y el trabajo conjunto con la sociedad civil
son centrales para que esta política pública relacionada a
una especie con múltiples beneficios sea aplicada de manera
eficaz y eficiente.
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Qué buenos esos tiempos en los que solo buscábamos, medía-
mos, analizábamos plantas, animales, árboles o microorga-
nismos y no teníamos que preocuparnos por las restricciones
y los permisos.

B:��*0.+�1��&W*

Durante siglos, los recursos genéticos (RG) fueron conside-
rados patrimonio de la humanidad. Por eso, el intercambio
entre los países era libre. A partir de la década del cincuen-
ta, el germoplasma mejorado comenzó a remplazar a pasos
agigantados a las variedades y especies locales al tiempo que
se fomentaron grandes colectas, sobre todo de ejemplares
vegetales.

A partir de la Convención de la Diversidad Biológica
(CDB), durante la Cumbre de la Tierra en Río 1992 (Brasil)
se cristalizaron varios procesos y tensiones que expresa-
ban la preocupación internacional sobre la rápida pérdida
de la biodiversidad (Swanson, 1999). La CDB reafirma que
los estados tienen derechos soberanos sobre sus propios
recursos biológicos, al tiempo que los responsabiliza de la
conservación de su biodiversidad y de la utilización soste-
nible de sus recursos biológicos (Naciones Unidas, 1992).
La CDB es un hito a nivel de los acuerdos internacionales
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vinculados con la biodiversidad, que se continúa como un
proceso dinámico –actualmente en revisión– para promo-
ver una nueva propuesta luego de 30 años de recorrido. Las
partes se comprometieron a llevar adelante los objetivos
de la convención, por ejemplo, mediante políticas públi-
cas. Considerando que las normas son instrumentos de la
política pública, su revisión permitiría mostrar lo que estas
políticas propician por acción u omisión (Jaime et al., 2013).
En tal sentido, este artículo se plantea el repaso de las nor-
mativas nacionales y provinciales desde Río 1992 a la fecha,
prestando atención a la adecuación a los diversos tratados
y acuerdos internacionales que abordan el tema diversi-
dad biológica, diversidad genética, uso sustentable, y acceso
y participación de los beneficios (ABS, por sus siglas del
inglés access and benefit sharing). En este proceso se observa
un incremento de las regulaciones para el acceso y uso, y
una lenta y paulatina adecuación de las normas locales a
los acuerdos ratificados por el país. A pesar de las déca-
das transcurridas, nuestro país no cuenta con una norma
nacional sobre acceso y uso de RG, aunque sí posee nor-
mas provinciales que de algún modo regulan el acceso y el
uso, especialmente con motivos de investigación científica
(Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable [SAYDS],
2019).

Considerando la historia, los antecedentes y la perse-
verancia en sus acciones, el Instituto Nacional de Tecnolo-
gía Agropecuaria (INTA) es un actor preponderante en el
ámbito de los RG. Inició sus trabajos a fines de la década
del cincuenta y en 1985 organizó la Red de Recursos Fito-
genéticos. Actualmente cuenta con un programa por área
temática de Recursos Genéticos y Mejoramiento, que se
aboca a la conservación de la diversidad genética en los sis-
temas agropecuarios y forestales con un enfoque holístico y
territorial. El programa se despliega desde la conservación
dinámica in situ en sistemas naturales y productivos has-
ta la representación del país ante foros internacionales. Su
estrategia de trabajo considera la integración con todos los
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actores para lograr sinergias que incluyan su uso y por lo
tanto beneficien a la producción y su sostenibilidad con un
enfoque socioecológico (Berkes, 2003).

En el contexto de cambio climático en el que nos
encontramos –para prevenir y superar los desequilibrios
ambientales y atentos al estado de todos los RG en el país–
es imperioso preservar, restaurar, utilizar en forma soste-
nible y conservar la diversidad genética. En este sentido,
cobran importancia otros aspectos a tener en cuenta además
del acceso, como son el monitoreo del estado de situación
de los diversos RG (plantas, animales, microorganismos y
forestales) y las estrategias para un uso sostenible y la con-
servación complementaria in situ y ex situ, principalmente
en bancos de germoplasma. Estos aspectos son relevantes y
también forman parte de los acuerdos internacionales.

Al respecto, este trabajo recorre los marcos legales y
muestra los vacíos existentes considerando los componen-
tes señalados. Finalmente brinda recomendaciones de polí-
ticas que permitan fortalecer la estrategia nacional sobre el
patrimonio genético argentino.

C:��+*0 40+�*+.)�X2+

A continuación se destacan las leyes y normas más rele-
vantes que se vinculan con la gestión de los RG de plantas,
animales, microorganismos y bosques a nivel nacional.

Constitución de la Nación Argentina: en su artículo
124.º, in fine, dispone que les corresponde a las provincias
el dominio originario de los recursos naturales existentes
en sus territorios. El artículo 41.º define que le correspon-
de a la Nación dictar normas de presupuestos mínimos de
protección del ambiente, de la preservación del patrimonio
natural y cultural, y de la diversidad biológica, y que las pro-
vincias deben complementarlas. Por otra parte, el inciso 17
del artículo 75.º prescribe que le corresponde al Congreso
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nacional reconocer la preexistencia étnica y cultural de los
pueblos indígenas argentinos, garantizar el respeto a su
identidad, y la posesión y propiedad comunitarias de las
tierras que tradicionalmente ocupan, y asegurar su partici-
pación en la gestión referida a sus recursos naturales y a
los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden
ejercer concurrentemente estas atribuciones.

Normas de ratificación de acuerdos internacionales, en
orden cronológico:

a. Ley N.º 24.071/92: ratificación del Convenio 169 de
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre
los derechos de los pueblos indígenas a gestionar sus
bienes comunes, entre ellos sus conocimientos tradi-
cionales, sus expresiones culturales tradicionales y las
manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas,
comprendidos los recursos humanos y genéticos, las
semillas, las medicinas, y el conocimiento de las pro-
piedades de la fauna y la flora.

b. Ley nacional N.º 24.376/94: sobre la aprobación
del Convenio Internacional para la Protección de las
Obtenciones Vegetales (Unión Internacional para la
Protección de las Obtenciones Vegetales [UPOV] 1978),
que reconoce y garantiza el derecho de los obtentores
de una nueva variedad vegetal.

c. Ley nacional N.º 24.375/94: ratificación de la CDB,
cuyos objetivos son la conservación de la diversidad
biológica, el uso sostenible de sus componentes, y la
participación justa y equitativa en los beneficios que
derivan de la utilización de los RG.

d. Ley nacional N.º 27.182/15: ratificación del Tratado
Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la
Alimentación y la Agricultura (TIRFAA), que busca la
conservación y el uso sostenible del material genético
de origen vegetal que tiene un valor real o potencial
para la alimentación y la agricultura, y la distribución
justa y equitativa de los beneficios que deriven de su
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uso, en armonía con la CDB, para una agricultura sos-
tenible y la seguridad alimentaria.

e. Ley nacional N.º 27.246/15: ratificación del Protoco-
lo de Nagoya sobre el acceso a los recursos genéticos,
y la participación justa y equitativa en los beneficios
derivados de su utilización. Dado que el Protocolo de
Nagoya es parte constitutiva de la CDB, su autoridad de
aplicación es el actual Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sustentable (MAYDS). Esta definición se expresa
posteriormente en la resolución N.º 410/19.

Leyes nacionales relacionadas:

a. Ley Nacional N.º 20.247/73 de Semillas y Creaciones
Fitogenéticas: su objetivo es promover una eficiente
actividad de producción y comercialización de semi-
llas, garantizarles a los productores agrícolas la iden-
tidad y calidad del material de propagación adquirido,
y proteger la propiedad intelectual de las creaciones
fitogenéticas.

b. Ley nacional N.º 22.939/83 (régimen de marcas y
señales), modificada por la ley N.º 24.478/09: define la
propiedad y el dominio sobre los recursos genéticos de
animales domésticos.

c. Registros genealógicos y registración de nuevas razas
y sus reglamentos (resolución N.º 188/99 de la Secre-
taría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación
de la Nación): delega en la Sociedad Rural Argentina
(SRA) la inscripción de razas animales (bovinas, equi-
nas, lanares, camélidas, caprinas, porcinas y de especies
menores, como aves y conejos).

d. Ley Nacional N.º 25.675/02 o Ley General del Ambien-
te: establece los presupuestos mínimos para lograr una
gestión sustentable y adecuada del ambiente, la pre-
servación y protección de la diversidad biológica, y la
implementación del desarrollo sustentable.
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Leyes, decretos y resoluciones de creación de comisio-
nes u organismos relacionados:

a. Decreto N.º 1.347/97: designó a la entonces Secre-
taría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable
de la Presidencia de la Nación –actual Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sustentable– como autoridad
de aplicación de la CDB y, por lo tanto, de su Protocolo
de Nagoya sobre el acceso a los recursos genéticos y
la participación justa y equitativa en los beneficios que
deriven de su utilización. También creó la Comisión
Nacional Asesora para la Conservación y Utilización
Sostenible de la Diversidad Biológica (CONADIBIO)
como ámbito de articulación multisectorial,1 integrado
por organismos gubernamentales, no gubernamentales,
instituciones de ciencia y tecnología, representantes de
los pueblos indígenas, gremios, demás organizaciones
no gubernamentales y agrupaciones de profesionales.

b. Ley nacional N.º 25.845/04: estableció como organis-
mo de aplicación de la Ley de Semillas (N.º 20.247/73)
al Instituto Nacional de Semillas (INASE), repartición
descentralizada del Ministerio de Agricultura, Ganade-
ría y Pesca (MAGYP).

c. Resolución N.º 693/04 de la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Pesca y Alimentos de la Nación y su modifi-
cación mediante la resolución N.º 156/18 de la SAGYP:
creó la Comisión Nacional Asesora en Recursos Genéti-
cos (CONARGEN), cuya función es asesorar a las auto-
ridades del MAGYP y sus organismos descentralizados
(INTA, INASE e Instituto Nacional de Investigación y
Desarrollo Pesquero [INIDEP]) en las políticas, líneas
de acción, marcos normativos y cualquier otra medida
de gobierno que se les encomiende, relacionadas con

1 Comisión Nacional Asesora para la Conservación y Utilización Sostenible
de la Diversidad Biológica (CONADIBIO): https://www.argentina.gob.ar/
ambiente/biodiversidad/conadibio-integrantes.
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la conservación, promoción, regulación, acceso, uso y
comercio de recursos genéticos para la alimentación y
la agricultura, sus derivados, sus partes y componentes.
Ya sean recursos fitogenéticos, zoogenéticos, forestales
y acuáticos en el desarrollo de sistemas productivos
multiespecíficos y en todos aquellos temas conexos o
relacionados con ellos.

d. Resolución N.º 22/06 del INASE: creó el Listado
Nacional de Especies Vegetales Nativas, que facilita la
elaboración de políticas diferenciales para las varieda-
des catalogadas.

e. Decreto N.º 583/11: define entre los objetivos del
MAGPYA: “Promover la utilización y conservación de
los agroecosistemas y recursos naturales destinados a
la producción agrícola, frutihortícola, ganadera, fores-
tal y pesquera a fin de acrecentar el capital productivo
del país y el desarrollo económico del sector”.2

f. Resolución N.º 208/11 del Consejo Federal de Medio
Ambiente (COFEMA): reafirma derechos sobre los
recursos naturales y genéticos, considerando a la CDB
y los artículos 41.º y 124.º de la Constitución nacional.
Esta resolución da fundamento a numerosas normas
provinciales.

g. Resolución N.º 61/18 del INASE: regula y controla la
producción y el comercio de semillas de especies nati-
vas dentro del ámbito de nuestro país. Esta norma defi-
ne las áreas productoras de semillas de especies nativas
y regula su uso.

h. Resolución N.º 410/19 de la Secretaría de Ambiente y
Desarrollo Sustentable: adecúa y actualiza las condicio-
nes que deben reunir las solicitudes de acceso, exporta-
ción o importación de material genético proveniente de
la diversidad biológica. Excluye los RG humanos y de
especies cultivadas o domésticas. El acceso, uso e inter-
cambio de RG de animales domésticos tampoco están

2 http://www.loa.org.ar/legNormaDetalle.aspx?id=15123.
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contemplados en las leyes ambientales. Los recursos
fitogenéticos que sean utilizados para la alimentación
y la agricultura, y que estén contenidos en el Anexo
I del TIRFAA, tampoco están contemplados en esta
resolución.

Leyes nacionales relacionadas:

a. Ley N.º 26.160/06 de relevamiento territorial de
comunidades indígenas: declaró la emergencia en
materia de posesión y propiedad de las tierras que
tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas
originarias del país con personería jurídica inscrip-
tas en el Registro Nacional de Comunidades Indí-
genas, un organismo provincial competente o las
preexistentes.

b. Ley N.º 26.331/07 o Ley de Bosques: establece los
presupuestos mínimos de protección ambiental para
el enriquecimiento, la restauración, la conservación,
el aprovechamiento y el manejo sostenible de los
bosques nativos.

c. Ley N.º 27.118/15 de Reparación Histórica de la
Agricultura Familiar para la Construcción de una
Nueva Ruralidad en la Argentina: entre otros puntos
busca fomentar la conservación de la biodiversidad,
así como el uso sustentable y el libre acceso y la
promoción del uso de semillas nativas y criollas.

La Constitución nacional les otorga el dominio de los
recursos naturales a las provincias, en virtud de lo cual
cada una de ellas debe contar con legislación propia sobre
el acceso y uso de los RG. En 2019, la entonces Secretaría
de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación –actual
ministerio– realizó una recopilación de normas relaciona-
das con los RG en las 23 provincias y la Administración de
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Parques Nacionales (SAYDS, 2019)3. Se observó que todas
las provincias regulan de algún modo sus RG, aunque pocas
cuentan con normas adecuadas y actualizadas al contexto
internacional. Este documento mostró que las normas se
orientan principalmente al acceso y uso para investigación
y que solo el 20 % de las jurisdicciones tienen legislación
posterior a la entrada en vigencia del TIRFAA (15 de agosto
de 2016) y el Protocolo de Nagoya (9 de marzo de 2017).
El proceso de actualización de normas provinciales es con-
tinuo. Por ejemplo, Córdoba recientemente ha promulgado
un protocolo de acceso4 que considera la aplicación del
Protocolo de Nagoya y la resolución N.º 410/19, y Tucu-
mán ha aprobado la resolución N.º 28/2021 para habilitar
permisos de colecta dentro de la provincia considerando las
reglamentaciones actuales.

La SAYDS (actual MAYDS) adecuó la normativa para
el acceso y uso a estas leyes de ratificación a nivel nacio-
nal a través de la resolución N.º 410/19, la cual remplazó
a la resolución N.º 226/10, que abordaba el tema. Esta
norma aporta elementos del Protocolo de Nagoya, como
los conocimientos tradicionales, mientras que regula dos
elementos fundamentales que ya plantea la CDB, como los
consentimientos informados previos (CIP) y las condicio-
nes mutuamente acordadas (CMA). Por otra parte excluye
expresamente a los recursos genéticos humanos, los anima-
les domésticos y las plantas cultivadas (artículo 6.º). Esta
resolución expresa el dominio originario de los recursos
naturales de las provincias (artículo 124.º de la Constitución
nacional) y la relevancia de los pueblos indígenas (inciso 17
del artículo 75.º) como cogestores de sus recursos y con
especial referencia a los conocimientos tradicionales.

3 https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/recopilacion_normati-
va_rrgg_2019.pdf.

4 https://www.exa.unrc.edu.ar/wp-content/uploads/2021/03/Protocolo-
de-Acceso-a-RRBB-2021.pdf.
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Las normas provinciales y la resolución N.º 410/19 se
orientan a regular los permisos de acceso y el uso sustenta-
ble de la biodiversidad. La conservación in situ solo es men-
cionada dentro de leyes como la de bosques (N.º 26.331/07)
y de agricultura familiar (N.º 27.118/15), cuyos articulados
aluden a la conservación y promoción de la diversidad para
bosques nativos y en fincas (semillas criollas y nativas).

El seguimiento y monitoreo de las condiciones los RG
se vincula a convenios internacionales, como los informes
nacionales sobre el Estado de los Recursos Genéticos (plan-
tas, animales y forestales), a los que el país se ha compro-
metido ante la Comisión de Recursos Genéticos para la
Alimentación y la Agricultura, de la FAO, y las adhesiones a
planes de acción mundial de fitogenéticos (FAO, 2011), ani-
males (FAO, 2007) y forestales (FAO, 2014). Por otro lado,
la adhesión del país a las metas de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS), en 2015, también compromete a la
preservación de la diversidad –especialmente en el ODS 2
Hambre Cero y en el ODS 15 Vida de Ecosistemas Terres-
tres– e implica informar acerca de las acciones que lleva
adelante el país sobre conservación y monitoreo poblacio-
nal. Si bien estos reportes sobre el estado de los distintos
RG son importantes, obedecen a directrices internacionales
y no brindan un panorama completo sobre la situación y las
dinámicas causales. En este contexto, un diseño propio de
metas e indicadores aportaría sustancialmente a proteger
nuestro patrimonio de la erosión y el exterminio.

Es destacable que el país –mediante el MAYDS– ha
impulsado los inventarios nacionales de bosques nativos,5

que brindan información de alto valor para la conservación
de los recursos genéticos forestales. El primero fue elabo-
rado entre 1998 y 2005 como parte de un proyecto inter-
nacional. El segundo, de 2018 a 2020 para cumplir la Ley
de Bosques (N.º 26.331/07) y proporcionar la información

5 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/bosques/primer-inventario-
nacional-bosques-nativos.
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para honrar los convenios internacionales asumidos por la
República Argentina, como las Metas de los ODS (2015).6

Más allá de las leyes, es importante destacar que el país
cuenta con la Estrategia Nacional de Biodiversidad, actual-
mente en revisión. Este documento fue elaborado como
respuesta a los compromisos asumidos por el país, como la
CDB, las Metas de Aichi y los ODS en forma participativa
en el seno de la CONADIBIO para el lapso 2016-2020.
La Estrategia Nacional sobre la Biodiversidad y Plan de
Acción 2016-2020 (ENBPA)7 es una política de Estado que
la República Argentina establece para la conservación y el
uso sustentable de su biodiversidad y la distribución justa y
equitativa de sus beneficios. Su texto resalta:

El objetivo de la ENBPA es brindar un marco a las políticas,
programas y planes en materia de biodiversidad de modo
que estas sean coordinadas e integradas en pos del desarrollo
humano sustentable. Este propósito nos impulsa a incorpo-
rar en esta estrategia la visión de un desarrollo de país que
integre la conservación de la biodiversidad a través de su uso
sustentable, con la producción sustentable, sobre la base de
un territorio nacional ordenado en cuanto al uso y ocupación
de sus tierras.

Se organiza en nueve ejes de acción, que abarcan las
diferentes dimensiones de la biodiversidad. El Eje 5 hace
foco en los RG, considerando especialmente la conserva-
ción in situ y los derechos de los pueblos originarios. La
conservación ex situ es considerada como complementaria
de la in situ y para resguardar organismos en situación críti-
ca. Su contenido no describe las redes de bancos de germo-
plasma existentes en el país y propicia la interacción entre
organismos e instituciones para alcanzar las metas.

6 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/bosques/segundo-inventario-
nacional-bosques-nativos.

7 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/biodiversidad/estrategia-nacio-
nal.
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A partir de este repaso del marco legal vigente en el
país –del ámbito tanto internacional y nacional como pro-
vincial– se pueden marcar los siguientes hechos:

a) Sobre el motivo de las normas:

1. La mayor parte de las normas se aplican para regular
el acceso y el uso. Las provinciales están totalmente
orientadas a ese componente, mientras que los tra-
tados internacionales abordan todos los componentes
(monitoreo, conservación, acceso, intercambio y uso
sustentable).

2. La conservación in situ es abordada por dos leyes secto-
riales: la de Bosques y la de Agricultura Familiar (AF).

3. Las normas provinciales se sustentan en el artículo 124.º
in fine de la CN de 1994. Mientras, ninguna norma –a
excepción de la resolución N.º 410/19– hace referencia
al inciso 17 del artículo 75.º, sobre la cogestión de los
recursos propios de los pueblos indígenas. Este artícu-
lo se asocia con temas fundamentales en los tratados,
como el consentimiento informado previo, los cono-
cimientos tradicionales y las condiciones mutuamente
acordadas.

4. La resolución N.º 410/19 (artículo 6.º) excluye de su
ámbito a los RG de especies domesticadas o cultivadas
y de los recursos fitogenéticos que sean utilizados para
la alimentación y la agricultura, y que estén conteni-
dos en el Anexo I del TIRFAA. No hay reglamentación
específica para estos RG.

5. Ausencia de normativas específicas para microorga-
nismos, aunque –por definición– estos se encuentran
comprendidos dentro de la resolución N.º 410/19.

b) Sobre la armonización de normas:

1. La mayor parte de las normas provinciales están desac-
tualizadas con relación a los contenidos y grandes
temas que abordan los tratados.
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2. No se observan medidas de promoción de la diversi-
dad, conservación ni monitoreo.

3. Existe mucha divergencia entre las normativas de cada
una de las provincias.

4. Falta una normativa a nivel nacional que articule las
normativas provinciales para facilitar las solicitudes
por parte de los usuarios de RG.

c) Sobre ámbitos de aplicación:

1. Se observa una mayor atención a la biodiversidad
natural.

2. Los RG provenientes de animales domésticos y los cul-
tivos no se abordan en ninguna norma.

3. Las normas vigentes sobre reconocimiento de razas de
animales domésticos se basan en criterios asociativos
(pertenencia) y no incorporan fundamentos científicos
ni tradicionales.

4. En muchas instituciones y organismos de gobierno no
existen personas formadas en la temática o estructu-
ras específicas para asesorar a investigadores sobre la
implementación de las normas vigentes.

d) Se observan algunas omisiones sobre:

1. La retroactividad de aplicación de los tratados interna-
cionales, lo que conlleva a incertidumbres al momento
de la utilización de materiales colectados con anterio-
ridad a 1994 (Silvestri, 2017).

2. La incorporación de los derechos de los pueblos indí-
genas en las normativas de acceso y uso.

3. Normas que regulen, organicen y le den la potestad
explícita a algún sector u organismo para llevar adelan-
te la conservación ex situ.

4. El estatus legal de las colecciones de germoplasma a
mediano y largo plazo.
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5. La actualización del reconocimiento de razas animales
con bases en conocimientos científicos y tradicionales.

El grado de cumplimiento de los tratados internacio-
nales ayuda a comprender cuáles son los objetivos aún no
abordados. En tal sentido, el Primer Informe de la República
Argentina sobre el cumplimiento del TIRFAA8 –desarrolla-
do por el MAGYP en 2018 como autoridad de aplicación–
describe las acciones desplegadas en el país en función de
los compromisos asumidos. Ese trabajo detalla las políti-
cas públicas referidas a los recursos fitogenéticos para la
alimentación y la agricultura (RFAA), además de abordar
las medidas tomadas por el país para la caracterización, el
monitoreo, la evaluación, la conservación, el uso sostenible,
las capacitaciones y demás acciones relacionadas. En cuan-
to a la conservación, el país informa en detalle las especies
protegidas por la Red de Recursos Genéticos del INTA
(REDGEN) y refiere a las otras colecciones presentes en el
país, en especial aquellas propias de universidades. Del mis-
mo modo, los informes del país sobre el cumplimiento de
los planes de acción mundial promovidos por la FAO mues-
tran la situación y dan lugar a la interacción y articulación
de actores de CyT, de la sociedad y gubernamentales. Tal es
el caso de la construcción del Tercer Informe de Recursos
Fitogenéticos, del Tercer Informe sobre Recursos Genéticos
Zoogenéticos (RZG) y del Segundo Informe de Recursos
Genéticos Forestales.

8 http://www.fao.org/3/CA2950ES/ca2950es.pdf.

MIS D ��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z�

1!0!,-/!00>�,*

http://www.fao.org/3/CA2950ES/ca2950es.pdf


D:��*RI&/&/�� I /&/0 )��� &**+2��&W*�5 �+*+�&)& *0+/
 * 0+.*+�� I� �+*/ .2��&W*�� I� �&2 ./&����$ *SX��
 *  I ,�U/

Para analizar este sistema planteamos el modelo del Trián-
gulo de Sabato-Botana, que identifica a sectores guberna-
mentales, académicos y de la sociedad para impulsar cono-
cimientos (Sabato, 1975). Cada uno de estos ámbitos es
heterogéneo y presenta tensiones, controversias y conflic-
tos internos propios. Para el monitoreo, la conservación, el
acceso y el uso sustentable de los RG, los diversos secto-
res toman distintos roles. El gubernamental es creador de
política pública, legisla en todos los niveles y toma prepon-
derancia como autoridad de aplicación de leyes y normas;
el de ciencia y técnica (organismos y universidades) apor-
ta conocimientos científicos y estructura organizativa, y la
sociedad (ONG, pobladores, agricultores familiares, comu-
nidades indígenas, productores capitalizados, empresas de
genética y consumidores) contribuye con sus conocimien-
tos tradicionales, el mejoramiento, la conservación y el uso
(Diagrama 1). Naturalmente, esas áreas articulan, influyen y
toman decisiones unas sobre otras. La meta como país será
alcanzar una gestión armónica y segura de nuestros bienes
comunes. A tal fin es prioritario armonizar los instrumen-
tos normativos (tratados internacionales, y leyes y normas
nacionales y provinciales) para los componentes de la con-
servación (monitoreo, conservación, acceso y uso), dando
lugar al equilibrio de acciones del sector de CyT y al sos-
tenimiento de la diversidad que vienen realizando tradicio-
nalmente la AF y los pueblos indígenas.

Es necesario poner de relieve la importancia de los pue-
blos indígenas y la AF en la gestión de la conservación, como
es reconocido en los acuerdos internacionales (CDB, TIR-
FAA y Protocolo de Nagoya). Numerosos autores destacan
esta importancia con relación a la gestión y el uso sosteni-
ble de recursos genéticos y biodiversidad (Köhler Rollefson,
2007; FAO, 2021; FAO y FILAC, 2021). Su empoderamiento
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y la seguridad jurídica de los territorios son críticos para la
gestión virtuosa de los bienes comunes.

Por su parte, las empresas de genética (cultivos, ani-
males y forestales) no consideran criterios de diversidad al
momento de vender productos ya que sus fines son comer-
ciales. Un ejemplo de la tensión de intereses privados y
públicos lo muestran numerosas introducciones de razas
exóticas de animales domésticos sin ningún tipo de cuidado
con relación a los impactos que puedan producir en la pro-
ducción y sobre las razas presentes. En esa instancia sería
preciso contar con marcos regulatorios que promuevan y
preserven la diversidad, como lo señalan los acuerdos inter-
nacionales ratificados por el país.

La integración de los grupos de actores y la promo-
ción de sinergias son claves para alcanzar los compromisos
y desafíos que enfrenta Argentina. Como señalan Pilling et
al. (2020), con relación a la gestión de los recursos genéti-
cos se necesita investigación para de integrar la gestión a
todas las escalas e informar a los tomadores de decisión.
Para potenciar nuestras capacidades tenemos que valorizar
y empoderar a cada uno de los actores, en especial los
campesinos y los pueblos indígenas. Estos sectores, que son
valorados expresamente en los acuerdos internacionales,
han sido y son menospreciados e invisibilizados en nues-
tro país (Ramírez, 2017; Lanari et al., 2020). Los ámbitos
de articulación multisectorial y multidisciplinario –como
la CONADIBIO y la CONARGEN– muestran una política
pública de integración virtuosa de los diversos sectores que
debería ser profundizada.

Por otro lado se observan brechas de conocimiento e
información sobre las normas no solo en el sector de la
sociedad en general, sino también entre aquellos que deben
aplicarlas y hacerlas respetar. En este sentido sería clave
mejorar las capacidades en el ámbito de las autoridades de
aplicación, reduciendo la brecha y dinamizando los víncu-
los entre los diferentes sectores.
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Los desafíos de las políticas públicas se enmarcan en las
normas internacionales que el país ha ratificado y en la
Constitución nacional. Para dar cumplimiento a estas leyes
hay que vincular con mayor énfasis al sector científico con
los gobiernos provinciales y nacionales, y con la sociedad
íntegra, valorizando los derechos a la cogestión de los bie-
nes comunes y los conocimientos tradicionales de los pue-
blos indígenas.

Se observa que el país cuenta con numerosos instru-
mentos legales –en parte desarticulados y desactualizados–
especialmente orientados a regular el acceso (permisos de
colecta) de los RG.

Hay esfuerzos más o menos consolidados sobre la con-
servación en un sentido amplio, especialmente por parte del
INTA (REDGEN) y –más recientemente– de universidades.
No obstante, esos empeños están desarticulados entre las
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distintas instituciones, lo que da lugar a duplicación, a sola-
pamiento de actividades y en muchos casos a competencia
por la obtención de recursos presupuestarios, cuando lo
óptimo sería alcanzar sinergias y colaboración.

No se cuenta con mecanismos de relevamiento esta-
blecidos ni información actualizada sobre la situación de la
diversidad genética existente en los agroecosistemas. Este
es un tema para desarrollar en profundidad, a fin de propi-
ciar una producción agropecuaria sana y sostenible.

Para nuestro país es imprescindible promover políticas
públicas integrales dirigidas al mantenimiento y la conser-
vación de la diversidad genética tanto natural o silvestre
como en los agroecosistemas. Considerando esta meta se
observan algunos puntos que deben ser trabajados a futuro,
como:

a) Estrategia nacional de RG que aborde en forma
integral:

1. Acceso.
2. Prospección, recolección, caracterización y evaluación.
3. Conservación y documentación de los recursos genéti-

cos para la alimentación y la agricultura, considerando
todas las estrategias de conservación sin distinción de
escalas.

4. Monitoreo de la diversidad genética.
5. Utilización sostenible.
6. Derechos de los campesinos y las comunidades de pue-

blos indígenas.
7. Armonización de los marcos legales.

b) Normas actualizadas y articuladas entre todos los
niveles (internacionales, nacionales, provinciales y demás).

c) Normas para establecer el estatus legal de los mate-
riales conservados en bancos de germoplasma.

d) Sistema nacional de RG que integre a todos los orga-
nismos y las instituciones que han tomado la responsabili-
dad de la conservación.
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e) Sistema de monitoreo periódico de los RG por parte
del Estado, en consonancia con los informes del país para
la FAO, que aborde la diversidad intraespecífica en cultivos,
producción pecuaria-forestal y microorganismos.
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El campo en la Argentina ha tenido en las ovejas un actor
central de su desarrollo. Esto, que fue objeto del armado
de conglomerados agroindustriales en diversas regiones del
país, de Buenos Aires a Tierra del Fuego, fue perdiendo pre-
dominancia hasta llegar a tener un stock de solo 12 millones
de cabezas de los 75 millones de fines del siglo XIX.

El mapa actual de la distribución de la actividad refleja
lo antedicho, donde predomina la región patagónica como
eje central, conformada como monocultivo ovino en alguna
de sus zonas. Mientras, en otras latitudes, el ovino es solo
complemento de la ganadería vacuna o de la agricultura.

En muchos casos, los productores que poseen ovinos
tienen pequeñas majadas que van desde el autoconsumo al
acompañamiento de otras ganaderías, como la caprina o la
vacuna.

El rol de economía de escala ha sido reservado a los
productores más capitalizados y que básicamente se fueron
concentrando en la Patagonia, donde también se instaló la
agroindustria lanera y frigorífica con destino a exportación.

La actividad ha sido cruzada por las cuestiones ambien-
tales, como los procesos de erupción de volcanes de la cor-
dillera (Hudson, Chaitén y Puyehue) y de desertización, los
embates de grandes nevadas o las prolongadas sequías.

Esta noble actividad que tiene como emblemáticos pro-
ductos la lana y la carne ha sido golpeada por los precios
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internacionales, lo cual ha condicionado su crecimiento a
nivel local.

Las exportaciones de ambos productos fueron marcan-
do el hilo de su crecimiento o la caída, de acuerdo con el
momento histórico observado.

Algunos golpes al sector se pueden situar en la década
del noventa, cuando la cuestión económica interna y la con-
vertibilidad, sumadas a los vaivenes externos del exceso de
stock de lana en Australia, hicieron tambalear la industria
instalada local y los niveles de exportación. Así se puede ver
cómo el consumo interno de fibra de lana se va perdiendo
al cerrarse paulatinamente la industria local, al igual que las
empresas comercializadoras y exportadoras de lana.

El consumo mundial de fibras, a partir de allí, beneficia
a los productos sintéticos y el algodón por sobre la fibra de
lana. El exiguo espacio porcentual ocupado de tan solo el
1,2 % no es suficiente para retomar el crecimiento.

El comercio internacional de la carne ovina se resume
a Oceanía, que –con solo el 10 % del stock mundial de ese
ganado– representa el 72 % del volumen total del mercado
global (FAOSTAT, 2016). Esto es así porque, en muchos
países, el ovino se destina al mercado interno.

Argentina participa con menos del 1 %, incluso con el
grueso de la producción cárnica orientada a la exportación
y facilitada por el estatus sanitario de la región patagónica.
Lo reducido del mercado de exportación de la carne ovina
argentina se refleja en el hecho de que solo existen siete fri-
goríficos exportadores que se orientan casi exclusivamente
al mercado de la Unión Europea.

Las exportaciones argentinas de carne aumentaron a
comienzos del siglo XXI y llegaron a su pico en 2005 con
8.500 toneladas (se incrementaron en un 400 %). Luego,
en 2012, la tendencia se revirtió y en la actualidad ronda
menos de 5.000 toneladas.

Las características estructurales del mercado interna-
cional han implicado cambios en la orientación productiva
de la ovinocultura, reflejada en la incorporación de ovinos
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doble propósito, por un lado, y a la cría de ovinos para
carne, por otro.

Volviendo a nuestro país, el surgimiento de estableci-
mientos dedicados a la cría de ovinos –principalmente para
carne– en el área de la Pampa Húmeda hace pensar que la
actividad, al menos en esa zona, se dedicará solo a producir
carne y dejará la lana en segundo plano.

Algunos antecedentes ya fueron expuestos en ocasión
de ser publicado el capítulo sobre la Ley Ovina del libro
Políticas públicas en la ruralidad argentina (INTA Ediciones),
el cual relata lo siguiente:

Las políticas públicas son el resultado de procesos y dinámi-
cas sociales. Por lo tanto, para avanzar en su análisis se torna
imprescindible conocer los eventos y las dinámicas que las
forjan. Desde que empezó la actividad en la Patagonia hubo
varias leyes y decretos que buscaron regularla. Existen dis-
tintas etapas en la ganadería ovina, pero solo recién a partir
de la década del ochenta se pueden distinguir las manifesta-
ciones de una política pública clara, con la publicación del
Plan Global para el Desarrollo de la Economía Patagónica,
elaborado por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca
y Alimentación (SAGPYA) en colaboración con asociaciones
de productores y organismos técnicos (Williams, 2005). Entre
las medidas promovidas a nivel nacional en dicha década se
destacan: i) el Fondo Compensatorio para Productores Lane-
ros, Decreto PEN 341 de 1981, que vinculaba el reintegro
de los subsidios a la cantidad de lana/carne producida; ii) las
Compensaciones al Empleo Lanero y iii) las leyes N.º 22.465
y N.º 24.437, que otorgaban beneficios fiscales a la actividad
agropecuaria patagónica (Álvarez, 2009).

En los años noventa, con la consolidación del neoliberalismo
y la reducción de las agencias reguladoras del Estado, se pro-
fundiza el contexto de estancamiento y retroceso de la gana-
dería ovina. En ese marco se constituyó el Ente de Desarrollo
de la Patagonia, organismo que estuvo acompañado por una
batería de medidas que promovieron el desarrollo ovino de
la región (Taraborrelli y Pena, 2018: 211).
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Evidentemente, la batería de medidas establecidas en
aquel momento solo fueron paliativos para seguir avanzan-
do en la búsqueda de políticas públicas más duraderas para
la actividad.

De aquella época, este artículo toma como ejemplo lo
que se transformaría en una verdadera línea de política
activa con continuidad, más allá de sus vaivenes, como es el
programa Prolana.

Mediante la resolución 1.139 de 1994, la SAGPYA captó la
necesidad de mejorar las lanas argentinas (en calidad, pre-
sentación y condiciones de venta), con el fin de acercarse a
los estándares de competitividad internacional y mejorar su
posición en el mercado internacional. La iniciativa concen-
tró los esfuerzos de las sociedades rurales, las cooperativas,
los industriales y los exportadores laneros (integrantes de la
Federación Lanera Argentina), los gobiernos provinciales y el
INTA (Taraborrelli y Pena, 2018: 212).

Y, desembocando en lo que se puede mencionar como
el evento que comenzó a darle forma a la ley, fueron orga-
nizados los foros laneros patagónicos, convocados desde el
propio Gobierno nacional a instancias de las provincias y
sus instituciones.

El Foro Lanero de 1998 ha sido señalado como el punto de
referencia para pensar la Ley Ovina. El foro sirvió como mar-
co para que las autoridades nacionales [SAGPYA-INTA], los
productores [a través de sus asociaciones] y las autoridades
provinciales promovieran un proyecto de ley que contemple
las necesidades y demandas de la ovinocultura patagónica:
desde el despoblamiento rural, el precio internacional y la
falta de competitividad hasta los inconvenientes ocasionados
por las arbitrariedades climáticas. La densidad de los ante-
cedentes institucionales, sumada a la consolidada dinámica
de participación público-privada [por ejemplo, a través del
antecedente de los foros], favoreció la rápida elaboración de
varios bocetos y borradores, puestos a discusión en unos 20
talleres multiactorales organizados territorialmente. En los
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talleres se definió, como estrategia política, la presentación
de un proyecto que extienda las fronteras patagónicas y que
alcance al resto del territorio nacional donde exista ganadería
ovina. Pese a ello, el ADN regional se encuentra taxativamen-
te definido en la redacción del proyecto. Respecto de ello,
un protagonista de aquel proceso afirma: ‘La verdad es que
fue una iniciativa patagónica, pero para que los diputados
nacionales la aprobaran debíamos tener el apoyo de todo el
país, porque si no, iban a decir es una ley sectorial para la
Patagonia. La verdad es que la Patagonia, desde un punto de
vista de subsidios, ya tenía bastante porque tenía lo de Tierra
del Fuego, lo de los puertos patagónicos, tenía subsidio al gas
y a la energía. Entonces dijimos que sea a todo el país el tema.
Que sea una ley que abarcara a los pequeños productores de
todas las provincias. Y así se hace. Y así se manda la ley, con
algunas trampas. Alguna trampa en el sentido de que en la
ley se entregaba el dinero por cantidad de animales ovinos,
entonces eso hacía que nosotros, en la Patagonia, nos asegu-
rábamos de que viniera fundamentalmente para acá’ [entre-
vista a exfuncionario Ley Ovina Chubut, setiembre 2016].
Finalmente, el 4 de abril de 20011 se sanciona la Ley Nacio-
nal 25.422/01 Régimen para la Recuperación de la Ganadería
Ovina sin modificaciones trascendentes. Según su artículo
1.º, el régimen está destinado a lograr la adecuación y moder-
nización de los sistemas productivos ovinos con el fin de
permitir su sostenibilidad a través del tiempo y, consecuen-
temente, que permita mantener e incrementar las fuentes de
trabajo y la radicación de la población rural.
Con la ley se promueven actividades técnicas y económicas
[enmarcadas en criterios de sustentabilidad de los recursos
naturales] que tengan un impacto positivo en los productores
y en la producción de hacienda ovina. Entre ellas, la recom-
posición de las majadas, la mejora de la productividad, la
mejora de la calidad, la incorporación de tecnologías, la pro-
moción del asociativismo, el control sanitario y acciones de
comercialización e industrialización.

1 La ley recibió media sanción en diciembre de 2000.
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Hay que rescatar lo interesante de la operativa que
preveía esta ley, que otorgaba dos beneficios diferenciados
que apuntaban al logro de los objetivos: los créditos (CRD)
a valor producto y los aportes no reintegrables (ANR). Así,
el valor producto para el pago de los créditos fue una herra-
mienta innovadora que estaba pensada para permitir la
continuidad de los fondos, ya que los tomadores devolvían
el equivalente en pesos a la cantidad de kilos de lana o de
carne recibidos en pesos al momento de tomar su crédito,
manteniendo de esa manera la relación entre lo recibido y
lo devuelto.

Para el financiamiento de la ley se previó la creación de un
Fondo Fiduciario para la Recuperación de la Actividad Ovi-
na [FRAO]. Desde la SAGPYA, como autoridad de aplicación
del FRAO, se firmó un convenio con el Banco de la Nación
Argentina para que se desempeñe como agente fiduciario del
fondo. En los mentados artículos se detalla la incorporación
en el Presupuesto nacional de un monto anual mínimo de 20
millones de pesos para constituir el fondo. El monto ha sido
establecido originalmente por ser dicho volumen el aporte de
la actividad ovina al PBI nacional (entrevista a asesor sectorial
de Santa Cruz, agosto 2016).

Una vez sancionada la ley, se dio un plazo de 180 días para su
reglamentación. Período en el cual se movilizaron los recur-
sos de presión de distintos espacios políticos y productivos
para acelerar el procedimiento.2 Pese a ello, recién el 14 de
junio de 2002 se reglamentó la ley mediante el decreto 1.031/
02. Casi en paralelo, en setiembre, la resolución 114/02 de la
SAGPYA aprueba el primer Manual Operativo, que brinda el
marco para la implementación, el desarrollo y el anclaje de

2 El diario La Nación del 18 de abril de 2001 publicó: “En vista de la prolon-
gada crisis por la que atraviesa la producción ovina argentina, el diputado
nacional Luis M. Díaz Colodrero (Partido Liberal - Corrientes) exhortó al
Gobierno a que reglamente la ley de recuperación de la ganadería ovina”.
Disponible en http://www.lanacion.com.ar/60419-breves.
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las acciones territoriales en las provincias adheridas (Tarabo-
rrelli y Pena, 2018: 216-217).

C:��+*X*1&����� I� � 5��2&*�

Como todos saben, se está cerrando una etapa y dando
continuidad con una nueva herramienta –otra ley– para la
promoción de la actividad ovina en nuestro país.

La Ley Ovina, nacida a instancias de las problemáticas
recurrentes del sector ovino patagónico y apoyada poste-
riormente por el conjunto de las regiones a través de sus
legisladores en el Congreso, se transformó en el norte de
la aplicación de una herramienta para generar desarrollos
locales a partir de esa actividad.

Mucho se ha discutido sobre si la ley es o no una polí-
tica pública per se o si solo es una herramienta tendiente a
generar los mecanismos de apoyo a esa política pública tan
demandada por el sector. Lo cierto es que su trascendencia
la está llevando a ocupar un sitial interesante en cuanto a
la continuidad lograda, que ha superado los 20 años, un
hecho no menor en un país muy dirigido al corto plazo
debido a sus constantes “bandazos” en materia de economía
y desarrollo. Un suceso exacerbado hoy ante la pandemia
de COVID-19, que ha desnudado la fragilidad de nuestros
sistemas y nos muestra la crueldad de la pobreza en toda su
dimensión.

Esto nos mueve a intentar –a través de la producción
ovina– generar empleos genuinos y desarrollo territorial a
lo largo y ancho del país. Sobre todo pensando en la nece-
sidad de cubrir una canasta alimentaria con déficits de todo
tipo que se ponen de manifiesto en los índices de pobreza.

Hay factores que se conjugan para determinar la con-
tinuidad de la ley y tienen que ver con la tenacidad de sus
actores englobados en la Mesa Ovina Nacional (MON), sur-
gida a partir de las entidades gremiales, la Sociedad Rural
Argentina (SRA) y las Confederaciones Rurales Argentinas
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(CRA), pero que ha sabido captar la atención de todo el
arco productivo al involucrar al sector empresarial, como la
Federación Lanera Argentina (FLA); a instituciones como
el INTA y al propio Ministerio de Agricultura Ganadería y
Pesca de la Nación.

Es importante destacar cómo se van conformando los
espacios de discusión de las diferentes problemáticas que
hacen al sector. La constitución de la MON se fue gestando
desde las diferentes instituciones, pero con la apertura sufi-
ciente para incorporar miradas diversas, en vista de que la
convocatoria fuera federal y abierta.

Durante 2016 y 2017 se fue conformando, y recién en
abril del 2018 fue firmada su acta de constitución.

El acta de la reunión de constitución de la Mesa Nacio-
nal de Competitividad Ovina, firmada en la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, fijó sus objetivos de trabajo futuros
y designó a sus coordinadores el 12 de abril de 2018.

La presidencia de las CRA puso énfasis en la búsqueda
de un foro de representación del sector, utilizando el espejo
de lo sucedido con la Mesa de Carnes.

Ya en funciones:

…los coordinadores Sres. Daniel Lavayén y Carlos Vila Moret
tomaron la palabra alternativamente, explicando los funda-
mentos de la reunión mantenida el día anterior, preparatoria
de esta misma reunión, con el solo objeto de resumir y pre-
sentar los temas sobre los cuales trabajará la Mesa Ovina
Nacional. En síntesis, que el objetivo final es lograr una mayor
productividad y desarrollo de los ovinos en el país (Confede-
raciones Rurales Argentinas, 2018).3

De esta manera, con un mayor desarrollo de los temas a
tratar y ya con el listado de los protagonistas, se dieron por
iniciadas formalmente las actividades de la mesa. Esta no se

3 Acta constitutiva de la MON.
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ha formalizado, a la fecha, en una nueva institución o figura
de otro tipo.

La Mesa Ovina tuvo sus primeras reuniones poco
ordenadas, con mucha catarsis. Así es como se le solicitó a
un grupo de técnicos que colaboraran con el ordenamien-
to del temario, las discusiones y, luego, la formulación de
los documentos de síntesis. Se logró avanzar identificando
cuatro ejes de trabajo y se priorizó un tema por eje para
comenzar con la actividad. Los ejes y los temas priorizados
fueron los siguientes:

a. Normativa: incluía los aspectos de normativa legal o
marco regulatorio que inciden en la competitividad del
sector. Tema priorizado: Ley Ovina y otras herramien-
tas de financiamiento.

b. Productividad: incorporó los temas referidos al incre-
mento de la producción y las limitantes para alcanzar
este objetivo. Tema priorizado: manejo de la fauna con
relación al impacto sobre la actividad y la sociedad
(predadores y guanaco).

c. Valor agregado: abordaba los aspectos que inciden en
el agregado de valor y la calidad de los productos
lana y carne, con visión de cadena. Tema priorizado:
cadena de carne (tipificación, cortes, caracterización y
difusión).

d. Calidad de vida y arraigo rural: abarcaba todos los
temas relacionados con la calidad de vida de los pro-
ductores ovinos, las buenas prácticas laborales (BPL) y
la relación de la actividad con la ocupación del espacio
rural de nuestro país. Tema priorizado: conectividad y
comunicaciones.

En esta primera agenda se avanzó durante todo 2018
y en las reuniones sucesivas se fueron dando pasos en la
dirección correcta, que serían puestos en valor a partir de
entonces.
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En la reunión plenaria de agosto de 2019, la MON deja-
ba planteados sus objetivos para seguir avanzando durante
2020, temario que se continuó hasta la fecha:

a. Actualización de la Ley Ovina.
b. Buenas prácticas ganaderas ovinas y bienestar animal.
c. Sector primario: genética, sanidad y alimentación.
d. Informalidad: estándar único nacional.
e. Programas de carne y lana.
f. Promoción de consumo de carne ovina.
g. Balance de carbono en la producción primaria.
h. Manejo sustentable de la fauna.
i. Competitividad.
j. Aranceles.

Esto pone de manifiesto la intención sectorial de buscar
consensos que permitan pensar en un desarrollo armónico
y con la mirada puesta en el crecimiento cuali y cuantitativo
de la actividad.

Como la continuidad de la Ley Ovina es una de las metas
centrales, entre otras de las varias en las que se encuentra
trabajando, la MON fue articulando reuniones en donde la
participación público-privada se transformó en un tema.

Un fuerte compromiso fue tomado desde las provincias
centrales del país, las cuales integran un eje que arranca en
Córdoba, pasa por Santa Fe y termina en Buenos Aires.

En este aspecto tomó visibilidad la Cámara de Pro-
ductores Ovinos de Córdoba (CAPOC), con sede en Villa
María, bajo un fuerte compromiso con el sostenimiento y
la continuidad de la Ley Ovina. Esa organización, las socie-
dades rurales del interior de la provincia de Buenos Aires y
gente de Santa Fe generaron un eje en el centro del país con
mirada sobre la oveja, recuperando así el protagonismo que
tuvieron en el pasado (Cámara de Productores Ovinos de
Córdoba, 2019).

La MON, entre sus iniciativas, el 13 de mayo de 2021
les envió una nota a los senadores de la Nación para
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solicitarles que “se tenga a bien instrumentar los medios que
estén a su alcance para facilitar el tratamiento del proyecto
de Ley Ovina Nacional, Exp. N.º S-902/21, en el Senado de
la Nación a la mayor brevedad posible”. La misiva, además,
exponía el porqué de la necesidad de su tratamiento ante
la finalización de la actual ley y ejercía presión sobre los
legisladores para lograr ese cometido.

La difusión de la información hizo que desde diversas
instituciones se brindaran apoyos y comunicados en pos
de la continuidad de la ley. Entre otras, se pronunciaron el
Consorcio Regional de Experimentación Agrícola (CREA),
la Sociedad Rural Argentina (SRA), el Centro Regional Pata-
gonia Norte del INTA, asociaciones de criadores de ovinos
y demás entidades involucradas.

Ahora bien, su continuidad se debe al trabajo y la dedi-
cación del propio sector, que ha estado encima del tema
realizando una tarea de lobby sobre los legisladores de cada
provincia y exponiendo las sobradas razones que existen
para seguir con la tarea.

Este trabajo –silencioso en algunos momentos– logró
interpretar las cuestiones políticas imperantes en el momen-
to y pudo ser lo suficientemente paciente para que el pro-
yecto fuera oficializado y recibiera así un tratamiento más
ágil en el Senado, que es donde ya fue aprobado.

De esta forma llegó el 4 de mayo de 2021 al recinto del
Congreso el proyecto con sus argumentos, de los cuales se
rescatan los siguientes:

Estas renovadas oportunidades han suscitado nuevamente
el interés por parte de productores tradicionales y aquellos
con sistemas productivos mixtos en todo el país debido a
la versatilidad que manifiesta la producción ovina. Para el
aprovechamiento de las oportunidades de mercado actuales,
el sector ovino y el Estado deberán trabajar articuladamente
para acotar la brecha existente entre los requerimientos de
los mercados y la situación actual del sector, desarrollando
herramientas que permitan la mejora de la eficiencia produc-
tiva, el fomento de la integración de los actores de la cadena, el
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agregado de valor a la producción en origen en cada eslabón
de la cadena y la mejora de los procesos de comercialización.
Esta propuesta propone la simplificación de los mecanismos
operativos de la ley, propone la modificación del objetivo del
régimen, pasando de la recuperación de la ganadería ovina
a la promoción del desarrollo integral de la cadena ovina y
de llamas, con foco en la modernización e innovación de los
sistemas productivos, de transformación y comercialización,
los procesos de agregado de valor y la integración de todos
los eslabones de la cadena. Incorpora la mirada del género
promoviendo la igualdad de oportunidades para el desarrollo
y la participación de las mujeres en la cadena ovina, amplía
el alcance al sector de la agricultura familiar campesina e
indígena, incorpora la representación de las secretarías que
integran el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, a
los fines de integrar sus competencias a las funciones de la
CAT. Se fundamenta en la importancia de mantener líneas de
trabajo que sean consecuentes con la planificación estratégica
definida para el sector, teniendo en cuenta la particularidad
de cada provincia y en el marco del funcionamiento de la
Unidad de Ejecución Provincial (Mayans et al., 2021).

Por todo lo expuesto es posible responder que, efec-
tivamente, la estrategia utilizada por la MON y todos sus
integrantes del sector público y privado dio buenos resul-
tados, ya que se ha consolidado como tal y generado la
continuidad buscada.

D:��+I�� I ����� * I� �,I&���&W*�� I� I 5

Es relevante tener presente la participación institucional
del INTA en todo este movimiento federal, ya que en cada
Unidad Ejecutora Provincial (UEP) es un actor que aporta a
la concreción de las metas locales.

Hoy, en cada Plataforma de Innovación Territorial en
que se divide el país para la tarea institucional es fácil detec-
tar a la mesa ovina o la UEP local como un protagonista
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que tiene muchas cosas para decir. Esto se evidencia fuer-
temente en la Patagonia, territorio ovejero por historia y
continuidad, que con sus aportes ha sabido nutrir las defini-
ciones que llevaron a dar forma esta etapa que da comienzo
con la promulgación de una nueva Ley Ovina.

A modo de ejemplo se puede destacar lo acontecido en
la reunión de la UEP de Río Negro del 9 junio de 2021, en la
cual se pudo avanzar en la ejecución del último presupuesto
estipulado para esta ley.

El encuentro fue presidido por el secretario de Gana-
dería de esa provincia, Tabaré Bassi, máxima autoridad
temática, quien en declaraciones informó:

El presupuesto 2021 fue el último contemplado por la Ley
Ovina a nivel nacional. Por eso, es muy importante poder
avanzar en la renovación de la ley y en la actualización de su
presupuesto para dar continuidad a esta herramienta indis-
cutiblemente valiosa para el sector ovino provincial.

Además, la coordinación provincial de la ley expli-
có que:

…en general, las estrategias de intervención priorizadas este
año fueron para fortalecer el trabajo de las organizaciones de
pequeños productores y la introducción de nuevas tecnolo-
gías de manejo en los establecimientos, a través de la prefi-
nanciación comercial y de mejoras prediales como coberti-
zos, apotreramientos, y captación y distribución de agua.

Esa UEP presentó, entre otros proyectos, uno cuyo
monto asciende a 2.519.965 pesos y que está destinado a
la actualización del analizador óptico del diámetro de fibra
(OFDA, por sus siglas del inglés Optical Fibre Diameter
Analyzer) del INTA Bariloche (Río Negro Comunicaciones,
2021).

Esta UEP cuenta con la participación de representantes
del INTA, la Secretaría de Agricultura Familiar, Campesi-
na e Indígena, el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad
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Agroalimentaria (SENASA), la Federación de Sociedades
Rurales de Río Negro, las cooperativas Ganadera Indíge-
na, La Amistad y Amulein Com, las sociedades rurales de
Bariloche y Maquinchao, la Dirección de Sanidad y Mejora
Genética de la provincia y la Coordinadora Provincial de la
Ley Ovina.

El INTA ha sido un activo participante en cada una
de las provincias donde se han ejecutado fondos de la Ley
Ovina.

Por eso se entiende que esta herramienta convalidada
en el Congreso aportará a la economía del sector nuevos
fondos para promover actividades que van desde la capita-
lización hasta la puesta en marcha de innovaciones absolu-
tamente necesarias.

También, a través de las mesas locales UEP y la mesa
nacional CAT, aporta verdaderas mesas de diálogo sectoria-
les necesarias para la búsqueda de consensos.

Por último, en el contexto local e internacional en el
que nos encontramos, la demanda de los principales pro-
ductos generados por la actividad –las proteínas rojas de
la carne y la fibra de lana– sigue siendo interesante dada
la valorización de las producciones realizadas en ambientes
amigables, con énfasis en la sustentabilidad. Y coloca a esta
herramienta como una verdadera política pública diseñada
para dar soporte a la producción ovina nacional y respuesta
a esa demanda.

Por lo expuesto, cabe interrogarse sobre las nuevas
directrices que se abren ante este hecho de continuidad
y definir prospectivamente que estamos interpretando los
tiempos que se avecinan.

Ante la severa crisis en la que nos encontramos en el
medio de una pandemia inédita, por la cual nada será igual
a lo que conocíamos, la posibilidad de generar una mayor
producción ovina, que se traduce en mano de obra directa
e indirecta, en nuevos productos cárnicos para consumo
interno, y en nuevas divisas generadas por la exportación
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de lanas y carnes, encuentra una aliada de confianza en esa
herramienta como política pública.
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Para culminar este breve espacio de reflexión sobre las con-
secuencias y necesidades generadas en el sector ovino en
vista de dar continuidad a lo que claramente parece ser una
política pública como la Ley Ovina, se plantea el ejercicio
que significaría trazar un escenario deseado tomando todos
los elementos hoy disponibles.

Es necesario dejar establecido qué significa para cada
región en particular la producción ovina, desde el monocul-
tivo patagónico hasta la agricultura familiar en el Noroeste
Argentino.

Cada provincia seguramente podrá dar los indicadores
y las variables que permitan medir el impacto de la imple-
mentación de esta nueva ley.

Se deberá trabajar para medir el stock no declarado,
sobre todo en provincias extrapatagónicas, donde el pro-
blema de los movimientos y las ventas en negro les genera
un gran dolor de cabeza a las autoridades.

Se deberá trabajar en cada UEP sobre cobranzas y
recuperos, para integrar un fondo que se estima podría ser
de 350 millones de pesos hacia 2025.

Considerando lo manifestado en diversas reuniones
por la propia MON, existe una serie de ítems que hablan de
la estabilidad de los sistemas, con producciones más inten-
sificadas, buscando mecanismos para disminuir riesgos y
volatilidades: climáticos, de mercados y financieros. Debe
atenderse la productividad primaria: más carne y más lana
por animal. Además, trabajar de manera consensuada entre
cada actor y eslabón de la cadena.
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Está claro que hay determinadas acciones iniciadas
desde los sectores público y privado, como las certifica-
ciones y el bienestar animal.

En el primer caso, Argentina es uno de los países líde-
res en certificación RWS (siglas del inglés Responsible
Wool Standard, conocida como Estándar de Lana Sus-
tentable) ante las exigencias en el mercado internacional
de fibras. En cuanto al bienestar animal y el cuidado
del ambiente, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y
Pesca de la Nación aprobó –mediante la resolución N.º
7/19– los estándares de bienestar animal para la cría, la
faena y el transporte de ovinos que permiten acreditar el
manejo ético y responsable de los ovinos en Argentina.

Es central difundir estos estándares y adoptarlos
para posicionar al país como uno de los proveedores
confiables de los exigentes mercados actuales.

El Programa de Mejoramiento de la Calidad de la
Lana Prolana ha sido pilar de la mejora de ese producto,
pero las exigencias hacen que se deba seguir trabajando
con los aportes necesarios de la tecnología, la comuni-
cación y la trazabilidad.

La producción de proteínas rojas –demandadas hoy
por los mercados interno y externo– lleva a preguntar-
se qué decisiones deben ser tomadas para su desarro-
llo, cómo se sale del esquema actual de bajo consumo
interno o cómo se logra una colocación más fluida en el
exterior.

También, cómo sumar más productores al desarrollo
de esta actividad y que estos se encuentren con todas las
posibilidades de colocar su producto, porque las líneas
de faena y los canales de distribución están a disposi-
ción. Esto hace a la lucha diaria contra el flagelo de la
pobreza y la falta de alimentos.

Hoy, la tecnología disponible para el monitoreo de la
vegetación o del clima está disponible y hace falta para
su integración a la producción ovina. Los Monitores
Ambientales de Regiones Áridas y Semiáridas (MARAS)
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son necesarios para no cometer los mismos errores en
el pastoreo de ambientes frágiles.

Contando con esa información y esos diagnósticos
se podrán elaborar las estrategias necesarias para dar
continuidad a una política concreta, así como pensar en
que la actividad tiene un buen escenario futuro y apos-
tar al crecimiento. Hay muchas personas detrás que lo
están haciendo.
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En el sector de trabajadoras y trabajadores agrarios existe
una multiplicidad de realidades, lo que responde tanto a
la diversidad de producciones que desarrollan a lo largo
de nuestro territorio –cítricos, tabaco, vid, tambos, caña
de azúcar, frutales y olivos– como a la gran heterogenei-
dad en las modalidades de contratación y las condiciones
de empleo. Por enumerar algunas situaciones, hay un
mínimo de trabajadores permanentes y una mayoría de
trabajadores temporarios. Muchos se movilizan geográ-
ficamente entre diferentes producciones para encontrar
empleo y una parte importante combina su ocupación
agrícola con actividades en otros sectores, como servi-
cios, comercio, turismo y construcción. A estos se les
suman los pequeños productores que trabajan regular u
ocasionalmente para otros a cambios de un salario.

Estas diversidades, entre otras, convierten al trabajo
agrario en una cuestión compleja de abordar desde el punto
de vista tanto de la investigación como de la intervención
por parte del Estado en sus diferentes escalas. Del mis-
mo modo, se presentan diversos obstáculos para acceder a
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información actualizada para dar cuenta de sus caracterís-
ticas y de las dinámicas del mercado de trabajo1.

La mirada desde la opinión pública en torno al trabajo
agrario parte de una idealización del tesón y el sacrificio que
forjan el carácter de aquellas personas dedicadas a tareas
agrícolas. De la mano de estos discursos viene la crítica
para aquellos que no quieren trabajar en la agricultura y el
cuestionamiento a cualquier política –por ejemplo, los pla-
nes sociales o de transferencia de ingresos– que “desalien-
ta» a las personas a ocuparse en el sector. Los medios de
comunicación, sobre todo durante las temporadas de cose-
cha, replican noticias sobre cómo las economías regionales
se ven perjudicadas por la falta de trabajadores y la pérdida
de la “cultura del trabajo”. Otra cuestión recurrente en esas
noticias es la urgente necesidad de disminuir la alta inci-
dencia en los costos de producción del sector que tiene el
hecho de contratar trabajadores. Ocasionalmente oímos las
voces de estos trabajadores y trabajadoras o encontramos
alguna noticia que habla de las condiciones informales de
empleo, la exposición a riesgos y accidentes de trabajo, las
bajas remuneraciones o lo difícil que es conseguir empleo
en los meses de invierno.

Desde los organismos de Estado, ya sean académicos,
de investigación o de extensión, cuando se habla de los
sujetos sociales de la agricultura, por lo general adquiere un
mayor protagonismo el productor, un rol secundario se le
asigna a la familia rural –las mujeres, la niñez, los jóvenes

1 El sistema nacional de estadística presenta ciertas limitaciones para medir
el trabajo agrícola y agroindustrial. En el caso de los censos nacionales, no
permiten captar la temporalidad y la intermitencia de estos trabajadores en
diferentes empleos y sectores, aunque dan una aproximación general de la
situación de los ocupados en la rama agrícola y brindan como ventaja su
representatividad a nivel territorial. Por otro lado, si bien las encuestas de
hogares tienen la virtud de ser continuas y tomar distintos momentos del
año, con lo cual podrían recoger la estacionalidad del trabajo agropecuario,
su período de referencia es muy corto, lo que aumenta el riesgo de sub-
captación, además de realizarse solo en algunas ciudades, generalmente las
capitales de provincias (Aparicio, 2012).
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y demás integrantes– y solo subsidiariamente entran en
escena las trabajadoras y los trabajadores. El INTA cumple
un rol fundamental en el abordaje de las problemáticas de
los sectores agropecuario, agroalimentario y agroindustrial;
por lo tanto, también de los sujetos sociales vinculados a
esos ámbitos2. Partiendo de esta trama surgen las preguntas
centrales de este capítulo: en primer lugar, ¿cómo se pien-
san al trabajo y los trabajadores agrarios desde el INTA?;
en segundo término, ¿por qué el INTA debe ocuparse de la
cuestión del trabajo en la agricultura? Y finalmente, consi-
derando el Estado a un nivel macro, ¿cómo la agenda públi-
ca condiciona la institución y sus valoraciones sobre lo que
debe hacer y atender?

Este escrito tiene como objetivo identificar los enfo-
ques del INTA en torno al trabajo agrario en los últimos
diez años, con el fin de presentar algunas respuestas a
estos interrogantes. Se trata de un estudio exploratorio y
descriptivo. El capítulo no pretende ser exhaustivo ni defi-
nitivo, sino que busca aportar a una reflexión general sobre
cómo el INTA piensa diferentes problemáticas inherentes a
la agricultura y aporta al desarrollo de políticas públicas, en
este caso vinculadas al trabajo agrario. En la metodología
de este análisis se combina el rastreo bibliográfico con la
lectura y la sistematización de los convenios, los programas
y las actividades desplegadas desde el INTA con relación al
trabajo rural y agrícola.

Para situar este análisis, luego de la introducción se
presenta una caracterización general del trabajo agrario en
la Argentina en las últimas décadas, considerando sus trans-
formaciones más importantes y la legislación que lo regula.
Luego se muestra una sistematización de los abordajes del

2 El Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) fue creado el 4 de
diciembre de 1956 mediante el decreto ley N.º 21.680/56. En la actualidad
cuenta con 15 centros regionales, de los cuales dependen 52 estaciones
experimentales agropecuarias y 350 agencias de Extensión Rural distri-
buidas a lo largo del territorio nacional. Además posee seis centros y 22
institutos de investigación dedicados a diferentes temáticas y disciplinas.
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INTA en torno al trabajo agrario en los últimos diez años.
Y para concluir se desarrolla una serie de reflexiones.

B: �.���'+��$.�.&+� * I� �.$ *X*�� * I�/ [IX)�/
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En Argentina, los trabajadores agrarios representaron una
gran fracción de los ocupados durante parte importante
del siglo XX y, si bien en la actualidad han disminuido su
peso relativo, muchas personas se ocupan como asalaria-
das en las actividades agropecuarias de todo el territorio.
Según el Censo Nacional de Población, Viviendas y Hogares
(CNPVH) de 2010, en Argentina, 1.088.623 personas están
ocupadas en la rama de “agricultura, pesca y ganadería”. El
61 % de ellas (660.837) son asalariadas, el 10 % (110.461)
son patrones, el 21% (226.329) son trabajadoras por su
cuenta y el 8 % (90.996) son trabajadoras familiares3. Casi
la mitad de los asalariados agrícolas no poseen descuentos
jubilatorios, proporción que aumenta considerablemente
en algunas provincias (CNPVH, 2010). Si consideramos la
información aportada por la Encuesta de Hogares Rura-
les sobre Niveles de Vida y Producción4, esta condición
se concentra fundamentalmente entre los asalariados tem-
porarios, ya que prácticamente la totalidad se encuentra
en esa situación (Neiman, 2012). Estos datos nos acercan
a problemáticas estructurales del trabajo en la agricultura,

3 Para el total de la Argentina, los asalariados de esta rama representan solo el
5 % de los ocupados asalariados a nivel nacional. No obstante, la situación
es diferente en cada provincia. En algunos territorios argentinos, la propor-
ción de asalariados ocupados en la agricultura alcanza más del 10 % de los
ocupados (CNPVH, 2010).

4 Esta encuesta fue implementada durante el primer semestre de 2010 y esta-
ba destinada a estudiar aspectos sociodemográficos, inserción laboral, nive-
les de ingreso y gasto, actividad económica y condiciones de vida de los
hogares con residencia rural de las provincias de Mendoza, Misiones, Río
Negro, Salta y Santa Fe (Neiman, 2012).
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que históricamente se ha caracterizado por un bajo nivel de
registro, contrataciones temporales y bajas remuneracio-
nes, lo que repercute en condiciones desfavorables de vida y
vulnerabilidad social para esos trabajadores y sus familias.

En las últimas décadas, la agricultura argentina atravesó
profundos procesos de reestructuración productiva, princi-
palmente relacionados con el desarrollo a escala global de
una nueva estructura de los mercados de productos agroa-
limentarios, segmentados y altamente diferenciados. Estos
cambios impactaron tanto a las producciones para mercado
de exportación como a las destinadas a mercados locales,
estableciendo así nuevas formas de producir y reconfigu-
rando el desarrollo de producciones tradicionales. Estas
transformaciones se dieron a la par de la expansión de la
frontera agrícola, remplazando cultivos tradicionales y tie-
rras ganaderas o directamente avanzando sobre nuevas tie-
rras sin cultivar (como bosques, precordillera y otras áreas).
No se desplegaron de la misma manera en todo el país, por
lo que presentan matices en los territorios, las economías
regionales y el entramado agrícola. Algunos sectores se
beneficiaron con esos cambios, mientras otros fueron per-
judicados o expulsados frente a los nuevos requerimientos
que impuso esta agricultura reestructurada.

La reestructuración productiva involucró grandes
modificaciones para el trabajo agrícola. Por la extensión de
este capítulo, no es posible detallar lo sucedido en todas
las regiones del país; no obstante, se describirán las carac-
terísticas generales del fenómeno. Esas transformaciones
se relacionaron con aspectos cuantitativos, principalmente
con la reducción del total de jornales requeridos para cada
producción agropecuaria. También, con aspectos cualitati-
vos vinculados con variaciones en las modalidades de con-
tratación y la organización del trabajo, y –además– con la
incorporación de innovaciones a nivel técnico y de manejo
de cultivos, afectando así el calendario de actividades y de
labores requeridas.
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Diferentes investigaciones concuerdan en señalar un
notable crecimiento del sector de los asalariados en la agri-
cultura argentina (OIT, FAO y UITA, 2007), acompañado
de una disminución de las contrataciones permanentes y
un aumento de las contrataciones indirectas y temporales
(eventuales o no permanentes). Estas transformaciones se
encuentran ligadas a la continua mecanización y tecnifica-
ción del campo, como también a estrategias empresariales
que buscan reducir al mínimo los vínculos laborales con
sus trabajadores (Aparicio, 2005; Neiman, 2010; Quaran-
ta y Fabio, 2011; Rau, 2016; entre otros). Como parte de
estos cambios creció la presencia de agentes de intermedia-
ción laboral, que vinieron a resolver de manera flexible las
demandas específicas y eventuales de mano de obra agríco-
la. Se generalizaron las empresas de servicios agrícolas y de
colocación de personal, mientras que figuras clásicas –como
la de los cuadrilleros– adquirieron nuevas funciones y res-
ponsabilidades, aparte de las referidas a la convocatoria y el
reclutamiento (Rau, 2014; Neiman, 2015).

Sumado a esto se encuentra la necesidad de las y
los trabajadores del sector de desplazarse geográficamente
para encontrar empleo, por lo cual los agentes interme-
diarios y las redes migratorias toman roles cada vez más
importantes. Históricamente, la migración en busca de tra-
bajo se constituyó como una estrategia de reproducción
social para los trabajadores agrícolas y sus familias (Ben-
dini, Steimbreger y Radonich, 2007; Aparicio y Benencia,
2016). Los cambios en las formas de producción, el avance
de la mecanización en diferentes cultivos (un caso extremo
es la soja en la Región Pampeana, pero procesos similares
se dieron con la mecanización de la cosecha de la caña de
azúcar en Tucumán y el avance reciente en la cosecha de la
vid en Mendoza) y el aumento de la proporción de traba-
jadores agrarios que viven en zonas urbanas son diferentes
fenómenos que repercuten sobre las decisiones de migrar
de aquellos. Estas prácticas se expresan en desplazamientos
pendulares o circulares de diversa duración entre dos o más
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áreas productoras, en los que las personas pueden combi-
nar oportunidades de empleo local con diferentes destinos
migratorios (Quaranta, 2017).

Conjuntamente, estos trabajadores y trabajadoras agrí-
colas tienen ciclos ocupacionales complejos en los cuales las
actividades en el sector agropecuario primario –siembra,
cosecha y demás actividades– se combinan con empleos en
otros segmentos de la cadena, como los galpones de empa-
que o acondicionamiento y las agroindustrias. También
presentan intermitencia con trabajos en otros sectores de la
economía –servicios, comercio y construcción– y períodos
de desocupación, cuando el acceso a las políticas de trans-
ferencias de ingresos se vuelve clave para sobrellevar esas
semanas o meses sin empleo.

En el período seleccionado para este capítulo suce-
dieron importantes transformaciones en lo respectivo a la
legislación del trabajo agrario en Argentina. A fines de 2011
fue sancionada la norma N.º 26.727 del nuevo Régimen de
Trabajo Agrario, que remplazó a la antigua Ley N.º 22.248
de Régimen de Trabajo Rural, de 1980. La nueva legislación
define el concepto de contrato de trabajo agrario (ya no
es trabajo rural) e incorpora la Ley de Contrato de Trabajo
(N.º 20.744) como fuente del derecho del trabajo agrario.
Detalla, entre otras cuestiones, las modalidades de contra-
tación (permanente, no permanente y permanente discon-
tinua) y fija condiciones sobre las viviendas, los traslados y
la alimentación, y las retribuciones y jornadas de trabajo,
entre otros aspectos.

En el marco de esas modificaciones se creó el Regis-
tro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios
(RENATEA), como una entidad autárquica en jurisdicción
del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. El
RENATEA absorbió las funciones y atribuciones que hasta
ese momento desempeñaba el Registro Nacional de Traba-
jadores Rurales y Empleadores (RENATRE), creado por la
ley N.º 25.191 de 1999. Entre estas responsabilidades se
encuentran la protección de los derechos de los trabajadores
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agrarios, el registro y el otorgamiento de las libretas de tra-
bajo, la fiscalización y el control, y la facilitación del acceso
a la protección social de los trabajadores y sus familias. En
resumidas palabras, su misión se define en torno a garanti-
zar el empleo registrado y mejorar la calidad de este en el
sector agrario, garantizando así el cumplimiento de la ley
N.º 26.727.

Además de estas funciones, el RENATEA tomó un rol
fundamental en la generación de información actualiza-
da, promoviendo líneas de investigación y estadísticas. Del
mismo modo, se desarrolló una serie de programas orien-
tados a la recalificación laboral, la certificación de compe-
tencias y la alfabetización, con el fin mejorar los índices de
registración a partir de la calificación de los trabajadores
agrarios y sus familias (Iorio, 2020). Estas dos cuestiones
serán retomadas en el próximo apartado porque colocaron
en la agenda pública temas que determinarían algunos de
los enfoques del INTA en torno al trabajo agrario.

En 2015, luego de las elecciones presidenciales median-
te las que Mauricio Macri resultó elegido presidente, la
Corte Suprema de Justicia falló a favor de una presentación
realizada años antes por la Unión Argentina de Trabajado-
res Rurales y Estibadores (UATRE): determinó disolver el
RENATEA y nuevamente le otorgó atribuciones al RENA-
TRE, vigente hasta la actualidad.

En síntesis, en estos últimos años, la agricultura argen-
tina atravesó profundos procesos de reestructuración pro-
ductiva que impactaron sobre el trabajo y los trabajadores
agrarios en aspectos tanto cuantitativos como cualitativos.
Además se dieron importantes cambios en la legislación del
trabajo agrario. Estas transformaciones instalaron nuevas
problemáticas en la agenda pública del sector agropecuario
y resignificaron problemáticas tradicionales, determinando
también lo que el INTA hace en torno al trabajo agrario.
Sobre esto avanzaremos en el próximo apartado.
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En este apartado se presenta una sistematización de los
enfoques principales con los que el INTA ha abordado el
tema del trabajo agrario y rural. A partir de la revisión
de convenios, programas, actividades y otros documentos
se identificaron diferentes abordajes en los que es posible
agrupar líneas de investigación y extensión desarrolladas
desde la institución. A modo de exposición se han organiza-
do estas miradas en cinco enfoques generales: a) el trabajo
agrario como factor de producción, b) higiene y seguridad,
c) aportes para estudios sobre los mercados de trabajo agra-
rio, d) formación y capacitación para trabajadores agrarios
y e) trabajo decente y la perspectiva de derechos. El perío-
do recortado para realizar este estudio abarca desde 2010
hasta 2020, momento de disrupción por la pandemia de
COVID-19 a nivel mundial.

En este escrito se argumenta que existe una conviven-
cia de estas diferentes miradas, en la cual una perspectiva
no supera a otra, y simultáneamente se observan acciones
de un tipo o del otro dentro de la institución y sus numero-
sas dependencias. La relevancia que toma cada uno de estos
enfoques se encuentra condicionada a un nivel macro por el
rol del Estado y las características de las políticas públicas;
en este caso, primordialmente de las políticas agrarias. Esas
intervenciones que componen la agenda pública exponen
cuál es la percepción de los poderes públicos sobre lo que
se debe atender y lo que se debe resolver (Oszlak, 1984). La
agenda pública presenta tensiones y es motivo de disputas,
y estas contradicciones se reproducen al interior del com-
plejo institucional (Lattuada, Nogueira y Urcola, 2012). De
esta forma, a un nivel meso, el INTA –como institución
estatal– reproduce estas contradicciones en su interior, lo
que se expresa en la preeminencia que tiene un tipo de
enfoque sobre otro o el tipo de actividades de investigación,
de formación o de extensión que se priorizan. Finalmen-
te, a un nivel micro, en las actividades cotidianas de las
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experimentales, agencias e institutos, la relevancia de una u
otra mirada se encuentra relacionada con la experiencia de
los y las agentes en territorio y sus trayectorias profesiona-
les y disciplinares.

Estos tres niveles –macro, meso y micro– condicionan
los enfoques sobre trabajo agrario en el INTA, limitando
ciertas opciones pero también facilitando otro abanico de
posibilidades. A continuación se presentan estos enfoques
y se describen sus características principales, mencionando
algunos ejemplos. Como se señaló en la introducción, esta
clasificación no pretende ser exhaustiva ni definitiva. En
lugar de esto, se propone una sistematización que busca
aportar a una reflexión general sobre el rol del INTA en las
políticas públicas, en este caso relacionadas con el trabajo
agrario.
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En este enfoque se reúnen diferentes líneas de acción que
tienen como característica común el abordaje del trabajo
agrario como factor –costo– de producción. Por ejem-
plo, en el Plan Estratégico Institucional 2015-2030 (PEI
2015-2030), entre las dinámicas y las tensiones territoriales
que se destacan se señala la creciente competencia por el
uso de los recursos naturales, como el agua y el suelo, y de la
mano de obra que se da entre las actividades agropecuarias
y otros sectores, como el industrial, el minero, el hidrocar-
burífero y el de desarrollo urbanístico. Para esta tensión, el
agua, el suelo y la mano de obra quedan en conjunto como
recursos por los que se compiten con otras actividades.

En el marco de esta perspectiva se encuentran las esti-
maciones de demanda de mano de obra y los cálculos de
costos realizados para diferentes cadenas o cultivos a lo lar-
go del país. Desde el INTA se ha realizado históricamente
este tipo de estudio, lo que incluye también recomenda-
ciones para la reducción de esos costos o para mejorar
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la productividad de la mano de obra. Vinculadas a esta
perspectiva se encuentran las acciones –tanto de extensión
como de investigación– implementadas desde la institu-
ción, que impulsan el desarrollo, el mejoramiento y el uso
de maquinarias y herramientas agrícolas. De modo más o
menos manifiesto, estos desarrollos buscan reducir el costo
del factor de producción “trabajo” con la incorporación de
tecnologías, particularmente aquellas maquinarias y herra-
mientas que reducen la demanda de jornales.
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De acuerdo con la Superintendencia de Riesgos del Tra-
bajo de la Nación, la actividad agrícola argentina ocupa
los primeros puestos en cantidad de casos notificados por
accidentes y enfermedades de trabajo5. Para dimensionar la
gravedad de esta información hay que considerar los niveles
de trabajo no registrado en la agricultura y la importante
cantidad de trabajadoras y trabajadores sin coberturas de
seguros de riesgos de trabajo que quedan por fuera de ese
registro oficial, por lo que las cifras pueden ser aún más
alarmantes.

Esta problemática persistente posiciona una perspecti-
va dentro del INTA en cuanto a los riesgos y la seguridad
en el trabajo agrario. En esta mirada se reúne una diver-
sidad de actividades propuestas desde diferentes puntos

5 La Superintendencia de Riesgos del Trabajo realiza el cálculo con base en
los trabajadores accidentados notificados por cada 1.000 trabajadores
cubiertos. Durante el período analizado para este capítulo, el sector de la
agricultura pasó de una incidencia de 90 accidentes cada 1.000 trabajado-
res en 2010 a 67 cada 1.000 en 2019. Este Índice de Incidencia AT/EP se
computa como la cantidad de accidentes de trabajo o enfermedades profe-
sionales (AT/EP) con al menos un día de baja laboral cada 1.000 trabaja-
dores cubiertos (incluye casos con secuelas incapacitantes con o sin días de
baja laboral). Se calcula para el lapso de un año y corresponde a un espacio
geográfico determinado –país o provincia– (https://www.argentina.gob.ar/
srt/estadisticas).

��0�-,QZ]��0�-_�Q'��0� !0 !�,/%�+'0*,0� !��'!+�'��7�1!�+,Q,%Z� D MMN

1!0!,-/!00>�,*



territoriales, que van desde el uso de maquinaria y la mani-
pulación de pesticidas y fertilizantes, incluyendo primeros
auxilios, hasta estudios ergonómicos de las posturas de tra-
bajo en diferentes cultivos.

El foco está en el lugar de trabajo y la prevención de los
riesgos de accidentes y el cuidado de la salud como aspec-
tos fundamentales del sistema agroproductivo. Las capaci-
taciones están dirigidas tanto a los trabajadores como a los
productores y también a técnicos, ingenieros y otros pro-
fesionales relacionados con la actividad agropecuaria. Esta
mirada de higiene, seguridad y ergonomía en el trabajo se
impone a la par del impulso que han recibido las Buenas
Prácticas Agrícolas (BPA) durante los últimos años.
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Por la importancia que tienen los estudios de demanda
de mano de obra que realiza el INTA, desde otros orga-
nismos de ciencia y técnica, como el Consejo Nacional de
Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) y uni-
versidades nacionales, recurren a la institución como socio
estratégico para realizar investigaciones sobre mercados
de trabajo agrarios, condiciones de empleo, migraciones y
demás aspectos técnicos. Diferentes estaciones experimen-
tales y agencias de Extensión Rural acompañan el desarrollo
de investigaciones, tesis y otros estudios, aportando la pre-
sencia territorial y apoyando los trabajos de campo. Estas
actividades se insertan también en una agenda pública del
Estado nacional que señala la necesidad de generar infor-
mación confiable sobre las actividades productivas agrarias
con presencia de trabajadoras y trabajadores, como se men-
cionó en el apartado con relación al RENATEA.

Un claro ejemplo de este enfoque es el proyecto
“Transformaciones agrarias y demanda de mano de obra
en el agro argentino”, coordinado por Guillermo Neiman,
en el cual trabajaron conjuntamente el Centro de Estudios
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e Investigaciones Laborales – Programa de Investigaciones
Económicas sobre Tecnología, Trabajo y Empleo (CEIL-
PIETTE), dependiente del CONICET, y el INTA, a través de
diferentes estaciones experimentales. Para este estudio, el
INTA tuvo a cargo la mayor parte del financiamiento, como
también facilitó el trabajo de campo en terreno. En este
estudio se analizó la demanda de mano de obra en más de
20 producciones agrícolas y ganaderas de todas las regiones
del país. El proyecto tenía como objetivo generar cono-
cimiento sobre la relación entre los cambios productivos,
tecnológicos, de escala y de organización que experimentó
la actividad agropecuaria argentina en las últimas décadas.
Como resultado de este proyecto se publicó el libro Estudio
sobre la demanda de trabajo en el agro argentino (2010).
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Como ya se mencionó, parte importante de las capacitacio-
nes realizadas en el INTA se encuentran relacionadas con
la seguridad y la higiene en el trabajo. No obstante, bajo
esta perspectiva “D” se agrupan aquellas actividades de for-
mación y capacitación que se vinculan con la calidad del
empleo agrario, tendientes a mejorar las calificaciones de
las y los trabajadores y sus condiciones de empleabilidad.
La calificación del trabajo es el obstáculo a superar. El PEI
2015-2030 indica que otras de las tensiones territoriales
son la continua tecnificación y los cambios en la escala de
los sistemas agropecuarios, lo que supone una tendencia a la
reducción de la demanda de mano de obra no calificada y un
aumento de la calificada. Este direccionamiento confirma
lo señalado en el PEI 2005-2015: la producción intensiva
para exportación requiere del incremento de mano de obra
cada vez más calificada. La posición de la institución sobre
el desarrollo rural con enfoque territorial y las funciones de
la extensión establecidas en los últimos planes estratégicos
fueron la otra pata de estas actividades de capacitación y
formación para el trabajo en los diversos territorios del país.
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Estas acciones se insertan en una agenda pública del
Estado nacional que –desde el Ministerio de Trabajo y otras
reparticiones, como el RENATEA– promueve diferentes
instancias de capacitación, formación y entrenamientos
laborales, donde el INTA actúa como organismo de capa-
citación y certificador de competencias. Para estas activi-
dades se trabaja en vinculación con municipios, gobiernos
provinciales, organizaciones de productores, sindicatos e
instituciones educativas. Además aparecieron como socios
estratégicos en estas acciones el RENATEA, entre 2012 y
2016, y el RENATRE, a partir de 2015. De forma más
reciente, en esta perspectiva se sumaron actividades para
grupos vulnerables, como jóvenes, mujeres y pueblos origi-
narios, entre otros.

Por nombrar algunos ejemplos, en esta línea, en 2016 se
firmó un convenio con el Ministerio de Trabajo para capa-
citar a trabajadores rurales, y mejorar su calidad de vida e
inserción laboral. Más recientemente, en 2020 estableció un
convenio marco de cooperación entre el Ministerio de Tra-
bajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación para la imple-
mentación de acciones integradas en materia de empleo
y formación profesional vinculadas al sector agropecuario
(EX-2020-49534964/2020). Estas formaciones están desti-
nadas a grupos vulnerables –priorizando a jóvenes y muje-
res– y participantes del Seguro de Capacitación y Empleo,
del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo, del Progra-
ma Promover la Igualdad de Oportunidades de Empleo o
de otros programas de empleo administrados por el Minis-
terio de Trabajo. En este marco se han impulsado entrena-
mientos laborales en Chaco, Tucumán, Salta, la provincia
de Buenos Aires, Formosa, Santa Fe y Corrientes.
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En este grupo se reúnen aquellas líneas de acción desa-
rrolladas por la institución que tienen en común tomar la
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perspectiva del trabajo decente y que a su vez posicionan al
INTA como promotor y garante de derechos. En los últimos
años, la agenda de cooperación institucional con la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT) favoreció la rele-
vancia de este enfoque. Del mismo modo, la mirada sobre el
desarrollo rural con enfoque territorial y las instancias de
formación ya mencionadas colaboraron con el impulso que
tomó la temática dentro de la institución. El crecimiento de
este enfoque se encuentra estrechamente relacionado con el
avance de la perspectiva de género dentro de la institución6,
así como con las líneas de acción en la prevención y la erra-
dicación del trabajo infantil, y en la promoción del trabajo
adolescente protegido en el sector agropecuario.

Esta perspectiva –al igual que la anterior– tiene como
sujetos a los trabajadores agrarios, pero no se ocupa exclu-
sivamente de las condicione de empleabilidad o de certifi-
cación de competencias, sino que más bien amplía la mirada
hacia condiciones estructurales de desigualdad y pobreza
que afectan a las y los trabajadores agrarios y sus fami-
lias. De acuerdo con la OIT, el trabajo decente significa la
oportunidad de acceder a un empleo productivo que genere
un ingreso justo, la seguridad en el lugar de trabajo y la
protección social para las familias, mejores perspectivas de
desarrollo personal e integración social, libertad para que
los individuos expresen sus opiniones, se organicen y par-
ticipen en las decisiones que afectan sus vidas, y la igualdad
de oportunidades y trato para todos, mujeres y hombres
(OIT, 2019).

Una característica distintiva de este enfoque es que
busca sensibilizar y capacitar a los agentes del INTA sobre
la problemática, ampliando capacidades y brindando herra-
mientas para que los agentes, desde el territorio, sean garan-
tes de derechos. En este marco se han realizado encuentros,
formaciones y otras acciones en torno al trabajo decente

6 Un claro ejemplo es la creación de la Plataforma de Equidad de Género y
Condiciones de Vida en la Infancia Rural, en la actual cartera programática.
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en la agricultura, así como para la prevención del traba-
jo infantil y la protección del trabajo adolescente. Entre
otras acciones se encuentra la participación del INTA en
el proyecto “Offside: ¡marcando la cancha! Mejorando las
capacidades de los actores del mundo del trabajo y de la
agricultura para abordar el trabajo infantil en áreas agríco-
las en Argentina”. Como parte de este proyecto, el INTA
–junto a la OIT– llevó adelante un estudio que aborda la
problemática del trabajo infantil en la ruralidad y el acceso
al agua. Y más recientemente se ha desarrollado una capaci-
tación virtual en prevención del trabajo infantil, destinada
a agentes en terreno del INTA y el Servicio Nacional de
Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), entre otras
organizaciones.

� # 4&+* /�"*�I /

Este escrito tenía como principal objetivo identificar los
enfoques del INTA en torno al trabajo agrario en los últi-
mos diez años. En un primer momento se describieron las
características generales del trabajo agrario en la Argenti-
na en el marco del proceso de reestructuración productiva.
Entre otras cuestiones se destacan la disminución de la can-
tidad de jornales demandados para los diferentes cultivos,
un aumento de la proporción de asalariados y la difusión
de formas de trabajo eventuales o estacionales, y cómo la
informalidad del trabajo y las bajas remuneraciones repre-
sentan un problema persistente en las condiciones de vida
de las y los trabajadores agrarios y sus familias. También se
destacaron los cambios más importantes en la legislación y
la regulación del trabajo agrario instaurados con la aproba-
ción de la ley N.º 26.727, en 2011.

Estas transformaciones instalaron nuevas problemáti-
cas en la agenda pública y resignificaron problemáticas tra-
dicionales vinculadas al trabajo en la agricultura argentina,
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y por lo tanto condicionaron la mirada del INTA con rela-
ción al trabajo y los trabajadores agrarios. A partir de la
revisión de antecedentes de la institución se identificaron
cinco diferentes enfoques en los que es posible agrupar
líneas de investigación y extensión desarrolladas. En primer
lugar, una perspectiva que toma al trabajo agrario como
factor de producción; en segundo término, la perspectiva de
higiene y seguridad; tercero, los aportes para estudios sobre
los mercados de trabajo agrario; cuarto, el enfoque sobre
la formación y la capacitación para trabajadores agrarios, y,
finalmente, el trabajo decente y la perspectiva de derechos.

La relevancia que toma cada uno de estos enfoques se
encuentra condicionada en un nivel macro por el Estado
en cada momento histórico; en un nivel meso, por el rol
que el INTA ocupa en esa agenda pública y, en un nivel
micro, por las experiencias de las y los agentes en territorio
y sus trayectorias profesionales y disciplinares. Estos tres
niveles condicionan los enfoques sobre trabajo agrario en
el INTA, limitando así ciertas opciones pero también facili-
tando otras.

Estos enfoques no son sucesivos en el tiempo. Existe
una convivencia de las diferentes miradas y simultánea-
mente se observan acciones de un tipo o del otro dentro de
la institución y sus numerosas dependencias. No obstante
es plausible destacar que en los últimos años ha tomado
impulso el enfoque de derechos, reforzando de esa manera
una posición del INTA como institución de ciencia, técnica
y extensión que orienta acciones hacia el sector de los tra-
bajadores agrarios y sus problemáticas. Incluso abordando
la temática no solo desde el punto de vista de la prevención
de accidentes de trabajo o de mejorar las calificaciones de
los trabajadores agrarios, sino también como promotor y
garante del trabajo decente en la agricultura, lo que incluye
la erradicación del trabajo infantil y la promoción del tra-
bajo adolescente protegido.

El desafío principal que se le presenta a la institución es
profundizar este enfoque de derechos hasta convertirlo en
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un eje transversal a todas las medidas de acción e investiga-
ción vinculadas al trabajo agrario que desarrolla.
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Es sabido que la ciencia no es políticamente aséptica. Menos
aun cuando se piensa en los caminos posibles y probables
para el desarrollo nacional. Allí, la definición de líneas de
investigación, la extensión y la financiación de proyectos
estratégicos implican la articulación de distintos actores de
los circuitos políticos, académicos, productivos y sociales.
La construcción de las políticas públicas es producto –nun-
ca totalmente cristalizado y siempre en tensión– del juego
de fuerzas y alianzas de distintos actores tanto públicos
como privados. Por lo tanto, se puede afirmar que la política
científica, como toda acción política, se basa en la capacidad
de generar o movilizar aliados (Callon, 1986). En este breve
ensayo serán puestos en el centro de la escena, con sus mati-
ces y realzando su incidencia en las actividades de gestión
–interna y externa– de la Estación Experimental Agrope-
cuaria Área Metropolitana de Buenos Aires (EEA-AMBA),
el brazo territorial de un instituto de ciencia y tecnología.
La corta existencia de la EEA-AMBA resulta sumamente
ilustrativa con respecto a la importancia de la movilización
de los aliados en el proceso de construcción del territorio
agrícola periurbano.
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Como se verá, el despliegue de las alianzas en los terri-
torios se da en los momentos de conflicto o de crisis, al
ritmo de los vaivenes de la dinámica política nacional que
habilitan cambios en las estructuras que estaban invisibili-
zadas o marginalizadas. Dicho de otro modo, el movimien-
to pendular de la política nacional repercute dentro de las
instituciones que trabajan construyendo el territorio, fun-
damentalmente en el proceso de agregación y desagrega-
ción de los aliados.

En el caso de la EEA-AMBA se podrá observar que al
comienzo había una estructura de aliados cercanos y leja-
nos. Aliados que respondían a una forma de gestionar los
territorios o a una razón político-ideológica y aliados que
juzgaban en cada caso o que podían apoyar a uno u otro.
Este fenómeno destaca la relevancia de los interrogantes
sobre los “pasajes” políticos, así como de los motivos o las
estrategias de alianzas que implementó la institución en el
proceso de construcción del territorio.

Este análisis, escrito en base a la experiencia de gestión
de uno de los autores, se divide en cinco partes, además de
la introducción. La primera aborda la cuestión del espacio
periurbano como objeto de política que justifica la decisión
del INTA de crear una unidad específica. La segunda se
enfoca en una subetapa inicial para dar cuenta de los hitos
de su creación hasta 2013 y luego abocarse, en tercer lugar,
a la etapa de 2013 a 2015. La cuarta versa sobre la reconfi-
guración de los ejes y las estrategias en el trienio 2016-2018.
Y para concluir se reflexionará sobre las diversas modalida-
des de “hacer aliados” en el territorio y la necesidad de pen-
sar la lógica de alianzas de una manera pública y persuasiva,
como garantía de la estabilidad para la continuidad de las
políticas en el tiempo.
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Los periurbanos son un paisaje físico y social altamen-
te heterogéneo. Partiendo desde el borde de las ciudades
presentan una secuencia de intensidades decrecientes, eco-
nómicas, sociales y productivas. Puntualmente, en el borde
del periurbano bonaerense se superpone la expansión de
nuevos frentes de urbanización dispersa (barrios cerrados,
clubes de campo, hoteles, clubes y asentamientos popula-
res, entre otros) con actividades segregadas de las áreas
más densas (rellenos sanitarios, industrias contaminantes,
tosqueras, ladrilleras y demás emplazamientos) y zonas de
producción agropecuaria.

Hasta los primeros años 2000, la gestión del territorio
periurbano bonaerense en el INTA fue enfocada principal-
mente hacia lo hortiflorícola. Si bien se destaca el trabajo
de Prohuerta en el AMBA desde 1993, no había una ges-
tión que tomara el área metropolitana como una unidad de
intervención en su conjunto. Existían dos agencias, en La
Plata y en Escobar, que dependían de la EEA San Pedro,
unidad del Centro Regional Buenos Aires Norte, a más de
200 kilómetros del periurbano bonaerense.

En el INTA, el registro institucionalizado de estos espa-
cios fue posible tras la adopción del enfoque territorial en el
Plan Estratégico Institucional de 2005-2015. Desde allí fue
posible visibilizar a los actores del territorio y enmarcarlos
en una política territorial del INTA, rescatando así el capital
humano preexistente. Como parte del nuevo tratamiento, la
institución promovió la articulación de los investigadores
hortiflorícolas con los técnicos de Prohuerta, abocados a la
creación y el asesoramiento de huertas urbanas, comuni-
tarias y periurbanas. Durante aquellos años, el foco estuvo
puesto sobre la producción y en un conjunto de actores
que desarrollaban una economía de mercado interno, vital
para la reproducción de la población urbana. Esta cuestión
–más allá de espasmódicos esfuerzos– era una vacancia en
el INTA, mientras no existía una política institucional de
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intervención articulada territorialmente para ese sector del
sistema agroalimentario argentino.

En este punto, la propuesta de creación de la EEA-
AMBA significó una doble innovación para el INTA. A la
vez que reforzó el enfoque territorial adoptado, respondió
a una vacancia de política sobre un territorio ajeno al foco
institucional, logrando así articular instrumentos y antece-
dentes del INTA en la priorización de la problemática de
los territorios periurbanos, que hasta entonces era aborda-
da de manera fragmentada. En esta última innovación, el
INTA fue pionero al revalorizar el periurbano bonaerense
como un territorio con especificidades propias y anticipar
una cuestión que en los últimos años ha podido instalarse
en la agenda social y estatal.

D:��I 0 ..&0+.&+� /� I -1 )�*��9��. ��&W*� &*/0�I��&W*
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Tras la crisis de 2001, en Argentina se deterioraron todos los
indicadores sociales y económicos. Con niveles de pobre-
za y desempleo inéditos, la seguridad alimentaria de los
principales centros urbanos del país fue en retroceso. Allí,
como parte de los mecanismos de subsistencia, muchos sec-
tores sociales se organizaron mediante distintas modalida-
des: comedores colectivos, huertas familiares, comunitarias
e institucionales (escuelas, jardines de infantes y centros de
jubilados, por ejemplo), producción casera de alimentos y
diversos modos de trueque.

Tomando nota de las consecuencias de la política
nacional, durante 2005 se creó el actual Centro de Investi-
gación y Desarrollo Tecnológico para la Agricultura Fami-
liar (CIPAF) dentro de la estructura del INTA. Como parte
de su agenda, desde el CIPAF se plantean los temas de la
agricultura familiar rescatando lo hecho desde 1987 con el
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programa Minifundio. Como corolario del proceso se esta-
bleció la necesidad de trabajar la gobernanza de la produc-
ción agropecuaria en el periurbano bonaerense. La creación
de la EEA-AMBA en 2007 fue un parteaguas dentro del
sector público nacional, pues hasta ese momento, salvo el
caso de la empresa estatal Coordinación Ecológica Área
Metropolitana Sociedad del Estado (CEAMSE), abocada a
los residuos del AMBA, no existía una política específica de
un organismo nacional que encarara de manera integral las
problemáticas que existían en el periurbano bonaerense.

Como se mencionó, el INTA contaba con antecedentes.
Por un lado, había un caudal de profesionales que de la mano
de Prohuerta estaban familiarizados y sabían trabajar con
las producciones periurbanas. Por otra parte, la institución
contaba con las agencias de extensión del Centro Regional
Buenos Aires Norte. Con estos elementos se conformó una
comisión de trabajo en la que participaron todos los agentes
de Prohuerta con inserción en el periurbano bonaerense,
las agencias de La Plata y Escobar, que dependían de San
Pedro; y el Instituto de Investigación y Desarrollo Tecnoló-
gico para la Agricultura Familiar (IPAF) Región Pampeana.
Desde la comisión se inició un arduo proceso de discusión,
centrada en el papel del territorio y la gobernanza.

Las posturas dentro de esa comisión se debatían entre
el espacio y la gobernanza del territorio. De las discusiones
se consolidaron cuatro propuestas para presentarle al Con-
sejo Directivo:

a. Que el AMBA fuera una dependencia de la EEA San
Pedro (Centro Regional Buenos Aires Norte), siguien-
do la inercia histórica de la horticultura y negando el
papel central de Prohuerta, en una suerte de Agencia
de Extensión Rural más ambiciosa.

b. Que fuera una EEA abocada a la agricultura urbana
y periurbana (AUPU-AMBA), dependiendo del Centro
Regional Buenos Aires Norte, ubicado en Pergamino.
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c. Que se transformara en un centro regional por sí mismo,
similar al centro metropolitano del Servicio Nacional
de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA).

d. Que continuara el funcionamiento de Prohuerta y la
agencias tal cual lo hacían hasta ese momento.

Durante aquellos años, las mayores resistencias se
encontraron entre quienes promovían que lo urbano estu-
viera gestionado por Prohuerta y que en lo referido al
periurbano no tuviera competencias el Centro Regional.

Finalmente, en 2007 se aprobó que la intervención
sobre el periurbano bonaerense se realizaría a través de
una EEA especializada. La nueva EEA-AMBA –abocada a la
agricultura urbana y periurbana– tuvo entre sus primeros
desafíos organizar la gestión del territorio, a sabiendas de
que este es dinámico y heterogéneo y que crece en forma
permanente hacia el oeste, de acuerdo con la infraestructura
de conectividad.

La decisión de la comisión fue priorizar dos dimensio-
nes. Por un lado, la conectividad radial: de la zona norte a
través de las autopistas y la cuenca Luján, al oeste con las
autopistas y la cuenca Matanza-Riachuelo, y hacia el sur con
la autopista La Plata-Buenos Aires y la cuenca del Plata. Por
otra parte, organizó la presencia en tres anillos: la región
urbana y el primer cordón (con el territorio de la Capital
Federal), la zona periurbana y la frontera con el AMBA.

Lo destacable de esta etapa de creación fue que el
criterio observó la dinámica del territorio al momento de
plantear la política territorial, a diferencia de las políticas
específicas que apuntan a un actor determinado o a un con-
cepto específico.
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Fuente: Kozel et al., 2017.

Con base en estas dos dimensiones –conectividad por
autopistas y dinámica por anillos– se identificaron tres ejes
y tres semicírculos, y en la intersección de esos elementos
se crearon las agencias de la nueva unidad del INTA. Se ori-
ginaron así seis agencias: una urbana sur, una urbana oeste
y una urbana norte, al igual que con las agencias periurba-
nas y otras análogas más rurales, para abarcar un territorio
compuesto por 40 municipios y 14.000.000 de habitantes.
La sede de la EEA-AMBA fue ubicada en el predio del Cen-
tro Nacional de Investigaciones Agropecuarias (CNIA) en
Hurlingham, en proximidad con los institutos de investiga-
ción básica del INTA. La decisión estratégica consistió en
generar una sinergia que vinculara a los centros y los insti-
tutos de investigación del INTA del CNIA con una política
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de intervención territorial. Durante esa etapa se estableció
la sede, se construyó ediliciamente y se conformó el Conse-
jo Local, que es la instancia de gestión de las unidades del
INTA articulada con los actores del territorio y la población
objetivo (Mapa 1). El Consejo Local se integró con repre-
sentantes de la agricultura familiar periurbana (AFPU) del
norte, el oeste, el sur y las zonas urbanas, del Ministerio
de Agricultura, cuatro de los municipios (por el norte, el
sur, el oeste y el primer cordón), de las universidades y del
gobierno de la provincia de Buenos Aires.

Tras la habilitación de la EEA-AMBA se crearon agen-
cias similares en Tucumán y Paraná (Entre Ríos). Si bien
estas eran parecidas en esencia, tenían una impronta dis-
tinta, pues buscaban reforzar el papel de los agentes de
Prohuerta sin abordar el periurbano integralmente, como
se planteó desde un principio para el periurbano bonaeren-
se. El planteo de la gobernanza de la EEA-AMBA proponía
generar sinergias entre los técnicos hortícolas que maneja-
ban los invernáculos, y conocían el mercado y la logística
del territorio, y los técnicos de Prohuerta que desarrolla-
ban las huertas familiares y colectivas desde hacía más de
diez años.

Como se pudo observar, las primeras discusiones sobre
el mejor tratamiento para el territorio periurbano pusieron
en evidencia las complejidades del espacio, en el que apare-
cen algunos actores que refuerzan y otros que desestiman e
ignoran muchas de las necesidades para la efectiva gestión
de la gobernanza territorial. En este sentido, la cuestión de
los aliados se podría presentar del siguiente modo: para la
innovación institucional se encontraban resistencias desde
algunos sectores más conservadores dentro de la estructura.
Por otro lado, había una gestión mucho más proactiva y afín
a la política de creación de la EEA-AMBA del INTA por par-
te de los miembros de Prohuerta, las organizaciones socia-
les del periurbano y actores del Estado nacional y referentes
del proyecto de gobierno de aquellos años. La EEA-AMBA
fue potenciada por la puesta en valor de las organizaciones
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de productores de la sociedad civil del territorio, junto con
varias de las intendencias del conurbano que se vinculaban
con el INTA a través del Prohuerta y que contaban con el
desarrollo de las agencias locales, como Berisso, que arti-
culaba con el Programa para Productores Familiares (PRO-
FAM), y Moreno, con el Instituto Municipal de Desarrollo
Económico Local. Ambos esquemas permitieron reforzar
los argumentos proactivos al interior del INTA.

E:��� �+*/+I&���&W*�0 ..&0+.&�I�?CABD>CABF@

A partir de 2013, la EEA-AMBA encaró la gestión del terri-
torio a través de varias iniciativas simultáneas. La estra-
tegia diseñada planteaba la cogobernanza del territorio en
articulación con los distintos actores. El planteo implicaba
seis ejes:

a. La participación de la sociedad en la cogestión, pri-
vilegiando como interlocutores fundamentalmente las
organizaciones sociales y las intendencias, como la uni-
dad de organización jurídico-político-institucional en
el Área Metropolitana.

b. La formación y el fortalecimiento institucional de las
organizaciones territoriales locales.

c. La institucionalidad, marcando la presencia del INTA
en el AMBA.

d. El diálogo con el mercado, facilitando así el acceso para
los productores locales a la comercialización.

e. La generación y cogestión del conocimiento.
f. La gestión interna con más de 120 agentes del INTA,

distribuidos en 20.000 kilómetros cuadrados.

Respecto del primer eje, la cogestión social durante
ese periodo replanteó cuál sería el rol de los consejos ase-
sores locales de las agencias de Extensión Rural, que para
el INTA históricamente cumplían un rol de control social
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del director (una suerte de contrapeso democrático). Desde
2013, los consejos locales empezaron a ser considerados
como una pieza fundamental en la gestión del territorio.
Con ese cambio de visión, la gobernanza comenzó a generar
una nueva red de aliados en el territorio. Se conformaron
los consejos locales de las nueve agencias, en los que partici-
paban alrededor de 20 personas en cada uno. La propuesta
era la siguiente:

Llamen a todo actor del territorio de la parte privada, como
los pequeños productores, los huerteros, las organizaciones
de productores y las universidades con sede local. Tiene que
haber un representante de cada municipio y de los orga-
nismos nacionales a los que les interese participar en cada
consejo local.

La única condición era que los consejos estuvieran
conformados en el 50% por personal del Estado (nacional,
provincial y municipal) y en el restante 50% por organiza-
ciones de la AFPU.

El papel de los consejos era recolectar demandas y visi-
bilizar las actividades realizadas dentro del AMBA, con el
fin de validar acciones y dar valor a la participación. De ese
modo, el cambio implicó que la EEA-AMBA contara con
200 consejeros distribuidos en el territorio. En este sentido,
por cada técnico que tenía la Experimental se contaba con
dos consejeros más, por lo que había tres personas mirando
el territorio desde sus diferentes roles y espacios institu-
cionales.

Con ese esquema consolidado se promovió que los
consejos trabajaran en el territorio rotando de locación,
esquema en el que cada consejero funcionaba como anfi-
trión para cada reunión. Buena parte de los esfuerzos rea-
lizados durante ese período estuvo orientada a consolidar y
sostener los equipos territoriales y el funcionamiento de los
consejos.

Los aliados que conformaban los consejos eran las
asociaciones de productores locales, ganaderos lecheros,
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cooperativas, huerteros, y representantes de municipios o
intendentes, del Foro Nacional de la Agricultura Familiar, de
la Cámara Argentina de Maquinaria de Agricultores Fami-
liares (CAMAF), de las universidades del conurbano, de los
docentes y directivos de las escuelas, de las sociedades de
fomento y demás organizaciones. Además, a nivel nacional
se sumaban representantes de la Secretaría de Agricultura
Familiar o del Ministerio de Desarrollo Social. Las alian-
zas con esas organizaciones, en muchas ocasiones, lograron
frenar desalojos mediante el asesoramiento técnico y jurí-
dico de los pequeños productores. También se abordó la
cuestión del trabajo infantil en las producciones hortícolas,
de manera articulada con el Ministerio de Agricultura.

Con el despliegue territorial de la EEA-AMBA se pro-
puso que en el periurbano bonaerense se mejoraran los
esquemas de producción para los mercados de cercanía. En
función de eso se buscaron fortalecer las producciones de
alimentos y de otros tipos, como la apicultura y la floricul-
tura. Por ejemplo, como parte de las acciones emprendidas
se comenzó a trabajar el protocolo de apicultura periurba-
na. Del mismo modo, se alentó el viverismo a través de jor-
nadas técnicas con sedes en distintas partes del territorio.
Además, la EEA-AMBA generó una línea de trabajo para la
producción animal y de otras cadenas. También se confor-
mó la línea de trabajo de valor agregado y de los canales de
comercialización de ciclo corto, a través de la promoción y
la creación de ferias. Para el caso de las agencias urbanas,
que no hacen agricultura, se dispuso una serie de iniciativas
orientadas al agregado de valor de los productos que pro-
venían del tercer cordón, de forma que permitieran generar
canales de comercialización de ciclo corto (entre ellas se
destacó la Red de Dulceras del AMBA).

El segundo eje, de fortalecimiento de las organizacio-
nes sociales, buscó formar a los productores rurales como
dirigentes sociales para la agricultura familiar. Así, se rea-
lizaron actividades de “fortalecimiento institucional” a tra-
vés de una política de “puertas abiertas” del INTA a la
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comunidad. Este elemento estaba directamente relacionado
con los ejes tercero y cuarto (de la institucionalidad y de la
comercialización respectivamente) en lo que respecta a la
estrategia expansiva de la gestión institucional. El objetivo
de máxima era que en cada municipio del AMBA debía
inaugurarse una oficina del INTA, ya fuera una sede de
agencia, una oficina técnica (Varela, Berisso, Exaltación de
la Cruz, Lomas de Zamora y La Matanza), un centro mul-
tiplicador de gallinas de Prohuerta, una huerta comunitaria
o unidades de demostración apícola/agrícola. De ese modo,
mediante el fortalecimiento de las actividades productivas
se pretendía poner un límite a la expansión de la mancha
urbana en el territorio.

En la misma línea, pero puertas adentro, la coordina-
ción de la EEA-AMBA durante ese período buscó potenciar
el uso del predio de la EEA en Castelar. Fue así que se
creó un espacio para el compostaje, un área de pastura y un
invernáculo en el que se reproducían los plantines. Tam-
bién se instaló un ensayo de larga duración de “horticultura
agroecológica a campo”, que llegó a tener cinco años de
vigencia. Todas esas iniciativas fueron posibles gracias a la
articulación con las organizaciones de productores urba-
nos, pertenecientes a la economía social, que entraron al
predio y sincronizaron con los extensionistas para sostener
la actividad. En consecuencia, se conformó una sinergia
con las cooperativas piqueteras y los beneficiarios de planes
sociales. En el predio, incluso, se estableció una feria con
el aval del Municipio (Feria ITU-AMBA), que agrupó hasta
30 puestos en los cuales microemprendedores y micropro-
ductores ponían en venta sus productos, dinamizando así la
Experimental en su integración con la comunidad. Aparte
de eso, durante aquellos años se inauguraron los llamados
“parques huertas”, que a los miembros de la comunidad les
permitían la autoproducción de alimentos, de manera que
se lograba integrar a los vecinos con la institución. Durante
ese lapso también se trabajó fuertemente con la comunidad
boliviana, los municipios y las universidades para poner
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ferias en sus campus, como ocurrió con las universidades
nacionales de La Matanza y de Hurlingham, sumadas a las
ferias que armaron los municipios. Ese era el eje central
de los trabajos de comercialización durante esa etapa de la
Experimental. Los ejemplos que aquí se mencionan termi-
naron por consolidar un enfoque basado en la articulación
y la cogestión con actores territoriales.

En cuanto al quinto eje, el de la cogestión de cono-
cimiento, se articuló con investigadores del INTA Castelar
para buscar soluciones a las problemáticas surgidas en el
territorio. En esta línea, el INTA-AMBA promovió un enfo-
que integrador territorial y agroecológico en un encuentro
de saberes popular-científico, para alcanzar objetivos de
ordenamiento territorial, competitividad productiva, sobe-
ranía alimentaria, tecnologías apropiadas a la producción
intensiva y mitigadores de la contaminación ambiental.

A través de estos ejes, desde la EEA se esforzó en poten-
ciar la actividad productiva del periurbano favoreciendo la
integración de los circuitos económicos internos, pues el
patrón de acumulación de la agricultura periurbana tiende a
quedar en el mismo sitio donde se localiza la producción.

Con relación al último eje, sobre la gestión interna,
como fuera mencionado, durante ese tiempo se buscó con-
solidar a los equipos internos, para lo que se designaron
representantes en cada una de las recientemente creadas
unidades territoriales. Como parte del proceso se valoró al
personal de la EEA-AMBA por expertise temática: ambien-
te, porcinos, veterinarios, comunicación y demás. En cada
una de las oficinas se previó consolidar un equipo capaz
de abordar la mayoría de las áreas de trabajo definidas en
esa etapa. A modo de ejemplo, para la comunicación, los
esfuerzos se difundieron en el periódico Producción Periur-
bana, que difundía información técnica, con material en
quechua dirigido a la comunidad boliviana, con el objetivo
de integrar a la población migrante, uno de los principales
exponentes de la producción periurbana bonaerense.
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De manera transversal a los seis ejes, desde la coor-
dinación de la EEA-AMBA se hizo un importante trabajo
simbólico en vista de recuperar grandes hitos de la historia
y de la lucha popular en Argentina: desde las islas Malvinas,
articulando actividades junto con el centro de excombatien-
tes de Ituzaingó, hasta el Bosque de la Memoria del INTA
y de los vecinos de la comunidad, junto con la Comisión de
Reparación Histórica del INTA.

Por todo lo expuesto se puede afirmar que, durante esa
etapa, la EEA encaró el desarrollo de una estructura de sos-
tén territorial virtuosa para la generación de valor agregado
y, fundamentalmente, de empleo.
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Desde fines de 2015 se observó un proceso de desarticu-
lación de muchos organismos públicos y el retroceso de
los espacios ganados por el Estado en la gobernanza de los
territorios. La profundización de la crisis económica afectó
la situación de los productores y las pymes, a lo que se sumó
el desfinanciamiento de grupos del programa Cambio Rural
II. Entonces se evidenció un incremento en las huertas rea-
lizadas por la clase media en el marco de Prohuerta, ante el
incremento de la población empobrecida y la necesidad de
producir alimentos para el autoconsumo. Al mismo tiempo
comenzaron los proyectos especiales de Prohuerta que per-
mitieron sostener a muchas de las organizaciones.

En ese contexto, en el INTA se comenzó a cuestionar
la forma en la que la EEA-AMBA se venía vinculando con
el territorio, buscando establecer formas de vinculación en
las que el productor era quien debía acercarse a la institu-
ción para demandar asesoramiento. Dicho en otros térmi-
nos, buena parte de la gestión realizada sobre el territorio
fue cuestionada desde distintos espacios lo que debilitó las
nuevas alianzas consolidadas en la etapa anterior.
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Diferentes organismos públicos auditaron la gestión de
la EEA-AMBA con crecientes requerimientos administrati-
vos. Con ese esquema se empezó a horadar la proactividad
de la gestión, y se desarticuló el esquema de alianzas cons-
truido desde la Experimental, lo que derivó en la reduc-
ción de la influencia territorial de la EEA-AMBA. Desde
el Ministerio de Desarrollo Social se invalidó la firma del
INTA para la certificación de las contraprestaciones de los
planes sociales, por lo que muchos trabajadores se retiraban
de las actividades ante el temor de perder los planes, lo
que afectó el desarrollo de los ensayos. También se bajó el
presupuesto, de manera que comenzaron a deteriorarse los
vehículos y las instalaciones de los predios.

Pese al contexto adverso, desde la EEA-AMBA se
siguieron sosteniendo los seis ejes de gestión. Asimismo,
ante el nuevo escenario –político, económico, social e ins-
titucional– se desplegó una novedosa estrategia de gestión
territorial que profundizó el trabajo de fortalecimiento de
las instituciones y de las organizaciones de productores.
Se comenzaron a realizar talleres con dirigentes de orga-
nizaciones, fundamentalmente de las zonas norte y oeste,
para los que fueron convocados destacados funcionarios o
exfuncionarios y profesores de universidades, quienes les
contaban sus experiencias y brindaban formación a los
dirigentes. Para las organizaciones de la zona sur se diseñó
una estrategia de apoyo, de manera que pudieran seguir
funcionando ante el panorama hostil que ofrecía la nueva
política nacional. Un tercer elemento fue la elaboración de
un estudio de prospectiva para el Sistema Agroalimentario
del AMBA, que –con la hipótesis de la plasticidad inercial–
previó una presencia de la agricultura por 50 años más en
el periurbano. La contundencia del estudio de prospectiva,
coordinado por el también eliminado Instituto de Inves-
tigación en Prospectiva y Políticas Públicas, fortaleció los
argumentos que sostenían la presencia de la EEA-AMBA en
el territorio. El cuarto elemento fue el fortalecimiento de
los canales de comercialización a través de ferias y también,
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como parte de este eje, el impulso a la Semana de Visi-
bilización de la Agricultura Periurbana, orientada a darle
visibilidad al sector y fortalecerlo.

Otro eje de esa etapa fue la puesta en valor de los
periurbanos como espacios de producción de alimentos. Se
creó e impulsó la Plataforma de los Periurbanos en 2017.
En este sentido, la plataforma sostuvo la necesidad de rea-
lizar políticas públicas que tensionaran un ordenamiento
territorial distinto al promovido por el mercado:

Para ello, INTA propone llevar a cabo la Plataforma de Inno-
vación para los Territorios Periurbanos con el objetivo de
integrar esfuerzos en el desarrollo de tecnologías de la inno-
vación que contribuyan a una producción agroalimentaria y
agroindustrial sustentable en los periurbanos a través de la
eficiencia productiva y la calidad, y que sirva para asesorar a
los órganos responsables de la política tecnológica, agraria y
alimentaria en los territorios periurbanos (Guerra, 2018).

La feria de productores dentro del predio de la EEA-
AMBA fue auditada con múltiples requerimientos. Si bien,
a pesar de ellos, esta iniciativa logró continuar, perdió fuer-
za al igual que otras propuestas similares. Complementa-
riamente, en 2016 comenzaron a circular las intenciones de
formar un “distrito tecnológico” en las hectáreas pertene-
cientes al INTA en el partido de Castelar. Eso implicó dete-
ner varias de las iniciativas y actividades programadas junto
con el Municipio y la Universidad Nacional de Hurling-
ham. Esta situación derivó en la eliminación del criadero
de cerdos y del ensayo de larga duración de la horticultura
agroecológica a campo, ambos luego de 2018.

Pese a las dificultades afrontadas en este periodo, la
EEA-AMBA brindó aportes sustanciales –en términos polí-
ticos y conceptuales– con los que pudo consolidar la posi-
ción de la agricultura familiar frente a la de la agricultura
social que se pretendió instalar en esa etapa. Y se mantuvo
el abordaje de la institución para el área periurbana.
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A menudo se plantea que hay que convencer para obte-
ner aliados y reclamar lealtad para mantenerlos. La teoría
y la historia de las organizaciones y de las instituciones
muestran que hay dos procesos de agrupamiento político:
a) el momento instituyente y b) el momento institucional
(Nardacchione y Taraborrelli, 2009). Como se pudo ver
en el caso de la EEA-AMBA respecto de la construcción
del territorio, vale decir que en la implementación de la
política no existen solamente los momentos fundacionales,
sino también los momentos menos críticos, pero no menos
importantes, en los que las instituciones son puestas en
cuestión. Para enfrentarlos es importante desarrollar una
fuerza de negociación suficiente que permita consolidar las
posiciones logradas. Eso requiere de un agrupamiento polí-
tico sólido, que responda de manera homogénea.

Sin embargo, como hemos visto, la frontera de los alia-
dos es siempre móvil y presenta sus propias temporalidades.
Al momento constituyente persuasivo, cuando se agrupan
aliados, le sucede otro más institucional, en el cual se debe
garantizar su desarrollo. Los seis ejes planteados durante
la primera etapa 2013-2015 buscaron reforzar de maneras
crítica y participativa el sentido del proyecto de gestión
definido desde la dirección. En esa línea, los consejos ase-
sores fueron implementados con la finalidad de consolidar
el proceso de manera legítima, política y técnicamente con-
sistente.

En el caso de la EEA-AMBA es posible observar la mul-
tiescalaridad de los procesos económicos y políticos, donde
la construcción de alianzas terminó por definir y sostener
los caminos posibles y probables para la cogestión de los
territorios a través de una gobernanza participativa e inclu-
siva en el territorio periurbano bonaerense.
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ayudante de Primera en la Cátedra de Extensión y Sociolo-
gía Rurales (Facultad de Agronomía, UBA).
Correo electrónico: mmonkes@agro.uba.ar
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Doctor en Geografía (Universidad Autónoma de Barce-
lona, España). Especialista en Planificación y Políticas de
Transporte (Universidad Nacional de San Martín), máster
en Desarrollo Sostenible (Universidad de Uppsala, Suecia)
e Ingeniero Agrónomo (UBA). Jefe de Trabajos Prácticos
de la Cátedra de Sistemas Agroalimentarios (Facultad de
Agronomía, UBA).
Correo electrónico: joapm@agro.uba.ar
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Doctorando en Ciencias Sociales (Facultad de Ciencias
Sociales, UBA), magíster en Políticas Ambientales y Terri-
toriales (Facultad de Filosofía y Letras, UBA) y licenciado
en Ciencias Ambientales (Facultad de Agronomía, UBA).
Becario doctoral del CONICET. Jefe de Trabajos Prácticos
de la Cátedra de Extensión y Sociología Rurales (Facultad
de Agronomía, UBA).
Correo electrónico: straccia@agro.uba.ar
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Licenciado en Economía (UBA), con estudios de posgrado
sobre organizaciones sociales (FLACSO), desarrollo local
(UNGS), just and green transition o transición justa y ver-
de (Universidad Global del Trabajo o GLU, por sus siglas
del inglés Global Labour University), diploma superior en
sustentabilidad y justicia social (Consejo Latinoamericano
de Ciencias Sociales [CLACSO]) y candidato a magíster en
economía social (UNGS). Desde hace más de 20 años se
desempeña en políticas, programas y proyectos de desa-
rrollo social y rural en distintas instituciones públicas.
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Actualmente es gerente de articulación interinstitucional de
la Dirección Nacional Asistente Transferencia y Extensión
del INTA. Integra la Red de Investigadores Latinoamerica-
nos en Economía Social y Solidaria (RILESS) y el Grupo de
Trabajo CLACSO sobre Economías Populares. Ha realizado
actividades de docencia en distintas universidades y parti-
cipa en procesos de formación de movimientos sociales, en
temas de economía popular, agricultura familiar, desarrollo
rural, soberanía alimentaria y agroecología.
Correo electrónico: caballero.luis@inta.gob.ar
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Ingeniero forestal (UNLP) y máster en ciencias en Desa-
rrollo Local y magíster en Desarrollo Económico Local.
Actualmente es director del Centro de Investigación y Desa-
rrollo Tecnológico para la Agricultura Familiar del INTA.
Fue coordinador nacional de Transferencia y Extensión del
INTA (2013-2019), y gerente del Programa Federal de Apo-
yo al Desarrollo Rural Sustentable (PROFEDER) del INTA,
y del programa Prohuerta (INTA y Ministerio de Desarro-
llo Social [MDS]) a nivel nacional (2016-2019). Codiseñó,
con el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, el
programa Cambio Rural II y coordinó su implementación
nacional por parte del INTA (2014-2017). Anteriormen-
te fue director del Instituto de Investigación y Desarrollo
Tecnológico para la Pequeña Agricultura Familiar (IPAF) –
Región Noroeste Argentino del INTA y jefe de la AER-
INTA Seclantás, en Salta. Por el INTA, coordina diversos
proyectos de cooperación internacionales y participa en
distintas instancias de articulación inter e intraestatales.
Correo electrónico: ramilo.diegonicolas@inta.gob.ar
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Licenciada en Ciencias Biológicas y doctora de la UBA. Se
encuentra finalizando la especialización Gestión Estratégi-
ca de Organismos Públicos de la Universidad del Salvador
(USAL). Coordinadora del área Evaluación y Desarrollo de
Recursos Fitogéneticos, del Instituto de Recursos Biológi-
cos del INTA. Investiga en el área de la genética y la biolo-
gía molecular en especies alimenticias, medicinales y con-
dimenticias. Docente en la Universidad Nacional de Luján
(UNLU). Representante de INTA en el Ministerio de Salud
de la Nación y en el Instituto Nacional de Semillas (INASE)
en la temática de cannabis.
Correo electrónico: arizio.carla@inta.gob.ar

�&I2&*��� 3&/

Licenciada en Ciencias Biológicas de la UBA y máster in
Science in Plant Breeding for Agricultural Development, de
la University of East Anglia (UEA), de Inglaterra. Actualmen-
te está finalizando la Maestría en Administración Pública
de la Universidad de Maimónides. Es directora del Instituto
de Recursos Biológicos (IRB), del Centro de Investigación
de Recursos Naturales (CIRN) del INTA, desde 2015. Desde
2017 es la representante titular del INTA como integrante
del Consejo Consultivo Honorario de la Ley N.º 27.350
de Investigación Médica y Científica del Uso Medicinal de
la Planta de Cannabis y sus Derivados. Además integra el
Comité Técnico Cannabis y el Grupo Ad Hoc sobre Trata-
dos y Políticas Públicas en Recursos Genéticos del INTA.
Correo electrónico: lewis.silvina@inta.gob.ar
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Ingeniera agrónoma y coordinadora del Programa Nacional
Recursos Genéticos y Mejoramiento (REDGEN) en la EEA
Bariloche Dr. Grenville Morris del INTA en Río Negro.
Se desempeña desde 1993 en el INTA Bariloche, donde se
inició en el mejoramiento genético de ovinos y caprinos.
Hasta 2012 coordinó la Subred de Zoogenéticos. Desde
2014 coordina la Red de Recursos Genéticos y desde 2018
coordina el Programa Nacional de Recursos Genéticos y
Mejoramiento.
Correo electrónico: lanari.mariarosa@inta.gob.ar
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Ingeniera agrónoma y coordinadora de la REDGEN en la
EEA Marcos Juárez del INTA en Córdoba. Desde 1987 es
curadora del Banco Activo de Germoplasma de Trigo y
Soja en la EEA Marcos Juárez e integra la Red de Bancos
de Recursos Fitogenéticos desde sus inicios. Actualmente
es coordinadora de la REDGEN del INTA, trabajando en
la gestión y conservación de los recursos genéticos y en la
implementación de políticas públicas relacionadas con ins-
trumentos legales nacionales e internacionales.
Correo electrónico: formica.maria@inta.gob.ar
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Ingeniera agrónoma, coordinadora del Proyecto Estructu-
ral Institucional (PEI) 113 y desde 2008 es curadora del
Banco de Germoplasma de Maíz en la EEA Pergamino Ing.
Agr. Walter Kugler del INTA en Buenos Aires. Ingresó a
la EEA Pergamino como becaria en 2004 y actualmente
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coordina el proyecto “Abordaje integral para la conserva-
ción, mejoramiento y rescate de especies amenazadas de
importancia para el sistema agropecuario, agroalimentario
y agroindustrial (SAAA) en diferentes ambientes”. Además
es docente de cursos de grado (Genética General, y Biodi-
versidad y Recursos Genéticos) en la Universidad Nacional
del Noroeste de la Provincia de Buenos Aires (UNNOBA)
y de posgrado (Especialización en Genética Vegetal en la
FAUBA y Maestría en Genética Vegetal en la UNR).
Correo electrónico: defacio.raquel@inta.gob.ar

��.&�*��� .. 5.�

Máster en Ciencias y, desde 2014, curadora del Banco Acti-
vo de Germoplasma del Noroeste Argentino (BANOA) en
la EEA Salta del INTA, donde se conservan colecciones de
poroto, tomate árbol, quínoa y tabaco. Actualmente es coor-
dinadora del proyecto presentado por Argentina a la cuar-
ta convocatoria del Fondo de Distribución de Beneficios
del Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos
para la Alimentación y la Agricultura.
Correo electrónico: ferreyra.mariana@inta.gob.ar
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Doctor en Medicina Veterinaria de la Universidad de Cór-
doba, España. Hasta 2018 fue coordinador interino de la
Subred de Recursos Genéticos Animales del INTA en la
EEA Anguil Ing. Guillermo Covas del INTA en La Pampa y
continúa haciéndolo ad honorem. Trabaja en la conservación
y la caracterización de recursos genéticos caprinos, la pro-
ducción caprina en general y en la sanidad y las patologías
de rumiantes menores.
Correo electrónico: bedotti.daniel@inta.gob.ar
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Ingeniero agrónomo y coordinador ad honorem de la
Subred de Recursos Genéticos Microbianos en la Agencia
de Extensión Rural (AER) Concarán del INTA en San Luis.
Desde 1983 es investigador en Microbiología Agrícola en el
INTA, hasta 2017 lo fue en el Instituto de Microbiología y
Zoología Agrícola (IMYZA) del Centro de Investigación en
Ciencias Veterinarias y Agronómicas (CICVYA) del INTA,
y actualmente, en la EEA San Luis. Responsable de la
Colección de Rizobios y otras bacterias benéficas del IMY-
ZA de 1990 a 2015. Participante de numerosos proyectos
institucionales y extrainstitucionales. Coordinador del Plan
de Gestión en Selección de Cepas de Rhizobium. Coordi-
nador de Convenios de Vinculación Tecnológica (CVT) de
Asistencia Técnica con todas las empresas del sector ino-
culantes. Coordinador de dos CVT con transferencia de
tecnología. Integrante de la REDGEN desde 2006. De 2014
a 2018, coordinador ad honorem de la Subred de Recursos
Genéticos Microbianos.
Correo electrónico: perticari.alejandro@inta.gob.ar
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Ingeniera agrónoma y representante del Punto Focal Nacio-
nal sobre Recursos Fitogenéticos ante la FAO en la EEA
Alto Valle del INTA en Río Negro. Responsable del Banco
Activo de Germoplasma de Pomáceas, perteneciente a la
Red de Bancos de Recursos Fitogenéticos, en la EEA Alto
Valle, desde 2000.
Correo electrónico: calvo.paula@inta.gob.ar
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Ingeniero zootecnista y representante del Punto Focal
Nacional sobre Recursos Zoogenéticos ante la FAO en la
EEA Bariloche Dr. Grenville Morris del INTA en Río Negro.
Desde 2004 coordina equipos de trabajo y proyectos orien-
tados al desarrollo rural y la diversificación de los sistemas
de producción, con énfasis en la caracterización, valoración
y conservación de recursos genéticos animales y sistemas
de producción tradicionales. Integrante de la Red de Bancos
de Recursos Zoogenéticos y responsable del banco activo
in vivo Cabra Criolla Neuquina, de crioconservación de esa
raza caprina local y de los ovinos Linca.
Correo electrónico: reising.carlos@inta.gob.ar

� +*�.�+���II+

Ingeniero forestal, coordinador ad honorem de la Subred de
Recursos Genéticos Forestales y representante del Punto
Focal Nacional sobre Recursos Genéticos Forestales ante la
FAO en la EEA Bariloche Dr. Grenville Morris del INTA
en Río Negro. Trabajó en el INTA Castelar, Buenos Aires,
de 1978 a 1982), y el INTA Alto Valle, Río Negro, de 1985
a 1993. Desde 1993 se desempeña en el INTA Bariloche,
Río Negro. Hizo una maestría y un doctorado en Genéti-
ca Forestal en el Instituto de Genética Forestal del Centro
Federal de Investigaciones Forestales y la Universidad de
Gotinga (Alemania). Fundó la red Genética y Mejoramiento
Forestal (GEMFO) del INTA, cofundó la Red Latinoameri-
cana y del Caribe para la Conservación y Uso de los Recur-
sos Genéticos Forestales (LAFORGEN). Introdujo y pro-
movió en el país el uso sistemático de marcadores genéticos
moleculares para estudios de diversidad genética forestal y
aplicaciones en programas de mejoramiento. Fue coordi-
nador del Área Forestal y del grupo de Genética Forestal
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del INTA Bariloche. Se desempeñó como evaluador de las
comisiones de Biología y de Agrarias en el CONICET.
Fue coordinador de proyectos nacionales e internacionales,
y director de numerosas tesis de maestrías, doctorados y
posdoctorados. Dictó más de 50 cursos de posgrados en
universidades nacionales y extranjeras.
Correo electrónico: leosogalo@gmail.com
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Ingeniero agrónomo y desarrolla su actividad en la EEA
Chubut del INTA, luego de finalizar el mandato de director
de la EEA Santa Cruz. Ocupa la vicepresidencia primera del
Consejo Profesional de Ingenieros Agrónomos (CPIA). Fue
subsecretario de Agricultura y Ganadería, y durante diez
años se desempeñó como director de Agricultura y Gana-
dería de la Provincia de Chubut. También representó a esa
provincia en el Consejo Regional del Centro Regional Pata-
gonia Sur el INTA, en el Consejo de Administración de la
Fundación Barrera Zoofitosanitaria Patagónica (FUNBA-
PA) y en el Consejo Federal Agropecuario. En la actividad
privada se desempeñó en UNILAN Trelew, de la industria
lanera. Su amplio conocimiento de la gestión le brinda una
gran visión de los principales problemas para intentar posi-
bles soluciones dirigidas al sector agropecuario.
Correo electrónico: pena.sergio@inta.gob.ar
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Becaria doctoral cofinanciada CONICET-INTA y trabaja
en la EEA La Consulta del INTA en San Carlos, Mendoza.
Licencianda en Sociología de la Facultad de Ciencias Políti-
cas y Sociales (FCPYS) de la Universidad Nacional de Cuyo
(UNCuyo), actualmente cursa el Doctorado en Ciencias
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Sociales en la misma institución. En el marco del INTA
integra equipos de investigación y extensión vinculados al
arraigo de las familias rurales y la calidad de vida. En el
ámbito universitario participa en investigaciones sobre la
estructura social y los mercados de trabajo en Mendoza.
En la FCPYS se desempeña como docente y supervisora de
prácticas en la Licenciatura en Sociología.
Correo electrónico: salatino.maria@inta.gob.ar

�1/0�2+��&0+

Licenciado en Biología Orientación Zoología, especialista
en Ambiente y Patología Ambiental y doctor en Ciencias
Naturales (UNLP). Fue director del Instituto de Investiga-
ción y Desarrollo Tecnológico para la Agricultura Familiar
(IPAF) – Región Pampeana (2006-2013) y director de la
EEA Área Metropolitana de Buenos Aires (2013-2018) del
INTA. Actualmente es coordinador del Convenio INTA-
Universidad Nacional Arturo Jauretche (UNAJ) y profesor
titular de la materia Gestión Ambiental de los Estableci-
mientos Productivos Primarios Periurbanos, de la Licencia-
tura en Gestión Ambiental del Instituto de Ciencias Sociales
y de Administración de la UNAJ.
Correo electrónico: tito.gustavo@inta.gob.ar
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Licenciado en Ciencia Política (UBA), investigador del
Centro de Investigación y Desarrollo Tecnológico para la
Agricultura Familiar (CIPAF) y coordinador interino de la
Plataforma Contribución para la Formulación y Gestión de
Políticas Públicas del INTA. Magíster en Ciencia Política
por la Escuela Interdisciplinaria de Altos Estudios Sociales
(EIDAES-UNSAM), diplomado en Estudios Avanzados en
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Evaluación de Políticas Públicas (EPG-UNSAM) y docente.
Correo electrónico: alonso.ignacio@inta.gob.ar
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Licenciada en Ciencia Política (UBA), maestranda en Ges-
tión de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación (UNGS).
Gerenta interina de Monitoreo y Evaluación del INTA.
Integrante del equipo de Gestión de la Plataforma Contri-
bución para la Formulación y Gestión de Políticas Públicas
del INTA. Investigadora del Grupo de Estudio de Ecología
Política desde América Latina de la Facultad de Ciencias
Sociales de la UBA.
Correo electrónico: barrera.debora@inta.gob.ar
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